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no, dándose en el cargo puesto la razón de hallarse cerrada 
h oficina del secretaria c ignorarse su domicilio particu- 
lar, y si cou el Citado cargo se ha presentado « la secreta- 
rla «n el día inmediatamente siguiente, á primera hora del 
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Comitfon.— Véase: Rematador . 

Comjira-ri'Ht'i. — [Insultando de las pruebas producidas <pie en el 
pmli-r conferido para vender un campo de la propiedad del 
mandante, luilimension menor de dicho campo expresada en 
él fué efeclt, de un error material, debe declararse que la 
venta de lodo el campo celebrada .por el apoderado es legí- 
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lima, y perfectamente legal el Lítulo del comprador sobre 
lodo el campo que el apoderado le escrituró. Página 177. 

Confesión* — La confesión en rebeldía surte el electo de prueba ple- 
na tío los hechos sobre que recae. Página *JH0. 
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Coitos. — Son de carga del ejecutante que desiste del emhargo las 
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Gustos . — Véase ; Intentiilo. 
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Ih-stifojn. — Probado el condominio del actor syhce el campo arrenda- 
do á los demandados, y aceptada por estos I» convención de 
continuar ocupámhdn basta realizar la primera cosecha, ó 
vencer el término de cuatro meses, sin que exisla prueba al- 
guna de haber mediado dolo en dicha convención, corres- 
ponde, una vti¿ vencido el plazo, ordenar el desalojo de los 
mismos. Página 

íkaatojo. — Concluida la sociedad en la que el demandado explotaba 
una linca de ¡impiedad del actor, corresponde ordenar su de- 
salojo. Página 3 ( J8. 

Desalojo. — Véase : Apelación. 
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Etiiccion. — Puede, en los interdictos, citarse de eviccion al causante 

de los derechos del demandado. Página 41. 
Evicdan. — La citación de eviccion no es una demanda contra el ci* 
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Lante, sinú un aviso en forma y en el momento oportuno, a 
fin de que lome intervención en la causa, si asi fuere su vo- 
luntad. Página 41. 

Bvtccion. — La citación de eviccior no importa una excepción dila- 
toria, pero si un incidente de) juicio, que es suspensivo leí 
procedimiento en lo principal. Página 41. 

Excepción dilatoria, — El mandatario facultado para representar al 
mandante en todos los asuntos judiciales en que éste sea 
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la demanda alegando no tener iustruccionps. Página 105, 

Expropiación, — A falla de niros elementos de prueba sobre el im- 
porte de los perjuicios á indemnizarse por cansa de expro- 
piación, debe estarse á la apreciación hecha por los peritos 
nombrados por el juzgado. Página 15. 

Expropiación. — En las expropiaciones practicadas por la Nación para 
una empresa de ferrocarril , la indemnización de perjuicios 
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cuencia forzosa de la expropiación, y no las ventaja* ó ga- 
nancias hipotéticas, ni las deficiencias de las obras de de- 
sagua que son consecuencia de la construcción déla via y 
son de cargo de la empresa. Página 55. 

Expropiación* — Resu liando la causa de urgencia, y hecha la con- 
signación del precio calculado á los lines déla expropiación, 
corresponde conceder la posesión provisoria. Página 89. 

Expropiación . — Por la que no lia causado perjuicios de fracciona- 
miento y oíros gravámenes, se debe el precio que tenia el 
terrón u ex pro piad u el día de la riesposesion y los intereses 
desde ese día hasta el del pago. Página SI 9. 

Expropiación. procede el juicio de expropiación respecto del 
terreno que no se baila comprendido entre los mandados ex- 
propiar por la ley. Página ¿84. 

Expropiación. — En las expropiaciones se debe al expropiado, á más 
del precio ó valor del terreno que se expropia, los perjui- 
cios que sean su consecuencia forzosa. Página 415. 
Expropiación. — El elemento principal de toda indemnización por 
expropiación, es el pago del valor real que tenga la cosa en 
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la fecha tic la expropiación, siempre que en dicho valor na 
ligure aumento por razón de la ley que la motiva. Página 43i. 
Expropiación. — Ese »alor, tratándose de acciones, es el que fijan 
las cotizaciones de Bolsa, y no habiendo pruebas ni motivos 
para establecer lo contrario, debe reputarse que es el de la 
última cotización hecha en la Bolsa antes del juicio de expro- 
piación. Página 432. 
Extradición. — Cumplidos ¡ f >s requisitos de la ley, debe concederse 
la extradición bajo la condición de lo dispuesto en el artí- 
culo 607 del Código de Procedimientos en lo Criminal, res- 

de la pena menor. 



Fallecimienta. — En las causas seguidas pordelraudacion de derechos 
de aduana coi lira una sociedad comercial, el fallecimiento 
de uno de los socios no impide la continuación del proceso. 
Página m. 

Falsificación de moneda. — La talsilicacion de moneda de nikel de 
curso legal hace pasible al reo de la pena de tres años de 
trabajos forzados y mulla de il') pesos. Página 140. 

Falta de personería. — Resultando que la demanda se deduce no 
contra una sucesión indivisa, ni contra herederos que ten- 
gan que ser puestos en posesión de la herencia, sino contra 
los demandados en su carácter particular, debe rechazarse 
la excepción de falla de personería. Página 411. 

Feria — Acuerdo designando ministro y secretario para la de 190Í . 
Pagina». 

F*ria. — Acuerdo designando el juez que debe alende r los jungados 
de la Capital, durante la feria de 1902. Página 10. 

Frutos. — En el pedido de la demanda de que se condene á los de- 
mandados á Jas penas de los poseedores de mala fé, se 
contiene la restitución y pago de frutos. Página 193. 
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Habeos carpits. — Es improcedente el recurso de habrás 

vor ile un conscripto dado de alia en el ejéreilo, y detenido 
por la autoridad mi litar por delito de deserción. Pagina 23. 
Babeas corpas. — No procede el recurso de babeas ror/nn, a favor 
del ciudadano argentino llamado ;'t prestar servicio en el 
ejercito permanente con arri ólo á hs leyes sobro su forma- 
ción y organización. Pagina H'2. 
Homicidio. — El homicidio con alevosía y con una atenuante, hace 
pasible al reo do la pena de presidio por tiempo indetermi- 
nado y reclusión solitaria poi 15 dias en los aniversarios del 
crimen. 




Inconalitacioiiat. — El artículo *2, inciso segundo, de la ley número 
3318, sobre servicio militar, no e* contrario a la Constitu- 
ción. Página 

Interdicto, - Puede én los interdictos citarse de evicciou al causante 

de Jos derechos del demandado. Página il. 
interdicto. — No siendo contestada la posesión del ador sobre los 

suficiente de haber la parle demandad) ejecutado actos 
perturbatorios de la misma, procede respecto di* éstos el 
mi Urdido de retener. Página dííti. 
Interdicto. — No existiendo elementos bástanles para acreditar que 
esa posesión baya sido menoscabada por los actos en que se 
funda el interdicto de obra nueva, debe éste ser rechazado. 
Página 2'JG. 

Interdicto.— Deducidos dos interdictos, la admisión de uno y el re- 
chazo del olro no autoriza la condenación en 
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interdicto. — La cuestión itc (iropiottatl es ajena al juicio sobre accio- 
nes posesorias, y no debe ser resuelta en él. El demandante 
debe hnsar dichas acciones sobre lf>s derechos que tenga como 
poseedor, y no mejora su condición que la propiedad perte- 
nezca á un tercero. Página 2%. 

— Las cláusulas de |n> contratos susceptibles de di- 
versa interpretación detn-n entenderse en favor de la libera- 
ción. Tal es la agradada á .un convenio sobre liquidación y 
pago de deuda, estipulando que lo relativo a honorarios que- 
de pendiente para ser arreglado después entro las parles. 
Página iV-i. 



Jueces friicmies. — Acuerdo disponiendo la distribución de cauhas, 
turno y forma de reemplazo de los jueces federales de las 
secciones de I lueuos Aires y Santa l-'é. Página 12. 
Jueces sufrientes. — Acuerdo designando estos y los Usuales ttd hoc para 

el año l'JO'i. í'ágína t». 
Jaeces sufrientes. — El juez suplente nombrado en virtud de recusa- 
ción del titular, cesa en sus funciones desde que el titular 
recusado luya sido reemplazado por ulro juez con (unciones 
permanentes y con jurisdicción para el conocimiento de to- 
das las causas de la competencia del ju/gado, y la sentencia 
que dicte en ese estado debe decorarse nula. Página 449. 

rule á ella la causa civil una sociedad 
son de nacionalidad extranjera contra un ciu- 
dadano argentino. Pagina TU. 
Justicia f'erif ruf. — Los acciones reales contra una sucesión no están 
comprendidas en la jurisdicción del juez de la misma, y pue- 
den ser deducidas ante el juez redera) del lugar si la causa 
versa entre el vecino de una provincia y vecino de otras. 
Página t'jy. 

Justicia federal. — En la ejecución del inmueble hipotecado seguida 
contra el tercer poseedor, y trabada con éste ante el juez or- 
r, el deudor no puede invocar la jurisdicción 
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del juez federal en razón de ser vecino de < 
cia de la del actor, Pagina 214. 
Justicia federal. — Los jueces de sección no son competentes para 
conocer cu causas contra un cónsul extranjero, por hechos 
procede n les del ejercicio de sus funciones, máxime si éstas 
son ejercidas por el jele de la legación respectiva, Pági- 
na 39á. 

Justicia fiedrrat. — Insultando que la demanda se dirijo no contra 
herederos que tengan que ser puestos en posesión de la he- 
rencia, stnó contra los demandados en su carácter particu- 
lar, respecto de los cuales surte el tuero federal por razón 
de las personas, dehe rechazarse la excepción de incompe- 
tencia de la justicia federal. Página 411. 

Jmticia federal. — No corresponde á ella, por razón de personas, la 
causa entre el argentino vecino de una provincia, y una mu- 
nícípalid,id de dicha provincia. Página 42N. 

Justicia mititar. — Los empleados de las intendencias militares se 
hallan sometidos por lo» delitos cometidos en el ejercicio de 
sus funciones á ta jurisdicción militar, sin que importe que 
en la fecha del delito no haya sido determinada todavía por 
el Poder Ejecutivo la 

í 



Letra de eambiv. — La letra de camino no protestada ni cohrada á su 
vencimiento al girante, pierde su fuerza ejecutiva contra éste, 
salvo los casos de excepción; y no alegándose ni probándose 
que éstos concurran en el caso ocurrente, deja de ser titulo 
hábil para la ejecución. Página 423. 

ideación. — Acreditado el contrato de locación y el precio de ella, 
corresponde mandar pagar lo que adeuda el locatario por di- 
cho precio. Página ia-2. 

Locación de obran. — Producida de conformidad de parles la desvincu- 
laron de las obligaciones creadas por el contrato, ninguna de 
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filas puede exigir de la olra la ejecución de las mismas. 
Página 327. 

IjKftcion df obras. — Cesado asi el contrato celebrado con el arqui- 
tecto sobre la dirección de una obra con la retribución del 
cinco ñor ciento del valor de ella, sólo se debe dicha retri- 
bución, lanlu por las obras presupuestadas como por las el- 

ile la cesación del contrato. Página 321, 



M 



Muí venación. — Probado el delito de malversación de caudales pú- 
blicos cometido por el emplcaduá cuya custodia estaban con- 
liadus, la pena impuesta de cinco años du trabajos forzados 
no cuusa agravio el reo. Página 128. 

Medkamentm. - Reconocida la obligación du abonar ios medicamen- 
tos recelados por los médicos de la sociedad demandada» j 
reconocido el despacbu por estos de parte de las recelas en- 
tregadas por el actor A la sociedad en prueba de baberla cum- 
plido, debe abouarst- el importe de todas las entregadas, si 
la sociedad no ha probado que las q»e se niega á abonar no 
lucrou despachadas por su- médicos. Página 120. 

Nulidad. — Véase : Jueces suphntes. 



t'itteute de invención. — Es nula la concedida a un sistema conocido 
y practicado dentro y fuera del país anles de su concesión. 
Página 383. 

Pena disciplinaria . — Véase : Recurso. 

I'osesion provisoria. — Véase : Expropiación . 

Procurador general. — Debe confirmarse la sentencia apelada por el 
Procurador fiscal, cuyo recurso el señor Procurador general 
ruar: i fiesta no encontrar mérito para sustentar. Página 73, 
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Procurador general. — No prosiguiéndose por ésle el recurso inter- 
puesto por el Procurador fiscal, deben devolvérselos ¡mtos 
al juez de l;i causa. Pagina Iftti. 
Procurador general. — !So prosiguiéndose por ésle, !¡t apelación inter- 
puesta por el procurador fiscal, debe confirmarse el auto 
apelado. Página 225, 
Procurador gene^l. — Pidiéndose por éste la confirmación de ta sen- 
Jowtia apelada por el Procurador lU-al 
mada. Página á:U. 
Propiedad.— Véase : Interdicto. 



R 

» 

Bebcldia. — Véase : Cmfetim. 

Htcurso.— La interpretación y aplicación de las leyes comunes por los 
tribunales de provincia, im autori/a el recurso de sus resolu- 
ciones pareante la Suprema Corle. Página 231* , 

Recurso. — No procede el recurso á la Suprema Curte de M resolu- 
ción de los tribunales ordinarias tn que su pronunciamien- 
to lia sidu á favor Ú6 la aplicación de la Constitución. Pági- 
na ¿3á. 

Recurso. — El auto de los tribunales ordinarios imponiendo una pena 
disciplinaria al escribano autorizante de una escritura irre- 
gular en virtud de la superintendencia que ejerce por la ley, 
no es recurrible para ante la Suprema Corte. Página 45i. 

Remrso de nulidad. — Habiendo la sentencia recurrida resuello lodos 
los puntos contenidos en la demanda, debe rechazarse el re- 
curso de nulidad laudado en la afirmación de uo haberlo 
hecho. Página ¡32*J. 

Recurso de nulidad. -- Véase : Jueces suplentes. 

Recusación. — Estando el juzgado á cargo de otro juez, no recusado, 
corresponde devolver á ésle los autos. Pagina ;i(U . 

Reivindicación. — Cusr dados los extremos requeridos para la acción 
de reivindicación, y contestada solamente la identidad del 
inmueble roí vindicado, debe hacerse lugar á la demanda, sí 
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no se ha hecho valer contradicción alguna sobre la pericia 
practicada para demostrarla. Página 31. 
Rtiiiindicncúia. — En la superposición de títulos de un mismo terreno 
expedidos por la provincia de Santa í'e y por la de Buenos 
Aires antes de resolvérsela cuestión de limites fallada en 18 
de Marzo de tHHi por la Suprema Corle como tribunal arbi- 
tral, debe prevalecer el expedido por la provincia de Sania 
Fe. si resulta que ha sido anterior, otorgado sin condiciones, 
y que el terreno quedó dentro do los limites jurisdiccionales 
de la misma, babieiido sido, por el contrario, expedido el 
titulo otorgado por la de Huimos Aires bajo !a condición de 
estar a las resultas de la cuestión de límites, y habiendo 
quedado el terreno fuera de los asignados á ella en la reso- 
lución de dicha cuestión. Página ItKt. 
Itemtttadnr . — Suspendido el remate sin culpa del martiliero, se debe 
á éste el reembolso de gastos j la media comisión, lo que Ira- 
(undosa del remate de un mismo inmueble suspendido por 
dos veces, debe reducirse á la cuarta parte sobre la base 
fijada para la venta. Página 83. 
Rendición de mentas* — Kl vendedor de una tinca no tiene de- 
recho para exigir al comprador de ella que Je rinda cuenta de 
los alquileres que cubró después de puesto en posesión y 
antes de consignar el precio, si no prueba .jue para el per- 
cibo de ésius no medió otra causa que su simple concesión 
o mera tolerancia. Página 352, 
ítt>i>et¡rion . — El pago indebido da lugar ú la repetición de Jo pagado 
indebidamente. P:i 



nía 2 



gilvamente.*— El hecho deque v.\ buque que se dice salvado venia 
conducido á remolque, cuando, á pedido del capitán, el bu- 
que remolcador fué reemplazado por el de propiedad de los 
demandantes, basta para demostrar que no se tratadle un 
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caso de salvamento, sino de la prestación de un servicio 
consistente en remolcar y conducir á su deslino el buque á 
que se aplicó el servicio. Página 1G9, 
Sentencia . — La sentencia que en la petición sobre rendición de cuen- 
ta» de alquileres, manda que et demandado pague los alqui- 
leres percibidos, no es disconforme con la demanda. Pagi- 
na 352. 

Servicio militar . — No puede concederse la exención del servicio mi- 
litar, mientras no se justifique pvr el interesado los extre- 
mos necesarios. Pagina 49. 

Strrkio milUttr.— El servicio en el ejército permanente no os causa 
que excusa al ciudadano argentino del deber de enrolarse en 
la guardia nacional, sínó mientras dure el servicio. Ingi- 
na 103. 

Suprema Corle, — Carece de jurisdicción para dirimir contiendas de 
competencia entre autoridades judiciales de provincia para 
entender en asuntos del fuero común. Página 52. 

Suprema Corte. — Carece de jurisdicción para conocer en primera 
instancia del recurso de habrás corpas. Página 1U7. 

Suprema Corta. — Corresponde á es la y no al juez de sección, man- 
dar testar las palabras incorrectas empleadas en escritos 
presentados anle ella. Página 150. 

t 

Tentativa. — La de circulación de billetes de curso legal falsos, liare 
pasibles n los reos de la pena de dos níios nueve meses de 
trabaos forzados y mulla de 1315 pesos fuertes. Página 108. 

Tentativa.— L;i de circulación de moneda falsa de uikel hace pasi- 
ble al reo de la pona de 18 meses de trabajos forzados, y 
137 pesos con 50 centavos tuertes de multa. Página 140. 

Tentativa. — Calificado el delito de tentativa de circulación de bi- 
lletes de curso lugal falsos, é impuesta al procesado la mi- 
tad de la pena que corresponde al delito consumado, en lo 
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que concierne \\ la condenación corpor;»!, dehe observarse la 
misma proporción en la imposición tic la pena pecunia- 
ria, fagina 252. 
Tercería. — Véase : Costas. 

Testigos, — No es fundamento alead i lile que excuse ta Talla de pre- 
sentación de testigos en el dia señalado, la enfermedad del 
secretario del juagado. Página 390. 

TorretU, el doctor Juan E. — Acuerdo con motivo de su fallecimien- 
to. Página 5. 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo ron motivo ilcl fallecimiento del dortor Juan 
ií. Torren t t ministro de la Suprema Corte 

Kn Ituenos Aires, ¡\ veintitrés de Julio de mil novecientos 
uno. reunidos extraordinariamente en su snlfi de aeucrdus el 
soñur presidente de la Suprema Curie, doctor iloii Henjamin 
Paz, y (os señores mtiiisirus doctores don Abel liaza n, don 
Octavio Btiflge v < Inri Mieanor tlonzaíez • leí Solar, con asis- 
tencia eJel señor procurador general don Snbininno Kier, di- 
jeron : 

<íue habiendo leriid" lugar en el din de lirtv el fal leí- i miento 
del señor ministro de la Suprema Corte, doctor don .luán K. 
Torren l, y debiendo honrar la memoria de este magistrado 
cpic tan importantes servicios lia prestado á la Itepública en 
el desempeño de sus funciones, debían acordar y acordaron 
se diera noticia oficial de tan lamentable acontecí miento al 
señor presidente de la república, para que se sirva decretar 
las medidas que estime convenientes al efeclo de honrar la 
mi mería del ilustre liuado; se invite á asistir á los jueces fe- 
derales de la Capital, procurador liscal y defensor de meno- 
res ante los mismos, á la inhumación del cadáver. 
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Que se pase una carta do pésame á la señora viuda del 
doctor Torren i , significándole el profundo sentimiento *¡ue 
ha causado y causa á los miembros de la Suprema Oírte, lu 
pérdida de tan digno y recio ciudadano, debiendo al mismo 
tiempo procurarlos medios para obtener un retrato de aquel, 
para colocarlo di i la Sata de Acuerdos del Tribunal, y u'nal- 
menle encomendar al señor ministro doctor Mazan la expre- 
sión en el acto del sepelio di* los sentimientos de los miem- 
bros del tribunal pur el fallecimiento de tan distinguido 

Todo lo cual dispusieron y un leñaron, ni anda mío se regis- 
trase en el libro de acuerdos y se publicase, firmando por 
ante mí. 

liKPÍJAMIN PAZ. — AIIKI. MAZAS. — 
Oí TA no BI NGK. — NICAJIOR G. 
REI. SOLAR. — SABIN1A\0 h I Kit. 

Josí' A Frías, 
Secretario . 



Acuerdo Hesifjiwmlo los jueces suplentes ¡¡fiscales ad hoc 

{tara el año l'Jtrj 

En Ituenos Aii.s, ¡i yein lien airo de Diciembre de mil nove- 
cientos uno, reunidos en la Sala de Acuerdos de la Suprema 
Corle, los señores presidente y ministros, doctores don lien- 
jamin Paz, don Abel Itazan, don Nicanor ('.. del Solar y don 
Mauricio 1*. [lamer, acordaron formar !a lista de abogados, 
que, con arreglo a" la ley líe veinticuatro de Setiembre de mil 
ochocientos setenta y ocho, deban suplir en el año de mil no- 
vecientos dos á los jueces federales de sección l-galmentc 



impedidos ti recusados v ejercerlas funciones 'le Usenle» 
atl iioc. 

Para k Cd/í//íii,(liM-|on's «Ion MífíuH ti. Méndez, ¡Ion Pablo 
Otrdenns. <lnn Bcrnardíim Bilbao, don Haimuiido Wilmafti 
don AiitfeJ E, Casares, don Julio A. líatela, don José M. Ahu- 
mada, clon Mm\ tJaslíiííi, dou David Pefifl y don Antonio 
L Gil, 

Para la sección dá H ¡irnos Aires, ductores don Manuel A. 
Pórtela, don Enrique Hivarnla. don losé N. Mattenzo¡ *lon 
Mariano ijinilinli, don Julio N. Hojas, don Ricardo Marco del 
Pont, don Adolfo Mujiea. don Pede© IJf?l ln-vo, dun Julia Sán- 
chez Yianmnte y don \ ícente C. (Sallo. 

Para la sección de Santa />. i loe Lores don Pedro > ni asco 
Arias, don Joaquín l.ejarza. don José Lr^ui/annm, dnn .Nica- 
nor de Klía.dnn Federico Molina, don t.utllermo San Román, 
don Federico It. Yaldez. dnn José M . Salva, don Miguel S. 
Coronado y don Jorge S. Sohle. 

Para la sección di' Entre ttins, ductores don Miguel M. 
Ilui/, don Cirios M. de Elia, don Hniiwu i:. Cosía, don Josó 
del Barco, don Martin Uuiz Moreno, don Torcuato «¡ilhert, 
dnn II >n Felire, «Ion Romeo Carbó, don Emilio Villamely 

Vara la seceioti ile Corrientes, doctores don Fermín F. Alsi- 
na. don Hómulo Amadey. don Marlin lioilia, don Jos.' S. So- 
lar, don Ernesto K Ezquer, don Pedro H. Fernandez, don 
Martín J. Villordo, don Juan «.Vidal, don Adolfo Omite y 
dun Augusto Itillinjíhnrsl. 

¡'ara la sección de Córdoba, dor-lores don Teodutniro Paez, 
don Rafael llanda Monta ño, don Julio I Mu-xa, don Pablo 
Julio Rodríguez, don Trislan Bustos, don Felipe Crespo, don 
Benjamín Ulero Capdevila, don Oseas (iuiñazú, don Arluro M. 
Bas y don Juan C. Pili. 

Para la sección de Santiago del Estero , ductores don Ñapo- 



leonTaboada, don Gaspar López ÉmU t don Kamon C.omez. 
don Dámaso Giménez MMm don Adollo Sánchez, don José 
D. Santilfan, dun Pedro L Cornel,doii José M. Arias Moreno, 
don Benjamín '/.avalla y don taita zar Á va los. 

Para la sección de Tucuman, doctores don Km i lio Te rao, 
don Juan M. Teran, don Jos.': Frías Silva, don Patricio Sa va- 
lia, don Servando Vínñii. don Alberto K. Padilla, don Rufino 
Cossio, don Abrabam de I» Ve-a, don Faustino Sálvalo v don 
Miguel M. Padilla. 

Para la sección de .So Ua. doctores don Juan % Frías, don 
Julio C. Tocino, don Luis Linares, don José María Sola,' don 
Darío Arias, don Fernando López, don Carlos Serrev, don 
Domingo Ciernes, don Angel M. Ovejero y don Mariano Pe- 
ralta. 

Para la sección tk Jujuy, doctore* don Paldo Carrillo, don 
Segundo Linares, don Mariano deT. Pinto, don Pablo Arroyo, 
don TaJfilu S. de lluslamanie, don Francisco Acuña, don Er- 
nesto Claros, don Víctor Vargas, don Florencio Feralta v don 
Damián Puch« 

Para la sección de Catamarcn, doctores o 1 011 José P. Cisne- 
ros, don Máximo Vera, don Martin T. Sosa, don Rafael llobin 
Escalante, don Siulbriano Herrera, don Marcos Molas v don 
Enrique Sania Colonia. 

Para la sección «Je La Moja, doctores den Marcial Catalán, 
don Secundo A. Colina, don Manuel Nieto (Miz, don José 
Vicente de la Vega, don Itebggfo lt. Luna, don Meólas Vera 
Barros, don Wenceslao Frías y don Tomas Vera Barros. 

Para la succión de San Juan, doctores don Anaeleto Gil. 
don Pedro A. Carro, don Pedro S. Manrique, don Mario Vidt- 
la, clon Daniel S. Auhone, don Haberlo Burrera, don Victoria- 
no Ortega, don Jasé A. Correa, don Juan P. Ticrnez vdon Luis 
Leounrdelli. 

Para la sección de Mendoza, doctores don Manuel 
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jü, don .losó Palma, tlon José X, Lene huís, don Demetrio Po- 
tra, don Conrado Céspedes, don Severo ti. del Castillo, don 
Hermán Puebla, don Arturo T. Ruiz, don Adolfo Odie y don 
David Urrcgo. 

l*¡i ra la sección dé Sati Luis, doclores don Cristóbal l'erey- 
ra, don Marcelino Ojedn, don Dominan Flores, don Juan A. 
liarbeilo, don Juan Darací, don Benigno Rodríguez Jurado y 
don Víctor S, tiuiñazú. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regis- 
trase en el libro de Acuerdos, y se comunique ,j (|uien rorres- 
ponda. 

BBHJAHIN PAZ. — ADKL HAZAN. — 
MCA NO ti (5. II EL SOLAR. — M. 
ti DAHACT. 

José A. Frías, 
Scrrelitrio. 



Acuerda designando ministro y xerretarm 
para ta feria d« t$ff£ 




s, á veintisiete de Diciembre de mil nove- 
Corte, los señores presidente y ministros, doctores don Ben- 
jamín Va/., don Abel Basan, don Nicanor i\. del Solar y don 
Mauricio P, Daracl, con el objeto de nombrar juez de feria, 
con arreglo al artículo cuarto del Reglamento para el régi- 
men interno de la Suprema Corle, acordaron nombrar al 
señor ministro, doctor don Mauricio P. Daracl, actuando como 
secretario el doctor don Federico Ibargurcn, quien deberá 
designar los empleados que durante la feria 
currir a la secretaría para el servicio de ella. 
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Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se 
registrase en el! ¡uro correspondiente, y se publicase. 

BENJAMIN PAZ. — AllEl. DAZAPi. — 
NICANOR T.. DEL SOLAII. — M. P. 
DARACT. 

José A . Frías, 
Secretario. 



Acuerdo designando el jMZ oue defte atender los juzgados 
de la Capital durante la feria tic tíMH 

En Dueños Aires, á veintisiele de Diciembre dr mij ná- 
denlos uno, reunido* en In Sida de Acuerdos de la Suprema 
Corte, los señores presidente y ministros, doctores, don Iten- 
jamin l\iz. don Abel Kazan, don Nicanor (i. del Solar y don 
Mauricio V. Darnct, acordaron designar para atender el ser- 
vicio de los tres juzgados federales de la Capital, durante la 
feria del mes de Enero próximo, ni juez doctor Gaspar Fe- 
rrer, con el secretario ó secretarios rpie v\ designe. 

Lo firmaron, ordenando que se publícase y se comunicase 
ii quienes corresponda. 

IIKJJJAHIK PAZ. — A ES El. RAZAN- — 
NICANOR G. DEI, SOl.Alt. — M. P. 
IiARACT. 

José A. Frias, 
Secretario. 
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Acuerdo nombrando eonjuéces de la Suprema Corte 
¡tara et año i 'JO? 



En la ciudad tic Buenos A i ees. á p rimero <le Febrero de ni i! 
novecientos dos, reunidos en la Sal ti de Acuerdos los señores, 
presidente y ministros de la Suprema Corle de justicia nacio- 
nal, doctores don lienj/imiti Paz, don Nicanor González del 
Solar y don Mauricio l'. ííarael, con el objeto de nombrar 
eonjuéces para el corriente año, en cumplimiento del artículo 
veintitrés de la ley de 1'rocndiniicntus, acuerdan nombrara* 
los señores ductores, don Ezequiel l'ereyra. don Manuel Oba- 
rrto, don Juan J. Montes fie Oca, clon Juan S. Fernandez, don 
Julián Balm'n, don Ituliicl Ruja de los Llanos, don Luis Lit- 
aos García, don Juan K. Marra, don ha niel J. Üónovan, don 
Juan Carhallido, don Juan A. liibiloni, don Leopoldo liasavil- 
baso, ilon Mariano Castellanos, don Italdomero Llcrena, don 
Pascual Bera cochea, don Juan J. Homero, don Muriano R. 
Martínez, don Joaquín M. Cu lien, don Julián L. Aguirre, don 
Juan A. Arceo, don Rstan islán S. Zeballos, don Mariano ne- 
niaría , don Francisco L. García, don Santiago G. O'Farrell y 
don Felipe Yofre. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se publi- 
case y registrase en el libro correspondiente. 

lU-MAXIN PAZ. — SICA NU H G. DEL 
SOLAR. — H. P. DARACT- 



J osé i . Frías, 

Secretario. 



*2 
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Acuerdo disponiendo ta 
de reemplazo de 
nos Aires § Sania Fe. 




, turno y forma 
;«S de tas seccionen de fiar- 



En la ciudad de Buenos Aires, a cuatro de Febrero tic mil 
novecientos dos, reunidos en su Sala de Acuerdos, los senti- 
res ministros de la Suprema Oírle Nacional, ductores don 

don Mauricio I*. Da- 




der Ejecutivo de fecha veintitrés *lo Enero próximo posado, el 
nombramiento de dos jueces federóles para lo sección de 
Buenos Aires y para la de Sania Fé, ron arreglo a la ley de 
presupuesto del corriente año, era necesario disponer la dis- 
tribución de las causas, determinar el turno y el personal con 
que debe aduar cada juez, teniendo présenle el que asigna 
el rilado presupuesto, á cuyo efecto, y usando de l¡i t acuitad 
conferida por el artículo diez y oehu de la ley de catorce de 
Setiembre de mil ocliocientos sesenta y tres, sobre jurisdic- 
cion y competencia de los tribunales íedendes, y por el ar- 
tículo diez de la ley número cuatro mil cincuenla y cinco, 
acordaban ! 

Primero; (Jue las causas pendientes basla el treinta y uno 
de Enero próximo pasado, en los juzgados de sección de las 
provincias de Buenos Aires y Santa Fe, se repartan por milarl 
entre los jueces doctores Triarte y Escalada, los del primer 
juzgado, y entre los jueces doctores San Itoman y Vera Ba- 
rros, los del segundo. 

Segundo; Qm el turno de los juzgados expresados se esta- 
blezca en el corriente año, en la siguiente forma : meses de 
Febrero, Abril. Junio, Agosto, Hciubre y Diciembre, juez doc- 
tor Escalada en la sección de Buenos Aires, yjuez doctor San 
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Komnrien lo sección de Sania Ke ; y los meses testa tiles el 
juez ilocuir llriarte y el juez doctor Vera Barros, en tos juzga - 
•los de las secciones de Buenos Aires y Sania Fe respectiva - 
menle, bebiendo en los años sucesivos invertirse esle urden, 
esto es Jueces doctores triarle y Vera Barros en los meses 
que hubieren lenidn en el anterior los doctores Escalarla y 
San Román, y éstos los que hubieren tenido aquellos. 

Tercero: (¿uo las causas á que se reitere el número primero 
se repartan por parles iguales entre los tres 
ida sección, quienes actuarán 
/ de turno durante un número igual 
mes. 

to: Que en los casos do recusación o" i ur pedimento de 
un juez de la sección de Buenos A i rus ó do la succión de San- 
ta Fe, la remisión de la causa se hará al otro juez do la misma 
sección si no estuviere lega li nenie impedido ó recusado, y 
sólo cuando ambos lo estuviesen se procederá conforme dio 
dispuesto en la ley número novecientos treinta y cinco de 
veinticuatro de Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho. 

fjuinto : r>ue so ruin u ñique al l'nder Ejecutivo, á tas Cáma- 
ras federales respectivas y á tos jueces de las secciones de 
Huenos Aires y Sania IV-. 

t;on loque terminó el ;icti>, linnamlo los señores ministros 
por ante mi, 

AHKI. RAZAN. — N1CAKOR G. DEL 
SOLAR. — H. P. DARACT, 

JosrÁ, Frías, 

Secretario. 



Nota.— Por acuerdos de 1", l y 27 de Febrero de líX)v\ U Suprema 
Corte, en virtud de la facultad que le confiere el artículo 15 de la ley 
4055, nombró los secretarios y empleados de las cámaras federales de 
apelación. 
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4' AUNA (Mil 



El fisco nacional contra don ilratjorio llorasa, fiar t'vprofñacion 
sobre indemnización dr perjuicios 

Sumario. — A falta de otros elementos de prueba sobre el 
importe de los perjuicios á indemnizare por causa de expro- 
piación, debe e-tarse á la apreciación lu cho por los peritos nom- 
bra" los por el juzgado. 

Cuso. — lies u 1U en las 



Fallo del Jue» Fedcrnl 



L;\ Plata Jiili* 7 di- 189«. 

1* vistos: IMos autos seguidos por el fisco nacional coutra 
el doctor don Gregorio Rovasa por expropiación de un terreuo 
eu el partido de Bahía «lauca ocupado por la línea férrea ai 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



■ 

í6 HILOS Ufc t, * SUHKEMA COKTE 

Eesultaudo r Que deducida la doman da á foja 5 por el procu- 
rador fiscal, consignando ¡i u vez la suma de 200 pesos moneda 
nacional según el recibo de foja 4 por torio precio é indemni- 
zación (ofrecido y no aceptado por el expropiado) se enrocó ¡i 
las partes al juicio verbal que establee el artículo G» de la ley 
nacional de expropiación, tuyo acto se realizó como consta á 
foja 10 y no aviniéndose las partes se procedió al nombramiento 
de peritos di- conformidad con el recordado artículo, los que 
aceptaron el cargo como consta á foja* 21 y 23 vuelta, expi- 
diéndose ¡í foja-; 21 y 31. 

Y considerando: I» Que en virtud de U notable diferencia 
con que. *e había,, producido los peritos de las partes, el juzga- 
do á foja 34, nombró otros dos de uíicio, que a su vez aceptaron 
el cargo como se ve ú foja 36, expidiéndose á foja 44. 

Que los peritos nombrados de olicio se expidieron de con- 
formidad, estableciendo de común acuerdo la suma de 2265 pe- 
sos con 71 Centavos moneda nacional, fundados en las razones 
que exponen en *u dictamen de foja 4 1; que el juzgado rio se halla 
habilitado para im>d¡iiear, no sólo por jue la considera equitati- 
va, y en autos no se hallan elementos para desvirtuarla; 
además que tratándole de peritos de oíkio, deben conside- 
rarse y tenerse comí» ajenos al indujo de las partes, libres de 
sospecha de parcialidad, 

3" Que respecto de la oposición que bace el señor procura- 
dor üsoal, repetida ú Toja 44 vuelta, ha de tenerse en cuenta, uo 
sólo que, como resulta de autos, ha sido indispensable el nom- 
bramiento de otros dos peritos, desapasionados, sinó que tra- 
tándose de una medida dictada para mejor proveer, que no es 
recurrible, ella ha sido confirmada por la Suprema Corte como 
se veen el incidente agregado á este expediente y por lo tauto 
no hay fundamento atendible para deferir á la pretensión de 
dicho funcionario. 
Por estas consideraciones fallo : confirmando el dictámen de 
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los peritos nombrados de olicio, senoros Martin de Monaste- 
rio y Martin Tejerina, corriente á foja U t declarándole el 
lisco nacional debe pagar al expropiado don ( ¡regorio ítevasa, 
dentro de 10 dia* de ejecutoriada ésta sentencia, la suma de 
22^5 pesos con 71 centavos moneda nacional, con los intereses ;í 
estilo fie Banco desde la ocupación provisoria, con más el hnno- 
tafio de los peritos y gastos de actuación de conformidad con 
el artículo 18 de la ley nacional de expropiaciones. Regístrese, 
iMtifíquese eon el original. 

■ 

Marta no S. (k Aurrecoecheu. 



VISTA DEL SfiSoH PR4H;UHA[)0R GENEItAL 



Hiit'nris Vires, SeliiMtilHV 1 

Suprema Corte : 

Era tan marcada la diferencia entre hs avaluaciones pericia- 
les de fojas 24 y 31, que el juzgado debiú quedar sorprendido 
y Tacílante en su juicio. Esto explica el fundamento de i auto 
de foja 34, nombrando dos per i toa « para mejor proveer * no 
obstante que la ley de expropiación de i 3 de Setiembre de 1866 
no autoriza ese procedimiento en general. 

Creyéndolo no obstante procedente en el caso mb-judtee, por 
cuanto el señor juez no estabu tal vez f>n aptitud de resolver 
por sí, ante la enorme diferencia en los precios asignados por los 
peritos de las partes, nuda creo deber observar al respecto. 

Analizando, entonces, luoperaciún de les per i tos de oficio, agre- 
gada á foja 44, encuentro aceptable el precio de 265 pesos 71 
centavos, asignado al terreno, pero exagerada la indemniza- 
ción de 2000 pesos por el fraccionamiento en una parte del te- 

T. LXIXII 2 
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rreno, inutilizable porsu poca fertilidad, según la expresión de 
los mismos valuadores. 

Ea caanto a lo honorarios regulados en los incidentes acom- 
pañados, encuentro también exagerado el de 1000 pesos que 
se asigna á cada uno de los peritos. 

Basta observar que se trata de una simple inspección, Hedi- 
da á cubo con la comodidad y prontitud que proporciona el ferro- 
carril ; que se trata de l;i inspección de una área limitadísima 
de terreno, y de un valur mínimo, para deducir que no es legal 
ni equitativa una regulación, que no sube al doble del valor 
cuestionado. 

En el valor tic la indemnización están virtual mente compren- 
didos los intereses por razón de la parte de precio que no hu- 
biera sido oblada en oportunidad, ¡ según se desprende de los 
términos del artículo 16 de la ley de expropiación. 

En su consecuencia, pido a V. E. se sirva confirmar la sen- 
tencia recurrida de foja 51, t u cuanto admito como precio del 
terreno expropiado el designado en el informe pericial de foja 
51, y reformarla en lo demás que contiene, respecto á laa in- 
demnizaciones exageradamente aceptadas. 

Ruego á V. E. se sirva también reformar las n-gulacioiu-s 
d los peritos en los cuatro incidentes agregados, estableciendo 
toque equitativamente les corresponde, atento el mínimundel 
trabajo y el mfnimun del valor cuestionado. 



Vistos y considerando: Que con arreglo al artículo dieciseis 
de la ley de expropiación la indemnización debida al expro- 




Sabinian» Aí'er. 



Bueno» Aires, Octubre íC de 1899. 
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piado comprende do sólo eJ valor de la cosa á que la expropia- 
ción se reücre, ^ioo también todos los gravámenes ó perjuicios 
quesean consecuencia forzosa de la misma, como depredación 
por fraccionamiento, etc. 

Que tatito los peritos nombrad- s re>peetir aui ente por el es- 
propiante y por el expropiólo, como lo-; dos designados por el 
juez con la calillad ite pitra mejor proveer, están conformes en 
reconocer que pn el presente caso liay, además del valor del 
terreno que se expropia, perjuicios m pagar, quedando así 
fuera de cuestión de que se adeuda por esa causa ¡ndemni- 
ZüCion al expropiado, versando la divergencia pericial sólo 
s ( bre la estimación de esoü perjuicio*. 

Que el perito del expropiante los ;i precia en la suma de 
mil pesos, el del expropiólo en la de diez mil, estando de 
acuerdo los dos nombrados por el ju«.zen estimarlos en dos mil 

pi'SOÜ. 

Que ante este desacuerdo de pareceres y lo ausencia al res- 
pecto de todo ..tro elemento de comprobación en autOB. el cri- 
terio judieial no puede sino inclinarse á tomar como respon- 
diendo á las exigencias de la justicia el resultado de !a pericia 
de los dos peritos nombrados por H j UP2 , üorque a(U . miU (Je 
tener á su favor el número de opiniones, lo tiene el del origen 
del nombramiento que sirve á presumir la mayor suma de im- 
parcialidad, ya que, por otra parte, los cuatro peritos ban pro- 
ducido su dictamen con conocimiento personal de la materia de 
la tasación. 

l J or esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja cincuenta y uno se confirma esta, debiendo las costas 
de la instancia pagarse en el órdeu causado. Xotifíquese origi- 



BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUNCB, 

— abel bazan (en disidencia). 



DISIDIRIA 



Vistos | considerando: Que el valor de) terreno de propiedad 
de don don Grejjnrio Reva;>a r que se trata de expropiar por el 
fisco nacional, debe recularse confirme n la disposición del 
artículo quince de la ley de la materia, por el que hubiese teni- 
do, si la obra de la línea férrea de B;ihfa Blanca al Neiiquen, 
no hubiese sido ejecutada ni autorizada. 



Que, segnn esta ngla, para fijar el precio que en ley y equi- 
dad corresponde pagar por dicho terreno» es necesario tomar en 
cuenta aquel en que Se vendían caraos de igual calidad situa- 
dos en el mismo partido y próximos al lugar donde se halla ubi- 
cado el que se trata de expropiar, en la ¿poca inmediata anterior 
á la fecha en que se autorizó la construcción de la línea que 
toma el campo de la cuestión. 

Queá este respeto no existe en autos dato alguno por el cual 
conste, que se haya realizado por esa época la renta de algún 
campo en el partido de Villarino, donde está situado el del 
doctor Rsvassa, pero sí se citan por el promrador fiscal, en el 
acta de roja veintiséis, compras de terrenos en esos lugares, 
efectuadas después de la sanción de la ley que autorizó la linea 
férrea de Bahía Blanca al Netiquen th- fecha 5 de Enero de mil 
ochocientos noventa y cÍnco } como ser una realizada por" la su- 
cesión de don Jit;m Anchorena con fech;i veintiuno de Febrero 
de mil ochocientos noventa y cinco de un campo lindero con 
el doctor Re vas a á cinco mil quinientos pesos la legua; otra, 
efectuada también con fe. -ha veintitrés de Agosto del miuno 
año al concurso de Roben por el juzgado del doctor Centeno, A 
mil pesos la legua y en proximidad a la anterior, y finalmente 
las compras llevadas a cabo, en remate, en una ¿poca mucho 
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posterior f 11 míl ochocientos noventa y siete, estando ya en 
construcción el Ormcarri!, como la de dieciocho de Agosto de 
ese año, de un campo adjudicado á los señores Galli y Marlin- 
dale pi-r el precio de dieciocho mil pesos la legua y la del mis- 
mo doctor Revasa, comprador al Banco Nacional en dicho año 
mil ochocientos noventa y sirte, del campo materia de este 
juicio, por el precio de veinte mil pesos la legua. 

Quedados estos antecedentes, que no se han negado por ia 
parte del expropiado y que confirman los dos peritos terceros 
nombrados por el juez, y en defecto de ventas anteriores á lu 
sanción de la ley, que lijen el preein de los terrenos á expro- 
piar, claro es que no se puede desechar, conformándose con el 
espíritu bien explícito del artículo quince de la ley de expro- 
piación, como vulor que no fuese el más equitativo)' aceptable 
para ta expropiación del terreno del doctor Kevnsa, el que ae 
atribuye á la herí área del mismo y que corresponda al térmi- 
no medio entre los precios de cinco mil quinientos y ocho mil 
pesos moneda natianal l;i legua kilométrica, por ser estos pre- 
cios los que se han pagado por terrenos contiguos á los del doc- 
tor Revasa en fechas aunque posteriores, las más inmediatas £ 
la de la ley que autoriza la construcción de la linea y teniendo 
en consideración la muy mala calidad del campo comprado por 
el mencionado doctnr Kevasa, según lo acreditan los informes 
periciales, término medio que da como valor de la hectárea dos 
pvsos y setenta centavos moneda tnciunal. 

Que así resulta bien demostrado, que el procurador fiscal en 
representación del fisco nacional, ha hecho una proposición 
equitativa y justa al doctor íievasa, cuando le ha ofrecido como 
precio del terreno que ocupa la línea, é indemnización de per- 
juicios por fraccionamiento del campo la cantidad de doscientos 
pesos moneda nacional lo que da como precio de la hectárea in- 
cluyendo la respectiva indemnización, alrededor ue la suma de 
once pesos y veintinueve centavos moneda nacional, suma que 
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no ha debido rechazar el doctor .Rerasa, extremando sus pre- 
tensiones fuera de todo límite razonable, como ha sucedido en 
el acta de foja diecinueve, al pedir cuarenta centaros por metro 
cuadrado, incluyendo en esta suma precio del campo é indemni- 
zación, ó sea cuatTo mil pesos moneda nacional por hectárea. 

Que aun citando los peritos nombrados en «-ste juicio, se lian 
expedido en sus respectivos informes, regulando en mayor suma 
que la ofrecida por el procurador fiscal, él campo í la indemni- 
zación de perjuicios, no debe sin embargo estarse ú sus regula- 
ciones, por no ser equitativas, siendo cierto que los jueces no 
están obligada en este caso & estar al precio y avaluación de 
perjuicios que se lijen por aquellos como lo ha declarado esta 
Suprema Corte en el tomo cuarenta y uno, página setenta y dos 
de en* fallos. 

Por estos fundamentos, se declara que el fisco nacional deb L < 
juzgar al doctor Antonio lievusa por el campo expropiado la 
suma correspondiente ó razón de once pesos veintinueve cen- 
tavos moneda nacional la hectárea, incluyéndose en él la indem- 
nización de daños y perjuicios cün más los intereses á estilo di- 
Banco correspondientes á esa suma desde la interposición de la 
demanda, debiendo las costas, de acuerdo con el artículo diecio- 
cho de la ley de expropiación, pagarse en el orden causado. 
Quedando en esta forma modificada la sentencia apelada de foja 
veintiuno. Xotiffqtiesu original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 



aiíel Dazas . 
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tton Pastor EcheniffUe; softre recurso Uc habeos cor pus 

Sumario. — Es improcedente d recurso de babeas corpus á 
favor de un conscripto dado de alta en el ejército, y detenido 
por la autoridad militar por delito de deserción. 



del Ejército que el soldado conscripto, Pastor Echen ique fué 
dado da alta en el 1" r Batallón del Regimiento 3° de Infantería 
de linea, el 15 de Abril de 1898, y desertó en 6 de Julio do ese 
mismo año. Con lo expuesto á su respecto por el procurador 
fiscal y defensor de incapaces. Considerando : Que, con su- 
jeción á la resolución dictada por este juzgado, en el caso del 
conscripto don Benjamín A. Alvarei, los de la clase de SO años 
si bien están obligados á recibir instrucción militar en cons- 
cripción; no lo están á prestar servicio en las tilas del ejér- 
cito permanente en ta forma en que lo han establecido loa de- 




tall* ««I Iwi Federal 




V vistos : resultando del informe del Estado Mayor general 
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cretoa del Poder Ejecutivo que disponen el sorteo de loa de la 
oíase de 20 años, pura remontar él ejército. 

Que siendo esto así, y no revistiendo por tanto, el postulante 
Echenique el carácter de sol rindo del ejército permanente, no 
ha podido ser declarado i rjcursa en el delit le deserción y las 
penas consigo ¡entes, de las que son pasibles o nica me ate los 
soldados. Por esto y los fu mi a me 11 tos de la resolución recaída 
en el caso del conscripto Alvarez, que sedan por reproducidos, 
se declara que don Pastor Echeniqu-s está indebidamente de- 
tenido, y se ordenaeu consecuencia, qu<* sea puesto eu libertad; 
para cuyo efecto se librará el correspondiente olicio al Minis- 
terio de la Guerra. 

/ J . (Hwcltea y i teoría. 



VISTA DEL SESOli PHOCUHAIlOft GENEiUL 



IttJi-nos Aires, uotnhrií U <Ic IfiSKí. 

Suprema Corte: 

El auto de foja i i recurrido por el señor procurador fiscal, 
se refiere como fundamenta principal de su decisión á la reso- 
lución dictada en v\ caso del conscripto don Benjamín Alvarez, 
en la que se declaró no estaba obligado á prestar servicio en las 
filas del ejército permanente. 

Aquella resolución acaba de ser revocada por V. E. con lo 
que ha desaparecido el fundamento principal del auto recurrido. 

Fuera de ello existen demostradas circunstancias especiales 
que determinan en este caso, la procedencia del recurso instau- 
rado por el procurador Lscal. El conscripto Echenique, se^un 
el informe de foja 5, ha sido encausado por el delito de deser- 
ción y sometido á la jurisdicción militar del Consejo de Guerra 
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y aun ha Btiio ya condénalo por la autoridad suprema militar, 
según recientes publicaciones un periódicos de rata capital. 

Siendo ésto a sí, la jurisdicción de los Tribunales carece de ex- 
tensión para intervenir en cansa de carácter militar regida y 
y juzgada por Coneja de Guerra, c*ui sujeciun i los Códigos de 
1 u materia. 

Así lo prescribe el articulo 7" de la ley sobre competencia 
nacional de 14 de Setiembre de 1863; y así loba declarado 
V. E. en diversos fallos, que constituyen una jurisprudencia 
inequívoca al respecto. 

Aun cuando et sometimiento solo al Consejo de Guerra bas- 
taba para inhibirlos procedí míen tus del juez de Sección eu el 
easodcl delito de deserción, pndría V. E. bí lo creyere necesa- 
rio, pedijr informe al Poder Ejecutivo ó al Supremo Consejo do 
i i nerra acerca de la condena impuesta al conscripto Ecbenique; 
y en su mérito y el de las constancias de autos, revocar el auto 
n-currido declarando : que el amparo de la libertad no procede 
en et caso sub-judicc, por cuanto el requirente estaba sujeto á 
la jurisdicción m¡lü¡ir por un delito que le ce 
su ley orgánica. 



Falla d> la Suprema lorie 

Buenos Aires, Octubre ¿(i de 18y9. 

Vistos y considerando: jue según resulta de estos autos el 
recurrente ha sido sometido A la justicia militar por imputársele 
el delito de de-erciou de las Olas del ejército. 

Que es en virtud deesa causa que ae baila restringida la li- 
bertad del recurrente. 
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Que la jurisdicción criminal atribuirla á la justicia federal ó 
nacional en nada altera la jurisdicción que corres ponde á los 
tribunales militares, cuma lo dice el artículo ¿6 del Código de 
Procedimientos eu lo criminal y lo tenía ya establecido en lo 
pertinente el artículo sétimo de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia de los tribunales federales. 

Que de conformidad al artículo citado seiseiontos treinta y 
cinco deleitado Código de Procedimientos en lo criminal be de- 
berá mantener el estado de detención de !a persona que hubiere 
interpuesto ó en cuyo favor se hubiere deducido el recurso de 
babeas cor pus si «leí examen del caso resultare que se hallaba 
detenido en virtud de orden, auto ú decreto de autoridad com- 
petente. 

Que la competencia de la justicia militar para el conocimien- 
to del delito de deserci ón se halla establecida por el Código de 
Organización y competencia de la misma (artículo ciento diez y 
nueve, inciso primero, título sexto). 

Por esto» de aeuerdo con lo dispuesto por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes de la sentencia de ésta 
Suprema Corte en el reeurso de habms corpus deducido por el 
conscripto don Benjamín Alvarez, que deberá en testimonio 
agregarse á estos nulos, se revoca la sentencia apelada de foja 
diez vuelta, declarándose en consecuencia iinproce lente el re- 
curso de babeas corpus con costas. Devuélvanse, 



BEMAMJN PAZ. — ABEL BALAN. — 
OCTAVIO BUHCE.— JLAN B. TO- 
RHEftT. — H MARTINEZ. 
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l'AUNl ÍDIIIII 



Don Antonia Civarelti contra et doctor don Jorye Mackxvj/ 
por cobro ejecutivo do petos 

Sumario. — En las cansas que no excedí' n 'Je 200 pesos, no 
debe concederse apelación para ante la Suprema, Curte. 



Caso, — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



Autv del Juti Federal 

Dueños Aires, .Mayo 1* de 1899. 

Vistos : las excepciones deducidas por don Jorge Maeksey, en 
el juicio ejecutivo que le sigue por cobro de honorarios don Au- 
tonio Cicarelli, cesionario de don Juan B. Bonnimcnt, de su 
estudio resulta: 

Que citado de remate el deudor, dedujo las excepciones de 
pago parcial, compensación é inhabilidad de título por parte 
de Cicarelli, las que fueron recibidas á prueba. 

Y considerando : Por lo que respecta á la excepción de pago 
parcial, que para ser ella procedente es preciso que el docu- 
mento en que se funda deba referirse especial y determinada- 
mente á la obligación que se ejecuta, cuya prueba incumbe al 
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Que el dcticlu r no ha probado que el documento de foja 20 se 
reiieraá adelantos que hubiera hecho á BonuemenL a cuenta ile 
sus honorarios, quien en su declaración de foja 58 vuelta, al 
reconocer la Crina del documento referido, manifiesta que Jlack- 
sey tiene una cuenta corriente que arroja un saldo impor- 
tante á su favor. 

Que por lo expuesto resulta claramente la improcedencia de 
la excepción opuesta, de acuerdo con i - resuelto por la Suprema 
Corte en su fallo del tomo 51, página 79 que establece. No pTo- 
i:ede esta excepción fundada en recibos que se refieren á deudas 
distintas de la ejecutada. 

En cuanto á la excepción de compensación, basta observar que 
según lo dispuesto en el artículo 816 del Código Civil para que 
ella elisia es preciso que la cosa debida por una de las partes 
pueda ser dada en pago ríe lo que es debido por la otra, que am- 
bas deudas seuu subsistentes Civilmente, que sean líquidas y 
ambas exigiblos; concordante con el artículo 270 del Código de 
Procedimientos nacionales qm- dice: « Compensación de crédi- 
to líquido que resulto de documento que tenga fuerza ejecu- 
tiva ». 

Que en el caso sub-jmtiev, el documento de foja 44, no retine 
Jos condiciones exigidas, ni se eiimplen los extremos requeridos, 
para ser viable la excepción de compensación deducida, no sien- 
do admitida la referida cuenta por JJonnement, seguu consta 
á loj a 59, no teniendo por consiguiente el referido documento 
el carácter ejecutivo, que es condición indispensable para que 
sea proeedente la excepción puesta. 

Que así lo tiene resuelto la Suprema Corre en los Fallos que 
se registran en el lomo 13, página 130; tomo 18, página 304 ; 
tomo 82, pagina 325; tomo 53, página 263. Por último, tam- 
bién es improcedente la excepción de inhabilidad del títu'o, por 
cuanto, habiendo fundado el deudor esta excepción, en el hecho 
de n<> deberle nada ú Jtonntment, lo cual no ha probado en este 



DE JUSTICIA NACIONAL 29 

juicio, resulta sin efecto ta causal invadida, y por tanto justifi- 
cado el rechazo de la excepción que se deduce. 

l J or estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar á la excep- 
ción opuesta, y mandando llevar adelante la ejecución hasta 
hacerla dn trance y remate sobre !os bienes embargados, y con 
su producto integro pago a) ejecutante de lu cantidad reclama- j 

fojas. 

IHaechca y Alearla. 



titilo %\r Im Mu|»r«mi> €.'«rl«* 

— 

Bueno* Aires, mtW* «fe 

Vistos y considerando: Qm* según ln establece el artfouh' 
cuarto de ta ley de jurisdicción y competencia, esta Suprema 
Corte sólo conoce en grado dr apelación «lo tas causas en que e) 
Vülor cuestionado exceda de doscientos pesos. 

Que en e) presante juicio el capí til cuestionado no excede la 
tasa establecida por la 1 y, razón por laque la sentencia de 
primera instancia causa ejecutoria 

Por estose declara que el recurso de apelación interpuesto ú 
foja setenta y tres ha sido mal concedido. Votifíquese ori- 
ginal, y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 

— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. Y 
TOHBENT. — II. MARTINEZ. 
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« -AVHA lUVXlV 



Don Tomás Duggan contra el Banco tic ta Provincia de ¡fuimos 
Aires, por consignación ; sobre apelación denegada 



escribano, da mióse en el cargo puesto la razón de hallarse ce- 
rrada la oficina del secretario e ignorare su domicilio particu- 
lar, y si con el citado cargo, se ha presentado á la secretaría 
en el día inmediatamente siguiente á primera hora del des- 
pacho. 

Caso. — Resulta del 



Suprema Corte Racional i 

En cumplimiento de lo ordenado por V, E, en el recurso de 
queíi interpuesto por don CárlosM. Duggan, en representación 
de don Tomás üuggan t por haberle denegado el juagado la ape- 
lación que interpuso en los autos que sigue rontra el Banco de 
la proTÍucia de Buenos Aires por consignación, á V. E. respec- 
tivamente expongo : 




INMWME ItEL JL'EZ FEUEIUL 



Buenos Aire». Octubre 88 de 1S09, 
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Con fecha 5 del corriente el juzgado dictó sentencia definitiva 
en tos autos mencionados, no haciendo Jugar con costas á la 
consignación ofrecida por don Tomás Duggan al Banco de la 
Provincia, laque fué notificaba d las partes con fecha 6 del 
mismo mes. 

Con fecha 13 de Octubre á las 12 y 25 p. m. se presentó en la 
secretaría del actuario don Luis Sanguinetti he bizo entrega de 
W escrito déla parte de Du¿g¡in, interponiendo el recurso de 
apelación lior2 para ante esa Suprema Corte, de la 
tencia. El referido escrito traía cargo puesto por el 
José M. Torreguilary el cual os del tenor siguiente : 

« Presentado tmy 12 de Octubre, añu del sello, siendo las y 
cuarto p, ni. en mi oficina San Martín 56, este escrito con firma 
"le letrado por don Carlos M. Duggan, á efecto de que le ponga 
cargo, por hallarse cerrada á esta hora, según asegura, la se- 
cretaría di l juagado federal ¡i cargo del doctor üamel Tedia 6 
ignorar et domicüo de este señor. Consto. 

« J. M. Torroffitiíar ». 




A este escrito el juzgado proveyó lo siguiente : 



liuenos Aires, (Jetaba 13 de 1899. 

Autos y vistos : Considerando : Que por el ai ttenlo 18 de Ja ley 
nacional de Octubre 16 do 1863, y artículo 2 de la ley de Agos- 
to 26 de 1863 confirmados por el artículo 115 de la ley de orga- 
nización de los Tribunales de la Capital, se determinó que las 
funciones de secretario de los juzgados federales deben ser de- 
sempeñadas por un empleado especial nombrado por el juez, y 
con ucuerdode la Suprema Corte, cuya intervención es necesaria 
para que las actuaciones judiciales revistan forma legal (véase 
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Que además, como lo bu resuelto la misma Suprema Corte en 
la causa que se registra en el tomo 7, página 43 de sus fallos, 
en todo caso si por razón de imposibilidad no pudo el apelante 
señor Duggan presentar este escrito ante la secretaría del ac- 
tuario, por estar cerrada la olicinu, ni en el domicilio particu- 
lar del secretario por ignorarse, ha podido practicar diligencias 
para averiguar este último ó presentarlo ante alguno délos de- 
más secretarios del juzgado, no auto ti ti escribano que no des- 
empeña las funciones de tal en razón de ser aquellos funciona 
rios nombrados con los requisitos qjre eligen las leyes antes re- 
cordadas. 

Que del oiirgu puesto por el escribano señor TVreguitar, no 
resulta que para presentar ante él este escrito, el apelante sefmr 
Duggan maniatara haber turnado á Eos dem;í< secretarios de 
este juzgado ni de los otros juzgados federales. 

Que en consecuencia, no ablandóse siquiera la razón de im- 
posibilidad á que se ha referido el fallo de la Suprema Corte ya 
reeordudo, el recurso de apelaeiou lia sido interpuesto fuera del 
término de 5 ¡tías establecido por el artículo 2(>8de la léj nacio- 
nal de Procedimientos. 

Per estos fundamentos, no so h ice lugar al recurso de ape- 
lación interpuesta. Repónganse los sellos, 

Agustín Vr dinarra ín . 

Kste auto es el que ha motivado el recurso de queja 
ante % Ii. 

lis cu mi tu tengo que informar á V. E,, á quien 
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llutüio* Aire*, Octubre 28 de im. 

Vistos y mwm*¿0 : mm TeAQ[ta m ¡)receflente in _ 

forme, en el carg .esto á las ^ y cuarto do la tardo, al es- 
crito d, apelación presentado por .1 recurrente, se ha hecho 
constar que, según | eipuso, habí» ocurrido al escribano 
autorizante del mencionado cargo poresh.r cerrada va ta » 

Queul escrito de apelación, con el citado caigo que lleva la 
fecha dé! ultimo dia riel término p ara interponer el recurso f*é 
presentado al juez do la causa en el dia inmediato siguiente a 
primera hora di-I despacho. 

Q«e las circunstancias expresadas y la consideración de que 
la duda debe resolte en favor de la defensa, concurren á man- 
tener abiertoel juicio en condiciona de hacer posible la de- 
oración final, dando eu justicia á ca í, parte [o que corres- 
ponda , 

Por esto y de acuerdo con la doctrina que surge de los fallos 
de esta Suprema Corte que se registra™ los tomo, veintinueve 
página trescientas sesenta y seis; y t (tm o treinta v siete, página 
cuarenta y tres, y otros, se declara nn.l denegado' el recurso, y 
se lo concede libremente. 

Líbrese oficio al juezde la causa para que, con noticia de las 
partee, remita ]... autos á este Tribunal, Repóngase el papel. 

ftENjABHI* PA|. — ABEI, BA2AJJ . 
OCTAVIO BUHGE. — JUAK. 

T. lxxxii TOBRBKT.- - H, MARTINEZ. 

3 
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i AINA UtWV 



Üona Carlota Y. de Ocampu *j don Cúrfas V, Ocauipo, contra 
don Angel A bueña; sobre reivindicación 



Sumario. —Guardado:) los extremos requeridos para la ac- 
ción de reivindicación, y contestada solamente la identidad del 
mmneUe reivindicado, debo haberse lugftf A la demanda, si no 

■ 

se ha hecho valer cor 
da para demostrarlo. 



Caso. — Resulta del 



f iills (Hfl <ía€í í^Jí^bI 

Rosario, Marzo le de 1891. 

Vistos: los presentes iniciados por la señora Carlota Velaz- 
quez de Ücampo y don Carlos Vieent»' Ocampo, comra don An- 
gel Almeira soltre reivindicación, resulta : I o Que los actores en 
el escrito de demanda de foja 31 expresan : que en 6 de Jimio 
rie 1875 don Gervasio del Jlár mol compró á la safiora Delííua 
Fernandez de Almeira un terreno situado á extramuros de la 
ciudad del Rosaiio, compuesto de 150 varas de frente por 
150 varasdu fondo, lindando al uort.-eon dona Lorenza Ferrev- 
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ra y los demás nimbos con la Tendedora madre del demudado 
señora Del fina Fernandez de Almeira. 

2" Que este tm.no rendido a su vez ñor Mármol á losseñores 
José Fidel de Vazy compañía, éstos lo habían traspasado al As- 
puso y padrede los actores por venta verilicada en 24 de Febre- 
ro de 1863. 

3* Que á la muerte del actor de la sucesión Ocampo, los de- 
mandantes como únicos v universales sucesores trataron de ti- 
mar posesión de todo, los bienes que habían quedado eQ esta 
ciudad, lo que no pudieron conseguir con relación al que motiva 
esta cuestión por falta de datos preciaos. 

4 o Que vieron entonces al agrimensor Warner, quien en el 
informe de 6 de Diciembre de 1890 después de estudiar los 
antecedentes de la lonja de tierra que perteneció ala señora de 
Almeira y las rentas efectuólas por ésta llego á la conclusión de 
que no obstante las deficiencias que se notaban en la lijacion de 
los cuadros asignados en particular á Jn heredera doña Delíina 
se hallaban lodos o -upados á excepción de dos. de los que ano 
había estadu libre hacía dos años y el otro se hallaba ocupado 
de mucho tiempo atrás, y que teniendo ea consideración los 
linderos sólo correspondía á la ubicación del de Ocampo, el que 
lleva el número 25, letra A, del plano de foja 9. 

6" Que dado el traslado de la demanda, ésta se contesta á foja 
38, pidiendo su rechazo con las costas y perjuicios expresados. 

Que el informe del agrimensor Warner era equivocado Lani- 
bien, este misino agrimensor al ubicar otros terrenos de la fa. 
milia del demandado en 011 plano genera! que habiu levantado" 
de la ciudad del Rosario. 

7* Que el terreno ijue ¿e pretendía reivindicar no era el de 
dignado por Warner con la letra A sinó el designado con la letra 
B y que ello se demostraba, no solamente por los actos de pro- 
pietario hechos sin interrupción por su señora madre desde 
que llegó* ser dueña de ese terreno hasta que falleció, y después 
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por sus herederos sirtó también por los hachos siguiente.-!: que 
el terreno vendido á Mármol to fué el 6 (le Junio del 55, que en 
Agosto 17 fiel mismo año ó sna dos meses después de aquella 
venta, su señora mudre Tendió los loU 27 y 28 adyacentes al 
turre»» designado A á los señores Daguerre y Bórdate, hoy 
formando ptirle de la quinta de Gallo dando por lindero al este 
á su señora madre, límite que no se hubiera puest" si ésta hu- 
biera dejado de sur propietaria del terreno A. 

8" Que el 27 de Noviembre del mismo año, ú sea 5 nieges $69,- 
pin'ft de la venta 4 Daguerre y Bórdate, su señora madre ven- 
dió á don Cecilio Funes la manzana designada en el plano con 
el nombre de este y número 26, poniéndose en la escritura los 
linderos siguientes : por el norte (maniana letra B) con propie- 
dad de su señora madre ; p )r el este con Bel mudes» y por el oeste 
con Daguerre y HnnJate. 

9 o Que estos lindero* y los actos de dominio sin interrupción 
demostraban que su señora madre no vendió el terreno que se 
tratado reivindicar, 

10" Que be¡ demandantes jamás habían ejercido posesión en 
el terreno que se disputaba teniéndola siempre quieta, pacíliua 
y ;in interrupción los demandados. 

i I o Que á todo lo anterior sh agregaba Unibien, no tenían los 
demandantes acción en otro concepto, alegando con posteriori- 
dad la nulidad del título ik don Gervasio del Mármol causante 
de los reivindicantes. 

12' Abierta la causa á prueba por el auto de foja 43, además 
de la presentada con la demanda y contestación y que corre de 
fojas t á 30, y fojas 36 y 37 se produce la corriente de fojas 50 
á 53, 56 a 65, 68 á 70, 75 á 80, 83 á 87, 92 á 93 y 100. 

Y considerando: \" Que la escritura de foja 18 referente á la 
venta del terreno que motiva este litigio y extendida á favor de 
don Gervasio del aiurmol causante de los reivindicantes no se 
encuentra firmada por don Gervasio del Mil r mol, 
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2 U Qüe esta omisión substancial en ta escritura indicada he- 
ciV. bajo eí imperto de Ja antigua legislación esp:iiiola en 1865, 
ai. nía por compli t" 1 1 acto de la compra-renta, pues la ley 1', 
título 2o\ libro 10, «le la Novísima Kerupilacinn expresamente 
e.tatuye: tjiie toUeseritura dHje contener, además de otros di- 
Tersos requisitos, t Lis lirnias de los que las otorgaren, y si no su- 
pieren firmar, lirmtin por ellos enalqui-Ta fie los testigos ú otro 
que sepa firmar, haciendo mención cómo el testigo firmó por l¡i 
^arteque no sabía escribir, sin que puedan los escribanos dar 
escritura alguna signada sin que primeramente al tiempo de 
otorgar de la nota hayan sido presentes las dichas partes J tes- 
tigo* y firmada como dicho es»; su pena que la escritura que de 
otra man era se diere signada sea enú ninguna, y el escribano 
qfc la hiciere pierda el oficio, etc. . (ley 13, título 25, libro 4 o , 
Recopilación), 

3" Quede ;i cuerdo con e»ta doctrina, Uoyenaen -iti obra F Vi- 
bro, número 23 y siguientes, indina timbien la necesidad ine- 
ludible de la tirina de los contratantes para dar validez á las es- 
crituras, siendo nulas si tal requisito no existiera (tomo 4", 
p:tgina 84). 

4* Que nuestro Código Civil en su artículo 1001 , consigna 
igual precepto al decir que Ja escritura pública debe ef pregar 
i más de otros distintos requisitos en dicho artículo consigna- 
dos, « los nombres y apellidos de las perdonas que la otorguen, 
y que si algunas de lis partes no sabe firmar, debe hacerlo ásu 
nombre otra persona que no sea de los testigos del instrumento i 
agregando el artículo 1904, que * son en las escrituras que no 
tienen las firmas de las partes, la firma ¡i ruego de ellos cuando 
no saben ó no pueden escribir », 

5 o Que adolescieudoasí de una evidente nulidad la escritora 
de Mármol, quien no sólo no firma ésta, pero ni siquiera se hace 
constar su presencia en el acto, como lo exige también la legis- 
lación que rig>>elc*so, las transferencias posteriores Tienen á 
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adoteseer de igual nulidad, puesto que lo que es nulo ningún 
efecto produce: t¡uae nullttm est nüllum effectum product (. 
Preceptuando el articulo 3279 del Código Civil fine: • nadie 
jniedo transmitir á otro sobre an objeto, un derecho mejor ó 
más extenso que el que gozaba y recíprocamente nadie puede 
adquirir sobre un objeto un drrecho nu'jor y mas extenso que 
el que tenía aquél de quien lo adquiere •. 

6° Que tal nulidad, como que es manifiesta por cuanto la 
ley expresamente lo ha declarad o ta! imponiéndole pena de nu- 
lidad, éíta se reputa así aunque uo haya sido juzgado (artículo 
1030, Código Civil) y puede y del>,- ser declarado por el juez 
aún hin petición de i-arte de los antecesores desde Mármol basta 
don Vi. ente Ocainpo que íampuei se ha probado la hubieran 
alguna vez ejercido, hace frustrar la acción reivindicatoría que 
sa lía deducido y que *ólo se concede e al propietario que ha 
perdido la posesión», naciendo aquella del domini.Mjercidn en 
las cosas particulares (artículo 2758 de igu.il código). 

Por tanto : delinitivamente juzgando, fallo : no haciendo lu- 
gar á la demanda de reivindicación interpuesta por la señora 
Carlota V. deOcampoy don Carlos Vicente Ueampo, contra don 
Angel Altueira. con las costas tl.»l juicio. Notifiquen y repón- 
ganse. 



B *íl# «le lo Suprrm» ieri«> 

Buenos Aires, Octubre ¿K de 1899. 

V vistos: Considerando; Primero: Que la acción reivindica- 
toría interpuesta por la demanda de foja treinta y una, guar- 
da todos los ex t remos requeridos por el artículo dos mil sete- 
cientos cincuenta y ocbo del Código Civil, ejercitándose en el 
caso del artículo dos mil setecientos setenta y dos, 
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Segundo: Que el derecho de poseer lo tiene justificado sufi- 
cientemente la partí' demandante, con la confesión del de- 
mandólo contenida vn el escrito de contestación» en el que 
solo se opone que el terreno que si' pretende reivindicar no es el 
que se designa por la actora, sinúel que se designa cou la letra 
lí en el plano a que si; relien' la demanda (foja cuarenta y su 
vuelta.) 

Tercero: Que Ja posesión de la parte demandante respecto 
del terreno en cuestión, también se halla suli cien teniente acre- 
ditada por tos testimonios exhibidlos ul presentar su demanda, 
importando las escrituras originales de que son traslado, la 
pruebade uaberse desprendido de la posesión la vendedora cau- 
sante del demandado en favor de la demandante, su compradora 
con arreglo á la disposición de la ley ocho, titulo treinta, parti- 
da tercera, fuera de las impresa» declaraciones que sobre el par- 
ticular se din tiene en los mismos tes limón ios y de la prueba de 
orden seeundario que surge de los documentos de fojas siete á 
di.-zy siete. 

Cuarto : Que tules justifkaLioues no se lestruyen por los 
artos de venta subsig' íentes propios de la vendedora, en lo que 
uu intervino su adquiriente ni por la nulidad alegada de la escri- 
tura de venta mencionada de foja diez y ocho, por faltar la sus- 
ci icion del comprador, y* porque no podría tul nulidad alegarse 
por la parte que ejecutó el acto, y, por lo tan'o, por su sucesor, 
s ' gun el artículo rail cuarenta y siete del Código Civil, ya por- 
que la nulidad de la escritura no envolviera la de! título de 
poseer que es el contrato de venta en favor de Mármol, y que 
pudo ser celebrado sin escritura secuto la ley seta y veintiséis, 
título quinto, partida quinta, estando él reconocido como queda 
establecido por el demandado, y de acuerdo con lo que enseña 
el autor del Código Civil en la nota al artículo cuatrocientos 
diez del mismo código. 

Quinto; Que la identidad del terreno reclamado no se 
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baila deíSTiriuuHa j )0 r ta observación referida opuesta en el es- 
crito de contestación, la cual nu sería bastante para destruir, 
noy a na informo basado en el estudio d e las enajenaciones de 
los terrenos pertenecientes á la sucesión de Fernandez como es 
el que se contiene en el do. amento de foja cuatro, sinó la prueba 
pericial practicada durante el juicio, de que se da cuenta ¡i foja 
ochenta y cuatro, respecto de la cual ninguna contradicción per- 
tinente ha sidti heclia valer por el demandado, habiendo podido 
hacer uso de los derechos que le acuerda el títulu quince de Ja 
lev sobre procedimiento:* de Tribunales Federales. 

Sexto: Que sobre tal ausencia de contradicción formal de la 
parte demandad,., hay que agregar la circunstancia deque su 
negativa ante la aserción de la ai tora sobre la id.-ntid i I del te- 
rreno no es una negativa absoluta, .sino una como implícita a (ir - 
macton de un hecho positivo que había sido de cargo suyo pro- 
bar, habiéndole sido fácil hacerlo, si fuese cierto que el terreno 
ile que se desprendió su causante fué el señalado con la letra li 
en el plano acompañado á la demanda. 

Séptimo ;Qub la excepción de prescripción hecha valer eu 
esta instancia por la paite demandada carece de los anteceden- 
tes necesario^ para juzgarla operada, tanto eu cnanto al tiempo 
requerido por el artículo tres mil novecientos noventa y nueve 
del Código Civil para que se estime consumada, toda v*z que 
debiendo haber poseído el terreno A demandado á nombre pro- 
pia por el lapso de diez ó veinte años con título y buena fé, no 
consta de las actuaiiiurnís obradas tal tiempo de posesión ú ocu- 
pación, siendo relativos al año mil ochocientos ochenta y cinco 
los actos de ucu pación que alega, es drcir, seis años escasos an- 
teriores ¡i la demanda de foja treinta y una, y por constar según 
los preueile utes considerandos que su causante se desprendió did 
dominio del terreno cuestionado por la enajenación reconocida 
en favor de la actora, de acuerdo con lo que dispone el artículo 
dos mil seiscientos nueve del Código Civil. 
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Por esto, m revoca la sentencia apelada corriste de fojas 
ciento veintisiete ¿ciento treinta y tres, declarándose ohli-ado 
á don Angel Almeira á restituir á la parte demandante el terre- 
no objeto de la demanda de foja treinta y □ señalado con la 
letra A en el plano acompañado á la misma d< manda. X ot ifí- 
que.e original, t n-puesto* lo< sellos devuélvanse. 



RKWAMIN WZ. — OCTAVIO BUNCK. 
- iUAW E. TOHllENT. - II. MAR- 
TINEZ. 



* A UNA 4 ]>\\Y| 



ht Empresa del nmtecony puerto norte de lineaos Aires, contra 
tú Empresa del ferrocarril al Itosario, por interdicto ; sobre 
Citación de eviccion al t'oder Ejecittieo 
sím procedimiento. 



Sumario. -1- Pueden loa interdictos citarse de eviccloa 
al causante de los derechos del demandado. 

2" La citación h evíccion no es una demanda contra el cita- 
do, sínó un *ri*o en forma, y en el momento oportuno a fin de 
qne tome intervención en la <«»«,, si así fuere su voluntad. 

3- Kilo no importa una excepción dilatoria, pero sí un inci- 
dente del juiciu, que es suspensivo del procedimiento en lo prin- 




Bunios Aires. Mayo > l J <le 18ÍKJ. 

La cuestión pr** f iu que si 1 >u>citú untes, t'né la siguiente : Si 
en los juicios posesorios, de naturaleza sumaria, podía interpo- 
nerse una excepción dilatoria , como articulo de préviu y espeei.il 
pronunciamiento. Esta cuestión fué resuelta afirmativamente, 
e*iino consta á toja... 

lie modo que, lo que ;ihor;t hay que resolver es si procede, 
eu el caso $ub-judice t la i itacion de eviccion que solicita el 
ferrocarril demandado del Poder Ejecutivo inicio nal. 

Para resolver este punto, es, ante todo necesario estaldeci-r 
la diferencia que existe eotre la mera citación de eviccion y el 
ejercicio de la acción mismo de saneamiento que de aquélla 
nuee. 

Desde luego el ab-ance que tiene en derecho !a mera citunon 
di' eviccion, no es, en manera alguna el mismo que tiene, el 
ejercido de la acción de eviccion y saneamiento. 

En efecto, ta citación de eviccion, no importa precisamente 
ta übtif/acwti tte litigar ó de. hacerse parte en el pleito en que 
su ha citado de eviccion, sino la de responder al comprador ó al 
l itante, en casu que fuese vencido en juicio, no sólo del precio, 
Binó también de todos los daños y menoscabos que le viniera 
por esta razón (articulo 2108, Código Civil; tomo 16, página 
403 de los fallos de la Suprema Gorfe;) 

En CSO& términos ha definido la misma Suprema Corte de 
Justicia Federal, cuál es el alcance- de la citación de eviccion. 

Ahora bien, el ejercicio de la acción de eviccion y saneamien- 
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tu, implica ya la promoción de un juicio distinto, emergente 
de acto prévio de la citación de eviccion como se desprende en 
términos claros, da la jurisprudencia misma sentada pur la 
Suprema Corte, cuando dice en su fallo que se registra en el 
tomo t\, página 503 : c La demanda de eviccion y resarcimien- 
to de los perjuicios irrogados, no puede deducirse siuó después 
de terminado p..r sentoncifi ejecutoriada, el pleito en que ce 
practica la citación de eviccinn. , » * 

Con la transcripción de los fallos citados déla Suprema Corte, 
queda perfectamente deslindada, la diferencia que exista entre 
la mera citación de eviccion y el ejercicio de ta acción de evic- 
eion y saneamiento. 

Es por est'>, que la parte demandada, dice, con raaun, en su 
exposición que -^rre ú foja... : que en el presente caso * no bny 
una demanda, propiamente ilicha, sino una citación de eviccion 
al gobierno, cosa muy distinta en derecho. 

Ksta citación tiene por objeto modificar al gobierno, de Ja 
existencia de un í juick» cuyo resultado afectará directa ó indi- 
rectamente, sus iutereses y derecho*, en virtud de los rinculos 
creados entre el gobierno y ta Empresa del ferrocarril por nna 
ley contrato ». 

El argumento que formule la parte actora, consistente m 
que . itar de eviccion al Poder Ejecutivo es equivalente á de- 
mandarle, y que no puliendo ser demandado sin previa venia 
del honorable Congreso, no hay objeto en citarlo desde que no 
existe esa venia, ni tiene razun de ser desde que riada la distin- 
ción que queda establecida entre la mera citación de eviccion y 
el ejercicio de la acción de eviccion y saneamiento, no es exacto, 
en mam; ra alguna, que citarle al Poder Ejecutivo de eviccion, sea 
demandarle, pues, la demanda sólo procederá, una vez terminado 
el juicio en que se hiciera ta de citación y pasada en autoridad de 
cosa juzgada la sentencia que condenara al citante a la restitu- 
ción de La cosa que adquiriera el citado de eviccion. 



FAM.U* nt LA SUKKfcMA CURTI. 



Tal no es el caso mb-judice. por manto la empresa deman- 
dada, cotilo Id tu consignado en término* explícitos en la ex- 
posición de su letrado, ya transcripta, no demanda ni pretende 
demandar ¡il Poder Ejecutivo, por no poder hacerlo, aunque lo 
pretendía desde que no ha llegado la única oportunidad en que 
prociide ejen-itar ese derecho y qif ayer ha quedado perfecta- 
mente explicada y deslindada. 

Dado, pues, el alcance jurídico que la mu mu Suprema Curte 
atribuye á la citación de evioeion, en el fallo que queda trans- 

de su prorw 

Ahora bien, sentado qué 
Poder Ejecutivo no se le obliga á litigar, ¿puede sostenerse como 
h> preténdela parte damundada, que esa citación debe hacerse 
con suspensión de todo procedimiento en lo principal ? ó, por el 





e,ion de ericei-n urdí- uarse la prosecución de la audiencia en lo 
principal ? 

Sentado como queda, que con La citaciun de eviccióa al Poder 
Ejecutivo quedará á salvo tus derechos de la parte deitiand;ida, 
para hacerlos valer en el respectivo juicio de saneamiento, caso 
de ser vencida en éste, y que el Poder Ejecutivo no está obligado 
,'i litigar, puede alirmarsernn razón fácilmente perceptible, que 
la citación no implica en manera alguna la suspensión del pro- 
-edimiento en lo principal. 

Es, por i-l contrario, más armónico eou la naturaleza sumaria 
■ iet juicio posesorio, el resolver que se continúen los procedí- 
an* titos en lo principal, sin perjuicio de haeei se, como queda 
dicto, la citación de eviccioii del Poder Ejecutivo, 

Los CUSOs resuellos por ta Suprema Curte, en sus fallos que 
corren en los tomos -43, página 194 y tomo 57, página 396, que 
se citan en pie de la tesis sostenida por la empresa damandada 
son diñados en juicios ordinarios y no son, 
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d« ningima aplicación a los juicios sumarios como el presente. 

U empresa demandada confiesa en términos eiplfcitos, 
que su mentí; al pedir licitación de «ficción del Poder Ejtcuti- 
>io, no es en manera alguna d-mandarle; „j t pur otra par t-, 
¡Hinque ahí lo pretendiese podría hacerlo, (Jado el carácter v 
alcance atribuido* por la jurisprudencia de la Suprema Corte", 
á la citación de. eviceion. 

De modo pues que e.. n esta declaración que haw la empresa, 
reconoce no espresar que el Poder V4&*n$m haga su defensa, 
sino simplemente, dejar en salvo su derecho, para ejercitarlo 
cuando fue** oportuno en contra de aquí*]. 

Y siendo estn «sí, constando en términos tan intergiversables 
el alcance que en sí tiene la mera citación de. eviedou y el que 
ñ SU m se atribuye la empresa demandada, no hay razón que 
baga aceptable su preleusion de que se suspenda el procedi- 
miento en lu principal, como lo pide. 

Debe, por otra parte, ha.erse eonstar que | )L interpretaci-n 
dada por la Corte Suprema a la citación de eviceion, no es m ás 
que la afirmación de la doctrina de los tratadistas de derecho 
procesal, romo puede verse en el diccionario llazonado de 
h'uistacion y lunxprmtettcia de Escrich, cementada por don 
José de Vicente y Cervantes, el que en sa tomo 2 o , página 917, 
teb" Kvicciou, hace la misma distinción que lien»» hecho entre 
la citación de eviccion y el juicio de saneamiento. 

Ademas, resolviendo, como lo hace esta sentencia, que u« 
obstante ha »rse la citación de erice ion, deben seguirse los 
procedunientos en lo principal, es decir, contestarse por la em- 
presa demandada, la demanda, es clani que el juicio quedaba 
trabadj, entre la sociedad del malecón y la empresa del ferro- 
Carril, lasque serán las partea del juicio y en la hipótesis de 
que el Poder Kjecutivo tomara ingerencia en el asunto, no 
sería ya como parte un el asunto, siaú como merocoadquirente 
de la parte demandada. 
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KALLOS UE LA SUPIlKMA CORTE 



Hay .sobreesté punto, jurisprudencia sentida por l¡i Snpnnu 
Corte, en el caso que ociirríj ante el juzgado federal de Santiago 
del Estero, ante el cual, existiendo juicio entre los señores 
Tabeada, por una parte, y los señores Fernandez, por la otr;i, 
citada de eviccion la provincia , compareció en juicio el fiscal de 
estado y pretendió que el juzgado se declarare iu< ompeteutc, 
por el hecho de haberse hecho parte la provincia en el iuirio, y 
de que, por consiguiente, sólo correspondía á la Suprema Tor- 
ta originariamente, en el caso, con sujeción á Los artículos 100 
y 101 de la Constitución Xacioual y la ley de jurisdicción y 
conipetenc:a de ¡>>s tribunales federales, de 14 de Setiembre 
dü 186$. 

Kl juzgad ' resolvió n<i hacer lugar a la pretensión del lisera' 
de estado de ta provincia, 'leclarando que el juicio estaba ya 
trabado entre vecinos de distintas provincias, que hacían surtir 
fuero federal y que, la provincia, no era por tanto, parte en el 
juicio, siéndolo sólo los señores Fernandez y Tabeada. 

Kl caso Tino en apelación por ante ta Supri ma Corte, y ésta 
confirmó ta sentencia del juez federal de Santiago, como puede 
rerse cu el fallo que -torre al tmno 28, página 415 de la senten- 
cia de aquel tribunal. 

Ahora bien, mandándose, pues, por esta resolución que la 
empresa demandada, conteste la demanda, el juicio quedará 
asi trabado entre la sociedad del Malecón y Puerto Xorte y la 
empresa del Ferrocarril de Buenos Aires y Rosario ; de tal modo 
qn aunque M »-ibiern ■ nacional siguiese en el juicio, ik» sería 
ya eomo parte ; y no siendo tal, no tienen razón de ser los argu- 
mentos aducidos por el actor, para sostener q ie no tiene objeto 
la citación de e vico ion que pide ti demando puf cuan te -tn su 
- n tender, mjIo pudría surtir el efecto necesario, de nacer apa- 
recer como demandada a la nación, no podiendo serlo sin la venia 
previa del honorable Congreso. 

Hay, adciuiU, casos resuelta por la misma Cork 1 Suprema, en 
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los que, cuuio el que corre inserto en el tomo 25, pagina 437 dt» 
sus fallos, tiene declarado a^uel tribunal que : « El ejecutado 
por el fisco nacional, por cobro de derechos fiscales, pueda 
íluspiu's de hecho el pa^o, ventilar su excepción por demanda 
ordinaria ante el juez del juiiio ejecutivo, sin necesidad de au- 
torización especial del congreso #. 

Loque pone de inauiliesto que nu es Un absoluta, como sus- 
tiene la parte arlara, la regia según lu cual la nación no pue de 
drin and ¡ida sin el requisita previo de la venia del honorable 
Congreso. 

En verdad que exfetni varios eusos resueltos por los tribuna- 
tes que sientan la jurisprudencia uniforme, según la cual no 
pue de ser demandado sin su consentimiento, como son ¡os que 
. orrenen los tornos 1", página 317 y tomo 12, página 227; .Je 
¡.i que se desprende que. 



emana- 
do del eje rete lo de sus facultades constitucionales, resultaría 
estar en juicio, ni se compromete principio alguno constitu- 
cional ni legal ¡ este, en la hipótesis, 
no es aceptable de que la citación de evtccion que se 
llaga traería aparejada como necesaria consecuencia su compa- 
rendo enjuicio, la ntie no es imprescindible en manera ¡ilguna 
por las razones ya i-xpuestas ut su/mt. 

Este juzgado no debe tomar en consideración las demás con- 
sideraciones y alegato de las parte que no sea el fondo de la 
cuestión, por lu que umitV entraren su análisis, dejándolo para 
su debida oportunidad. 

l'or estos fundamentos, otros que se omiten en ate mi un á 
la naturaleza del incidente y los concordantes de las partes 
demandadas, en cnanto á la priucdi iicia de la <-iUcÍ»n de evic- 
cion y la de la part-- acto ra, en cuanto á la suspensión del pro- 
cedimiento .-n lu principal, este juzgado, derlara : que deb-j 
hacerse en forma la citación de eviccion a) Poder Ejecutiva ; pero 
que no deben suspenderle lo 3 procedimientos en lo principal; 
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debiendo, en su mérito, continuarse la audiencia A efecto de que 
la parte demandada aduzca en ellas todas las d> fensas de fundo 
como de forma que tenga que oponer :i la demanda. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, Capital de la República Ar- 
gentina á los seis día* del raes de Octubre de ' 




Oiaeeitca y Alearla. 



Hiu'iios Aiiw. iinulin- :1¡ tle IS*». 

Visto* y considerando ; Que el demandado sin rontestar la 
demanda ha pedido al juzgado que se rite d*? ev ice ion al Poder 
Ejecutivo nacional de quien dice miañan los derechos que 
pretende tener sobre el terreno en litigio, afirmando que es p<«r 
actos de ese gobierno que Ln «ido pues tu en poscagtra de dicho 
terreno, 

Que en tal caso, la citación Aa eviccion debe reputarse, no 
como excepción dilatoria, sin ó cuuio un incidente del juicio sus- 
pensivo del procedimiento en lo principal. 

Que así se desprende «le la doctrina de! artículo dos mil cien- 
to ocho del Código Civil y así lo tiene resuelto esta Suprema 
Corte, entre otros casos, en los que se registran en los tomos 
cuarenta y tres, página ciento noventa y cuatro y tomo cin- 
cuenta y siete, página trescientos noventa seis de sus fallos- 

Que aunque esos fallos hayan recaído en juicios ordinarios, 
Dada hay que se oponga ¡í la aplicación en el presente caso de 




venir a juicio y 
[ue no ha de ser privado de hacer uso de los me- 
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días que reputo convenientes para la defensa de los derechos 
garantidos «1 citante ñor r izón de los actos que motivan la 
citación. 

Que tuiti.} lo demuestra 1¡i seuteneia apelada, aunque sea ver- 
dad que la unción no puede ser demandada sin su consenti- 
luicnto, no lo es menos que la citación do eviccinn no importa 
una demanda, sinú el aviso en forma y en el momento oportuno, 
á efecto do que tome ¡nterveuciiHi en la causa á que la citación 
se refiere, si así fuere su voluntad. 

Por esto, y de acuerdo con la jurisprudencia constante de 
es* t Suprema Cor le, so confirma la sentencia apelada ele Toja 
ciento noventa y ocho, en cuanto ordena la citación de evicio n 
y se revoca en cnanto no da á ésta el carácter suspensivo que 
le corresponde; declarándose que la expresada citación es sus- 
pensiva del procedimiento. Notifíquese con el original, recues- 
tos los sellos, devuélvaos*-, 

ÜF.NJABU* VAZ, — ABEL KAZAN. 
— UC AVIO BUNGE, — JUAN £. 
TOftaíRT, — II, HAHTINEZ. 
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Don Felipe Ctiiericu, sobre exención det aero icio militar 

Sumario — No puede concederse la eiencion del servicio 
militar, mientras no se justifiquen por el interesado los extre- 
mos necesarios. 

T. LXXI1I .i 



FALLOS UE LA SI t-RtUA COKTE 



Ca.w. — Resulta de las siguientes piezas 



Buenos Aires, SetiMiil.re ISW, 

Autos y vistos: resultando de las constancias de autos qué 
la junta de excepciones ha conceptuado suficiente la in formación 
producida ron el fin de justificar que el recurren t e es el lujo 
([uecon su trabajo atiende á la subsistencia de su señor pidre 
impedido, por cuya razón al juzgado sólo incumbe pronuncia! %é 
sobre la procedencia de la limitación lijada por la junta y te- 
niendo en cuenta con este propósito, que el artículo 26 de la 
ley 3318, no autoriza en modo alguno dicha limitación y de 
acuerdo ton lo dictaminado por el señor Defensor de incapaces, 
se revoca la resolución de foja... en la parte apelada. Líbrese 
el oücio de estilo y fecho archívese el expediente. 

Agustín Urdinarmin, 



VISTA DEL SESüK PHOCliKAlum GENERAL 

But'DOs Aires, Octubre 1 1 de 1899. 

Suprema Corte: 

El procurador fiscal expuso con verdad incontestable en su 
vista de foja 15 que no se ha justificado el i iuperii miento del 
padre del solicitante de excepción militar en el caso actual, 
u pelando en consecuencia de lu res olución de foja i7. 

La ley número 3318 sól» acuerda la excepción del servicio 
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activo en favor de la madre viuda ó de un padre septuagenario 
ó impedido. 

Si el documento de foja 3, aunque con diversos nombres se 
refiriera al padre del gestionare de la excepción, resultaría no 
tener setenta años de edad y no habiendo justificado por otra 
parte impedimento físico, que ni alirman los testigos déla in- 
formación, ni es materia de prueba testifical sino pericial, la 
causa de la excepción resulta improbada y la s.-ntencia que la 
admite manifiestamente infundada. Pido por ello á V. £. se 
sirva revocar la resolución recurrida por el pmcurador fiscal, 
corriente a foja 17, por no haberse justificado Ja excepción in- 
vocada por el postulante. 

Stíbiniano Kit'r. 



Buenos Aires, Uclubre ;jl de líjftí. 

Vistos y considerando: Que don Felipe Chierico solicita ser 
exhonerado del servicio militar activo fundándose en que atien- 
da á la subsistencia de sus padres y en cuanto su señor padre 
está impedido paru todo trabajo. 

Que aunque es de dereclio que el hijo queatiendi- á la subsis- 
tencia de un padre septuagenario ú impedido ^oaa de la excep- 
ción establecida por el artículo ciento veintiséis de la ley de 
organización del ejercito y guardia nacional, no Jo es menos 
que quien pretende la •¡xccpinon está en el deber de producir la 
prueba délos hechos en que se funda. 

Que consta de autos que el padre del solicitante no es sep- 
tuagenario; y es verdad, por otra parte, que no se ha compro- 
bado que sea impedido mediante prueba que la» condiciones 
del lugar hacen fácil y razonablemente exigióles. 
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Qoe traído el conocimiento di» la causa sobre excepción del 
servicio, el jnei no puede dejar de apreciar los elementos en que 
se funda la excepción para pronunciar el respectivo fallo, mu- 
cho menos cuando A juicio no queda definitivamente concluido 
en el sentido de cerrar la puerta al interesado para hacer valer 
en el futuro ó ulteriormente, las circunstancias que importen 
paméila exención del ühlcio por haber llegado el padre á 
la eááfl prevenida |nt la lev 6 caer en la imposibilidad física d- 
proveer á su propia subsi:>tencia. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido ñor el <eiior Procurador 
general, se revoca la resolución apelada de l'oja diez y siete, sin 
perjuicio del derecbo d.- den Felipe Cliierieo para hacerla va- 
ler en el futuro si íifegfcsé á encontrarse en las condiciones es- 
tsMeoiáaa por la lev. 

Notiftquese original y dovnélvaaiSÉ. 

BEPUAHlfl i'AZ — AUKI. BAZAN.— 
m'.TAVlO BUNGE. — JUAN E. 
TciltHEM'. — II. MAHTIJÍEZ. 



• ALNA 

turna Juana Espinosa contra don Saturnino Díaz, por divorcio; 
sobro, contienda de competencia entre los jueces de primera 
instancia de San Juan y del Hocino 

Sumario. - La Suprema Corte carece de jurisdicción para 
dirimir contiendas de competencia entre autoridades judiciales 
de provincia para entender en asuntos del fuero común. 
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ALTO UEL JUEZ 1>E PRIMERA ESTANCIA 



Hoiíirio, Octubre 1"> de 



Y visto» : el i nenie» te sobre incompetencia de'jurísdiecitinsus- 
citado entre el señor juez -di letras de San Juan y t i infras- 
cripto con motivo (te este juicio, del que resulta : 

Que habiendo doña Juana Espinosa demandado aute este JUZ- 
gado ú su esposo Saturnino Díaz, por divorcio, éste se presentó 
unte el señor Juez de Sun Juan interponiendo incidente de in- 
competencia (te jurisdicción del infrascripto para entender «á 
este juicio en razón de ser su domicilio en uqtiellu provincia y 
pur tuuto corresponder ü los jueces de ese lugar el conocimiento 
de esta causa, por cuyo motivo aquel funcionario, préviu uuu 
información sumaria para comprobar el domicilio de diebo se- 
ñor se declaró competente y exhorté á este juzgado pura que se 
inhibiera de entender en este juicio. 

Considerando: 1" Que el señor juez exhortante ul declarar- 
se competente para entender en este litigio, se funda en la dis- 
posición del articulo 00 del Código Civil y 104 déla ley de ma- 
trimonio, referente ello, a que el domicilio legal, que la ley 
presume es el lugar donde reside una persona, y que hubiendo 
cumprobudo el señor Diaz su residencia en aquella provincia, 
él era el juez competente pura entender en la demanda de i 




2" Que si bien es cierto lo expuesto, que el 
mandado determina la jurisdicción, este principio general no 
es absoluto, lejos al contrario, se mudiíica con las circunstan- 
cias especiales de cada uno. Así, pues, nuestro Código de Pro- 
cedimientos determina en su artículo 7, que 
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federal determinado por el dura ¡cilio de la» personas, las rela- 
ciones de derecho son susceptibles de un f uero propio que este 
Código determina, en atención al lugar en que estén situadas 
las cosas sobre que Tersen, al lugar en que deban cumplirse las 
obligaciones y al en qm se hubieren verificado ios /techos que 
ta produzcan. El artículo II dispone que : si se tratan de accio- 
nes procedentes de delito ó de hechos lícitos ó ilícitos serácom- 
ftetente el juez del lugar en *)ue se hubieren verificado. 

3" En el caso sub-judice les hechos que sirven de fundamento 
& la demanda, se han producido en esta ciudad y por consi- 
guiente todos los elementos y demás circunstancias pura alum- 
brar con la verdad los hechos fundamentales de la acción se en- 
cuentran acá, de suerte que hay interés para ara bus que aquí se 
siga la controversia. 

4" Que ti nal rae ti te el domicilio de los d'uivuges ha sido eu esta 
ciudad yes más equitativa y m;is jtisto que el juicio se siga eu 
el lugar donde, como s- ha dicho, se han producido todos los 
hechos relativos al juicio. 

Por estas cnu-i '.raciones y las eipuestas por el señor agen- 
te fiscal en su d. animen de fojas9y 10, me declaro competente 
para * j n tender ''ii <1 presente juicio y en c-iusecueneia eU'-ven.-e 
1-s antecedentes ala Suprema Corle Naciun;il para ijue resuel- 
va esta contienda, haciéndose saber al señor juez exhórtame 
e-ta resolución. 

G. Funes Uta a y. 

d.ute mi 



C. C, Correas. 
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Buenos Aires, Octubre SJ de 1899. 

Autos y victos : Cousnieraint ■ > q tie >eguu resulta de los pre- 
cedente* autos se trata de mía coutíííida de competencia susei- 
ta4a entre autoridades judiciales di< provincia para entender en 
un asunto de fuero común como lo es el divorcio. <jue esta Su- 
prema Corii- carece de jurisdicción para dirimir la referida can- 
anida por manto el casi* no es de aquellos que las leyes atribu- 
yen ;i su conocimiento. 

Por esto, de ni él van si- los autos al juez remitente, Repóngase 
la foja. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL HAZA* — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
ItllKNT. — H. MARTINEZ. 



El i'tseo nacional rvntra el doctor don Juan Antonio Argerich 
¡ior expropiación : ¡¡obre indemnización 

Sumario.- En las expropiaciones practicadas por la nación 
para uoa empresa de ferrocarril, la indemnización de perjuicios 
debe comprender solamente los actuales, que sean consecuen- 
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cia fonosa de la eipropiacion, y no las ventajas ó ganancias 
hipotética», ni tas deficiencias de las obras de desagüe que son 
consecuencia de la construcción de la vía, y son de cargo de la 
empresa. 




la Nata, Noviembre 7 

T vistos nuevamente: Estos autos seguidos por el gobierno 
nacional contra el doctor don .fiion Antonio Argerich, *obre 
expropiación. 

T considerando : i" Que después de diversos trámites se. 
nombraron por las partes dos peritos, uno por cadu parte, para 
que di c< informidad con el artículo 0" de la ley nacional de ex- 
propiación, procedieran al justiprecio, como lo veriíicaruu á fo- 
ja 65, produciéndose eon notable diferencia en sus estimacio- 



2" Que en vista de esa notable desigualdad de 
que no orientaban al juzgado para una resolución equitativa, se 
viú éste en el caso de hacer uso de sus prerrogativas, para mejor 
proveer, nombrando otros dos peritos ajenos al indujo de los 
interesados y con la confianza del juzgado. En consecuencia 
nombró al señor ingenien» don Francisco Seguí y señor diputa- 
do nocional don Tristnn 11. Almada, los que se han expedido á 
fojas H9 y 125, quedando cerradu ya todo otro trámite, 

3° Que tanto el señor ingeniero Seguí como el señor Almada 
ban justipreciado en conclusión y de acuerdo en que el precio 
venal del terreno y toda indemnización debe estimarse en la su- 
ma de 2G.541 pesos con 74 centavos moneda nacional. 
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4 o Que este juzgado lia consagrado d principio, por repetí- 
daa veces, que en casos como el ocurrente, cuando los peritos 
de oficio se han expedido He conformidad en sus conclusiones 
sobre el precio é indemnización, debe adoptarse su dictámen 
como medio más equitativo para la resolución final. 

Por estas ennsideraciones y otras que surgen de ellas, fallo : 
declarando que el gobierno nacional está obligado en este jui- 
cio á pagar ai doctor don Juan Ant-.niit Argericb la suma de 
26.541 pesos con 74 centavos moneda nacional por todo precio 
venal del terreno y toda dase de indemnizaciones con sus inte- 
reses ¿estilo de Banco, desde la ocupación provisoria, dentro de 
diez días de ejecutoriada la piysente, con más el honorario de 
los peritos y gastos de actuación. Notifíquese original y regís- 
trese. Repóngase la estampilla de cinco pesos que curres pon de 
á cada uno de loa peritos, pues el hecho de ser el gobiern.» ó 
fisco nacional el expropiante, no los ex lio ñera del pago de ese 
impuesto, 

Mariano H. de Attrrecoec/tea. 



Unenos Aires, Mar/o :¡ de l&yu 



Üe los recursos instaurados por al procurador fiscal contra la 
sentencia de foja 128, el de nulidad n<> procede. 

No sólo no se han expuesto las causas de nulidad al interpo- 
ner el recurso, cmuo lo prescribe el artículo 238 de la ley de 
procedimientos, flinó que m aparecen causas de nulidad ni por 
razón de la forma ni por violación de aquellos procedimientos 
que por expresa disposición de deredio anulase las actuaciones. 

Kn cuanto á la apelación, parece fundada; pues la sentencia 
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recurrida causa agravio al liseo nacional, adoptando una ava- 
luación exagerada del terreno expropiado y una indemnización 
absolutamente inmotivada. 

El juzgad o nombró de ofició los últimos peritos, con cu Lid a ti 
de pura m.jor proveer, seguo resulta .Id mito de foja 80 
vuelta. 

listos peritos, según el espíritu y texto fie la ley sobre expro- 
piación y del d it reto de nombramiento, sólo tienen earácter 
informativo; pues según prescripción del ártico lo 6" de la ley 

st-ci inn ó la Corte Suprema que decidirá 
el re pretil tan ti' ti el iiseo. 
su resolución do foja 128. aplica 
r-omo n-solucion linal el jnsttpreein de los peritos, sin resolver 
acerca de su mérito legal, y sólo porque el juzgado lia consagra- 
«lo el principio, por repetid»* veces, de la aceptación d.d juicio 
uniforme d.* los peritos «le oiiciu, sr -gnu ln afirma en .d ¿"consi- 
derando de su sentencia, l'ero ese principio consagrado por el 
grita! juez n ifM, es violatorio del artículo 6- de la ley sobre 
expropiación, que h- idílica ¿í decidir por sí y de la jurispruden- 
eia tan repetida « n los fallos de V. % que lia eatnblecido « que 
es al juez y no á ni ritos a quien compete lijar el importe, 
atendiendo ¡i todos l->s antecedentes que CiiuduzíMii ¡i i-llo.> 

Por otra part", sólu uno de los peritos nombrados de oficio, 
f pata mejor proveer, ha t-inido i . ncimienio personal de la 
calillad y condiciones del terreno expropiado. 

De su informe de foja 1 19. resulta que hubo una colonia pro- 
yectada, pero que los lote s trazados en el plañóse lian confun- 
dido deplorablemente y id terreno está rmio finjan, sólo inte- 
rrumpida su relieve perla líi.ea férrea. 

Resulta que el terr.-nu es de mediana calillad y bólo parece 
mejor en comparan mi con la mala calidad de tos terrenos in- 
mediatos, 

Uchú] ta también que siempre necesitó obras de desagüe y 
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<[ne si hoy han aumentado en algo los dep '.sitos de las aguas 
pluviales, no es en grado tal que se desconozca el antecedente 
que la nivelación natura! del terreno acosa, que sería en rigor 
demasiado absoluto exigir otras alcantarillas además de las 
hechas para dejar eomplet uuente hi-JgtiiÜeAiite el perjuicio de 
la situación de hoy para el propietario. 

Deduzco de todo ello, que la valuación del terreno es excesi- 
va comparada eon los precios que > 1 mismo propietario lia ob- 
tenido i*n las ventas realizadas en el año anterior, que variaron, 
según referencia de foja 122, de*de58á136 pesos la hectárea 
de quinta, y de 175 á 200 pesos moneda nacional la cimera. 

Que en cuanto á los perjuicios, no existen sínó en una pro- 
porciou insigaificantti que desaparecerían orn eí establecimien- 
to de alguna alcantarilla y qu>- siendo deber de las empresas 
ferrocarrileras, según prescripciones expresas de ia ley de fe- 
rrocarriles nacionales establ"cer puentes, alcantarillas, pas*s 
á uively demás obras requeridas para facilitar los desagües y 
el tránsito, los perjuicios reclamados, si algunos hubiere, van á 
desaparecer en absoluto por las obras á que la empresa esta" 
obligada por la ley orgánico, 

Sin necesidad de mayor esfuerzo, resulta evidente que la va- 

u -egün los datos 



del misino informe- pericial que debe reducirse, en cuanto al 
preciu del t' freno, al término medio del de las ventas hechas 
pi>r «'I misniü propietario en el año anterior ; y qu» eu cuanto á 
los perjuicios, no bay mérito para mi reconocimiento, una vez 
que es el mismo ferrocarril que va á hacerlos desaparecer, si 
existieran, con las obras obligadas por la ley nacional, 

Pido á V. K. se üirva así declararlo, revocando, en conse- 
cuencia, la sentencia recurrid i de foja 128. 



Sabinian» Kier. 
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rallo d«- Im FMiprem* 

Buenos Aire?, Ocluto 91 de Í88& 

Tintos v considerando : (Jue con arregle al artículo tercero 
del -ontrato para la proloiigajfíofi del ferrocarril sud de Bahía 
basta el N< liquen, aprobado por ta ley número tres mí! 
cuan- rita y cuatro, la nacían s;* ..digó :i adquirir pur 
su cuenta y escriturar gratuitamente ¡i favor de la empresa loa 
terrenos neceónos para la tía, estaciones y casa* de cami- 
neros 

Ljue con el objeto de cumplir con esa obligación el Poder Kje- 
cutit o ha prometido por el órgano del ministerio lineal el pre- 
sente juicio de expropiación. 

Que la iiidcmnizücioit debida por id expropiante al expropia- 
do comprende los gravámene> ó perjuicios <|ue sean consecuen- 
cia forzosa de la expropia-ñon tales como el val«r del terreno ó 
edificios plantaciones, depreciación pur fraccionami-uto, explo- 
taciones, etcétera, no debiendo sin t-whargu turnarse en conside- 
ración lasvenLijasó ganancias hipotéticas (artículo dieciseis 
de la ley de la mutoria). 

(¿iit es deber de las empresas de ferrocarriles nacionales 
construir las ulcaiitarílas y obras necesarias para dejar libre ei 
desagüe de los terrenos linderos con la tía férrea (artículo cinco, 
inei.su diez, de la ley general de ferrocarriles). 

Que según lo acredita el informe del perito ingeniero Fran- 
cisco Seguí producido prévia inspección del terreno, no hay en 
éste cultivos ó explotaciones de clase alguna ni otras construc- 
ciones que las ejecutadas pur el ferrocarril. 

Que la expresada pericia es la sola de las producidas que se 
halla en condiciones deservir de base para el pronunciamiento 
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de! fallo en esta causa en h>que al estado de los lugares se re- 
fiere porque las deuiAs peritos no b:iu inspeccionado el terreno 
de modo que no se hallan en situación do informar sobre e^e es- 
tadoeon el debido corif>i: i miento genera) de las cosas á lo que 
debe agregarse que la pericia de los doctores Ramón González y 
Manuel Ignacio Moreno revela por su mérito en conjunto que 
no puede venir en auxilio del criterio judicial . 

(Jtie en virtud de la» disposiciones legales invocadas relacio- 
nándolas con el hecho resultante de la expresada pericia de don 
Francisco .Seguí, hay que conehiir que el expropiado no puede 
en justicia hacer valer á los objetos de la fijación del valor del 
terreno el valor que éste haya de alcanzar ai ando él sea entre- 
gado á explotaciones ó cultivo que hoy no existen ó cuando se 
formen pueblos en él lo que es de creer sucederá en un porve- 
nir másómenu- próxima ó remoto ponin- el expropiante ilebe 
el daño actual y no adeuda indemnizaciones por ventajas ó ga- 
nancias hipotéticas (articulo dieciseis citado). 

Que tampoco la unción debe indemnizaciones por daños pro- 
cedentes de la falta ó insuficiencia en las obras de desagüe en 
el >upue>to de que esas deficiencias existieran de tupido á ha- 
berse puesto los ten unos linderos con la vía en situación infe- 
rior ¡'i la que tenían antes de ta construcción del ferrocarril, por- 
que es deber de la* empresas ejecutar las obras necesarias para 
di jar lilire el desagüe, siendo así indudable que si el daño real- 
mente se hubiera pro lucido por la causa expresada, él im sería 
una ronseeueneia forzosa de la expropiación siuo el efecto de la 
construcción de la vía, conviniendo hacer notar á mayor abun- 
damiento que en el caso presento no existe identidad entre la 
persona del expropiante ó sea el que debe pagar los daños por 
la expropiación y la persona á cuyo favor ella hace ó sea la 
empresa que tiene a su cargo los deberes de la construcción. 

Que por tanto hay que, eliminar de ta [pericia de Sdguf el 
monto de la indemnización que tiene por fundamento la den- 
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ciencia en las obras de desagüelo qnevule decir que no es de 
cargo de la nación el capítulo de daños en que principalmente 
se apoya la norma total lijadaen «su pericia en elcottcept- ge- 
neral de los misinos, como se de-aprende del texto de la mencio- 
nada pericia. 

Que resta como daño que puede daráe por coutprnbado el pro- 
ri'dentodel fraccionamiento indemnizabie según el citado ar- 
tículo dieciseis de la ley de expropiación, daño que debe apre- 
ciarse en equidad y con arreglo al mérito de mitos y á los ante- 
cedentes que laSuprrtua Corte tiene establecidos en casos aná- 
logos. 

Que n-spe' to al precin de pesos doscientos por hectárea en 
que lo estima el perito Seguí, las cussíancias de autos no per- 
mite n modificarlo en más, y mucho menos lo permiten los pre- 
cios lijados para la expropiación con destiné a la misma vía de 
terrenos que aunque situados á mny.tr distancia de Bahía 11 lau- 
ca no dista del de esta expropiación sino alrededor de den ki- 
lómetros. 

Que según lo dice el informe pericial de Segi:í de referencia 
á operaciones de venta de que le dio testimonio el expropiado, 
las enajenaciones nmmas hedías por é>te de fracciones de sus 
terrenos durante el aun de mil ochocientos noventa y ocho 
prueban que éste recibe suficiente iaúVmnizacion con el pago 
do dich<> precin incluido en él la indemnización por fracciona- 
mientos pudiéndose agregar que dada la situación do la tierra 
• lia no ha podido alcanzar un valor relativamente tan alto sino 
por estar favorecida por ventajosas condiciones que influyen en 
su valorización ron excepción;:! eficacia. 

Que en cuanto á la jurisprudencia int Tesa, c .inviene hacer 
constar que el pro-Mirador li>e : ,l incurrió en error de hecho ai 
afirmar ra el oficio de foja cien, dirigido al ministerio del lu te- 
tenor, que esta Suprema Corte confirmo el auto del inferior que 
nombró mu vo> peritos eon la calidad de para mejoT proveer, 
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porque el tribunal sin abrir juicio sobre la procedencia de la 
medida se limitó á declarar que ese unto no era apelable en ra- 
zón de su naturaleza á los fines y cntidud con que se dict A como 
*e ve a foja siete del recurso de hecho agregado. 

Por esto su declara que el gobierno nacional está obligado á 
pagar la cantidad de doscientos pesos por liecLárea del terreno 
que se expropia en este juicio quedando incluida en dicha suma 
nti sólo el precio sino L-»du otra indemnización con sus intere- 
ses corridos á estilo de ios que cobra id liauco d>- ta Nación en 
sus descuentos desde Inocupación provisoria dentro dediezdias 
de mandada cumplir la presente y más las costas á cargo del 
expropiante conforme á la ley, quedando en esta forma modiíi- 
cada la sentencia apelada de foja ciento veintiocho. Nutifíque- 
se original y repóngale los sellos, devuélvanse. 

BEMAMIN PAZ. - ABEL ItAZAN. 
— OCTAVIO RU>CE. — JL'AN 
E. TttHllEKT. 
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lh,n Antonio Motifs ttuiz contra la Provincia de. Unenos tires, 
ftor cobro ejecutivo de pesos t arretjh >j pof/O de tienda ; soítfe 
cosías . 

Sumario. — Las cláusulas de los contratos susceptibles de 
diversa interpretación deben entenderse en favor de la liheru- 
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cion. Tal es la agregada á un convenio sobre liquidación y \rd%o 
de deuda, estipulando que lo relativo á houerurioa quede pe li- 
díente para ser arreglada después entre las partea. 



Caso. — Resulta -le 1h siguientes piezas : 



OtWEMU 

lin 27 de fVbrerode 189'2 comparecieron :il juicio de.-reUi.» 
d-m redro Monea Uuiz Con su abobado H d-etor dnu '¡uillermu 
Torres, y ej Sfifioi fiscal de estado de la provincia de Hítenos 
Míes, doctor d»n Luis María Drago. El señor presidente ma- 
nifestó ;i las partes que habían sido ntadascon el objeto de ver 
si era posible arribar á un arreglo en vista de lo que el señor lis- 
cal habí.i manifestado en su escrito de foja 42. Cambiada-, al- 
gunas explicaciones, los interesados acordaron : 

\" Que se procedería a practicar la liquidación de capital é 
intereses á estilo di Banco ; 

2" Que una vez hecha Ja liquidación fl gobierno déla provin- 
cia de Buenos Aires depositaría el importe de ella en el Banco 
de la Nación á la urden de la Suprema Corte. 

3" Que lo relativo á honorarios devengados en juicio quedaría 
por ahora pendiente para ser arreglado después entre la parte 
eji-eutaute y el >efmr fiscal. Oon lo expuesto terminó el acto, 
mandando que seeum[ liera lu acordad*» y firmando d señor pre- 
sidente con los comparecientes, 

Yieforiea. — /.. M. Drago, - 
tittiUcmo Torres. — ¡'airo 
Monvs ttmz. 
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rallo de la Suprema Corle 



Buenos Aires, octubre 31 ib- mil 



Vistos y considerando : ojae los términos en quu se tullía con- 
<*. Ij ¿da la ba>e tercera del convenio de foja cimienta y unn no 
*on rxpUi'itos .>n el sentidode dar pur existentp la obligación de 
la provincia pan el pago de lo< honorarios que reclama la par- 
te de Monea Kuiz, porque en esa base sújo se dice que lo relativo 
a honorario* devengado-! en el jul io quedaría por ahora pen- 
diente para ser arreglado después entre las partes. 

Que las clausulas de loa contratos suseeplihles de diversa in- 
terpretaeion, deben entenderse en favor de la liberación. 

ICjj en consecuencia, cuando Jas partes convinieron en dejar 
lo relativo d honorarios para arregla* ese punto ulte- 
riormente, debe admitirse que referían el arreglo'de los dere- 

i M 

ehosy deberes respectivos á las prescripciones legales que les 
coneiernen. 

Que la provincia requerida para el pago de l\ suma deman- 
dada por MonesKuiz, lo efectuó aún antes de llevarse adelante 
la ejecución, haciendo innecesario el embargo. 

Que el ejecutado que paga en esas condiciones no tiene a 
su cargo los costas de la cobranza (leyes veintidós y treinta, tí- 
tulo dos» libro cuarto. Recopilación Castellana, y Jurispruden- 
cia establecida en su mérito). 

Por esto y de acuerdo con la doctrina que surge de las expre- 
sadas leyes, se declara que la provincia de Buenos Aires no esta 

obligada al pago de lo» honorarios, costas y gastos que se lo 
T. uxxif 5 
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demandan en el escrito de foja se^nta y ouatm. Notifícese 
original, y repuestos Ioü aellws, archívese, 

BENJAMIS PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
Ti>HltEKT. — II. HABTINEZ. 



Contra Carhonr tbañcz y Sarsotti; sobre derretios <te aduana 

Sumario, — Seguii la l-y di> aduana vigente en 1897 no es 
admisible la nulificación «leí niamlieüto para eximirse de pena, 
después de denunciada la inír.ireioii. 



Caso. — Resulta de la* siguiente* | 



HESOLLCtON l)E LA ADUANA 

Rosaría ^ Septiembre $Éf (le !8*J7, 

Y vistos: El presente sumario seguido por denuncia de lo- 
empleados Biras y Saenz, por falta de manifestación de 200 ca- 
jones de sardina-- m el vapor iMumnal « ta Fran-e » enírado al 
puerto el 7 dei órnente . 
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Y considerando: Que las afrentes declaran de fojas 3 á 5 qui- 
los manifiestos se hicieron en la Agencia y que por un olfidu 
¡nrolunturio omitieron incluir los 200 cajones probándolo la cir- 
cunstancia de que al empezar la descarga el íapor, lo'primero 
que salió fué una linga.ia iJe 10 cajones que supusieron perte- 
necían á ta carga manifestada en tránsiio para Saula Fé pero 
habiéndose cerriorado por lo* documentos consulares que eran 
para este puerto pr. sentaron una solicitud de aumento la \^ 
do tuvo éxito pur haber partí- de los empleados. 

Que de los antecede otes de es le sumario consta que los 200 
Bajones sardinas no estaban manifestados en el general del va- 
por. 

Qni' por el artículo 25 de la ley de Aduana vigente no ha pe- 
dida aceptarse la adición al manifiesto que se pidió por cuanto 
dicho artículo establece en su última parte que ésto se consen- 
tirá si la Aduana no se hubie.se apercibido di- la infracción; en 
el presente caso cuando se presentí la solicitud por los Agenten 
ya se había pasado el correspondiente paite. 

Que en el presente se trita de una falta de manifestación bien 
comprobada que se encuentra penada por el articula 305 de las 
Ordenanza* de Aduana, á mayor abundamiento por los artículos 
1025 y 1020 de las mismas que imponen á las infracciones refe- 
ridas la pena de « omis j. 

Que el hecho de haberse empezado la descarga con parte 
de los bulbo denunciados como también la de constar ellos en 
el manifiesto consular y la de haberse trasbordado en Unenos 
Aires según el certilieado precedente demuestran que no ba 
habido roalafé, por lo que estas circunstancias pueden bien i on- 
siderarse ctiino atenuantes de acuerdo con el artículo 1056 de 
las citadas Ordenanzas 

Que en virtud de la<¡ atenuantes apuntadas pueden bien con- 
mutarse la pena decomiso que corresponde por la de dobles de- 
rechos teniendo en cuenta para esto la aplicación analógica que 



KALLOÜ UE LA I* II ES* A COME 



eu el presente caso pueden hacera*- de les artículos 915 y 985 
de las Ordeauntas). 

Por tanto j d* acuerdo Con los citados artículos 1056, 915 J 
985 resuelvo: Que los 280 cajones sardina* no manifestad- 
deben ¡ibonar una multa equivalente al Tutor dolos dobles dere- 
chos, que será abonada por los agentes del vapor señores Car- 
bune, Ibaikz y Sarsotti, do conformidad con el artículo 842 de 
las Ordenanzas, adjudi-á idose por partes iguales a los denuo- 
Rivas y Saenz el irop-Tfe de la inulta. 
losíM-utregado la mercadería bajo fianza, pase á con- 
taduría p;ira su ejecución y reposición de sellas por los asentí-* 
de acu. rdo con el artículo 09 de la ley de sellos, cumplido ;i su- 
ma ri" para su archivo. 

Justino S'flart. 




rallo 4+1 Juez 



lio-ario, «ayo :l de 1S9M 




fiscal 



Vistos: estos autos seguidos por el señor 
contra lo- señores Carbune, Ibafiez y Sarsotti, sobre 
infestación tfe 200 cajones de sardinas y considerando ajustados 
:i Aerecíío los !'i indumentos de la resolución administrativa de 
fon 7. los d. l ilietámen hV;il de f j a 257, en méritode lajuris- 
prnd *ncia de la Suprema Corte particularmente en el fallo con- 
tenido eu la série 4\ tomo 7 ", página 243 se confirma con cos- 
Ua la resolución apela-U de foja 7. Repóngase. 



I tarad tiotjtiu. 
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VIST* PEI. skSuk PROCURADOR general 



Rut-no- Vir.?s Junio :*>de tHIIK 

Suprema C$rH ■ 

La sentencu foja ;H resuíla le pul me n ti 1 fundada en k.s 
considerandos de !¡i resolución administrativa de foja 7 y en 
jus de la vista fiscal d<< foj i 25. Reproduciendo su contesto para 
evitar repetición)** p t*l o á V. K. *e sirva confirmar la sentencia 
recurrida quena sólo-'s ¡justa ant« las apreciaciones aduaneras 
sino también equitativa ante las consideraciones de la Direc- 
ción de Rentan es poesías ¡i foja 8. 

Sahiniano Kier, 



rallo l« ituurrra» Corte 

üiumioí. Airt's, Noviembre i de U*Ji*. 

Vistos : Considerando: Que esta probado, segtn Iaseonstaii- 
eias de aut"s. la omisión d<* manifestación de los 200 cajones de 
sardinas, materia del presente juicio, en el manitiesto gen-ral de 
carga del ra por «La Frunce» presentad o ála Aduana del Rosario. 

Que i'stá igualmente probado p<»r las misma*; circunstancias 
que la solieitnd de los agentes de ese vapor á la Administración 
de Rentas pidiendo la enmienda del maniliesto de la referencia 
para reparar el error que dicen haberconrntido lia sido poste- 
rior al pan t> de foja \ délos guardas que han denunciado la 
infracción de que se trata. 
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Que "ü tales antecedentes y de eunformidad al artículo veía- 
te y cinco de la ley dt¡ Aduana rigente en 1897 no « s admisible 
la enmienda del man i lies ta solicitada por dichos agentes para 
eximirse de nena y la infracción c... .ida estando sujeta según 
la misma lev a la» disposiciones de los artículos 128 y 030 de 
lila Ordenanzas de Aduana podía ser ¡n-nadn con el comiso d<? I;i 
mercadería no manifestada como lo ha declarado esta Suprema 
torteen ca^oa análogos. 

Que, por lo tanto. Ll si*nt.'iidu recurrida condenando :i lu> 
«gentes a pagar dobles d-Teclios por los áOO cajones de sardinas 
11 " incluidos -ti el nuniliestu de carga no les i-ausa agravio al- 
guno. 

l'or e*t<is fundamentos, se confirma c«ui costas la sentencia 
apelada defoja veinticuatro. Notifiquen origina! y fepáñgawfe 
los sellos; devuélvanse. 

ULMASIIH VAl. — ABEI, HAZAS — 
OCTAVIO IlLSGE. — JÜA> E, TO- 

hm.nr. — a. haiiti*ei. 



« Al HA I IHVXIf 



Af/ uimiga tj 



roafni du/i Li Sandro Labal, por rohro 

de pesos; 



Sumario. — Corresponde al fuero federal la i-ansa civil d-' 
una sociedad cuyos socios so t i ue nacionalidad extranjera contra 
un ciudadano argentino. 



Casa. — Resulta del 



t alle é>l Jue* Federal 

Mendoza, Píoviembre 10 de ItJQti. 

Vistos y considerando: 1" Que según el contrato de foja 5, 
tos si ñnres Félix, Plácido, J«¡in y Miguel Agu í naga constitu- 
yen la sociedad, cuya firma es Agninaga Hermanos, determi- 
nándose allí el aporte y los derechos líe cada cual en dicha 
suciedad. 

2 o Que se lía acreditado legalmente que los señores Juan y 
Hlpel Aguinaga son extranjeros, de nacionalidad uruguaya. 

:t° Que en las sociedades colectivas y en general en todos los 
Caaos en que dos ó más personas asignables pretendan ejercer 
unaueeion solidaria, para que corresponda la jurisdicción na- 
cii.nal se ateuderá á la nacionalidad de todos los miembros de 
la sociedad o comunidad; de modo que serj preciso que cada 
uno de ellos individualmente tenga el derecho de demandar ó 
peda ser demandado ante loa tribunales nacionales, con arre- 
glo á lo dispuesto por el inciso 2" del artículo 2 o , de la ley de 
i i de S-üembre de 1863, sobre jurisdicción y competencia 
(artículo 18, Fallos de la Suprema Corte, série 2\ tomo 6\ 
pág. 52, y tomo 18, pág. 329 

4 o Que no excusa la comprobación del fuero, como ln ha 
pretendido la parte actor a respecto de íodos los socios en 
cuyo nombre se ejercita una acción, el hecho de que por el 
Contrato social algunos de ellos no estén autorizados para ha- 
cer uso de la íirma social sinó medianil un po.ler conferido al 
efecto por los socios. 

5° Que las actuaciones producidas antes de haberse acredi- 



72 FALLOS tlK LA SUPREMA COKTE 

tado el fuero respecto de todos los socios son perfectamente 
válidas una vez que se Lia comprobado que también procede en 
cuanto á los socios que habían o mi tul o este requisito. 

6 o Que la observación que al presente bá motivad" la justi- 
ficación del fuero por razón de tus personas respecto de todos 
tos tóeiog de In parte actora ka sido formulada extemporánea- 
mente, según las prescripciones do la ley de procedimientos, 
pues sólo ha excepciones dilatorias y en. la oportunidad debida 
constituyen artículos de prévin y especial pronunciamiento. 
La prueba deque el fu>-ro no correspondía en la causa habría 
autorizada qm- »*n cualquier estado di«l juicio se d'.Waraso in- 
competente el juzgado, mío de olicio. l'ero la falta del requi- 
sito anterior no impide .satisfacerlo cuando aquella sé nota ni 
una d^nunciajiuiidada sólo en tal omisión puede impedir que 
se satisfaga cuando de hecho está detr rmiuado el fuero pur la 
diferente nac i »nal¡dad de las partes. 

Por tanto: eueuiitrúndose at-r-dit ida ta competencia del juz- 




t, con costas. Hágase saber original, j siga ta causa se- 
gún SU estado. 

.S'í-i'i'i-fi ti, ttvt VaMill». 



VISTA DLL SfcSnIl PimüLllA DOK GENEtlAL 



Buenos Aires, SLiyo :f & 1897. 

Suprema forte : 

Kstaudo comprobada la nacionalidad extranjera de todas \m» 
p< rgonasque forman la sociedad comercial artora en esta cau- 
sa, t?l auto recurrido de foja 82 que declara la competencia 
ilel fuero fede r ul, es ajustada ¡í las constancias de autos ya las 
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prescripciones que las rigen. Se ha «le servir Y. E. confirmarlo 
por sus fundamentos. 

Sfíbúuano Kier, 

tullo de Ih Nii|iremii Corle 

Iludios \ir.a, Nmé'tiibru ;» .le 

Vistos y eoftsidi rati'lo ¡ Que e>tá averiguado que todos los 
inh-ml-roa d>- la ruzou uncial demandante son extranjeros, es- 
tándolo igualment»' que es ciudadano argentino el demandado. 

Qae en tal caso ta competencia de la jurisdicción federal eslá 
declarada por el arií -tilo segundo, inciso segundo, déla ley de 
jurisdicción y rompetem'ia. 

Por esto, de acuerdo ron lo --x¡ .sto y pedido por el spfwr 

pro curad urge ti eral y por su> fundamenta* : se continua el amo 
apelado de foja ochenta y do- t con costas. Notifique*; original 
y repuestos los sellos, .íoYiiñvuiiM'. 

llt.NJAHlX PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO MJKCE. — JUAN 
£. TnilllE>T. — R. MARTWM. 



( AI NA 4 

í'u/i/m (ituUermu Priiiizetisfcnhí ; uííirt' derechos 

<ti> aduana 

Suma no. — Di- be cunli miarse la sentencia apelada por el 
[procurador üacal, cuyo recurso el si-ñor Frocuraiior general 
manifieste no encontrar mérito para vu sien tur. 




IttSOMXlON l»K ADUANA 

Horario. Diejembre t de l«í»á. 

De las actuaciones dé est e t-s |n <í it*dtt? , resulta; Que en 26 de 
Setiembre de 1894, por copla de Factura jpi'iiikto U87, depositó 
ti ti 11 Guillermo Printzeu^uld 1019 damajuanas de aguardient- 
eou la m:i n i Testación de 80 ^railoa rentesimales. 

ijue por solicitud número ¿¿79, presentada en 13 ile Se- 
tiembrc del presente año, denunció la rasa tener r[ aguardien- 
te 81 grados de fuerza alcohólica cu vez de 80 manifestada en la 
copia. 

< ¿lié Jrnr órden del señoi administrador precedió el vista scíiur 
Muz?a á la m>-d jciun ile La tuerza alcuhidica '!►■] aguardiente con 
lu-* alcouolónn l ros *,artier, Salieron y Bem bo, en cuja opera- 
ción encontró alcohol de 82 por ciento en reidi 81 (víase infor- 
me de foja H). 

Qué II uñado á declarar don (Jai Mermo L'riutzenskotd, eti \íi 
del citado SetU mbn*. dijo que reproducía »ii rudas sus partes 
la solicitud número 4279, sosteniendo s'-r aguardiente de 8t 
-rudos i>n.te¡*iiualc N y no de H m 2 como lo afirmaba e! vista en sti 
part.-. 

i "lie en fecha 20 ti el mismo nn-s >e mandó sacar muestras 
para remitirlas á la oficina quimici n nM. órden que no se 
riimiilíó basta ei 30, por haberse negado a intervenir el consig- 
nutarío como consta de los informes de foja 8. 

ijne después de la medición y eoroprobieion de la diferencia 
ftícobólica por el vista señor iíazza y también posteriormente á 
la declaración prestada por id consignatario, presentó éste la 
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solicitud de. foja 9 (¡Setiembre 27) en la que manifiesta que 
gnu certificado de Buenos Aires, el aguardiente tenía 84 grados 
centesimales, eoncluyeud" por pedir se tuviera en cuenta al re- 
sol u-r el asunto. 

Que en los permisos de despachos presentados y qtiu paga- 

nue hubo .rror en el informe de foja U, motivado por las 
causas que el jefe de la olkin a química - s presa á foja 16, ra- 
zón que obligó i! envío Je nuevas muestras, quedando definiti- 
vamente comprobado que Bfl trataba no de ginebra sino de 
aguardiente de Si grados de fntrza alcohólica (véase informe 
i'i I ti m > ilel iloctor Ara ta). 

Y considerando: Que los hechos relacionados, demuestran 
un haber la casa ignorado la fuerza alcohólica del aguardiente, 
y lo evidencia la manifestación de 80 grados con que fué de- 
paitado. La denuncia de 81, mi año después, sus excusas y 
empeño en evitar se sacaran muestras después del parte del 
Cíela, Ocasionando una demora de diez día-. La solicitud de 
foja 9, diciendo -er aguardiente de 84,40 grados de alcohol y 
ofreciendo certiliradu que no presentó. 

Que. por otra parte, la renta fiscal hubiera sido perjudicada ú 
no h.ioerlo evitado las investigaciones ordenadas por el señur 
a-l ministrador, y linaluiente, tas circunstancias de este espe- 
diente, s.. g un quedan especificadas no admiten atenuan- 
tes. 

Fallo: declarando incurridos en la pena de dobles derechos 
f 1 exceso ile tres grados de fuerza alcohólica comprobado por 
la oficina química nacional, y a! pago de los derechos con el 
recargo de dos por ciento, sobre ta diferencia denunciada por 
exceder de la tolerancia que acuerda el artículo \ ¿Á de las Or- 



para su ejecución y efectos, 
las Ordenanza! citadas, 
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en virtud de existir la orden expresa de jefe superior. 
Corves poudc al consignatario la reposición d.- cellos. 

José López. 



tallo de» Jwrt »>drr»l 



IU»-nrí"V, Juníu ñ de 1897. 

Vistor: estos autos de la administración de rentas de puta 
ciudad, por apelación Interpuesta por el conierciaflte señor 
<í nillermo Printzenakold. 

Y considerando: i° <¿ue según consta á foja 1. fué el inte- 
resado quien primero denunció espontáneamente que ei alcohol 
depositado tenia ochenta y un grados (81) en vez «le ochenta 
grados (,80) con que lo clasificó ante-; por culpa d«- los instru- 
mentos deüVientes, fundando ta ree iicaciun -n el análisis quí- 
mico producido por el jefe de U olicina química de esta ciudad, 
se*: un cert. ideado existente á foja -21 . 

2" Que las investigaciones de ta aduana para descubrir la 
verdadera fuerza alcohólica se han iniciado con posterioridad á 
las precedentes manifestaciones, y esas investigaciones han 
dado resultónos igualmente erróneos y contradictorios, com» 
se comprueba por Jos resultados siguientes : el ínfornv del 
vtsta áfojaS dice, que el alcohol en cuestión tiene ochenta y 
dos grados (82); mientras que el dictamen del químico doctor 
Arala, comente á foja 11, solicitad*. directamente por el señor 
administrador, hace conocer que esc mismo alcohol tiene ochen- 
ta grados y medio. El mismo vista denuncia;» foja 6 que no es 
alcohol común el manifestado por el señor Printzenskold, 9 i no 



* 
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ginebra ó esencia alcohólica artili. ial; mientras que el infirme 
del doctor Arata á foja 14, (Jipe que es un alcohol de granas 
(centeno), y entraría en la m tt-g^rfu de aguardientes comunes. 

3 o Que la d iteren ia de un grado, entre ochenta y únoqtie 
'I en inicia el comerciante, y ochenta y dos (fue sostiene el vista, 
no es ¡unible lie pena ese error, porque está comprendido ti. ■li- 
tro de la tolerancia admitida por el artículo 128 de las Orde- 
nanzas de Aduana. 

4" (¿ne la clasificación de alcohol d>* ochenta y cuatro grados 
cuarenta céntimos (84,40) no ha sido descubierta primeramen- 
te por la aduana, sinó denunciada espontáneamente por el co- 
merciante á foja 9, con fecha 27 de Setiembre de 1895, en mé- 
rito dei informe químico de la mhmi fecha, corriente á foja 22; 
mientras que la aduana denuncia la graduación ochenta y cua- 
tro grados en Noviembre 7 del mis mu año (foja 14), es decir & 
lus 40dias posteriores. 

5 o Que siempre qu-- los comerciantes adviertan el error co- 
me! ido en la copia de f ictiir.i para depósito, ú t-n cualquier de 
los despachos de efectos depositados, pueden reciiíicir esos 
errores, con tal que lo hagan untes de que haya un principio de 
verilieucion practicado por la aduana; cmiinut.indoseles la pena 
de dobles derechos con Me dos por ciento aplicable ai fisco, 
sobre el valor de la mercaduría (art. 080 y 981 de las Ordenan- 
zas de Aduana). 

l'or estas consideraciones, é incorporando á esta sentencia 
los fundamentos concordantes de los fallos de la Suprema Cor- 
te, publicados en la serie 2", tomo 15, página 555; série 3", to- 
mo 2*, página 71 ; tomo 7", páginas 18y82: tomo 8 o , pagina 
418, fallo definitivamente en esta Sala de audiencias: conde- 
n.mdoal señor Guillermo l'riutzenskold, a patear ni fiscoel dos 
por « iento sobre el valor del alcohol según af.tro, además de 
lo*, derechos correspondientes. Quedando en lo demás revocada 
la resolución administrativa de fojas 18y t9. 
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Notifiques* con el original y ejecutoriada, devuélvase á la 

til\ U J. 11 U 

Daniel Gaijtia. 



VISTA DEL SEÍOlt PHOCLHAÜOR GENERAL 

lti)iM)«v- Air.-. Julio i" IM*" . 

Suprema Corte: 

Considero ajustados ¡í la constancia de autos y á las proscrip- 
ciones de las Ordenanzas, los fundamentos y conclusiones de la 
sentencia de foja 53. 

No encuentro mérito legal bastante para sustentar el recur- 
so deducido por el procurador íiscal contra esa sentencia; y 
en tal concepto, creo que corresponde la confirmación por sus 
fundamentos, que solicito de V. 

Sabiniano Kter. 



■ •II» *«• l*tapv«M t*«r*e 

llin-iiOí Aiirs Nrtvk'mbn: ¿ <k' 

Visto : D- acuerdo con lo pedido por el srfmi Procurador ge- 
neral, se conlirma en la parte apilada la sentencia de foja cin- 
cuenta y tres. Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

BENJAMIN PAZ. — AREL BAZA*. 
OCTAVIO BUNfíE. - JUAN E. 
TORHERT. — ti. MARTINEZ. 
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«AUNA (1ÍVWIV 



Contra la compañía ih tramtoays tia Sueva» 
por d^frutidacion de derechos 



Sutnano. — Debe sor absuelto de la ¿auu&acion i-l que uo re- 
solta autor ni c¿iuplicf del ln-cbo en qu<- aqticll;i s>' funda. 



f'a.uíí. — R'.'sulta del 



Km II* del Jues V>it«ml 



Buenos Aires. Noviembre ;10 ile 189* i. 



Autos y vistos: estos autos seguido*: contra ta compañía de 
toÉmwaya * La Nueva*, por defraudación de la renta pública, 
de los que resulta : 

Que el Contador la aduana, con motivo de la revUaeion 
de unos documentos, dio cuenta al administrador de tuj haber- 
se satisfecho los derechos cor respondiente á varios coches le 
Iramway perteneciente:, ú la compañía c La Nueva». 

Que iraídoa los mitos al juzgado y llamado á declarar Ü re- 
presentante de la empresa, manifiesta a foja 4 que los 30 bul- 
tos entrados por el vap.tr iSomerkill », motivo del parte de fo- 



ja I, contenían efe- tifamente diez coches para tTamways, cotí 
más sus accesorios, 

Que el señor procarador fiscal entablando hi acusación co- 
rrespondiente, pide se aplique tí la referida empresa ó á sus 
actuales adquirente*, la pena establecida para tales easos por 
los artículos 10:25 y 1026 de las Ordenanzas de aduana. 

Que cerrado el sumario y corrido el irashido correspondiente, 
Lo contesta el representante de la empresa á foja 22, pidiendo 
el ti' haz o de \:i petición fiscal, fundándose en que los coches 
para tramways estaban exentos dé pagar derechos en la época , 
en que aquéllos fueron introducidos al país. 

Abierta la caitsaá prueba, aól" se product» la del expediente 
agregado y \a que corre A f..j;i c 25. 

Y considerando : <Jtie el hech" motivo de la instrucción del 
correspondiente sumario como de la acusación liscal y que se 
detalla en el parte de foja 1, no ha sid.. desconocido jmr la etu- 
presa demandada, limitándose a sostener que los materiales 
por ella ititro luidos para sus Ifneaa no estaban sujeta al pago 
de derechos, no obstante afirmarle ¡i foja -i qm- se entregaron 
9000 pesos para el pago de estos. 

Que la ley de aduana vigente el año 1869 en que la empresa 
trata de apoyarse para sostener que no estaba obligada á pagar 

por completo de oportunidad d-ado el momento que la ley del 
año 1875, modificando aquella, gravó los coches de-tinados ¡il 
uso de tas vías de traniways dejando de e.sta manera derogad» 
el articulo en que se concedían á las empresas aquellas fran- 
quicias. 

One tampoco pii"de tomarse en consideración la concesión 
auc se invoca hecha por el ministerio de bacienda y que se re- 
gistra á foja 47 del expediente agregad», desde el momento que 
esa misma resolución, después de haber sido oído el señur 
Procurador general de ! a nación, aparece modificada, fu adán- 
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dnse precisamente en la derogaofo» de ta ley de] G9 hecha por 
la <lel 75. lo que hace suponer q ue 8 „|o por error se aplicó aque- 
lla, acordándose |* introducción de arti-ulos expresamente so- 
metidos jiur la ley al pa gü de derechos. 
t¿ue no habiéndose derrocado aquella disposición contenida 
la ley del 75, ella subsistía á la época en que lo, materiales 
deque ne hace referencia en el parte de foja i fueron introdu- 
cidos sin ll,a :ir el requisito de la ley y subsiste Muiría, de- 
biendo, por lo tanto, serle aplicado el picante cano. 

Por estos fnndámentoSi y de e-informidad con lo pedido m*\ 
señor procurador (¡«al. rallo; condenando * ta empresa de 
tramuuys «LiX«e tt , ó á sus actual,, adqnirentes al pago 
de una multa igual al valor de los diez , oches introducidos por 
el vapor aft^WU, C0Í, cetas. Ku ^.-cm-nciu. fltW,a* 
tas actuaciones á la Aduana de la Capital á los efectos e.nsi- 
gtneut-s. Notifiques* original y reponíase el papd, debiendo 
desglosarse el expediente agregado y remitirse al ministerio de 
hu procedencia en la debida oportunidad. 

fifftiStin l ntiítarrrttn. 



t MU» «ti» 




«tifiios Airea, Noviembre 2 de 1899. 

Y vistos: Considerando: Primero ; 
diez y siete ha sido deducida 

que cometió el hecho que motiva dicha acusación, ó cooira wi 
actuales adquirentes. 

Seywido: Que el representante de la compañía acusada ha 
contestado la acusación por el escrito de foja rentiocho, )o- 

4 *> 
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uiendo entre otras defensas, la falta de acción fu ramn deque 
el di apachante que practicó el despacho de las mercaderías á 
que se reliere el manifiesto di- foja dos, obraba por la compañía 
antecesora de la acusada á la cual transfirió la primera mis 
existencias el primero de Octubre de mil ochocientos noventa y 
uno, iu que comprueba la falta de derecho, para dirigírsela 
arusacíon contra la segunda (foja veintidós vuelta). 

Tercero ; Que la expresada defensa que puede oponerse i n 
ciril iuior estado del sumario como después de concluido éste, 
según 'os artículos cuatrocientos cuarenta y cuatro y cuatro- 
cientos cincuenta y seis del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal, ha sido suucie^ementeuoreditadu por la parte acusada, 

„o . t .or la ratiüeac hecha ante la aduana i tflija OüStíO 

por el representante .le la compañía enajéname, de la declara- 
ción del gerente de la compañía acusada, á foja tres, sino por la 
exhibición hedía durante el juicio de la escritura de enajena- 
ción comente en testimonio ú foja treinta y cinco, por la cual 
consta que du ba compañía acusada se liizo dueña de lus perte- 
nencias de ta representada pftí don Guillermo N. ftlorkitt, en la 
citada fe-ha primero de Ootnbre de mil ochocientos noventa y 
uno, sin gravámenes ni responsnbi'idades de ninguna tifas?, 
salvo las que emanan de las ordeiuutfcas sobre tramwajs (foja 
triintay siete vuelta), habiendo ten; lo lugar *■! despacho, mo- 
tivo de la acusación, en veintiuno dftFebrero de mil ochocien- 
tos noventa. 

Cuarto: Que habiendo entrado 1 ti compañía enajenante en 
poción de las mercaderías r. spectode las cuales puéo bal.er 
sido defraudada la aduana mi año después del hecho que moti- 
va la acusación, es de toda punto improcedente la acusación 
attif-judice, no el tendiéndose la responsabilidad penal en los 
términos de los artículos veintiuno y siguientes del Código Pe- 
nal, sinó contra los autores y cómplices del hecho porque se 
a asa. 
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Por eúW wKBtism&nes y oído el señor Procurador general 
se reroca la sentencia apeala corriente «Je foja, sesenU á se' 
«•fc^UrtliMo» á la compañía «La Xtieva . repre- 
sada por do„ AtHímo Holon. absuelta -le fa a^cíou de fo- 
J-idiwy^eU-yd^uflwns.., préfia reposición de sello, pe- 
diendo notificarse coi» el ordinal. 



Bt.ffiAXlN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BU,\GE. — j| A S E. TO- 
ItlttNT. — II, MAUTIKEZ. 



< UNA < l)l\\v 



/:/ Hanca ,te ta Xaami contra ém Abasto GordUto, ¡tür cohm 
de ¡usos: sobre vastos y comisión tic remaír 

Sumario. - Sus pendido el remate sin culpa del martiliero 
se debe a éste el rntíHOm tfc gasto, y la media comisión lü 
que tratándose, del remate de un mismo inmueble sueuendid» 
por dos veces, debe reducirse á la cuarta parte sobre 'la base 
fijada para la vent j. 



COSO, — lies u¡ t¡i del 
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W Mil» d«l Jue* Wrérrnl 



Córfobfti Srii-tnltiv i» «le 1897. 

Y^tos y ouusideiando : i° Que tant.» el ieinati*de la linca »-m 
bargada al s.-iior Augusto Oordíllo íi solicitud del Bauco de la 
KaeiOfl Argentina, que -lebió tener lufM el i" de Julio del co- 
rriente ano, tomo el de la misma que debió verili ar e el de 
Setiembre á petición del señor Justino Baz;m, fueron suspen- 
didos por urden judici.il notilicad i al martiliero aeñ»r Francisco 
J, Guarnan én la fecha expresada y puco antes de la hora Ufada 
para -1 acto (diHgerKáas de foja 60 vuelta y de foja 90 vuelta, 
y avisos de lujas Ü5 y 113 J. 

*1 Que, por coufciguiente,, los enunciados remates dejaron de 
efectuare* por causa- i ti dependientes de la voluntad del mártir 
IK r .. después de hechos por él lo* gastos y todas las diligencias 
necesarias para el mejor éxito de aquello y cuando sólo Ci- 
taban horas para abrirse las instaras, 

3- Que Siendo así, el martiliero señor (¡uznian ha prestado 
sin interrupción sus >ervicios de tal, en ambos casos, durante 
el tiempo comprendido entre la fecha del nombramiento y la en 
qih el ¿cto debió realizarse. 

4" Que un pudiendu presumirse gratuitos esos servicsos (ar- 
tículua 218 del Código de Comercio y 1B27 y 181 del Código 
Civil i» la equidad eiige que sean remunerados, aunque lió 
hayan producido toda la utilidad que so tuviera en vista, pues- 
to <iue. como se ha dicho, ello no ha sido por causa del marti- 



5- (¿ue es aplicable á los martiliero-, por analogía, lo rjue el 
Código de Comercio y el Civil disponen respecto de la remunera- 
ción <le los comisionistas y matul a tari os, y que según ellos nu ncu 
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debe nbonar ¡i los primeros menos de la mitad de la comisión, 
aunque no sen lo que exactamente corresponda á los trabajas 
practicados, ovando el comitente revoca el mandato antes <Ie 
concluido sin tiJiu-u justificada proc< dente de culpa del comisio- 
nista, y el mandan t<- debe pagar al mandatario la parte ia 
retribución correspondiente al servicin hecho, en el cuso de 
resolverle el mandato si» culpa del -segundo ó por la rerncación 
del prirm ro (artú ul.» 275 del Código de Comercio y 1958 del 
Cudiyo Civil). 

tí la jiirispru Jcuci i de nuestros tribunales conforme 
con Io> principios * nuiit iadu-. ha establecido que los martille- 
ros, en casos como el ocurrente tienen derecho ¡i media comi- 
sión y al pago de los gastón, 

7 o Que, no obstante bis consideraciones precedentes, ¡ríase 
más allá de lo que la equidad exige si aparte de los gastos se 
reconociera ni martiliero señor Guzmau dicha media comisión 
por los» dos remates que debió efectuar, en atención á sei uno 
mismo el inmueble objeto de ellos y ií qup esta circunstancia 



Por las rnzones expuestas y los concordantes del escrito de 
foj* 100, declárase que el martiliero don Francisco J. Guzman, 
tiene derecho n cobrar el importe de la cuenta de foja 68, y á 
demsis bis gastos que figuran en la de foja 08 y ta cuarta parte 
de la comisión sóbrela bane pora lávenla del inmueble. Hágase 
>ab.-r. 




orcionada en extremo 



Juan M, Garrió. 



ai 
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r»ll« rf« la M U |»rem. lurte 

Buenos Airvs. >n la bn> 4 de 1899. 

Vistos : f de conformidad con lo dispuesto en los sirtícul -s 
ciento veintiuno y doscientos -rt- nta y cinco riel Código He 
Comercio y fundamentos con corda ni es de la sentencia de foja 
ciento cuatro, se confirma dicha sentencia con costasen la parte 
apelada. Notifiques? original y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUPfGE. — JUAN E. 
TORHENT. 
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Sabathie el Fils contra Bancalari hermanos, por cob ra 
ejecutivo de pesos 

Sumario. — El documento de obligación que no tiene desig- 
nado plazo para el pago no es ejecutivo. 



). — Lo explica el 
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Fallo del Jura Irderil 



Rosario, Julio i8 de 189CÍ 

Vi*to< las exci'pr iones de falta de jurisdicción en ente juz- 
gado y l¡ inhabilidad del título con que se ejecuta. 

Y considerando : 1 Qno el documento ron el cual se ha ini- 
ciado Ib presente ejecución está concebido literalmente en loe 
siguientes términos : 

* Recibimos de Jos señores J. Sabatliie et fils ta cantidad 
de I2.0ÍÍ6 francos con 90 céntimos en un giro á 90 dias le 
vista contra los señores Gueydan Freres de Marsella, importe 
que volveremos ;i los señores J. Sabathie Fila, sea en otro 
giro de la misma cantidad, ó sea en su equivalente en pesos 
nacionales moneda legal. 

c ítancalari hermanos ■. 

' Rosario, Uiciembre 23 de. 1887. 



Ü° Que romo ae ve, este documento está fechado en esta ciu- 
dad del Rosario. 

3 o Que las obligaciones en que no bc designa el lugar del 
pago son eiigi bles en et Jugaren que han sido lirmadas. (Fallos 
de la Suprema Corte, tomo 30, págiua 3(8.) 

4" Que habiendo sido firmado en esta ciudad el documento 
de foja 1 y tratándose como se trata en el caso suthjudiee de un 
juicio trabado entra personas de diversa nacionalidad. Ja com- 
petencia de este juzgado no puede ponerse en duda (artículo 2 o , 
ley de 14 de Setiembre de 1863; Caravantes, tomo i, pagi- 




se encuentra perfectamente constatado por los mismos 
términos del documento inicial, que la obligación referida, no 



. 
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tiene pía» designado, pues ninguna cmmúUoloo é su re*peci<> 
hac" aquél sobre olio, 

6° Que loa artículos 770, inciio ;J°, y 91 H del Código de Co- 
mercio, el articulo 750 del Código Civil y vi artículo *14H. in- 
ciso 6* t de la ley nuronal de proredimiruto* enserian que U- 
obligaciones de e.st.i clase no tienen carácter ejecutivo : no bai- 
lando para adquirir!» los pagos parciales hechos A cuenta por 
el deudor; que pueden haber sidu realizados >ólo por un aet" 
de liberalidad de su parte. 

7" Que no estando determinado en el acto por el que 8ti ha 
constituido la obligación, el lia en que deba hacerse l¡i entrega 
del dinero ó cosa debida, es al juez, á instancia de parte, 
a "iiiit-n toca señalar el tiempo en que el deudor debe cumplir 
esa obligación, según termin .intérnente lo estatuyen los artícu- 
los 618 y 751 del Código Civil. 

8" Que la necesidad de esa designación píófia pura hacer 
viable la ejecución actual, y aun uo hecha en la actualidad, la 
reconoce el mismo ejecutante en su escrita de foja 47, pá- 
rrafo 6 a . 

Por tanto : Se declara no haber lugar tí la ejecución, con 
costas al ejecutante, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
277 de la ley nacional de procedimientos de 14 de Setiembre 
de 1863. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 
Fallo de tm HuprfM» Carie 



Buenos Aires. Noviembre l de 1899. 



el pago dt la obligación u que ilícito documento se refiere. 

<Ju>' en tul casu no bu poiJiilo demandar se ejecutivamente el 
I ugn d< ln deuda, unte» d< r| ll( H j„. 7 ,, instancia dt- la y i rt-. 
hubiera señalado el tiemp» en que el deudor deba hacerlo (ar- 
ticulo! seiscientos diez y ocho y setenta y cinc del Código 
Civil y artículo doscientos ruar-uta y ocho de ¡a ley de pnire- 
d ¿miento*). 

Por estoy fundamento» concordante, se continua la senten- 
cia de foja ochenta y seis en la parte apelada, con costas. Xoti- 
fíquese original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN |»AZ. — AÜEL BAIAN. 
— OCTAVIO BUNGt, — JUAN B. 
TOHHLNT. — H. MARTINEZ. 
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¿a empresa del Ferrocarril Oeste de Hítenos Mres, contra la 
sucesión de doña Victoriana Peralta tle Diaz, por expropia- 
ción; sobre posesión provisoria. 



Sumario. — K 
lisien ac 




corresponde conceder la posesión provisoria. 



urgencia, y hecha ta 

Iji PTnrnniacion, 



Caso. — Lo eiplicael fallo de la Suprema Corte. 
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1 «lio de I Ju» MtMl 

La PIMíi, Setiembrt: * de 1S»K. 

No hiendo la causal alagada un caso de urgencia á que se re- 
fiere el artículo i de ta lej nacional de expropiación por cuanto 
lo> intereses públicos no aparecen Compren)*' ti du», y faultaii-Ln 
además que la consi^nacio:' no lia «ido notiJi ada .il propietario 
do ü t lugar á la posesión provisoria solicitada. 

t'henaud. 



■ dr i* Suprema ttiWe 

líui-iios Aire», Noviembre 7 de 1899 1 . 

Vistos y considerando : Que i onio lo expresa el recurrente y 
resulta de los documentos á que se refiere el otro hí del es- 
crito de foja ocho, agregados en el expediente seguido contra 
don Francisco Díaz y que esta Suprema Corte ha tenido á la 
vista la obra de utilidad pública á que esta causa se refiere, debe 
ser construida y terminada dentro de los diez meses siguientes 
después de aprobados los planos respectivos. 

Qjta esa circunstancia y la de haber transcurrido ya seis de 
los expresados diez meses, demuestran que sin la posesión pro- 
visur a, la obra no puede llevarse á término dentro del plazo que 

(1) Kri la misma fenhn ae uV> igual resolución eu la causa del Ferroca- 
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los poderes públicos autorizado*, al efaoto han considerado con- 
teniente establecer. 

Que e« ial viriuil 5 habiéndose hecho la consignación del pr«« i 
calculado m los fines de ta expropiación puede acceder»? á la po- 
sesión provisoria solicitada dr a-uerdo con lo dispuesto en el 
artículo cuatro de la ley de la materia. 

l'or e-i., se revoca el auto apelad.» de foja nuev*' visita, lu- 
ciéndose en consecuencia lugar á la posesión solicitada en el se- 
gu n do punto d.'l escrito d<- frja cinco, Notifíqueae original, y 
repuestos lo- s"lloa, devuélvanse. 

PAZ, - ABEL BAZA*. — 
JUAN E. TftHHEST. — B. MAR- 
TINEZ. 
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Contra Áíanasio Réjala, por robo 

Sumario. — No existiendo contra el procesado pruebas buG- 
cíentes de ser autor del delito denunciado, debe ser absuelto d« 
culpa y cargo. 



Caso, — Resulta del 



» 
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frailo del Jura 

Bttenoi Airo.-, Junio 17 Je lfctííh 

Y tutos : estos ¡iiituu seguidos contra Atanusio Réjala, para- 
guayo, de 28 años, soltero, foguista, dumiciliade en la calle 
V Jro Mendoza entre Suarez y Olavarría, acucad»» de robo, di- 
lo> que resului : 

Que con fecha Üe8 Marzo del presente año, se presentó, en La 
l'reÍL'ftura don Mame I i¡. Fernandez, man i restando que el 5 
del citadd mes, se había embarcado en id vapor t Han Martin » 
con destino ii esta capital, en compañía de su setVra, y qu*- du- 
rante el viaje te baldan robado unos objetas que traía romo 
equipaje, y sospechaba que el autor del hecho fuera el ex-caho 
foguista liejala por habérsele encontrado algunos de ]<>s obje- 
to- robados dentro do su colchón. 

Que llamado á declarar, el procesado niégala participación que 
se le atribuye en el hecho denunciado, <■•> pudiendo explicar ta 
ej re (instancia de haberse encontrado entre su equipaje al ganos 
de los objetos robados. 

Que cerrado el sumario y pasado envista al procurador liscal 
e>te fuueiouariose expide á foja 3á solicitando se apliqui; al pro- 
cesado la pena que determina el inciso I ", del artículo 139 del 
Código Fenal. 

Que el defensor contestando el traslado de la acusación fiscal, 
pi<le que su defendido sea absuelto de culpa y cargo por no ha* 
berse justificado que él fuera el actor del robu que se le imputa. 

Que habiendo renunciado las partes al término de prueba, se 
llamó autos para definitiva á foja 34 vuelta. 



tíh. JlSTU;iA MAClO^Al. 



m 



do por las constancias de autos y la existencia del cuerpo del 

delito. 

Que no obstante ta negativa del procesado, ta circunstancia 
de habérsele encontrado entrr su equipaje, momentos después de 
presentada la denuncia al comisario de i burdo, algunos de 
lo, bj- tus r.dia -lo- ¡i! ■jem.iiid itii< .nacen presumir fu nd adamen - 
te que íl sea el autor del hecho imputado, mucho máa si se 
tiene en cuenta que el procesado no lia podida explicar Li pruce- 
dencía de aquellos objetos. 

Que teniendo en cuenta la forma romo se cometió el he- 
eho, y el v.ilor escaso de lo* objetos robados, él encuadra 
necesariamente dentro de las disposiciones del inciso i°del ar- 
ticulo 193 del Código Penal, eoya pena corresponde aplicar en 
la f^rma que se determina en el artículo 52 del mismo Código. 

l'ur esti.s fundamentos-, y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor procurador fiscal, fallo: condenando á Atanasíu 
Rej.ila ú la pena de 3 muses de arresto, más las costas del jui- 
cio, y encontrándose agotada, désele por compurgtida con el 
tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida y póngasele 
en libertad, librándose al efecto el olicio correspondiente al di- 
rector de l;i ciírcel Penitenciaría. Molifiqúese con el original, 
hiíguse saber al jtfe de Policía y fecho, archívese. 

Gervasio /■'. timnel. 



VISTA I1RL SESOU MtOCUttAUOIL GENERAL 



Suprema Corte : 

Para que las 
quiere que reúnan 



Unenos Aires, Julio &t (te 18ÍÍ*. 
iones produzcan plena prueba, se re- 
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en el artículo 358de Código de Procedimientos en to < riminal. 
Entre ellas, la de loa inciso* * y &», exigen que reunidas no 
puedan conducir á conoluai .jies divisas y si, lógica y natural- 
mente al hecho de que se trata. 

Contra el procesado Atanasio Réjala, Mí lo resulta que apare* 
ció dentro de Sl , colchen á bordo «Je] vapor «.San Martin», una 
colcha que era parte de los objetos robados al pasajero Fer- 
nandez. 

No exUte prueba alguna de que el procesado fuese autor del 
htiito denun.iadu : la denuncia nada le impula directamente; 
no le hu reconocido como la persona sospechada, v la determi- 
nan m de la circunstancia de estar el sospechado cubierto de 
carbón, se re l¡ ere más bien á un foguista, que á en simple pa- 
sajero, 

Si á ello se agrega que las piezas hurtadas eran muchas, y 
que sólo una co le h a, ¡i pareció en el ooluhou del pasajero Rejala, 
y que los equipajes estaban reunidos en un misino sitio, no 
puede afirmarse que sólo el procesado buya podido guardar la 
Colcha hurtada en el lugar donde se bulló. 

Pudo ser otro quien lo hiciera, con el propósito de desviar la 
pesquisa del lugar donde se escondieran todos tos «tros objetos. 
En tul caso, el hecho aislado, no reviste el carácter de una pre- 
suiicinn que no puede conducir á conclusiones diversas. T como 
el procesado ha probado, por otra parte, su honradez y buena 
condu ta, existen á su favor presunciones bastantes á desvir- 
tuar la sospecha procedente del único hecho demostrado. 

Por ello, adhiriendo A lo solicitado por la defensa de fojas 33 
y 41», pido áV. E. se sirva revocar la sentencia recurrida de 
foja 35, declarando ahsuelto de culpa y cargo al procesado Ata- 
nasio Réjala. 

Sabiniano Kier. 
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■ 'alio «Ir In Suprtnm Car te 

Buenos Aires, Noviembre. 7 de 189». 

Ventos : resulta : Que el delito di. hurto imputado en este pro- 
feso j! individuo Atanasio Rejala se futida únicamente en la de- 
nuncia del damnifieudo M^ntiel 0. Fernandez, J en l¡t circunn- 
cia de haberse encontrado una de las diez y siete piezas de ropa 
qn<- dice le fueron hurtadas, dentro del colchón de Kejula. 

Que éste niega haber sido autor del delito denunciad»), de- 
clarando que ignora quién hubiese [nie>toeu La envoltura de su 
colchón ese objeto que recuuoce no sur suy<p, 

Que no existe prueba que el expresado hurto hubiese consis- 
tido en otras piezas ú mas ríe la encontrada, fuera de la alirina- 
ci«»ii de los interesados Manuel G, Fernandez y su esposa Ascen- 
ción Suares a foja veintiséis vuelta y foja veintiocho. 

Que la propia declaración de ésta, que indica como probable 
autor del hecho delictuoso á un foguista cuyo traje cubierto de 
polvo de carbón pudo distinguir, aleja la sospecha respecto del 
encausado Rejala que á la sazón no desempeñaba á bordo ese 
empleo. 

Que la circunstancia antes mencionada de haberse hallado 
envuelta en el colchón de Rejala lu colcha hurtada, si puede cons- 
tituir un indicio de culpa contra este, no puede formar la prae- 
hu que determina el inciso segundo del artículo trescientos cin- 
cuenta y ocho del Código de Procedimientos en lo criminal, para 
justificar la acusación instaurada y la pena pedida por el ini- 
nistet io fiscal, ni la sentencia condenatoria recurrida. 

Que, ademas de esto, los testimonios no desvirtuados de Al- 
berto Traverso é Isidoro López, de foja veinticuatro y foja vein- 
ticinco, afirman que Atanasio Réjala es un hombre de buena 
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conducta que vive de su trabajo, no sien-J<< verosímil l¡i impu- 
tación de que es objeto en esta causa. 

Por esto, y por lo¿ fu a-I amen tas de la vista duL seintr Procu- 
rador general á foja cuarenta y t uatro, y de conformidad con lo 
pedido en ella; se revoca ¡a sentencia apelada de foja treinta y 
cinco, y se declara al pncesa-Io Ataunsio Rejala ubsitelto de 
culpa y cargo. Notifíquese original y disuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNCfc, — JUAN K. TU- 
KRKNT. — II. MARTINEZ. 



< AlíSA * l>\\ VI \ 

La Aduana contra Sehiffner y compañía 
sobre payo de derechos fiscales 

Sumario. — Los impuestos deben pagarse, sin poderse ad- 
mitir reclamo», sinó después de su abono. 
■ 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 

VISTA OEL PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez : 

La apelación de hecho á que lia dado logar la cédula aviso 
de la Aduana de foja 3 t en la que se emplaza á los señorea 
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Sckiffaer y compañía, como sucesores de la extinguida suciedad 
Mauléis y l'eiffer, pura que dentro del término de diez días 
abonen la cantidad de 1981 pesos con 30 centavos de curso 1«- 
gal, bajo apercibimiento de precederse como corresponda, ta 
considero Improcedente, porque en sí no importa dicha notili- 
cacion el> ejercicio de una ¡uxion sobr» Jos bienes di: la casa ape- 
lante. 

En efecto, el embargo no se ba efectuado aun, ni la ejecu- 
ción ba principiado ; podiendo, por consiguiente, los señores 
Sehiffner y compañía oponer, en su oportunidad, la excepción 
que alegan . 

H. (i. Purera. 



Falla *>l Jmfi Federal 



]h de I89&. 



Vistos y considerando: I o Que es regla de bupn gobierno 
que ninguna persona pueda tener derechos que primen sobre los 
que afectan al Orden público. 

2* Que pertenece & esta última categoría las leyes que reglan 
la percepción de las rentas públicas para satisfacer las necesi- 
dades del estado, y cuyo cobro no puede ser obstaculizado por 
los particulares con excepciones opuestas antes del pago ó con- 
signación de los valores por contribuciones fiscales. 

3*Queen ta acción ejecutiva de créditos particulares, y con 
mayor razón eu las gestiones fiscales, no se puede apelar de la 
resolución que ordena el pago de una cantidad, sinó que, en el 
segundo caso, debe hacer el abono requerido por la adminis- 
tración con la consiguiente protesta de entablar el reclamodon- 
wida. Así lo tiene resuelto ta Suprema Corte en cu- 

T. LKUII - 
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sus análogos contenidos en el tomo 1% série 2*. página 218 y 
en el considerando 7 o del fallo 16, tomo I o , séríc 3', página 
i08. 

4* Que laa escepciones de que hace mérito el señitr Schiff- 
iier y compañía no puede el juzgado turnarlas en consideración 
por no haber llegado aun la oportunidad del juicio. 

Por estas ronsideracione.s.y de acuerdo con el artículo 1063 
do las Ordenanzas de aduana, el espíritu del fallo d»* la Supre- 
mn Cnrte del tomo 14, série 3\ página 253 y dictamen 1isc.il, 
resoelvo: declarar á este juzgado sin jurisdicción, por ahora, 
en l;i apelación interpuesta por Schiffuer y compañía, dejando 
sin efecto el decreto de Marzo 23 del corriente año, foja 9. Con 
costas. Repóngase. 

i tan i el Gotftia, 



VISTA DEL StflOH PHOCURAlíOft GENEUAl, 



inicuo* Aire>, Agosto 27 ite lW9ó. 

Suprema Corte: 

Loa ocurrentes se reconocen sucesores de los señores Man- 
tel* y Ptdfftr en la administraron y giro de la casa de comer- 
cio de éstos, habieL'io tomado a su cargo el activo y pasivo de 
la nzo o sueial. 

NU desconocen la existencia de las letras aceptadas por sus 
antecesores, por caución de derechos de aduana, cmilrovertidos 
con la casa, de cuyo pasivo se han responsabilizado, 

Tampoco pueden desconocer que la controversia fué resuelta 
por la administrai-ioi:, y ocuri'da ante el Poder Ejecutivo, que- 
dó fallada, con arreglo á las disposiciones de las Ordenanzas. 

Ese! caso de una deuda de impuesto*, "iie debe abonarse, 
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sin más trámite, perjuicio de i w accionen ¡fofo* recurrente 
en la f>rma y contra quien lia va lugar. 

Por ello pido á V. ti. s j m conlirmar el 
foja 20, en .'tilinta declara improcedente el . 
c-ira el mandato de pa?n de derechos de adi.a"na7dia7"^n 

ia mm de roja i. 

Sabininnu AVer. 



fnlli» «le l« 



Buenos Aires, Noviembre 7 de 1899. 

Visto*: De acuerd,, con lo expuesto v pedido por el señor 
I'rocurador general, se confirma, con costas, el auto apelado 
de fojar.mte.Xotilíqne.e rainal y repnestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

3ENJAJHJÍ PAZt _ ABEL BAZAN. 
OCTAVIO «UNGE. — JUAN 
E. TOHHEMT. 
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Contra Alburio de Otio; sobre extradición 



cr^e Ja «tradición, bajo la condición de lo dispuesto en el ar- 
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tículo667 del Código de Procedimientos en lo criminal res- 
pecto á la impoísii ion de la menor pena. 



Caso. — iitMiitii de! 



mil* de» Jur> rederml 



tlüi'Hrts Aires, Setiembre *) de 

Y vistos: estos autos sobre extradición 
autoridades del reino de 
de 23 años, soltero, carpintero, do 
Luis, número 786, oída la 

Y considerando: l u Que u 
cioncon el reino de Italia, „ 
con arreglo al principio de reci] 
las naciones, como lo establece 
Código de Procedimientos en materia criminal, 

2 U Que el delito que motiía la presente solicitud es de aque- 
llos que a u lo rizan la extradición, de acuerdo con la práctu» 
uniforme de las naciones y las disposiciones de nuestra ley de 




debe ser resuelto 
a uniforme de 
artículo 64* 




3 a Que del esámeii de los documentos acompañados por el 
gobierno requireute, re- ni ta que se lian llenado cumplidamen- 
te |¡is disposiciones del artículo 651 del código citado. 

4? i¿ue las delieiencias que hace notar la defensa, cuando 
sostiene que ha debido acompañarse la copia de la sentencia de 
la Corte de Casación, y una nueva orden de prisión contra el 
requerido, han sido cumplidas, como consta de la última parte 
del documento de foja 38 y de la requisitoria de foja 4. 

Por estos fundamentos, T habiéndose constatado ta identi- 
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dad del requerido, fallo: acordando (a extradición á título de 
reciprocidad, di- Alberto de Otto. En consecuencia, pasen es- 
tas actuaciones originales al ministerio de relaciones exterio- 
res í los efectos consiguientes, librándole Jos oficios necesarios 
para que el requerido sea puesto A la dicción del señor mi- 
nistro. Saqúese testimonio de la presente ^ntencia. Notifi- 
quen con el original y hádase saber al señor jefe de policía. 

Üervasio f \ Granel. 



VISTA DEL SLSOR PROCUIUDOH GENBIIAL 



Suprema Corle: 



Aires. Octubre ¿1 iJn 1899. 



consideraciones de la vista fiscal dcfuja 44 vuelta y los 
fundamentos de la ¡jentenci¡i recurrida de foja 51, autorizan la 
extradición del requerido Alerto 'le Otto, con sujeción á las 
prescripciones de la ley especial de la materia. 

Pido í V. E. se sirva confirmar en su mérito, aquella aen- 
tencia, con la declaración de que, el encausado no serí extraído 
sino ¡i condición de que los tribunales del país que lo reclama 
cumplirán, respecto á ¡a imposición de la menor pena, lo dis- 
puesto en el artículo 067 del Código de Procedimientos en lo 
criminal. 



fr »ll* de I* gupren Corte 



buenos Aires, Noviembre íi de 189í>. 

y de conformidad con lo ei- 
lo por señor Procurador general, y con la condi- 
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eion que él expresa, se continua la sentencia apelada de foja 
cincuenta y una. Notifiques*- original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABf.L ÜAfcAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAK E P TO- 
HKEHT, — H. MARTINEZ 



Contra ¡íenigno Hitar di ¡/ Eduardo '/.aválela , por iit/r arción 
'i la le;/ üo. enrolamiento 

Siititariu. — Kl servicio en el ejército permanente no es causa 
que excusa al ciudadano argentina del deber do enrolarse en 
la guardia nacional, -inú mientras dure el serrieiu. 



Cliso. — Lo exp'.ca el 



t ullo 4el Ju«s Federal 

Hosnrio, Settciubru ó de J«9Ü. 

Vista i sta causa seguida contra Jos sujetos Benigno Ricardi, 
artH'iitino, soltero, de treinta y tres años, jornalero y domiei- 
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Hado tfii Santo Tomé, pueblo de esta provincia, y contra Eduar- 
do Zavaletu, argentino» jornalero y domiciliado en el pueblo 
Rufino por infracción á la ley sobre enrolamiento obligatorio 
en la guardia nacioonl de la República. 

\ considerando: Que los encausados en las indagatorias de 
fojas 3 y 4 confiesan haber infringido la mencionada ley por estar 
ocupados en trabajos del ferrocarril desde su baja del ejército 
de línea, circunstancia ésta qtu', aún en el supuesto de ser cierta, 
no es causal legal que los euma du la pena por su falta de en- 
rolamiento. 

Que tanto el señor procurador fiscal en su acusación como 
el señor defensor oficial en su defensa de foja 43, están de acuer- 
do en que se aplique a los procesados la pena de un año de ser- 
vicio militar obligatorio en el ejército nacional por encontrar- 
as culpables en la infracción que se les imputa. 

Por estas consideraciones, fallo en la Sala de Audiencias, con- 
denando »n de unitiva á los reos Benigno Kicardi y Eduardo Za- 
valeta A la pena antes dicha, ccn descuento de la prisión pre- 
ventiva sufrida día por día y A las costas del juicio. 

Ejecutoriada In sentencia póngase A los condenados A disposi- 
cion did Ministro de la Guerra, librándose el oficio de estilo. 




Daniel Hoy tía 

VISTA DEL SBftOH PROCUHA0OK GfcilEKAL 

Buenos Airiw, llütubre 11 de 1899. 



El informe del Estado Mayor de foja 17, en nada desvirtúa 
los fundamentos de la sentencia recurrida de foja U, que condena 
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á ios profesados U ¡car di y Zavaletaá la pena de un año de ser- 
vicio militar por infracción á lu lej de enrolamiento. Pido á 
V. K. que, en mérito de los hechos constantes por confesión de 
los mismos procesados y de la prescripción del artículo 35 de 
la ley número 3348, se sirva confirmar la sentencia condena- 
toria de foja 15. 



Palle de le 



lineóos Aires, Koviembru ti dir 1899. 

Vistos y considerando : que de conformidad á I» ley número 
tn s mil trescientos diez y ocho el servicio en el ejército perma- 
nente no es causa que eiiraa al ciudadano argentino del deuer 
de enrolarse en la guardia nacional sinó mientras dure el ser- 
vicio, según resulta de los artículos diez y ocho y siguientes y 
se desprende del artículo quince de Ir mencionada ley. 

IV esto: de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general; con lo dispuesto por el artículo treinta y 
cinc » de la ley citada y por sus fundamentos Be 
co-tas la sent 






BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TOBIIENT, — A. MARTINEZ. 
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Los herederos del coronel don Julio Campos contra don tlai- 
llermo J. Treloar, por rendición de cuentas; sobre artícu- 
lo de no contestar. 

Sumario. — El mandatario facultado p:ira representar al 
mandante en todos los asuntos judiciales en que este sea parte 
como actor ó demandado, no puede negarse á contestar la de- 
manda alegando no tener instrucciones. 



Caso. — Lo explica el 



rallo del Juca Federal 

Ríoja, Julio 14 de 1808. 

Vistos y considerando : el artículo de prério pronunciamiento 
fundado sobre Ja nulidad de la citación al demandado y la f.ilta 
de instrucciones del poderdante para contestar á la demanda: 

I o Que por el poder general presentado por el señor Pedro 
Agost, está facultado para representar ú «u mandante, en to- 
dos los asuntos judiciales en que éste sea parte como actor ó 
demandado. 

2" Que, sin embargo dr alegar no tener las instrucciones he* 
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cesarías en el caso sub-judíce, para por ellas estar habilitado 
pata contestar la demanda, dicha representación de toda mane- 
ra está constatada, sin que la Taita de aquéllas sea un obstácu- 
lo hgal para la no contestación. 

3" Qne el defecto de citación á los efectos del empozamien- 
to» en el caso de ser procedente, no tiene valor, por cuanto el 
demandado tiene constituido su representante legal. 

-i" Que 1 1 falta de instrucciones, por otra parte, no es una 
ucepcion comprendida entre las dilatorias de que habla el ar- 
tículo 73 de la te; de procedimientos ; uo lia lugar á lan excep* 
clones alegadas, debiendo entenderse el presente juicio con e! 
apoderado del demandado, f contéstese derechamente la de- 
nnoda. 

Gómez, 



lluenOj Air.:s. Noviembre 9 üV 1899. 

Vistos : Por sus fundamentos se cortil ina con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y cinco vuelta. Notifíquese original y 
repui stos los sellos devuélvanse. 

BKMAMIN PAZ. — ABEL BAZAN . — 
OCTAVIO BUflGE. — JL'AN fc. TO- 
ltllt>T. — D. MAUTIPiEZ. 
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Hemrso de « babeas corpus» á faimr tte don tlderico Maiberi i 

Sumarto. — La Suprema Corte carece de jurisdicción rmra 
conocer en 1" instancia «leí r ocurso de /tabeas cntfttts. 

Caso. - Don Guillermo Malberti ociirriú ante la Suprema 
Corte deduciendo recurso de habeos corpas por detención que 
le impuso e) jurz federal de la sección de Santa Fé, diciendo 
que esta circunstancia atribuye jurisdicción á la Corte. 



r*ll» de I» Muprra» Corte 



IJui>qo* Aires Noviembre 9 de 1899. 

Autos y vistos: Xo siendo el caso de ta jurisdicción origina- 
ria de esta Suprema Corte de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo ciento uno de la constitución nacionnl y primero de la 
ley de jurisdicción y competencia, y no viniendo en virtud de 
recursos legales interpuestos contra resoluciones pronunciadas 
por los jueces inferiores, no ha lugar y archí^eae. 

BENJAMIN PAL— ABEL BASAN. — 
OCTAVIO BUnCt. — JTJAR E. 
TORRE NT. — H. MARTINEZ. 
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Criminal contra i treste liuratieriy Andrea l l avesi, por tentativa 
de circulación de billetes de curso legal falsos 

Sumario . — La tentativa de circulación (Je billetes de curso 
legal falsos hace pasibles á los redi de la pena de dos añoso ne- 
vé meses de trabajos forzados y multa de 1375 pesos fuertes. 



Caso. — Resulta del 



r«ll» del Juei l>ftor«l 

Rosario, Julio 1 i de 1899. 

Vista esta causa seguida de oficio i ontra los Teoa Orente lí i- 
ratierí, de ;H años de edad, soltero, austríaco, jornalero, veci- 
no del pueblo del Pergamino, no ha sido procesado antes de 
ahora, sin apodo, y contra Andrea Pavesi de 25 años, sol tere, 
italiano, jornalero, vecino últimamente en el Pergamino, tam- 
poco ha í-ido procesado, ni tiene apodo, ambos por el delito de 
tentsitíva de circulación de billetes falsos del Banco de la Na- 
ción Argentina, previsto 7 castigado por la ley nacional de 14 
de Setiembre de 1863, en so artículo 62, y cuyo juzgamiento 
corresponde á la jurisdicción federal. 
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Resultando : 1 C Que en los primeros (lias de Junio del año 
próximo pasado, habiendo recibido úrdea la policía de Santa 
Teresa, de! departamento Vilíí» Constitución , provincia de 
Santa Fe, de vigilar j capturar unos individuos sospechosos, 
*4pf circuludores de billetes de Banco, dicha policía dio aviso ¡í 
todas las cusas de negocio de la localidad, ú linde que estuvieran 
prevenidas á una sorpresa, conocimiento ese que no tardó en dur 
s¡¡> resultados, porque habiéndose presentado en casa de don 
Cai tos Bruñí un individuo queriendo pagar el gasto verificado 
con un billete falso d<? dieas pesos, aquel se negó ti recibirlo y dió 
aviso i ti media tu m* u te ¡i la autoridad policial á los fines del 
caso. Esta se puso inmediatamente sobre ta pista de los Sos- 
peclioso^cunsiguiendodetenerlos; uno de ellos, según denuncia, 
habíu pretendido hacer pasar como verdadero y legitimo un bt- 
llet^ falso de JO pesias en casa del comerciante Francisco Mas- 
neri, para abonarle de esa manera las copas de bebídaque habí t 
turnado, ei misino que pretendió circular ese billete en casa de 
Bntni (fojas 18 á23 vuelta). 

3" Que en virtud de esos antecedentes y como los sujetos 
Ore* te Baratien y Andrea Pavés i eran dichos sujetos sospe- 
chosos, llegados procedentes del Pergamino ;í Santa Teresa, y el 
primero había sido reconoeido como el sujeto que pretendió 
circular el billete de referencia; decretada que fué su detención, 
como queda dicho, el 5 de Julio del mismo ano, secuestrados 
los billetes de 90 y de 10 pesos corrientes de fojas 36 á 46 de 
los autos, y el último A foja 35, se procedió á las indagaciones 
sumariales é instrucción del sumario preventivo enviado n este 
juzgado (ver las mismas constancias anteriores y nota de 
foja 3). 

3> Que ¡i foja \ vuelta fué recibida declaración ante dos tes- 
tigos, por la secretaría de Ja jefatura de Villa Constitución, 
don do fueron conducidos tos acusados Baratieri y Andrea Pa- 
vés!, exponiendo los mismos estos antecedentes, el primero dice 
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que sabe está detenido pur haber conducido algunos billetes 
falsos junto cotí el segundu, desde Pergamino hasta Santa Te- 
resa, que ambo» salieran del primero de dichos puntos en busca 
de trabajo, habiéndole quedado en el último en detención, que 
tíó que su amigo tenía bastante plata y pagó &us pasaje» con 
un billete de cinco pesos ; que así también se 1» manifestó al 
ex [Hiriente y que podía prestarle dinero ; que habiéndole p<* iid<> 
prest ¡id ii, te dht 10 pesos para que cambiare, lo que veriücó en 
la estación, que su acompañante no le mostró los billetes falsos 
que le nía, y una vez presos, lo amenazó es lando en la barra de 
cortarle la cabeza si lo denunciaba ; que fué también su acom- 
pañante quien escundió en «1 escusado de la casa donde se abju- 
ran los billetes secuestrado* fp* la policía ; y por ultime, agrega 

sado ratificó en este juzgado * foja 14 la indicada exposición. 

4 o El segundo, ó seo I'avesi Andrea, ante la misma secretaría 
ex|.oue á foja 6 vuelta, que sabe ha sido preso por haberse se- 
cuestrado en su poder la suma de 170 pesos falsos, suma que le 
había sido dad» por su paisano Angelo Lorezzeti, en el paseo de 
Julio de Buenos Ai res; que á los diez iliasse trasladó á Pergamino 
pagando los pasajes que sacú con plata buena, adonde se trasla- 
do, en busca de trabajo; que en ese punto se juntó con líara- 
tieri, partiendo acompañados hasta Santa Teresa; que pagaban 
los gustos entre los ríos y que fueron tomados presos porque te- 
nía u cuchillos; que la policía de ese punto los detuvo secues- 
trándoles los billetes falsos expresados, los que habiéndosele 
pre>entndo el expolíente los reconoció. Finalmente, quede los 
pesus falsos nada ban gastado, 

5" Elevados los antecedentes del sumario de prevención por 
la jefatura política de Villa Constitución al juez del crimen de 
esta ciudad, ese magistrado se declaró incompetente para co- 
nocer de La causa remitiéndola ai proveyente que por el auto de 
)ja 11 vuelta ordenó la comparecencia de los acusados pura 
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recibirles declaración indagatoria, formándose cabeza j$e pro- 
ceso Con las referidas diligencias. 

ti u Con fecha 29 de Julio del uño próximo pasado, prestaron 
dicliüs indagatorias, fojas 13 y U respectivamente, manifestan- 
do Pavesi Andrea que rectifica su exposición anterior ante la 
amencia de Ja jefatura de Villa Constitución porque le fué 
arrancada con violencia, y w . r inciertos Jos hechos nn ella ex- 
presados. Bsirotiei i por su parte se ratificó en el contenido ríe 
so declaración ante- la policia; ambas declaraciones se dieron pnr 
terminadas en esos puntos. 

7 ' Corrido vista ai miniaterío público su representante en el 
dinánun de foja 15 solicitó varias diligencias indagatorias, 
entre ellas, la ratificación antee! juzgado de paz de Villa Coda- 
titncion de los testigos que suscriben las declaraciones de los 
procesados ante esa policía, dichos testigos afirman que nin- 
guna violencia se lis hizo a los misinos en el acto de prestar su 
declaración. (Véase declaraciones de fojas 33 ú 34 vuelta). 

A* Que librado oficio á la Caja de conversión adjuntándole los 
billetes remitidos por la policía, evacúa su informe á foja 47 
donde eipresa que los mencionados billete a son Talsos, y en 
ra^. ii de ello los devuelve inutilizados. Tares son Ms billetes 
«mientes t u autos y ya citados anteriormente. 

9' Que corrido vista nuevamente al señor procurador fiscal, y 
traslado á los defensores de Jos encausados, el primero sostiene 
que ios reos son culpables del delito de círcu lacioo de los bille- 
tus fie banco falsos, que ha tentado cometer , y en consecuen- 
cia, solicita sean condenados en oportunidad á dos años de tra- 
bajas forzudos, 250 pesos de multa y pago de costas, con arre- ■ 
g!o al artículo 62 de la ley nacional de 14 de Setiembre de 1883. 
Los defensores por su parte exponen que sus defendidos son 
in.ici'iites del delito que se les imputa, y á virtud rie las conside- 
raciones que aducen, piden su absolución de culpa y cargo 
(fojas 48, 55 y 59). 
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I0 B Que abierta la causad prueba si» que ella se haya produ- 
cido | puesto los autos de man i Qe» tu en secretaría a loa efectos 
del articulo 492 del Cüdígode Froetd i mié utos, se llamaron au- 
tos para dictar sentencia definitiva. 

Y considerando: Quedado ti mérito de los resultandos ex- 
presados y atento los términos de la acusación y di- la defensa 
ta primera cuestión á resolver por el juez es la existencia del 
delito acusado por el ministerio fiscal, el cual, como tentativa 
del previsto y castigado por dicha ley de artículo OS, con- 
siste en la tentativa de circulación de billetes de banco falsos, 
adquiridos de mala fé, cotí conocimiento de su falsedad y ex- 
pedidodel mismo modo, equiparando su penalidad a la falsi- 
fimcion ó introducción de billetes falsos, títulos de la deuda 
pública, etc. 

2" Que dados los requisitos necesarios para la existencia del 
mencionado delito es menester si ellos concurren respecto ¡í 
cada acusado, separadamente, examinarlos así ante las cons- 
tancias de autos. ¿Esta comprobado el cuerpo del delito que se 
imputa á los acusados? He ahí el punto eapifril de la cuestión ¡i 
resolver. 

3 o Considerando en cuanto al reo Oresie Baratieri : Que n» 
está comprobado en autos la mala fe j puesta en circulación 
con conocimiento de sn falsedad los billetes expresados. Las 
personas que ban depuesto en el sumario nada dicen sobre di- 
cho conocimiento, Baratieri pretendió cambb"- 6 pagar con un 
billete falso de 10 pesos gastos hechos en las casas de comercio 
de Bruni y Maaucii, en Santa Teresa, pero aparte de que su 
identidad con el que corre agregado á estos autos no está sufi- 
cientemente acreditada, existe á favor d« Baratieri la circuns- 
tancia misma de las negativas, no solamente de conocer 6 haber 
conocido la falsedad de los billetes, sino también que fuera él 
quien los circuló ó haya circulado, ó pretendido circular el bi- 
llete de 10 pesos falso que reGere Masneri y Bruni. listos tes- 

■ 
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tigns tampoco han reconocido ante el proveyente, en Baratieri, 
ul misino sujeto que les quiso cambiar esc billete de 10 pesos. 
Bariateri no hnsído careado ni con los testigos ni con el otro 
procesado» de man r ra, entónces, y ante la duda sobre el cono- 
cimiento de la falsedad de los billetes, caso de haber pretendido 
circularlos, debe estarse á su favor art. 13, Código de Procedi- 
mientos en materia criminal), 

\ a Que de los resultandos en que se relacionan los anteceden- 
tes de esta causa y dada la forma como Baratieri acompañado 
de Pavesi Andrea llegó procedente de Pergamino á San ta Teresa, 
así como el secuestro en la casa en que se alojaron en este 
último punto, haría suponer lógicamente (pie uno ú otro los 
ocultó alli, ú Baratieri solo <\ quiere, los billetes falsos. Por 
graves que sean las sospechas sobre la tenencia de los billetes 
falsos y como esa sola tenencia no constituye delito ante la ley 
y los indicios que surgen de ella» ni suu concordantes entre sí 
y el hecho principal del proceso, cual es el de la pretendida 
circulación por Baratieri del billete falso de 10 pesos que indi- 
can los sujetos Brnni y Masueri y la misma policía, cuya iden- 
tidad ecu el corriente en autos no es posible reconocer, desde 
que se omitió por la última hacer constar el número ú otras 
señales del billete; tenemos entonces, que la prueba de indicios 
no puede hacerse valer contra el reo Preste Baratieri por carecer 
de la gravedad y precisión requeridas por la ley (art. 358 del 
Código de Procedimientos), 

No estantío tampoco comprobado que Baratieri sea la misma 
persona á que se refieren los testigos, procede pues, ante lo ex- 
puesto un el considerando tercero y precedente, su absolución 
de culpa y cargo. La intención criminal se presume en la ejecu- 
ción de hechos calificados de delito, lo dice el Código Penal or- 
dinario, artículo 7 o , pero para que esa disposición pudiera serle 
aplicada u Baratieri, en el sub'judice habría sido menester en 
prueba del conocimiento de ta falsedad del billete por parte del 

V, LMXÍI 8 
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prui-i'sudo, y como esa prueba no se presenta, es inaplicable el 
artículo 62 de la ley del 63 citada y en que se u poja el ministerio 
público, 

5 o Considerando respecto de Andrea Patesi; Que el mencio- 
nado sujeto si bien ante la secretaria de la jefatura de Villa 
Constitución expuso que conocía la falsedad de los billetes que se 
te secuestraron, los qtie le habían sido dados por Angelo Loren- 
letti en el Paseo de Julio de Buenos Aires, tal manifestación no 
i mpoíta confesar la pretendida circulación de billetes falsos de 
10 pesos imputada á Baratieri, y aunque así lo fuere, ella no 
reúne los requisitos del artículo 3!6 del Código de Instrucción 
Criminal. 

6° Que r por otra parte, y aunque los testigos que junto con él 
la suscrib-it, exponiendo qi.t¡ ella faa sido prestada en entera 
libertad por el declarante y sin violencias de la policía, debe te- 
nerse en vista que el procesado la rectifico ante el provcyente; 
que ella ba sido prestada ante la secretaría; pi ro no ante el 
jefe político; y por último que faltando la prueba de la existen- 
cia del delito la que incumbe al acusador (art. 468 del Código 
cittido) debe ser abauelto el acusado. 

Por estas consideraciones y con arreglo á la jurisprudencia 
establecida de la Suprema Corte y especialmente en el fallo qui- 
se registra en la série 4", tomo 19 y página 284, no obstante 1c 
expuesto y pedido por el seiior*procurador Qscal, fallo en la sala 
de audiencias del juzgado absolviendo de culpa y cargo á los 
reos Oréate Bar «tier i y Andrea Pavesi, los que seria puestos 
en iumediuta libertad ejecutaorida quesea 
tüíquese 



Daniel üot/ti*. 
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VISTA DEL SEÑOH PHOCUIIAuOli GEKEHAL 



Suprema Corte : 



JIiípüos Aires. Alfosio ¿II de 1899. 




La declaración prestada por el prooeaado Greste Baratieri 
ROtií la autoridad policial ú Toja 4 vuelta y militada ante e! 
señor juez de sección del líosario á loja 14, resulta desvirtuada 
por las constancias de a O toe. 

L.i policía vigilaba $ los procesados Baratieri y Pavesi, por 
estar sospechados de circuladores *le billetes falsi>s de banco 
desdo su llegada al pueblo de Santa Teresa (provincia de "anta 
Fí) según consta á fojas 2 y 20. Baratieri maniiiesta f|ue igno- 
raba que su compañero de viaje, quien le prestó los diez pesos 
que dice cambió en un almacén mino á la estación del Rosario, 
tuviera billetes falsos en su poder. Pero ante la justicia de paz 
de Santa Teresa, autorizada por el juzgado federal en virtud del 
auto de foja 16, á petición del señor agente liscal corriente a 
foja 15, declara el comisario de fojas Id vuelta á t0 vuelta, que 
procedió á la detención de los citado» sujetos ya tenidos por 
sospechosos, en virtud de haber sido avisado de la casa de don 
Cirios Bruni que un individuo había abonado un gasto con un 
billete de diez pesos siéndole rechazado por falso, y á pesar de 
lo cual, el individuo se dirigió cuando ya se aproximaban los 
agentes policiales alo de Bruni, á la casa de negocio de Masne- 
ri donde también le rechazaron por falso un billete de diez 
pesos. 

Un esa situación afirma el comisario que fué detenido el in- 
dividuo Baratieri, que intentó circular el billete en cuestión, en 
las dos casas de la referencia. 

Llevado Baratieri d la casa de Bruni donde se había alojado 
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con su compañero y donde intentó primeramente efectuar 1$ 
circulación del billete de 10 pesos rechazado por falso, Uruní 
según declaración del mismo comisario, manifestó, que liara- 
tieri y su i'ompuñero estaban intranquilos al -aber que erau 
buscados por ],i policía, y que sospechaba que tales sujetos ha- 
bían escundido alguna cosa en la letrina de la casa. 

Fuera di> eata declaración del comisario, perfectamente abo- 
nada no solo porque no se encuentra afectada de tachas legales 
sitió también porque no es presumible que * i propia autoridad 
policial, encargada de prevenir los delitos y de someter al di- 
lilimente >í l;t acción reparadora de la justicia, incurra en fal- 
sas) alirinaciout-s, existen otras constancias de autos, que de- 
muestran la culpabilidad del precisado Uaratieri, en el delito 
que motiva estas actuaciones. 

A foja 11) litc ai a dun Francisco Hastien que mi dependiente 
Amadeo Moya le avisó que una persona intentó pagarle unas 
copas ile tino consumidas en su casa de negocio con un billete de 
diez pesos, que lu rechazó por falso; y que mírate más tarde, se 
presentó la policía con el citado individuo reconociendo ser aquel 
mismo. 

Consta :i foja 20 que el individuo en cuestión detenido des- 
pués de haber penetrado en la casa del citado don Francisco 
ilasnerí, es el procesado Baratieri. 

Es de notar que la declaración de Hastien no está afectada 
por tacha alguna, pues no hay constancia alguna de que este 
testigo haya denunciado á Baraturi como autor del delito que 
«cisiona este proceso, á pesar de haberse intentado la circula- 
ción en su casa de negocio. 

La falsedad del billete circulado porBaratieri hasídosuh- 
cientemente constatada en autos. Consta también á foja 20 
Tiieita el secuestro á dicho procesado, de un billete bancario de 
ese valor, y además el secuestro en el techo de la letrina de la 
casa de Bruni, de los demás billetes falsos que se suponen fue- 
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ron ocultarlos por alguno de los procediólos y que samad -s eon 
el primero, ascienden á la suma de 170 pesos relacionada con 
lo ¡n formado á foja 4. 

Toilos estos billetes corren agregados de fojas ül á 46 de au- 
tos, y su falsedad ha sido constatada por el informe de la caja 
de conversión que corrí' á foja 47. 

A las referidas constancias de autos que bastan para consti- 
tuir plena prueba de (jue Oreste Baratieri lia intentado eircu- 
lar por dos veces un billete falso de diez pesos «le vulor, se une 
la declaración de don Carlos Bruui á foja 21 y la del testigo 
A. Boceo, de foj.ts 22i 23, sus exposiciones corroboran la de- 
claración del Kuumariode P'dicía, de foja 20, eu todas sus partea 
y han sido también formularia* ante la justicia de paz, en vir- 
tud de] citado exhorto de foja 17, a petición lis. al. 

Probada así la existencia del cuerpo del delito y la identidad 
personal riel delincuente, la situación riel procesado Baratieri, 
del puiitu de vista de la penalidad, no puede ser otra que la de 
autor de tentativa de eirculaciun de billetes falsos baílennos, 
delito previsto y penado por el ¡irtíeulo 62 de la ley de críme- 
nes contra la nación de 14 de Setiembre de 1863, en concor- 
dancia con el articulo 12, inciso 2 o , Código Penal. 

Comprobada asi la tentativa de circulación de un falso billete 
bancario, es indudable que el procesado lia cometido un acto 
ilícito, en • n y a perpetración se presume el dolo, citando no re- 
sulta de ias constancias de autos b> contrario, según ln prescripto 
pi»r el artículo fí u del Código Penal, eu armonía con la jurispru- 
dencia establecida eu el fallo del tomo 14, página 47, de lie, de 
V t K. De manera, pues, que en el caso sub-judicv, la ley presu- 
me que Baratieri tenia conocimiento de la falsedad del billete 
que intentó circular y es por lo tanto pasible del término medio 
de la pena que señala el artículo 62 de la citada ley sobre crí- 
menes contra la nación de 1863, disminuida en la mitad en 
concordancia con el inciso 2* del artículo 12 del Código Penal, 
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en virtud del escaso monto del dinero que se tonto circular y 
del ningún daño cansado. 

En cuanto al profesado Pavesi Andrea, resulta también im- 
probada su participación en eÜ lincho incriminado. La decla- 
raron que corre de fojas6 rueltuáS vuelta contiene lae-unfesiun 
de su delincuencia, pues en ella revelo el origen del falso billete 
de diez pesos y de los dtmás billetes que fuera del circulado por 
líaiatieri fueron secuestrados en el escondijo de un tedio de la 
casa Bmni. % 

Este procesado, en su declaración referida, expone que ad- 
quirid en Buenos Aires los bilí» tes falsos de un tal Lorenaetti; 
que no teniendo coraje suficiente para circularl-.s, los entregó 
a Baratierí quien so encargó de hu< trí,., como . stú compro- 
bado. 

lista declaración prestada ¡inte !a autoridad policial y corro- 
borada por tuntas < ou*tnncifis fehacientes del proceso, .-s pro- 
cedente, porque la rectiuca- ino qn,. Putcsí hace á foja 13, es 
improbable y no ha intentado siquiera justilicurla como co- 
rrespondiera, resultando Jo contrario de las constancias de au- 
tos. PüTesi, pues, proporcionó á Baratii'ri los medios para la 
prri.etracjoii del delito, y i-s coautor a! tenor de) inciso 2 o del 
BTíiculoSi del Código IVnal. GVrespundi ríaá cada uno de los 
procesadas dos anos y nueve meses de trabajos forzados y la 
multa correlatiT i de 1375 pesos fuertes. Pido ¡í V.E. se sirva 
así declararlo, revocando en mrrsecuenda la sentencia absolu- 
toria de foja 66. 

Sabiniano Kier 
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r*»il« de I» Mnpr««*M fferte 

Unimos Aires, Noviembre 9 de 1899. 

Viat"tfT considerando: Que la existencia de los billetes falsos 
de banco que las autoridades secuestraron y que corren agrega* 
dos á los autos de foja treinta y seis á foja cuuU'nta y siete, 
demuestra de una muñera acabada la comisión del delito que ha 
motivado este proceso, puesto que la falsedad de dichos billetes 
está plenamente acreditada, según resulta del informe de la 
Cuja de conversión de foja cuarenta y siete. 

Que las constancias de autos no permiten dudar que los pro- 
cesados Oreste Baratieri y Andrea Pavesi ban sido los tenedores 
de esos billetes y que han procurado circularlos. 

Que la presunción á cargo de tus procesados de haber obrado 
coa voluntad criminal, nu se halla destruida, ni siq-iiera des- 
virtuada por una nresuneion contraria resultante de las cir- 
cunstancias particulares de la causa, revelando á La inversa esas 
circunstancias que ban procedido con conocimiento de la false- 
dad df los billetes desde que los recibieron y que con tal cono- 
cimiento han tratado insistentemente de ponerlos en circulación 
de mut uo acuerdo. 

Que con esos antecedentes no puede sind reconocerse que los 
procesados son autores del delito de tentativa de circulación do 
billetes falsos con arreglo á lo dispuesto en el artículo sesto 
del Código Penal y pasibles de la pena prevenida por el artículo 
doce, inciso segundo, del mismo Código combinado con los ar- 
tículos sesenta y dos y Besen ta y tres de la ley de crímenes 
contraía nación. Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador general se revoca la sentencia apelada 
de foja sesenta y seis y se condena, en consecuencia á los pro- 
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cesados Orestu Baratieri y Andrea Paveai á la pena de dos uñua 
y nueve ineses de trabajos forzados y la multa de mil treacien- 
tos setenta y cinco pesos fuertes ú cargo de cada uno, debiendo 
descontarse de la pena de trabajos forzados el tiempo de prisión 
sufrido á razón de dos días de ésta por uno de aquélla, con arre- 
glo á ti doctrina del artículo noventa y dos de ln ley de críme- 
nes contra la nación. Xotiflqtiese original, y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PaI. — AHEL BAZAN. 
— OCTAVIO MINGÉ. — JUAN E. 

TORHEirr. — n. Martínez 



* AUNA < UXI.V 

fían Liberato Avena contra ta suciedad * Colonizadora 

Sumario, — lieconucida la obligación de alionar los ínediea- 
mentoa recetados por los médicos de la sociedad demandada, 
y reconocido el despacho por éstos de parte de la- recotas en- 
ti "gadas por el actor á la sociedad en prueba de haberlas entu- 
pí ido, debe abonarse el importe de todas las entregadas, si la 
sociedad no ha probado, que las que se niega á abonar no fue- 
ron despachadas por su médicos. 
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Valia ilrl Jupi l>d«ral 

Corricrit.-s. l>u-i>»M|>re á) de 1HSU. 

Vistos : estos ¡uitos seguidos contra la Suciedad Anónima 
t Colonizadora efe Corrientes », ¡i mérito de la demanda contra 
ella interpuesta por don Liberato ¿ipil», un la que alega : 
qih- dicha sóiiedad domiciliada en Goya le es deudora de ta 

te de suministros hechos |ior Ja farmacia que tuvo en la ciudad 
de Bella-Vista, como consta de ta cuenta que presenta, que 
panuda esta cuenta al señor Ciirtos Krause, ¡gerente de esa su- 
ciedad, juntamente con los comprobante* de sus partidas, según 
se «presa en el telegrama que ad junta, no ha conseguido su 
cobro á pesar del tiempo transcurrido y de sus reiteradas ins- 
tancias, viéndose en el caso de. recurrir ó la vía judicial e ata- 
blando esta demanda por la expresada suma para que dicha so- 
ciedad sea condenada á pagarla con los intereses y costas, pi- 
diendo que se le notifique y emplace á dun Mariano J, Loza por 
ser presidente de la sociedad. 

Que justificado el fuero y notiliuado y emplazado el doctor 
Loza, s<> presentó por intermedio del procurador don Juan J. 
lbarra contestando La demanda en los siguientes términos : 
c que cuando el demandante pasó su cuenta al gerente de la 
sociedad en el mes de Junio ó Julio del año 1891, Tué sometida 
á la consideración del directorio el 27 di> Octubre del mismo año, 
loque no se hizo con anterioridad, debido :i ta renovación del 
directorio, circunstancia que se comunicó ó aquél, según consta 
de la copia del telegrama que acompaña; que el directorio en 
sesión del 17 de Noviembre, no reconoció la cuenta por no ser 
suücicntes las recetas que se presentaron como justifica ti tos 
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di* l.i cuenta, como resulta de la copia de dicha sesión que 
adjunta, la que foé comunicada al señor Avena por carta del 
29 de Diciembre del mismo ano 91 p cuja copia también 
acompaña; que des-fe esa época el demandante guardó silen- 
cio, dando á «mteuder implícitamente que altaba las se- 
rias observaciones hechas en esa carta contra la cuetjta : 
que el direclono de la sociedad reconoce y está dispuesto á 
pa»ar la recetas que aparecen en ia cuenta bajo los número*, 
29.Í04, 29.10*, 29.105, 30.123, 30.124 y 30.125 poique (Man 
con !a firma del encargado ó inspector Arturo Thumas; que las 
demás no las reconoce porgue les falta esc requisito; que tam- 
imcu debe pagar las 28 recetas de mi dkamentos suministra 
dos á Primitivu itcgúuega, ei <apataz de una de las colonias, 
poique íste gozaba de buen sueldo y podía pagarlas; que 
igualmente, tanto las recetas que íiguran ron nombres de 
coltjuos que no han existido en la colonia como las til so- 
ministradas á lu casa de inmigrantes, nada tienen que ver con 
la « Colonizadora de Corrientes » ; que además el demandante 
agrega en su cuenta una partida de recetas del número 27.411 
al 27.433, siendo así que sólo existen eincn recetus. faltando 
las , nutra restantes ; que, por otra parte, hay exageración de 
pr.-eio en los medicamentos, según infi-rmes adquiridos por el 
din etorioy que, finalmente no estando debidamente justificada* 
toifa> las partidas de la cuenta que se cobra, con excepción de 
las reconot-idiis, pedía el rechazo de aquéllas, con costas. 

<¿ue abarla la caiua á prueba (foja 23) se produjeron, por 
parte del actor, las que curren de fojas 25 iS 91 y, por la parte 
del demandado las corrientes de fojas 92 á 104, que fueron pues- 
ta* en secretaría por el término de ley para que las partes se 
impusiesen de ellas y alegas.-u de bien probado dentro del 
mismo término, lo que hicieron en sus respectivos escritos de 
fojas til y 120, con lo que se llamú autos para definitiva (foja 
120 vuelta). 
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Y considerando: Que la cuenta de foja 2 cuyo pagóse deman- 
da en el presente, juicio fué pasuda á la sociedad demandada en 
el mes de Juniu ó Julio del año 189! . según se expresa en el 
escrito de contestación á la de. -minia ; que esa cuenta fué ob- 
servada por el directorio de dicha sociedad en su sexiuii di l 17 
de Noviembre del mismo año y comunicadas las observaciones 
que á su respecto se hicieron al acreedor en el tatemo mea y año, 
lo que consta del acta transcripta á foja 98 y de la contestación 
á la primera posición de foja 91; que establee i- bis así la fechas 
y aun cuando se tome el mes de Julio en su último día como 
el de la presentación de La cuenta, se tendrá que el 17 de No- 
viembre en que la suciedad lo consideró y lo obserró, habían 
transcurrido tres meses y medio ó sea má<* del plazo acordado 
por el articule 73 del Código de Comercio para hacer observa- 
ciones á las cuentas, lo que induce el reconocimiento implícito 
de la exactitud de ellu, salvo la prueba contraria que la socie- 
dad demandada la haee consistir en la imposibilidad en que 
encontraba de tomar en eonsi leracion la referida cuenta en 
tiempo oportuno emergente de la renovación del directorio en 
el período de la recepción de la cuenta presentada por el de- 
mandante. Esta circunstancia, á ser cierta excusaría induda- 
blemente el silencio de la soledad que sirve de base a la pre- 
sunción de la ley desde que no existiendo el órgano de .-u 
represen t ación, al mnios en su integridad legal, no era posible 
hacer manifestación alguna t pero tal circunstancia no bu sido 
probada como correspondía no teniendo eu cuenta para su abono 
sino la simple alirmacion de la parte demánda la insuficiente, 
por cierto, para considerarla como verdadera y contradictoria 
ademas con la afirmación hecha por el gerente déla sociedad en 
su telegrama de foja 1 , cuya exactitud ha sido reconocida al 
contestar ta tercera pregunta del interrogatorio de foja 4$, se- 
gún la que el directorio estaba renovado ya el 10 de Agosto ú 
sea diez días después de la presentación de la cuenta que tuvo 
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lugar el 31 de Julio cumo lo hemos dejado establecido en el tei- 
cer considerando y, sin embargo, las observaciones se hicieron 
recien el 17 de Noviembre y se comunicaron el 29dfi Diciembre, 
como aparece en las copias del acta de I» sesión y de la curta 
dirigida ¡il demandante extraídas de los librus déla sociedad, 
corrientes de fojas 98 á 100; que aparte de estas consideracio- 
nes que demuestran la subsistencia de la presunción legal, vea- 
mos, entrando al estudio del fondo de la defensa, si las razones 
alegadas para reconocimiento de la mayor parte de las partidas 
de la menta presentada están plenamente probadas, y si fun- 
dan pur lo tanto la falta de ese reco nucí miento, Dos son esas 
razones : 1" que los comprobantes acompañados á la referida 
r tienta, ó sean tas recetas que obran en pude»* de la sociedad 
demandada según propia confesión hecha en el escrito de deman- 
da, no tiene él sello y visto bueno del inspector de ¡as colonia-, 
ó nico facultado para autorizar el despacho de medicamentos 
á los colonos ; y 2" qu<- en la misma fecha de di-' ha cuenta ta 
sociedad abonó al boticario Gallegos cuentas crecidas por 
su m i n i >t rae i un de medicamentos á los colonos con la debida 
autorización del entonces inspector, señor Gnndtrlfo; que la 
|t rimara de esas resoluciones lia quedado comprobada con la 
propia confesión del actor ¡i foja 94, en cnanto que ía mayor 
parte de las recetas que acompañó á la cuenta no tiene el sello 
y ruto bueno del inspector de las colunias, pero la falta de ese 
requisito no autoriza el rechazo de tas recetas que tío lo tienen, 
para eso sería necesario que la parte demandada hubiese probado 
que ese requisito era esencial é ¡n i impensable para que ellas 
fuesen aceptadas y despachadas en la boticas por cuenta de Ja 
sociedad, lo<|iie no se ha prohado que el inspector de las colo- 
nias fuese el único facultado para autorizar el despacho de me* 
dieamentoa, existiendo por el contrario las declar»ciones*de fojas 
51 y 62 de los médicos Jinm ¿polipario y José Casari, nom- 

de los colonos enfermos. 
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que Liia recetas se despachaban con la nota de ser t Para Colo- 
nizadora», lo que demuestra que no era necesario que llevasen 
el' M\o y visto bueno como lo afirma la sociedad ; que en cuanto 
las razones alegadas hay que decir que no ha 
ninguna manera, no alcanzándose, por otra 
la importancia que pudiera tener, ya que *j pago de 
medicamentos al boticario Gallegos no quiere de- 
cir que no se deba al boticario Avena, sobre todo, cuando no *e 
dicen que sean las misma recetas despachadas en las mismas 
fechas; que los medicamentos suministrados a Primitivo Kegú- 
nesa debe pagarlos Useciudad, desde que reconoce que era em- 
pleado capataz de una de las colonias r no ha proKido que no 
estuviese obligada á proporcionárselos; que también debe abo- 
nar las receUs despachadas para la casa de inmigrantes, desde 
que se ha probado plenamente en autos cotilas declaraciones de 
foja ft8 vnelta, contestando á la nosicion terrera de foja70y la de 
toja 87 contestando & la pregunta tercera del interrogatorio de 
f.ijn 86, que en UeJlaVista no existía otra casa de inmigrantes que 
la» establecidas por la sociedad para atojar los .olonos que reci- 
bía para poblar sus nacientes colonias ; que no habiendo tampoco 
probado la parte demandada que alguna de las recetas fueron 
despachadas para los colonos que no figuraban en los centros 
de las colonias, no deben descargarse esas partidas máxime 
cuando no *e determina cuáles; que igual cosa debe decirse 
de la partida de nueve recetas señaladas en la cuenta con los 
números 27.4H al pues la falta de comprobantes de 

cuatro de esos números no es atendible desde que la sociedad, 
cuando en el mes de Julio se diópor recibida, no sólo de la 
menta, sinó de los comprobantes que hasta hoy existen en su 
poder no alegó la falta que ahora invoca; que en cuanto d la 
exageración de los medicamentos, también alega que nada se ha 
tstableoido ni se ha probado en autos. 
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mu t L i Colonizadora de Corrientes », á pagar á don Liberato 
Avena el importe de ta cuenta de fuja 2, ó sea la cantidad de 
089 pesos ron 65 centavos moneda nacional de curso legal, en él 
término de diez días, sus intereses desde el día de la demanda 
y las costas de este juicio. Hágase saber eit el original y repón- 
gase. 

fc\ A. Lttjambio, 



Vallo de I» Suprema Corte 



(Jimios Aires, Noviembre 14 íe IS9U. 

Vistos y considerando ; Primero: Que el '-fóculo pendiente 
entre el actor y la sociedad demandada se lia. , suficientemente 
comprobado en él escrito de contestación corriente á faja veinte 
y uno en que se acepta una parte de la demanda. rechazándose 
la utra por la razón que eipres¡i á foja veintidós. 

Segundo: Que la deficiencia de prueba consistente en la falta 
de autorización del inspector de la suciedad demandada no basta 
para rechazar el pago de las recetas que se reconoce que fueron 
despachadas por médicos de la sociedad ú que no se ha proba- 
do que fueran despaf hadas por diente médicas, prueba que hu- 
biera sido fácil producir á la parte demandada, estando en 
pulsión de dichas recetas por la entrega que de ellas le fué 
hecha por el actor, sepan se expresa en el escrito de demanda 
y se ha reconocido en el de la contestación. 

Tercero: Que está igualmente probado que las recetas des- 
puehiida» para la casa de inmigrantes son de cargo de la socie- 
dad demandada, desde que se ha reconocido por au presidente, 
absolviendo la segunda de las posisiones de foja setenta, el alo» 
jamiento que hizo de una de las partea de los inmigrantes de 
la c¡Lsa i que se refiere á foja sesenta y ocho vuelta. 
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Cuarto : Que fuera de la prueba que era d cargo de la de- 
m nidada producir, como queda establecido, id suministro de 
lus medicamentos hechos por el actor cuiuo lo pidió la parte 
demandadaá foja veintidós, se halla sulicientemente producida 
en las diligencias que s« examinan en la sentencia apelada 

Por estas consideraciones, concordantes de la sentencia apo- 
íad acorriente de foja treinta y dos A foja ci -nto treinta y seis 
se Confirma ésta en lo principal. 

T considerando que la defensa de la sociedad demandada rio 
se halla en el raso de ley ocho, titulo veintidós, partida ter- 
cera, «l> reforma la misma sentencia en la parte de las costas, 
declarándose que éstas deben satisfacerse en el órden causado. 
Notifiques? y, repuestos los sellos, devuékanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN K. TOKKENT. — II. 
UART1NBZ. 



El doctor don Benjamín Paz (hijo) contra don Francisca Menn 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación denegada 

Sumario.— Ei auto negando la absolución de posiciones por 
segunda reí y después de rencido el término probatorio, no es 
apelable en el juicio ejecutivo. 
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Caso. — La parte de Mnio ocurrió de hecho autu la Suprema 
Corte por apelación denegada del auto del juez federal que ne- 
gaba la petición de que el ejecutante comparezca á absolver 
posiciones por segunda vez. Dijo que aún cuand» el término de 
prueba estaba vencidu, no habiéndose llamado autos para sen- 
tencia, aquella petición era precedente, o<ju arreglo al artícul ■ 
108 ele la lev de Procedí inien tos. 

* 

► <*» im Supreum Corte 

Buenos Aire*, Noviembre 1 1 de lwiu. 

Vistos en el acuerde y considerando: que «1 au tu de que est;i 
parte se queja, uo es de los declamaos ¿ipelahlcs enjuicio eje- 
cutivo. Por é¿to v de acuerdo t on lo dispuesto en el artículo 
trescientos de la ley de Procedimientos, ño ha lugar al recurso 
interpuesto. Repóngase el papel y archívese . 

ABEL BAZAN. ~ OCTAVIO liUK- 
CE. — HAN E. TOftfttNT. — 
II. MARTINEZ. 



CALMA 4 11% MU 

■ 

Criminal contra Istdoro S, Lestradc, por malversación de 
caudales públicos en su calidad de empleado 

Sumario. — Probado el delito de malversación de caudales 
públicos cometido por el empleado ú cuya custodia estaban 
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confiados, }« pena impuesta de eincn año a dn trabajos fiados 
no causa agravio al roo. 



■^rríuntn». Mayo 17 .Jo 1899. 

Vistos: fstn* autos por malversa^* de caudales públicos 
imitados r seguidos contra Isidoro twfrfo, e<-jeíe y confa ! 
dor mterventor de arreos y telégrafos del distrito 13" d, 25 
ano. de edad, soltero. nnVnt»], deteniduen el Departamento de 
policía, de los cuales resulta: 

Í° Que la, diligencias corrientes de fojas i á 24 l'u,ron prac- 
tica, por el inspector don fiieardo Yañiz eoo motivo de un 
desfaloode doce mil mmmm cincuenta t/dos pesos con ochen- 
ta}/ cuatr» centavos moneda nacional <$ 12.952 84 m'n) co 
metido por el es-jefe y contador interventor, Isidoro Lestr'ade 
v rem.t.da. á est, jugado por órden de la Dír^ión de erreos 
y telégrafos, los cuale, se pasaron en vista al señor procurador 
fiscal, quien , en conocimiento de la detención de Lestrade de la 
que no ... hacía mención en dichas diligencias, pidié qne se le 
tomara declaración indagatoria, !a que fué evacuada A foja 27 
al u ñor del interrogatorio presentado por el fiscal A foja28 ' 
2- Que el juzgado d,cretó la prisión preventiva del procesado 
m encontrar mérito suficiente en la indagatoria prestada ¿ 
]mo,.b,r aldo,tor Comtte, para su aceptación en forra,, que 
aquel Lo había nombrado defensor (foja 34). 
3" Que en ampliación de la. diligencias remitidas por el ius- 

V. I.SIXII 1 
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peetor de correos, nombró el juzgado un perito, para que, com- 
pulsando los libros de !a oficina de correos, informara á curca 
de la exactitud de las cuentas presentadas, cuyo informe corre 
A fujo 40. 

4° Que con esos antecedentes se cerró el sumario, el que se 
pasó al fiscal para que se expidiera sobre su mérito dentro del 
término do ley, foja 41 Tiielta; quien encontrando motivos sufi- 
cientes, pidió se llevaran los procedimientos adelante. 

5* Que florada \á causa á pleuario, volvió nuevamente al fis- 
cal para que formulara la acusación, la cual fué presentada a 
foja 46 vuelta, acusando á Lestrade como autor del delito de 
malversiicion de caudales públicos, y pasible, dado el monto del 
desfalco, de la pena establecida en el inciso 8 o del artículo 202, 
rapítutode las Estafas y oirás defraudación** del Código Pe- 
nal ; de cuyaacusactou se corrió traslado al defensor del proce- 
sado, foja 52; quien no la contestó dentro del término, por cuyo 
motivóse lesacaron por apremio los autos, y se abrió la causa 
á prueba por treinta días, foja 66 vuelta; y no habiéndose pre- 
sentado ninguna prueba, según el certificado del secretario de 
foja 67, se Humó autos para definitiva, y se señaló dia pitraque 
las partes informaran in voce, foja 68 vuelta; el que tuvo lu- 
gar, según ol acta de foja 77, con inasistencia del señor procu- 
rador fiscal, en cuya acta presentó el defensor del procesado sfl 
infirme p-T escrita, pidiendo fuera agregado á los autos, cu- 
rrknte ¡i foja 74, en el que, aceptando la responsabilidad cri- 
minal de su defendido, piensa que la pena aplicable al delito 
cometido es laque sancionad inciso 2" del artículo 193 del 
Código Penal, por considerar que esta ley lia derogado la ley 

de 14 de Setiembre de 1863. 

Y considerando: i* Que de autos resulta, que el procesado 
IsidoTO S. Lestrade, era empleado público en la época que tuvo 
lugar el hecho que dio origen á esta causa. 

2» Que los caudales nacionales sustraídos de la oficina deco- 
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rreo,yt,légrafo 3 dee s t a ciu^ es ta han confiados é la custo- 
dia yadmimstmcirinflel procesado Isidoro S. Leatrade por ra 
»■ 'le au cargn d* e S -jefe y catador ¡nterve D t r de dLba ofi- 



ciña 



i Q!S-g 9mm*i e« su Wmtim ¡nd.gatoria, « rece. 
S" ""'raecion; , Wl confesión, ,„ „„„„ 

lo» mtniüitM enumerado, por el artículo 310 «el CddigudePro- 
Amiento, en locriminal.e.td ademé, sentada p„r |., cir . 

«culo 82f del código citado. 
* ( í««^»oíoconHlit. l je U nd.l¡tode n ,.| msao i ttMeca|1 . 

6» Que » loa efectos de la re.ponsabilidad criminal del pro- 
cesado, «o es necesario eon.iderar ta divergencia m , f „ eea 
cuerna focada po, laOiicina do correos y telégrafos 
1 " W«»««1IM. I»r la Dirección general. , .1 i„. 

HmmSsm, acerca del monto de la ,a„tid»d sustraída, para 

toma en cuenta, para establecer la penalidad, I. mayor i me- 
."■r.mportancia de («cantidad su.traida, sinó el hecho en sí 
muuno .le U malversación. 

8- Que es la lev penal de 14 de Setiembre de 1863 la Une 
d.be aplicarse al acusado y „o la del Cidigo Penal nomo lo 
P.«nsa„ el procurad», focal y el d.feu.or m fimm 
es ou p„„ ,p,„ y. consagrólo por I. doctrina y por mWfr. 
prudencie „,,.(.,,„,,,, la Suprema Corte. 1„ coloe» fuer, 
de toda d.sousion, que la cuestión sobre defraudación de ren ,_ 3 
«acúnale, por empleado, nacionales y en oficina, nacionales 
cao bajo e! régimen de e„ U». uu. nu estí derogada- según 

Mam™ C< " ,gT " < ' ' M ''^ sobre 
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L»or estos funda mantos y definitivamente juagando, fallo : 
condenando á Isidoro S. Listrnde, por el delito de malversa- 
ción de caudales pública, ¿ sufrir la pena du cinco años dr tra- 
bajos forzados, de conformidad al nrtí.ulo 80de la ley de 14 fa 
Setiembre de 1863, la que cumplir* en el lugur que designe el 
Poder Ejecutivo» debiendo computara el tiempo de prisión su- 
frida, á razón de dos días deísta porcada tino de loa dría po- 
na impuesta, y a devolver al tesoro nacional los caudales stt> 
traídos, y á las costas de este jiiicin. 

Há-ase saber con el original y repónganse los sellos. 

/;. ,1. Lujamttio. 



VISTA HBL PHOCÜBADOR GEHBKAl. 



Unenos Aire*. S-tu'ttiliri' -le lWftíi. 

Safn-erna Corte: 

La sentencia d* foja 89, que condena al procesado Mctófo 
L-strade ácin™ años de trabajos forzados, es no sólo justa si- 
tó equitativa, pues impone el mínimum de la pena establecida 
por el artículo 80 d«* la ley sobre crímenes contra la nación, 
cuando pudo legalmente extenderla al término medio entre 
aquel mínimum y el máximo de diez anos de trabajos forza- 
das. 

La objeción becha en la expresión de agravios, respecto á no 
existir en la legislación federal escala de penas; no es legitimo, 
pues el artículo 92 de la ley de 1863 citada, establece ya una 
fórmula de computación de penas, y el 93, determina el régi- 
men déla ley común en los casos no previstos en la ley na- 
cional. 

P 
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Habiendo Íji sentencia descontado el tiempo de prisión su- 
frida por e¡ procesado durante el proceso, ningún agravio in- 
fiere al respecto, por Lo que pido :í V. E. se sirva confirmar, 
por sus fundamentos, uqu<dl;i ^entotictü . 

Saf/únaiiu AVer. 



Unenos Aires. Noviembre- 1 l de 

V vistos y consideramiu : Que ta. sentencia de primera ins- 
tfinda, que iin ua sido apelada por el ministerio público, no 
■ au>a agrario al procesado puesto que condena ;i éste al mí- 
nimum de l,i pena establecida por la ley de la materia, j desdo 
%«ti el he.-lio de la comisi-n del di-lito estii fuera de mieátimi 
colino lo está la persona 'le su autor. 

Por esto, de acuerdo con lo eipuesto y p.<dMo por el señor 
Procurador general, y por m* fundamentos, se confirmo, con 
costas, ta seutench apelada de foja m-henta y nueve. Notifi- 
quen original y repu-stos tos sello-, devuélvanle. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN K. 10- 
II II EN T. i|. HAKTtNEZ, 
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* AUNA 4 UXLYIII 



Criminal contra James Ihwison, por hom iridio 

Sumario. — El homicidio con alevosía, y con una atenuante, 
hace pasible el reo 'le la pena de presidio por tiempo indeter- 
minado, y reclusión solitaria por 15 dias en los anm-rsarins 
del crimen, 



Caso. — Resulta del 



r*lt* «el Jwei l>4eml 

Buenos Aires, Julio 1 de 1899. 

* 

Y vistos estos autos seguidos contra Jami s Davison, sin so- 
brenombre, ni apodo, inglés, de 35 años de edad, cesado, ma- 
rinero, domiciliado á bordo de lu barca «Arizona», acusado de 
homicidio, de lo» que resultan los siguientes hechos: 

A foja 1 aparece el aotu levantada en la ayudantía en la que 
el capitán de la barra * Arizona», maniliesta; Que siendo pró- 
ximamente las 11 y 20 ante meridiano del día 17 de Julio del 
ano próximo pasado, encontrándose en su camarote tuvo cono- 
cimiento por intermedió del primer piloto don Joaquín Rey- 
nolK que James Davison bahía dado muerte de una puñalada 
al HijetuN". N. empleado de una de las agencias que contrata 
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Marineros; que algunos tripulantes le hicieron saber qae entro 
la víctima y el victimario, en estado de ebriedad nublan tenida 
un cambio de palabras la noche antes, ignorando las causas que 
la motivaron. 

A foja % depone don Toniá* Mooro quien, no obstante no te- 
ner conocimiento del hecho que se investiga, reconoció el cadá- 
ver que se le presenta como de Luis N., con quien mantenía 
relaciones aunque no cordiules de cuatro anos atrás. 

A foja 3 declara el cocinero de á bordo manifestando haber 
visto desde hi cocina, que en momentos que el sujeto Luis X. 
transitaba por la cubierta, Jumes Davi.-on le pidió cinco centa- 
vos, que le fueron negados, y sin que mediaran más palabras 
aquel corrió Iiácia popa (¡erando ambas manos a) corazón y 
exhalando un fuerte grito; en esa circunstancia observó que 
Daviscm tenía un arma en la mano la misma que entrego i un 
uncial, hin oponer resisteneia alguna, deelarándose autor de la 
muerte del referido Luis X. 

A Toja 4 el primer piloto del < ¿rizón» * manifiesta no haber 
presenciado el hecho que motiva estas actuaciones; que sólo 
vió á la víctima correr sobre cubierta y caer exánime» diciendo 
que estaba herido; y al heridor Davison que le entregó al de- 
clarante un cuchillo que tenía en la mano, diciéndole que había 
terminado ron un asunto que dejó pendiente la noche anterior. 

A foja \ % vuelta, presta su declaración el procesado y mani- 
fiesta haber estado X bordo del < Ari¿onu> como á las diez y 
media ante meridiano del día 17 de Julio del año próximo pa- 
sado, donde infirió una herida al sujeto Luis Agastoun con un 
cuchillo que éste U había dado ; que habiendo estado el sábado 
por la noche en casa de Moore en compañía de otros marineros 
de la barca antes nombrada, les dieron un peso á cada uno a 
cuenta de sus haberes, y que Agustonn en unión de otTos le 
pegaron <il declarante ocasionándole una herida en un ojo y un 
¿alpe en la cabeza, y que si bien no le guardó rencor, Agastoun 




I4t> 



KA i, LOS ht. I* NLeilfcMA COHlfe 



ul día siguiente lo injurió de palabra a burdo, él se sulfuró y 
lo hirió con el cuchillo. 

A foja 21 depone Miguel Murr.tv, tripulante del * Arizona » 
manifestando no haber visto ni oído por qué causa Davison 
hinó ti Agastouti, que únicamente viú cuando el primero que 
hablaba con >u víctima sacó de improviso el cuchilla cuya hoja 
llevaba escondida en la manga de la ca.ui*a y le infirió hi 
hernia que le cansó la muerte, agregando que Uavisun estábil 
bastante ebrio. 

A foja 27 declara el cocinero de la casa calle Garibuldi, nia- 
nilestando que lhivison y Agastuun estuvieron en la cusa que 
ti.i dado COmo domicilio, donde tuvieron un incidente, saliendo 
á la calle donde >e tomarou á golpes de puño, resultando herido 

■ i 

levemente Duvison, por Agastoun. en un ojo. 

A foja 70 el señor procurador Bacal, entablando la acusación 
correspondiente solicita se aplique a James Uavison, reo del 
delito de homicidio sin disputa previa ó inmediata, y sí ñor 
sorpresa y alevosía, la pena de presidio por tiempo indetermi- 
nadu con arreglo á lu dispuesto en el inciso 2* del artículo í>5 
de! Código Penal, teniendo en cuenta la circunstancia de ha- 
bera< encontrado ébrio según las deposiciones de los testigos. 

A foja 72 el defensor contestando el traslado de la acus^ci^u 
riscal solicita se declare que el hecho imputado á su defendido 
cae bajo la prescripción del artículo 97 del Código Penal, en 
raaon de un h;iber procedido Davíson con alevosía como se pre- 
tende, y haberse constatado que era un hombre bueno, que estii- 
ba ébrio cuando produjo el hecho y además por cuanto Ja víctima 
pronunció ana frase inj ariosa cuando te requirió cinco centavo.-* 

Abierta la causa á prueba se produce la di testigos que coi re 
de foja 80 á fnja 88, llamándose autos para sentencia a fofa 88 
vuelta. 

Y considerando: Que el delito de homicidio voluntario per- 
petrado vn la persona de Luis Agastouu por James Davison se 
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encuentra plenamente probado por Ja co»f t . a ion de) encausado 
por las declaraciones de los testigos que lian depuesto en esté 
proceso, por el informe médico de foja 8, y por la partida de 
defunción agregada a foja 08. 

Que habiéndose consumado el foftÉfó de una manrraqne 
anisa alevosía y por uu motivo nimio, hubiera sido de apli- 
cado-, al <*aso sitb-judtcp ¡a pena de muerte que establee, el 
mm 1" «H artículo05 del Código P,,,,l, á no mediar circuns- 
tancias que colocan al betho fuera de sus términos. 

Que se ha demostrado en este juíei», por las declaraciones 
de ios test.gos que obran , n autos, que Davison se encontraba 
ebrio cuando e.nsunió su delito, y si bien esta circunstancia 
no lu excusa de pena por no haber sido tan completa como lo 
requiérela ley, atenúa su responsabilidad de acuerdo con lo 
que dispone e| inciso i° del artículo «3 del Código citado por lo 
que este tribunal considera que es de apilarse al procesado la 
disposición del inciso 2° del artículo 95 ya mencionado. 

Que la circunstancia atenuante ¡llegada por la defensa fort- 
unada en la probación de la víctima, no resulta justificada de 
los antecedentes que ofrece esta causa, ni la fi, demostrarlo en 
la estación oportuna del juico por lo que este juzgado lio la 
toma en consideración. 

Por estos fundamentos j de conformidad en ¡o solicitado por 
el ministerio publico, definitivamente juzg¡„,do, fallo: conde- 
nando á James Davison, -i Ja pena de presidio por tiempo inde- 
terminado; y demás accesorio* legales que establecen los inci- 
sos i y 2" del artículo 63 del Código Penal ; más reclusión 
solitaria >r tS diai en los aniversarios del crimen, y costa* 
de este juicio. 

Notifiquen r 00 el original, reuníase testimonio de esta sen- 
tencia, en su oportunidad, al director de la penitenciaría v ha- 
g ,is.' saber al señor jefe de policía. 

Gervasio F. Granel 
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VISTA DEL SEfi-UR MOUJllADOH GLKElUl 

■ 

nut rios Aires, uttuure 10 de Ifl9& 

Suprema Corte : 

De la confesión del procesado de foja 18 vuelta, ral itícadu á 
l'itjíi Í3 vtietta , y concorda n tu con las declaraciones de lo* tes-- 
tigvs oculares le fojas 3, t6 vuelta, 4, II j 21 vuelta debida- 
mente ratificada á fojas 38, 40 y 43, resulta pl. neníente com- 
probado que Jumes Uavison es autor di I drlito de homicidio 
voluntario perpetrado en la persona de Luis Agastoun á bordo 
de la burea inglesa < Amona »■ 

El procesado inauiliota en descargo de su responsabilidad, 
haber sido provocad" con injurias por el que resulto su victima 
y haberse encontrado ébrio en el momento de ejecutar el acto 
fcomn-ida. 

J/a primera excusa invocada no ha sido comprobada de nin- 
guna manera en autos, pues todas las actuaciones del sumaria, 
ratificadas en ptenurio, demuestran que entre el victimario y su 
victima no medió otra circunstancia que ta negativa de éste, 
para prestarle cinco centavos que le pidió el primero sobre cu- 
bierti inmediatamente antes de ocurrir i*l homicidio. 

Por otra parte, invoca tanibtert el profesado en su favor, el 
hecho de haher ocurrhiu un incidente entre él y su rfetima la 
mü&» anterior A la perpetración de" delito; pero dicho inciden- 
te «iii.» según constancia de fojas 26 y 28, consistió en que Da- 
víhoii y Agnstotin se tomaron á golpea de puño, estando ébrio 
la m.cbe antes del homicidio, no puede en manera algunn, aún 
aceptándolo como bien probado en autos, entrañar una provo- 
cación del delito cometido, sin discusión y sin riña, 

Kn cuanto á la influencia legal de la ebriedad en que Davi- 
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son ,-ometió el delito con respecto ó m responsabilidad penal, 
creo que debe considerarse como una c¡ reactancia atenuante 
de responsabilidad, al tenor de lo dispuesto en el inciso 1- del 
artículo 83 del Código Penal. 

De manera que, tratándose en el caso sub-judice de un homi- 
cidio cometido sití provocación de parte de la víctima y sa vic- 
timario, y considerando en favor del procesado la circunstancia 
atenuante de la ebriedad en que se hallaba a] efectuarlo según 
se ha comprobado, et recurrente es pasible de la pena de presi- 
dí" por tiempo indeterminado al tenor de lo que establece .1 
incisa del artículo 95 del citado Coligo Penal. 

Encuentro por ello ajustada á derecho la sentencia recurrida, 
y pido á V. E. se sirva confirmarla por sus fundamentos. 



I 'alio dt> tm Nupkhm «,'arte 



Huenos Aire», Noviembre 14 de 1899. 

Y vistos : considerando: Mmero : Que las declaraciones de 
los testigos del somariu demuestran «nr el procesado James 
Davison es el autor del homi.idio de Luis Agastoun perpetra- 
do A bordu de la burea * Ariz.ma ». 

Segundo: Que Davison confiesa el Lecho alegando haber sido 
pr focado por la víctima con injurias ilícitas v graves, de he- 
cho y de 




juno de los festivos declara que Agastuan 
diera de golpes al procesado, estando ú bordo del .Arizona* v 
que las palabras que el testigo Silvio Genaro (f..j a i 6 vuelta) le 
oyó proferir no constituyen injuria grave que pueda provocar el 
homicidio. 
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t'war/o: Que la obrieilud de Davison en el momento de co- 
meter el hecho esta comprobada por tas declaraciones de los 
testigos Genuaro, Reynolds, Murruz y Husliaui. 

tjuinto: Que el delito cometido por James Davison debe n»r 
calificado de homicidio con alevosía, mediando una circunstan- 
cia atenuante, pot ia con] le t» aplicable la pena gtie RJa en el 
inciso segundo del artículo noventa y cinco del Código Penal. 

Por esto, de conformidad con in expuesto y pedido poi el >v- 
ñor Procurador general y por sus fundamentos, se confirma 
con costas, la sentencia apelada corriente á foja noventa. N«- 
tifí-jueM- original y devuélvanse. 

BEíUAMIN l'AK. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BLUGE. — JUA» E. 
TOKBKKT. — II. HAKTIVEZ, 
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Criminal contra Pedro tiinclla, f¡ar {ateificacim de moneda de 
n Hiél de curso flfyfá?, y contra lío mingo i'esre, por leu ta lira 
de circulación de dicha moneda. 

Sumario. — La falsificación «le moneda dt nikel di nr so le- 
gal hace pasible al reo de ta pena de tres años de u cuajos fot- 
ladosj multa de 275 pesos fuertes ; y la tentativa de circulación 
de dicha moneda, de la pena de 18 meses de trabajos forzados, 
y 137 pesos 50 centavos fuertes de multa. 



nt jlsth:ia «ai;io?ial Hl 

í'aso. — Resulta del 

ft'alto del Jun Fe4«-»l 



fluí nos Aire?. Moyo $84é JS9M. 

Y rUtos: .-stos autos se^ui ios de oficio contra Pedro Ginetln, 
italiano, de 46 año- de. udal, casad*., carpintero, domiciliado 
Caiir.ing 909 ; y contra Do inhibo IV -ce, italiano, de 49 aiio> ( ca- 
sólo, conliter-, domHliado Halabia 1106. aerado de fgkiflea* 
ciuti de moneda de oiket, di; los qni resulta: 

Que los detenidos fueron conducidos á ¡a comisaria de pes- 
quis! pur age titea de la misma, por estar sospechados de cirnu* 
lar moneda falsa de nikel, los que fueron registrados, encon- 
trándose en poder de Pesce varias monedas, 

t¿ue envista de una autorizaron eonf-rida por Giuella, fué 
revisado su domicilio encoutr iurlose en é\ los objetos á que hace 
referencia la diligencia de f.ija 4. Practicada igual diligencia 
en c isa de Pesce, «lió por resalíalo el que se indica en el acta 
de foja 5. 

A foja 10, es llamad i i declarar este último y manifiesta : 
(¿ue tenía en sn poder hs monedas que le fueron secuestradas 
en l i policía, agregaud > : ib el dia 4 ile. octubre del año pasa- 
do salió en libertad de la eAlCel donde se hallaba n-'iisado de 
hurto, y no teniendo trabajo ni recurso se dirigió á su amigo 
Glueila, quien le dijo que podía hacerla ganar una comisión, 
Con cuyo moiivo le encargo de la conducción 'le Jas monedas se- 
cuestradas. Jas que según Ginella, debía vender á una persona 
á quien el declarante no conocía. 

<¿u<- cnüudo se encontraron en la calle de Córdoba fué dete- 
nido, ignorando quién ó quiénes serAn los autores de esa falsifi- 
cación. 




Que los elementos que le bao sido ffeu#»trad o« nu U* líen*? 
con objeto lie falsificación kimo | 4f4 otro* n^*, 

A foja 13 y siguiente* , declara IVdra *Ku*h* f áiei : qu.< 
la» monedas secueitradai á mu coj;ip»«*r<; fm0t 4 kan «ido íai- 
•ifiradas por el decía ra nte en compañía 4*1 referido, hace coro» 
tres meses, do siendo las única* r)M ha M habiendo cir- 

culado o inga no, y que iba á r«ad«f * oa i fufen m# 

conocía. 

Que esas monedas luí hizo en Un» MN 4* tüllff Ynpré, don- 
de vivía Pesee cuu su esposa, y qu* áiffnw 4ín anee* de tnu- 
daraede esta casa, ['«neo le llefó y I*' oVj/^n *u í j*j todo* l«i 
elementos de la falsificación q«" I* babUn «ido **<fj '«Irados, 

Que cerradu el sumario, ei iefluf pfwt$t#ivr «Val promueve 
su acusación de foja,., solicitando *e aoli<|<i' i <í jubila la pena 
que e-itablece el articulo de la ley An ii 4n ÜtüiemUf* 4*- IK64, 
y a l\*ice la misma pena disminuida en la f'/rwa *-n que dt-ter- 
&Ín» el iiieiso 2' del artículo 12 d"í WvU'j» Í'*tt*\, 

VA defensor de IVsi'e *e adhiere á lo v*\wAt*4h por \ minis- 
terio públieo, y id de í/jiieJü pide qu*- §n4«U wVt lo i alnu-dlo 
de culpa y cargo por uu «-star jm »¿*fo "o J¿ í^y *l delito qne -e 
le imputa, en úl limo caso, que «e i" apií'|0" *-! mínimo 4- la 
pena indicada por el artículo 00 i* U í*y tt'M*, teniendo < n 
consideración la uir uii^taneja atenuante d« bauer procedido íjjé- 
pul^ado pur la mi-< na de ni d< iludido, 

Que abierta la causa a prii"ba, «o *.*> \ t *\uyt ninguna, íla- 
luúndost* iluten pura deliiiitrta, 

Y considerando : Q.ie de lo r< -\¡» «onado; d'ffim cotHtait 'ia<d*- 
^est'f proceso, resulta suü teniéndote comprobado U perpetra- 
ción del delito de fulsiu'eacion 4* moneda 4« «jM eJe la naoon 
por los enCAUsadei l'edro GuHU y íf «lin^o F«*¿#, K»to». al 
prestar sus respectiva» indagaron*», ><mb **U ampliamente la 
intervención respectiva que han teaido e« aeUr delicio*™., 
intervención que, por otra parte, * baila ^deau-roente cora- 
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probada por las declaraciones sumariales, y por el secuestro 
hacho par la autoridad policial ciel verdadero Cuerpo riel delito. 

ijiie el delito incriminado y aprobado, es el previsto y casti- 
b ad„ por .1 artículo 60 de la ley penal nacional de 15 de Setiem- 
bre «le 186a, y por el artículo 1* de la ley especial de creación 
déla moneda de nikel número 3321; „o hiendo, desde luego, 
u ¡Me ni procedente, la defensa bectm por el defensor de Gine- 
lla, de que la ley no consagra ninguna pena para los falsifica- 
dor.^ de monedas de n.kel, y que por tanto los jueces 1)0 pue- 
den ardicar penas por analogía, ni tienen facultad para suplir 
delicieneias de las leve* penales ; desde que, como queda esta- 
blecido, el artículo 1° de la ley número 3321 expresamente k- 
gisla el cssu ; prijicipio éste que ba sido ya consagrado por una 
jurisprudencia uniforme de Ja Suprema Corle de justicia, como 
puede Terse entre otros, el pronunciamiento dictado en la causa 
seguida por idéntico delito contra Kduardo, Coppmi radicado en 
la secretaría actuaría. 

(¿uela pena que con esponde sea aplicada ¡S Pedro Ginella, 
como autor confeso de ta laUiliea ion de la expresada moneda,' 
es la que marca el arríenlo 60 di- la | t y recordada de 1863, en 
SU término medio, por ausencia de toda circunstam ifl, artículo 
52, Código Penal; y ¡i Domingo Pesce, como autor de una ten- 
taina próxima de una circulación d- monedas falsas de uikel, 
indeof», del artículo 12 del código citado, la misma pena, dis- 
minuida en!a forma allí prevista, esto es, desde la cuarta parte 
á la mitad, y también en su término medio, por idéntica razón. 

Por estos fundamentos, y de conformidad c on la acusación, 
de fin Hitamente juzgando, rallo: condenando ¡i Pedro Ginelln, 
como autor de la falsificación de moneda de nikel que instruye 
e*ta « ausa, á la pena de 3 años de trabajo» forzados, multa de 
200 |»esos tuertes, accesorias legales y costas procesales ; y a 
Domingo Pesce á 18 meses de trabajos forzados, multa de 137 
pesos con 50 centavos fuertes, accesorias y costas ; debiendo á 
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umlííis serles descontado el tiempo de prisión preventiva sufrida 
en la forma preceptué,, por el artículo 92 «le la ley 14 de Se- 
tiembre de 1863. 

Notifíqnese ron el original, hágase su ber al director Sé la 
cárcel Penitenciaría y a! señor jel'e év l'olida, y repónganselos 
sellos. 

Agustín Ir diñar rain. 

VISTA DBI. SRSí»H PRORUflADOn GE?¡EIUL 

Buenos Airea. Octubre \1 av I^hu. 

Suprema Corte: 

U sentencia <Je foja 48 que condena ñ Pedro G i Delta com < 
mit'-rde una falsificación de moneda de uikel ¡i 3 anos de tra- 
baja* forzados v inulta, etc., y Á Domingo Pesce, á 18 meses - 
de la misma pena y la multa correlativa, se ajusta a la constan- 
cia del sumario en cuanto al hech» y á ta pi escri|u ion del arií- 
cuío60de la Ity penal de 1893, en ninnt» al derecho. 

El defensor de Oinella no ha expresado agí arios, y el de Pesco 
ha druidu uietiiuirjf respeetuoMj, s.gun su expresión do foja 
62, ante la justicia de la sentencia. 

Bástame por ello invocar sus justos consídi-ramtos, para pedir 
á V. K. se sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Salnnianu Kicr, 

fr'allt» de tu aupremit Ctorfe 

Uueuos Airvs. Sovicmbre 1 L de 

Vistas : De acuerdo con lo ei]iuest«» y pulido pur el señor 
Procurador geneial y por sus fundamentos, se conürma c^n eus- 



tas la sentencia apelada de foja cuarenta y ocho. Notifique» 
original, repuestos tos sellos devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO BUKGE. — JUAN ü. TO- 
HRENT. — ||. MARTINEZ. 



CAUSA CDL 



El doctor ífiM- Benjamín fas, hijo, contra don Francisco S. 
Menn, por cobro ejecutivo de pesos, sobre apelación dene- 
gada. 

Sumario. — En el juicio ejecutivo no es apelable el auto no 
haciendo lugar ¡i la absolución de posiciones. 

Vaso. — Resulta del 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 



Evacuando el informe ordenado por V. E. en el recurso de 
hecho, interpuesto por don Teodoro Vaccaro, en representación 

T. 1. 1 IX II 



JU 
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de «ton Francisca S. Menn, en loa autos seguidos contra éste 
por el doctor Benjamín Paz (hijo), sobre cobro ejecutivo de 
pesos, cúmpleme exponer: 

Que abierto Aprueba este juicio en la excepción de pago 
opuesto por el ejecutado y citado éste á absolver posiciones, ma- 
nifestó su apoderad') el señor Vaccaro, no poder concurrir su 
poderdante á absolverhs por encontrarse enfermo, sin acompa- 
ñar certificado médico en virtud de lo cual solicitó y obtuvo «<> 
señalase nueva audiencia. Citado por segunda vez, se alegó la 
misma causal para excusar nuevamente ¡a inasistencia del eje- 
cutado á la audiencia señalada, presentando certificado médico, 
disponiendo el juzgado, á pesar del pedido del ejecutante de 
que se trasladan el Tribunal al domicilio del señor Mena para 
que si 1 le recibiera tas absoluciones pendiente*, que se le 
citara p^r tercera vez con ese objeto. El día señalado para 
la tercera citación y 50 minutos después deja hora fijada 
para la audiencia, se presentó el señor Vaccaro manifestando 
que su representado no po lría tampoco concurrir á la audiencia 
pur continuar enfermo, sin acompañar certificado médico. En 
visia 'le estn y habiendo pedido nuevamente el ejecutante, con 
anterioridad de 24 horas que et juzgólo se trasladar» al domi- 
cilio del ejecutado para recibir las posiciones pendientes en caso 
de que, cuno sucedió y queda dicho, no coucurriera'á ésta ter- 
cera audiencia, el juzgado dispuso trasladarse al domicilio del 
ejecutado, denunciado por su mismo apoderado, á objeto de 
recibir las posiciones de) señor Me mi. Notificadas las partes, y 
en el mismo díase trasladó el Tribunal al domicilio denunciado, 
con motivo de cuya diligencia se e' tendió la siguiente arta : 

f En la misma fecha 5 de Octubre de siendo las 

cuatro pasado meridiano, se constituyó el juzgado en la calle 
de Ouvo número tól, indicado por el apoderado del ejecutado 
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tado por el ejecutado don Francisco S. Ufan, se contesto por 
H ttuefio de casa qu tí ,.| se ñor Menn no vivía allí (Me haee un 
mes próximamente. En este estado el representante del ejecu- 
tante so lie ¡10 del juzgado que, haciendo efectivo el apercibi- 
miento decretado se dieran por absuettas en rebeldía del señor 
Ken*) las posiciones que tiene presentadas, y que ejecutoriado 
el auto que así lo resuelva, se agreguen Ú los autos, vomu parte 
de la prueba que lia ofrecido. 

Tara fundar esta petición bao- presente al juzgado que es la 
tercera vez que el señor Uftttf bajo pretexto de enfermedad, 
desobedece lí la citación hecha bajo «I a percibí miento de ley: 
que ha sido notificado debidanietit- en el domicilio fijarla por la 
misma parle de Menn : y que no era posible en otra forma ha- 
cer efectivo el derecho del ejecútente ni proceder á reconoci- 
miento médico, solicitado por el señor Menn, v n au escrito pre- 
sentado en la fecha, porque ni indica uu ntteto domicilio, ni el 
Ligar donde se encuentra en Termo, lo que demuestra acabada- 
mente el propósito de violar Jas resoluciones del juzgado y evitar 
el ejercicio del derecho que corresponde al ejecutante. Acto 
continuo manifestó el señor Vaccaro en representa, ion de Menn 
que, á Un de salvar perjuicios .i su representado, pide previa- 
mente se resuelva lo solicitado en el « Sl rito presentado en la 
ferha .Je hoy. Con loque sedíú por terminado el acto, ordenan- 
do H.S. se pusieran M autos ¡il despaehu para proveer lo que 
corresponda, firmando con los comparecientes previa lectura, 
por ¡inte mí de que doy fe\ 

t,mnrl. — Pizarra. — T. Vaccaro. 
— >/. t. Homh . 

Inte mí: 



E. M. '/(imita. 



UH FALLO» TO LA MPItEHA <:OliriS 

K\ juagado proveyó lo siguiente : 

Hitetio* Aires, rictubre !> de 181W. 

Y vistos: cónsul arando : I o Que constituido el tribunal én 
el d nuicilto denunci ólo del ejecutado, j>ur su misino apoderado, 
resultó no vivir allí, ni en jontrarse en la* condiciones maui- 
fes lailas en til est rilo de foja ciento veinte y nueve. 

2 o Que en tal situación no habiéndose indicado antes ni du- 
rante esa diligencia un nuevo domicilio, el juzgado se ha ha- 
lindo inhabilitado, 6 de tomarle declaración al ejecutado, do 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 6 de la ley nado- 
nal de la procedimientos, ó de diferir el interrogatorio pura la 
próxima audiencia, de acuerdo con lo previsto en el artículo 117 

Que estos hechos Colocan al ejecutado dentro de la dispo- 
el ai-tirulo 115 de la referida ley, por cuanto no ha sido 
pur culpa de la misma parle, apreciar Injusticia del 
motivo de ¡su no compareneU. 

4° L¿ue si bien el ejecutante, pide que, una vez que se halle 
consentido el auto que manda tener por confeso el ejecutado, 
recién se agregue el pliego de posiciones, tal petición no pro- 
cede, desde que recien al resolcer la excepción opuesta, el juz- 
gado se hallará en condiciones de juzgar de la pertinencia de 
lus posiciones, y en su caso si procede ó nó, dárselas al ejecutado 
por ¡ibsueltus en su rebeldía p;ira todo lo cual is menester sn 
agregación previa. Por é*to, agregúense á los autos el pliego de 
posiciones acompañado y féngase presente para resolver en 
oportunidad lo que corresponda en justiria. Repónganse las 
fnjis. 

Gervasio l\ t ir anal. 




Ku H;Bte e-tado la parte ejecutada pidió que el ejecutante 
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abí>okk*ra posiciones por segunda Tez, úlo que no so liiio lugar 
por bailarse vencidu el término de prueba, según certificado 
.le! actuario, ¿educidos los recursos ñe reposición y de apela- 
rlo» en subsidio, y prt'n > el trabado de ley. El juzgado no hiao 
lugar á ellos, en viru-I de lo establecido en el artículo 300 de 

Es cuanto hay v'** informar al -esperto. 
Dios guarde á V. E. 

ti. /VíTer. 



Pallo d> I» ftuprrma 4 ort+ 

■ 

Buenos Aire*, Noviembre 11 «Je iK&t 

Vistos en el acuerdo: Por lo que resulta del precedente in- 
forme y atento lo dispuesto en el articulo trescientos de la ley 
de procedimientos no ha lugar al recurso interpuesto. Remí- 
tanle « alus artuaciones ¡il juez dé la cansa para su agregación 
á Ins autos principales» reponiéndose el papel. 

ABEL BAZAtt. — OCTAVIO BUNRE. 
— JUAN E . 70HHENT. - - H. 
MtKTIKEZ. 



■ 



■ 
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•a? 

C AUSA <I»M 



Itüti Francisco A'ieulat/, hijo, omtra la campa ata <le setptms 
* La Hoxarw*, por euhm de seyUro; mitre apelación denr- 
t/ada ¡/ apercibimiento. 

Sumario. — i° No es apelaUe ei tinto mandando pagar eje- 
cativamente el importe del segur.». 

2 U Corresponde á la Suprema Cort.- y u» al juez <le sección, 
mandar testar las palabras inrorrectas emplearlas en escritos 
presentados unte ella, 



Resulta del 



IMOHllE ÜKL JUEZ t&UERAI, 



Suprema Corte: 

He resuelto testar la palabra subrayada co» lápiz de color, 
pr reputarla ofensiva & mi dignidad. El abogado !i ríñante de 
"ese escrito, doctor Luis V. González, es reiucidente por esas in- 
ju^tilicadas faltas de respeto al proveye-nte. 

Cumpliendo lo resuelto por V. en eJ recurso directo dedu- 
cido por la compañía de seguros « La Rosario » en ln ejecución 
se-uida por Francisco Nicolay (hijo), informo: 
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QueNieolay se presentó ante este juzgado acompañando un 
boleto de contrato de seguro marítimos ubre incendio, celebra- 
do con la compañía de seguios cLa Rosario» y demandando á 
ésta por el pago respectivo del seguro. 

Durante el trámite del juicio ordinario, se presentí) el actor, 
de acuerdo con el artículo 1231 del Código de Comercio, dedu- 
ciendo acción ejecutiva contra l;i intencionada compañía de si— 
gil i os * Lt Rosario», por la >'antidad de 2557 peso» nacionales, 
ofreciendo l;i fianza de Jos agentes marítimos señorea G tías tu - 
rino y Villarruel, domiciliados en esta ciudad. 

VA infórmame resolvió : Aeompiñeeti préví amenté la póliza 
del seguro y justi/h¡uese la solvencia de los fiadores propues- 
tos. 

YA actor en cumplimiento del precedente decreto, presenta 
en prueba de la solvencia de lo;, fiadores Jos certificados de pu- 
t entes nacionales que los acredita despachantes de Aduana y 
consignatarios de buque-i y un contrato de sociedad en escritu- 
ra pública, por el cual consta que el capital de Ja sociedad es 
de 3000 pesos. 

A mérito de los comprobantes mencionados, el informante 
resolvió: Téngase por acreditada la solvencia de los (iadores 
propuestos señores Guastavino y Villarruel, y no habiéndose 
presentado la póliza original del seguro, comparezca el geren- 
te de la compañía demandada, don Diego O. Le Bass, á recono- 
cer la tirina del documento de foja 1, bajo los apercibimientos á 
que hubiere lugar en derecho, en la audiencia del día 28 del co- 
rriente. 

Contra este auto deduce la compañía los recursos de reposi- 
ción y apnlacion en subsidio, alegando la insolvencia délos fia- 
dores y afirmando en el «primer otrosí * de este escrito : 

c Que el asegurado después de iniciar la demanda ordinaria, 
ha pretendido cobrar el importe del seguro en forma ejecuti- 
va, de acuerdo con lo establecido en los artículos 1430 y 1431 
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del Código de Comercio, á cuyo efecto ha ofrecido la 



ios señores Guastavino j Villarruel, ¡uto se ha guardadu bien 

de presentar la póliza con el propósito deliberado de ocultar 1» 
verdad al tribunal, procurando sorprenderlo ñ fin de arrumar 
por este medio ilícito un auto ejecutivo. Poro en salvaguarda 
de los derechos de mi parte, vengo ú manifestar á Y. S. que se- 
gun el artículo 20 de las condiciones generales de la póliza, 
ésta no es ejecutiva ¡i las efectos del artículo 1231 del Código de 
Comercio, hasta tanto que la reclamación no haya sido justili- 
cada y aceptada por la compañía ó por el tribunal» en su i-aso. 
siendo esta una estipulación del contrato, debe respetarse y 
cumplirse, y, por consiguiente, el asegurado nu tiene título eje- 
cutivo enel sentido que lo establece el artfeulo 1231 ciiado, 
basta que V. ÍS. no haya fallado el litigio cuya fifís contesta- 
do se |ja trabado vapor la contestación a* la demanda. 

* V. S., pues, antes de resolver la sulicitud pendiente del ase- 
gurado relativa ¡í la entrega del vah<r del seguro debo ordeiur- 
1p que exhiba la póliza, bajo apercibimiento de no acceder ¡i lo 
que se pide. 

•i .Mientras tanto y para mejor abundamiento me permito 
acompañar un ejemplar en blanco de las pólizas qUe otorga ta 
compañía en la sección marítima, cui/o formulario es igual al 
yue se firmó en favor del asegurado. 

« Por tanto: pido á V, ? que mande agregar á sus antece- 
dentes el formulario adjunto y de conformidad A lo establecido 
en rl artículo 1230. inciso i , del Código de Comercio, ordene 
al asegurado la exhibición de la póliza, bajo apercibimiento -I e 
no hacer Jugar á su acción ejecutiva por ser también de justi- 
cia, que pido, con costas u. 

Del precedente recurso se rorrió traslado al actor, quien ron- 
testa afirmando la solvencia de los fiadores legalmente justili- 
cada por las patentes exhibidas y el contrato soci;il y niega 
q*ie se haya celebrado contrato de seguro en los formularios de 
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póliza que acompaña «1 ejecutado, sinó que el único contrato 
existente es el boleto de foja i. 

Citado el gerente de la cumpa fría a reconocer la firma del 
contrato priv¡nio celebrado entre ambas partes, la reconoce; y 
preguntado si entre el declarante y el augurado han firmado 
una póliza semejanta al ejemplar de foja $$ presentado por su 
apoderado en este jui-do y *\ esta póliza se ha agregado ni libro 
respectivo á qu«> se relieve <d documento de foja 1, contestó : 
t i¡ue no, porque tratándose de seguros lluviales di* poco impor- 
tancia sólo se á<coitutnbra la fórmula del oontrat- de foja 1 >. 

Kn seguida sedtetó la siguiente resolución: 



H.wirm. imumv ¿ I ib- 1H!Í). 



\ iatos : estüü mtos entre td señor F. Xicoluy y la compañía 
• L:i Rosario » para resolver .1 pedido del ador ;i foja i y ¡a re- 
vocatoria deducida por id ejecutado ¡i foja 39 del incidente. 

Y considerando : 1° Que estando reconocida á foja Ni la 
brma del documento de foja i en la causa principal por el 
gereritede la compañía de seguros « La Rosario» y habiendo 
de el arad o en el mismo acto que no se ba celebrado entre asegu- 
rado y asegurador otro contrato ni póliza semejante al ejem- 
plar de foja 88 adjuntudu por el ejecutado, quedaba habilitado 
el documento de foja 1 pura librar mandamiento de ejecución 
contra el ejecutad-, en fuerza de lo dispuesto en el articulo 
1231 del Código de Comercio y 251 de la ley nacional de enjui- 
ci :t miento. 

2" Que la discusión en la causa principal del mérito de ios 
derechos y obligaciones del asegurado y asegurador, no obsta 
ai ejercicio de la vía ejecutiva para cobrar el valor del seguro 
según la terminante disposición de la última parte del artícu- 
lo 1231 del Código de Comercio, 
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3" Que la apreciación de i a solrencia de les fiadores es 
atribución propia riel juez y no de las partea, 

4" Que con los doi-umentu* presentados >e ¡tía justificado 
su r¡c ¡ "tit emente La iiolTi'iii ia ile los fiadores para responder por 
la suma de 2500 pesos nacionales moneda legal sin el i'un- 
trarin hura de mostrad o la simular ion 6 falsedad de esos docu- 
mentos. 

Por estas consideraciones, resielfn: f|ue, previamente, otor- 
guen lianza en forma tos (¡adores pm ¡meato*, cumplida ésta, 
se libro mandamiento de ejecaci-' 1 contra la compañía de sc- 
guros c La Horario» para que dentro He tercero día dé y pague 
¡il ejecutante señor Ni^olay (hij«»1 # la cantidad ti e pesos 
inor.riia nacional legal, bajo tipemh i mient-t di* embargo por ca- 
pital, interese» y costas. 

No se hace tugar á la revocatoria deducida ;i foja 39 ni »l 
recurso de apelación subsidiariamente interpuesto en mérito 
de la prescripción del artículo :¡00 de la ley de enjuiciamiento. 
Con costas, por reputar temer aria la afirmación contenida eti 
fl i-muer otrosí del escrito de foja 31». Repónganse. 

P(ir la declaración jurada del gerente de a compañía, resul- 
ta ser falso que 86 baja firmado entro parte* póliza de seguro 
en f-rin alarios impresos semejantes ul u.ue el ejecutado ha 
presentado en autos. 

Despachado mandamiento de ejecución, la compañía qo ha 
pacido la cantidad demandada y ha ofrecido una casa á em- 
bargo. 

K$ cuanto tengo que informar a V. E. eii cumplimiento He su 
resolución. 
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ralla dr Im ttu|iremw l'artr 

Buenos Aire», Noviembre 1 1 ■]«- líiiíy. 

Vistos en el acuerdo: de conformidad con el arríelo tres- 
cientos de la íej de proeedimientos que el interior ha ¡nrocado 
como fundamento del aeto denegatorio de la apelación, scgnn 
reinita del precedente Informe, se declara bien denegado el 
rerurso. 

V teniendo en consideración que el escrito en que se inter- 
pone laapelaeiuii directa li a s id o presentid.» ante esta Corte, lo 
que haré que sea :i ella y no al juez inferior á quien correspon- 
da apreciar la corrección ó incorrección de lo* términos que 
la parte haya empleado y dictar en su ea-o la-; medidas disci- 
plinarías correspondientes ; bógase saber al juez infnrmante 
que oo ba podido ordenar se teste la palabra subrayada cuo lá- 
piz de color, la que por disposición de esta Corte, temida en 
estf acto, debe mantenerse testada [ior sor así procede nte f tes- 
t indose igualmente en el original, recomendándose al aboba- 
do que firma el mencionado escrito, que guarde eslílo. Remítase 
al juez de la causa para su agregación á los autos principales, 
reponiéndose el papel. Notifíquese original, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGB. — JUAN K. TO- 
MtENT. — H. MAKTINEZ, 
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■ 



l'A fkcn nacttmai can f ra tlofta Celina Mucha tic liattilaua 

sobre expropiación 



Sumario. — No prosiguiéndose) p»r el s.-ñor Procurador <je- 
neral el rr.*cnrsn interpuesto por H procurador fiscal, deben 
iliu-oIvi-Tsc EOS «utos ul juez fin la causa. 



— Resulta del 



r»tl* de» Jurt »>drr«I 



Kuenos AiTtíí, Jtilhi íM Je 18911. 

Y visios: e*tu> autui promovidos por el señor procurador 
Ü-ci-al rotura ci< -ña felina Atocha di" Battilana. so^re expropia- 
ción, de los cuales resulta : 1" Con fecha (i *Í *■ Julio Je el 
tefinr procurador fiscal ocurrió ;il juzgado, manifestando : tjue 
• n cnmpli miento d«* las instrucciones contenidas >•» las actua- 
ciones que eu foja 5 gicomnftñaba, y «le acuerda con el ;irtlm!o 
2 'le la ley numen» 3379, relativa ú las construcciones de¡ *-di- 
licio para Instituto <ie Medicina legal y de utilidad piVolica el 
terreno comprendido filtre las calles Córdoba, Viamoole y Jn- 

ioiciaba el correspondiente juicio de i ipropiacion contra la 
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señora Celina Atocha de liatttlana, propietaria de una fracción 
de terreno referido. 

2" Que de conformidad á lo dispuesto en el artículo 6" ríe la 
ley de exprimí ación de bienes, fueron la* partes convocad tía á 
juicio verbal á efecto de designar respectivamente los peritos 
deberían hacer la estimación de aquel, en cuyo acto la se- 
ñora Atucha de Batí ¡Lana nombró por su part.- al si-ñor Fran- 
cisco P. Bollini, y el señor procurador fiscal al señor .lulían 
ILildunado. 

3° Que á foja 15 cor r* 1 el informe de este último, en el cual 
arriba a tas siguientes conclusiones : «Que en justicia y 
equidad estima el valor del terreno expropiado, ron las cons- 
trucciones en él existentes, á excepción de las did ettahleci- 
míenlo calle Viamonte número 2135, ocupado por los señores 
Negruui hermanos, en 35 pe*Q8 moneda nacional el metro cua- 
drado, o sea por la cantidad de 136.791 pesos con 90 centavas 
moneda nacional legal*; y á foja Socorre igualmente el infor- 
me riel señor Bollini, quien lo estima á ruzon de 40 pesos mo- 
neda nacional el metro cuadrado, ó sea no total de 156,334 
pesos con 4>0 centavos moneda nacional. 

4 o Que habiendo observado la señora Atucha de Battilana 
qu>- los referidos peritos no tenían olra misión en esta dase de 
juicios, que la de lijar el valor pejngj del bien expropiado, como 
también el did daño emergente y lucro cesante del propietario, 
pm-stoqu.'la ley nn habla del precio, sino de indemniiacion y 
está comprendida en esa palabra todo perjuicio causado al mis- 
mo con motivo de la expropiación, debía volver ií los mismos el 
informe pericial que habían presentado para que completaran 
su misionen el sentido de las observaciones qoe contiene el es- 
crito de foja 24. 

Habiéndose adherido a esta petición el señor procurador fis- 
cal, el perito señor Mal donado se expidió á 'o ja 28 manten ien* 
do la-, conclusiones de su informe anterior; y el señor Bollini 
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ampliando t'l suyo, y agregando ta suma (ie 20.000 pesoi mo- 
tieda nacional por indemnización de los perjuicios que la cadu- 
cidad ti el contrato celebrad o con los señorea Nugron i hermanos 
¡rvi-jíttba a la señora Atocha tic Battilana. 

5" Que. habiéndose dec retado « para mejor proveer », un com- 
parendo verbal, las partes concurrieron á ese acto, y convinie- 
ron en el nombramiento de un perito ternero, enya misión seria 
veriucar el justiprecio real del bien expropiado, expresando el 
área exacta de. terreno y detallando mi nudosamente en su in- 
forme cada objeto solne que recayera la estimación y el valor 
pecuniario de esta, todo con Mijeoiun á la disposición de la Ipy 
respectiva. 

6 M Que á foja 10 el referido perito presentó su infnrme, ex- 
presando en él que la superficie del terreno se compone de 03 
metras 20 centímetros de frente sobre la calle Viain-nite, por 
61 metros 16 feo if metros, de fondo y frente al cate, teniendo 
en <<i costado oeste, y lindero ron la Facultad de medicina, 
(¡I metros 00 centímetros, y en el Dontrafiente al notte, 63 me- 
tros 13 centímetro, loque hace una superlicie total de 13.980 
metros 34 centímetros cuadrado-. Que por so central ubicación 
y formar esquina, estima con arreglo ¡i las última- ventas rea 
tizada*, en lastima de 1 50.33 J pesos cun 60 centavos de curso 
legal, á razón de 4 pesos el metro cuadrado. 

En seguida enumera bis construcciones existentes en el refe- 
rido terreno, expresando que con frente ¡í !¡i calle Viiimoiitc 
bajo el numere 3135 y abarcando una extensión de 37 metros 
20 centímetros de frente p »r 01 metro- 60 centímetros de fon- 
do, existe un galpón Construida de fierro galvanizado, íiicIumi 
su^ techos, parle sobre parantes de lierro, y en el cual funcio- 
na un taller mecánico de propiedad dt los señores Ne^rmn y 
hermanos, á quienes pertenecen las construc iones según con- 
trato a que bace referencia en su informe, por cuya razón no 
incluye en él el valor de ellas. 
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tyüé contiguo ú ese terreno y inalado con el número 2107, 
exdst» una cusa (!■■ familia, compuesta de ^tctu habitaciones, 
etc., que a preda en hi suma de 7000 pesos moneda nacional ; 
con frente ¡i i¡i «ral tu Jiintn bajo el número 710 ¡i 7 i i, existen 
otra* .seis rusas chicas cuyo detalle se expresa y determina 
minuciosamente ,>n el precitado informe, y de las entiles, tres, 
Ja* m- Haladas con ]..* números 732, 734 y 744, pertenecen á fu 
señora A turba de üattilnna y son estimadas « n Ni suma de 6000 
¡ir>üs moneda nacional. 

tjue en resumen, el va¡or total de ly expropiado asciende ¿i 
ta entidad de 1G9.333 pesos y GO ceDtar.us moneda nacional de 
curso lega). 

Y consideraud" : l u Que respecto de la extensión del terreno 
expropiado, no hay discrepancia entre los peritos, quienes le 
asignan un ana total 3980 metros eco 34 'ciilimetros euu- 
d r a d os, 

2° Que atenta la forma i-u que lia sid« solucionada la ein-s- 
tioa respecto á los intereses de los señores Negroni y hermanos, 
el juzgado está llamado á pronunciarse solamente sobre ■>] va- 
lor (j:»tí le atribuya al terreno expropiado y las consti uccimit 3 
pertenecientes á la señora Atocha do Batí i la na que se déla Han 
ínimii'íosaBiente en el informe de foja 40, teniendo para ello 
en cuenta la disposb ion contenida en el artículo 16 de la ley 
respectiva. 

3" í¿uk- en atención al criterio con que los puntos aprecian el 
monto de la indemnización, debe el juzgado ajustar mi opinión 
á l.i regla general aplicable en estos caso*, que lo es: el examen 
ocular de la propiedad, su valor en relación á la venta iU> pro- 
piedades adyacentes, y todos aquellos perjuicios que aoii una 
ron secuencia forzosa de 1¡i expropiación ; debiendo también te- 
nerse presente, que en caso de .luda sobre el valor cierto de la 
tierra, á causa de la disparidad de opiniones de los peritos >o- 
bre 1 1 particular, del»- estarse en favor del expropiado, y el 
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valor que se lije» debe ¡i In reí servir de justa compensación al 
sncrilici» que se impone al propietaria en beneficio del público, 
circunstancias todas ellas tuque deben reparar la solución del 
asunto, porque asi corresponde en derecho y así lo tiene consa- 
grado la jurisprudencia de ta Suprema Corte Nacional. 

l'ur estos fundamentos, fallo: lijando poi toda indemnización 
la Mima di.< 169.333 pesos con 60 centavos moneda nacional 
legal que el fisco nacional deberá pagar ú doña Celina Atuclia 
de Hattilana, por r;izon de la expropiación d» su propiedad, y 
cuya área resulta en la de 13.908 metros c-m 34 centímetros 
cuadrados, inclusive el valor de las construcciones que son d- 
exclusiva propiedad de dicha señora, y además, iodo aquello 
qij.- por la ley es malaria de indemnización, coa declaración de 
que ¡as costas sondearlo del liseo, de acuerdo con el artículo 18 
de ¡a ley déla materia. 

Notifiques*' con el original y repónganse lus -ellos. 

Agustín lirilinttrrain. 



VISTA li El. SESOR l'HílíXIUUOH GKNERAI. 

Buenos Aires, SeliHjibre IWl, 

Suprema Corte: 

La sentencia de toja 59 lia tomado como liase de apreciación 
del terreno expropiado á la señora de líattilaua, no sólo la de los 
informes de los peritos nombrados por las partes expropiante y 
expropiada, corrientes á fojas 15 y 22, sino también la del pe- 
rito nombrado de acuerdo por ambas partes que se agrega á 
foja 40. 

Lasetencia asegura ademas, que se lia inspirado en el exá- 



t»K JUSTICIA NACIONAL 

meo ocular de la propiciad y en ,1 valor relacionado con el d, Ja 
rvnU de propiedad., adyacentes, para deducir como débito del 
valor del terreno ú indemnizado»,* legales, ln suma fijada de 
I «9.333 pesos i on ÜO ceotavos moneda nacional. 

Sin .tros datos ni antecedente, que Jos «VI expediente mis- 
mu, a que parece ajustada lo resolución ocurrida, mngun 
fundamento legal encentro par, impugnarla; porto que no 
obstante ,| recurso interpuesto por el 8 ,.f, Dr procurador 
üpnm que d-ln-s.-r .-oniirmada, romo lo solicito de V. E. 

Saúimano AVer, 



Fallo de Im ftuprrtim «arte 



Bul-mus Aire*, Noviembre I I d* lMíií). 

Vi.ros: De acuerdo con lo expuesto y pedido por eUeñor 
Procurador genera), ám&imn los (tutos al jugado de su 
l'rooe.lMncia prévia reposición de sellos. 



fiK>JAMI> l'Al. — OCTAVIO BLNGfc. 
— JUAN E. TORKEST, — H ( MAtt- 
ftÉBt. 



T. LII1H 

(I 
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Itaymütufo ¡tojas contra don Tomás Noceíli, /wrdisoluem 
de sociedad : aoltre costas 



.¿ u . — La di- lunilla t-ni :ib Lula i>u cu 11 1 ra Je usía conven - 
cu.ii expresa debe considerarse temeraria, y .4 demandante ven- 
eido Jebe ser condenado en las eosta* J<-1 juicio. 



Cttm. — Reinita del 



Falla «VI Jüfi Fedrr»! 

Paraná. Noviembre 10 ilelSM. 

Y vistor : resulta : Que cn29 de Marzo de 1890, don Tomás 
Nocettiv JonKaymundo Rojas constituyeron una son-dad para 
mtífom >a construcción tó adoquinado d^ e>ta ciudad con m 

IOS ú cuya formación debía contribuir N«- 




eon :10.0Ü0 j>!-so.s j 
En este contrato declara Noctli que él fué *>nc.uuiiario del 
adoquinado bajóla rawn social d- Nocetti y compañía, siendo 
sus sucios donJuan M y don Carlos Brugo, A quienes en esa 
misma t'eeha ba comprado su parte. 

Declaran también los contratantes, que como al hacerse lase- 
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mmim Ai los hermanos Brugo no * pudo formar batanee, se 
e^imaroii Ins ganancias obtenidas tu Ja suma de 10.000 pesos, 
y son los que aporta Xoctli de más que Hoja* a la sociedad, por 
lo qtie se haría un astuto en lúa libros aere litando Ú Xocetti 
10.000 pusos por gan n n<iisy pérdida». 

Los socios convienen entre otras cosas, en pagar á tos herma- 
nos Brugo su capital dráO.000 pesos que no lo habían retirado 
aun, ..tor-áudoles al c-fe^to pagarés A plazas con el g por ciento 
de interóa. 

K11 4 de Bnero -le I8ÍJ3, Noctli y Rojas declaran distipa ;sto 
sociedad, conviniendo en que de los 21.749 pesos con 02 cen- 
tavos que existen eu la (-aja en vales A cobrar, se aparen 896 
pe-us, que se entregarán a don Jadotus Felerick en retribu- 
ción de si-rvicios extraordinarios, repartiéndose los dos souob 
por partes iguales los 20.744 pesos con 02 centavos restantes, 
envinaron i-ualinenie ,n que de los 16.626 pesos 66 cen- 
tavo.,, que don Ruy mundo Rojas adeudaba a la sociedad, curre- 
gana ¡i Xocetti por la parte que á él I.- correspondía en esa 
sumu después de deducir de ella 550 pesos procedentes de la 
ventado cheques* un pagaré por valor de 7718 pesos cun 97 
centavos á 180 días, sin interés y n-tu.vable á su vencimiento. 
Lu.s créditos á cobrar por la suma de 274 pesos con 72 centa- 
vos se dividirán entre Rojas y Nocetti por partes iguales. resta- 
blecen liualme He, que ninguno de los sucios podrá promoverse 
cuestión de ningún género respecto déla sociedad, que por ese 
aoto queda disuelta (escritura de foja...). 

Moa Ignacio Bootctse apersona ante el tribunal ron poder de 
don Hay mundo Rojas exponiendo: 

tjue en la fecha en que Xocetti diciéndose concesionario y 
exclusivo dueño del adoquinado, contrató la sociedad con su 
mandante para continuar la explotación de ese negocio, Nocetti 
no era tal dueño como se titulaba, si nú que dicha empresa per- 
ltiie< ía á la sociedad que antes había formado el mismo Xocetti 
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cou los hermanos Hrugocuu el mismo fin, pues ella no se habí :i 
disuelto válidamente hastn el 5 de Agosto del8lí3, en que ti jm <?. 
de primera instancia aprobó la escritura de confirmación de la 
disolución de dicha .sociedad de 8 de Marzo de 1892. 

<Jtii j esto lia d <iilo lugar -í que at t ui ]>o de harerse efectivos 
lo? derechos reconocidos & Rojas por el pretendido contrato 
de lisoluciou de la sociedad de éste con Noertti, se ha tropt- 
zad-> i'ott el inconveniente d-- que ellos no estaban hied estable- 
cidos, desdi- i|iie perteneciendo esos derechos á la sociedad de 
lo* herma no > línigu y Xocetti, no disuelta aun, éste por --I s&ÍÜ 
no podía reconocerlos á favor de Hojas. 

Dice que siendo nula la disolución de Ja puniera sociedad de 
Xocetti y lo* Hrn^o romo lo prueba ■■! hec.hu de la rali lie ación 
p. st- ríor, «ni también nula la disolución de la posteriormente 
contraída por Rojas y X"cetti,'de-de qnc los bienes á liquidarse 
en las dos son en su mayor parte los miamos; y nulo también el 
e -ntrato .-ocial eeklirado entre Rojas y Xocetii por la existen- 
ei,i de ei ror acerca de la naturaleza y propiedad -le lus hieiu-s 
llevados por convenio á Ja sociedad, pues los vales de adoquina- 
do llevados por XoCriti enmon]e>rte social lio le pertenecían s«- 
gun s- ha dicho. 

<¿ue usa nulidad trae romo conaecueneia l.i suspensión en el 
cftBtplimirnto de 1 s dereclios y obligaciones constituidos en fa- 
vtrr v en contra d" los socios Rojas y Xocetti hasta que la diso- 
ineiuii se baga debidamente. Asi Rojas debe repetir d- Xocetti 
la cantidad de 10.370 peso^ inou-da nacional á causa de que no 
fuemii adjudicados en especie y válidamente lo rales etique 
está constatada la deuda, y debe asimismo volver á Ja soeieduu 
a liquidarse el pagaré p >r 7618 pesos 97 centavos firmado por 
Roja» ^eguu la escritura de liquidación en rompe ligación de bis 
vales V derechos que Ir a"'>rdií ese misma «srriUira por li- 
quidaran. 

C-mcltiye entablando demanda de disolución de la sociedad 
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con i ra don Tomás NmrHti, y pide que al .-fecto se señaleaudienei i 
para que («i socios concurran jj nombrar arbitro, liquidadores. 

La parta demandada opuso ••xc»pcion de incompetencia «1c ju- 
risdicciun. tíi qüe fué rechazad i p -r-l auto ríe f..ja... conlirmt- 
da á foja... 

Mbli^id» á contestar l.'reeliaiuentf la demanda, dice: 
t¿ue Ií-ijas atacando la valide?, del contrato > I e <t idolnciuit cons- 
pira c mtra la Háus ila 8* del mismo contrato, se«»un la cit;i L lus 
sucios ron tratante^ se imponen la obligación <lu no uiovcrv- 
plt-ito ni hacerse r>dam-» tvspeeto de .a sociedad que p,,r esp- 
arto disuel ven. 

Que no en tóacto que por la -entura de H <\» Mar/o de \ H9 i. 
rni-ien bubíe-e disuelto Xoretlj ta souedad que tenía ron los 

Irruíanos lini-o, pin- qt lia había sido ya disu tita antis d.« 

óojistíiMlrsf la sociedad cmi Roj,,*, y antes d» la muerte de don 
Juan .losé Itrug.., siendo la e>ctitiiru de 8 de Marzo sinip i-men- 
tí) (i.* eontirmueion dirlia disolución como bien Ju sabía Hojas, 
álgido éiementali-s l..s .<fer»«s leíale, d>- ia rontirma« ionde un 

at'tn. 

'J apreciando equivo -adam-nte las cusas como las apre- 

-■¡i Hoja-.. >i a i n una di Incitad pudo tener éste respecto de ios 
val-* que se le adjml karop -ji la liquidación de Knem, ellas 
baütaii desaparecido por --onipleto uuu * de la fecba de su Üe- 
mauda con la - onfirmaciuit de la dis.ilncion de la primera su- 
ciedad hecha en Marzo, y aprobada en Agosio del año pasado. 

<Jue uo distiendo, como se 9a las difieultad.-s -ti queRojn 
basa su demanda, que si existiesen uo fundarían la nulidad sitió 
en todo caso una a- cion de fricción y no siendo cierto que en la 
escritura de disolución no se le adjudicaron lo» vale- como el 
mismo Roja. itradiciéndos- l. confiesa en la misma de- 
manda, debe señalar ci el verdadero móvil del pleito. 

<.¿ue el verdadero proposito di 1 actor es detenerla ejecución 
queXocetti le sigue por cobro del pagare" de 7618 pesos 97 centa- 

l 
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Tus que aquel entregó á éste eti pago de parte de sti deuda Ct-u 
la sociedad : no siendo cierto que ese pagaré lo hubiese dado 
Rojas en compensación de los Tules, pues éstos so dividieron por 
mitad entre tus ei-socio>, si nú comu lia dicho de deuda de Ho- 
jas [>;ira con la sociedad. 

Por todo |.< cual pide sea rechazada la demanda con costas. 

Y considerando : l> Que la demanda de Roja* se pmpo- 
Li" qae se declare nulo el contrato de disolución, liquidación 
y dimisión de la sociedad constituida entre él y don Tomas No- 
eetti para continuar lasobras de adoquinado de esta ciudad, có- 
rlente á fojas 1 y 2, y que se proceda á una nueva liquidación y 
división por perito-, arbitra lores, j sm funda en qm- por esecon- 
tr;ito de disolución se le adjudicaron 10.376 pesos en vales de 
adoquinado que don Tomás Nocvtti apartó como capital social, 
diciendo haberlos adquirido de los hermano* «Virios y Juan 
Brug v con quienes h uía constituida una sociedad anterior pa-a 
el mismo negocio, y ™mo la il i solución de esa primera sociedad 
en virtud de la mal Xoeetti se creía dueño de eso* vales, resulto 
ser nula, segnn lo demuestra la escritura de aprobación otorga- 
da en 8 de Harzo de foja... la segunda sociedad no pudo adqui- 
rirlos legalmente, y porln mbnio tampoco pudieron adjudicarle 
á él válidamente. 

puédelos documentos con que se instruye la demanda, ni 
aun de los hechos impuestos en ella no aparece cuáles f ihm u 
\o< viciiis de nulidad del acto de disolución de la primera socie- 
dad de N'íitelti con los hermanos límgo que hizo necesaria la 
ratificación de 8 de Marzo de 181)3, pues la demandase limita á 
conjeturar que fué uttla por el hecho de haberla ratificado. 

tj'i*> es j nulidad si realmente existo, no pudo ser absoluta 
sino relativa des.de el m-ru> uto que el juez de prior ra instan- 
cia a probó la escritura de confirmación, porque sólo las n oli- 
da fes relativas son susceptibles de coulirmacion, según la doc- 
trina de los artículos 1047 y 1058, Código Civil, 
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Que la continuación «le un acto 
de! acto mismo que se •-oiilircin (artCnilo 
Que de esto se deduce que el 5 de Agosto de 

canon del contrato de diaol notan de la primara sociedad df No- 
ce) ti y los hermano* Brugo. habían desaparecido los vicios dt? 
nulidad de dicho contrato como si jamás hubiesen existido res- 
pecto de los contratantes, debiendo considerar*? desde luego 
que Noeeili siempre fin- propietario 'le los Tales de adoquína lo 
■lite adquirí-, por ese contrato. 

Que, por lo tiiutu, la demanda de Rojas instaurada en Setiem- 
bre del WÍ8iao a ñu carece de fundamento, 

Que aunque así no Im-se, y en el supuesto de que Rojas no 
pudies- hacer efectivo id pago de los vales de adoquinado por 
resultar que pertenecen á un tercero y n<> á la sociedad Kocetti 
y Rojas que >e los adjudicó, no por eso sería nulu el contrato de 
disolución y división de esa sociedad, porqueta nulidad de una 
dispLsieiou en el acto no perjudica las otras disposiciones váli- 
das-, siempre que sean separables según el teito del arríenlo 
10. íl) del í'ódtgo Civil, y mucho íu-nns cuando como en este 
caso se trata del aporte de un ¡*<cio r'on>istente eu un crédito 
que puede si>r reemplazado por un valor igual en efectivo sin 
afectar la existencia de la sociedad ni mucho menos su disolu- 
ción. 

Que en tal situación, el remedio legal sería !a acción de ga- 
rantía que la ley acuerda p.ira obligar al m<cío a la integración 
ú saneamiento de la prestación á que estaba obligado por el con- 
trato de sociedad con las indemnizaciones del caso, siempre que 
la sociedad ó el socio adjudica torio de los bienes que constitu- 
yen esta prestación, hubiesen sufrido las con secuencias de la 
eTiocion por sentencia judicial ó la que corresponde al copartí- 
cipe por razón de los 
el caso (art...) 
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Con sider nuil o finalmente, que siendo válida <l contrato de 
disolución, liquidación y división de la sociedad Nocetti y Ho- 
jas, se-^un se ve por los considerandos anteriores, no puede obli- 
garse a Nocetti i proceder á una rineT;i liquidación y división 
sin<5 que los contratantes dehen someterse á cumplir l<. conve- 
nido ni respecto como ¡i la ley misma (art...) 

Por todas estas cousider aciones ; f¡illo no haciendo lugar ñ | u 
demanda, sin especial condenación cu costas, Notifiqueae nn- 
étÚTwtovmll papel en sello,. 

.V. (íe T. I' ini o*. 



Huenos Airffs. Nuii..*iidiN* lü.je 18Í>9. 

Considerando: i¿ne la demanda deducida pur don Raviuundo 
Hojas en estos auto», lo ha sido en oposición á una cláusula 
expresa dfl convenio de disolue.)' i de sociedad de que ha hedí-, 
mítítn la setencia apelada. 

con tal motivo dt-be considerarle temeraria por hnln-r 
si'i i promovida contra una c-mvenejon que Ko¡,i- lia debilu 
respetar como ;í la ley misma, de acuerdo c u Indispuesto en el 
artículo mil ciento noventa y siete del Código Civil. 

Por esto, se r^vuca la sentencia a peí ai i a de foja sentón ta y 
nu> ve, en cuanto exonera de las costas al demandante Hojas, 
declarándose que ellas -ou á su cargn. Repónganse Jos se- 
llos, devuélvanse. 

UEMAMIN PAZ. — AREL RAZAN. 
— OCTAVIO ÜUNGK. — JUAN 
E, TOKKENT. — n. HART1KEZ. 



- 
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Bachmi áiétimv .y compañía nutra UwwH y cmftaMá 
!/ don Juan /;. Machiavclto; sobre su tur ios dt: saí ra monta 

Sumario. ~. VA hecho -le que el Imque que s<- dice salólo 
naí conducido ¿remolque, cuando ú pedido del capitán el uu- 
remolcador fué remplazado |,or el de la propinad d- los 
demandantes, basta para demostrar que no se trata de un caso 
de salvamento, ,i n< *> <f« | a preslaciou de un servicio conaistentü 
ni remolcar y conducir á su destino e» 'juque ú qU e se aplicó el 

StTTÍCÍ.1. 



Cuso. - R.'sulta did 



• -II» dri Juet tXIrrttl 



bueuo? .vires, Qctflbté U de 1890, 

Vistos: rst.*sauto> se-judoa por la sociedad liechen An- 
drieox y compauia dueños del rem-dcador . Noord », i unirá lu* 
propietarios del pailebot * Langucdoc », señores Lacorabey com- 
pañía y el dueño de la carga míe conducía este, don Juan Batí- 
tista Macliiavello.pur cubro de sálanos de salvamento, resulta : 

t" Que los demaudantes añores Hechen Andrieux y com- 
pañía exponen: <Jue dandn por reproducidos los término^ 
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<l<- la protesta que acompañan á la demanda, pasan á ampliarla 
manifestando algunos detallas que no han *ido consignados en 



Que el «Languedoc» fué encontrado >in dirección, pues la 
falta de los [talud no le permití a izar ninguna vela, y por cor.st- 
guieute, no podía maniobrar ui m gobernado. 

Que en id lugar ni que estaba ^6l«i te tifa unas $m é tres 
cuartas de agua bajo la quilla, ú ruvn ciretiusiam-ia bay que 
ftgr-gar esta otra : que .-I l>m t ut e-tabu muy cargado, lo qui- 
nada que la lútea <le agua llegase easi b.ista la borda. Que en 
tile* ¡Cftfidicii.nes, habría bastado un viento fresco con fuert 
man jada para que el pailebot se hubiese ido á pique, ya sea 
por los repetidos guipes que bu Un a experimentad" en su par- 
tí- iulei ior, ó bit u por el a^'tia q:ie te hubiera entrado por sobre 
cubierta. 

Uue «-I « Langiiedoc » se encentraba ¿i diez liguas d« Buenos 
Aires (lugar de su destino), y á eineo leguas más ú menos de 
Martin García y de la Colonia ; e* decir, lejos de todo pu-rto 
eo*ta de donde recibir aiiMlin pata poder saltarse. 

ijne sálva lo el t Lunguedoc » y i ruido al lu¿¡ar de sudestinu 
por >d c N"ord » no lian podido obtener el pago del salario, en 
vista de 1» cual y fundan lo -u acción eti I" prescrito en los ar- 
tículos 1307 y 1311 ib*i Código de Oonercio, demanda á Sus 
dueños del * Languedoc » y de >u rargamento, por 1 1 pago d I 
salario debido que los demandantes estiman en la tercera parte 
del valor de urtey otro«uyo monto deberá *er oportunamente 
deli rmtuado por peritos arbitradoD >, y «atisfeelio por los rle- 
maniladps, 

*i° <¿ue lo- demandados al contestar la demanda en sus res- 
pectivos escritos, niegan en absoluto los liechos en que aquella 
se funda, por cuanto ellos no son la expresión líel de lo acon- 
tecido, segunde especilica claramente en la contra protesta que 



ella. 



se acompaña. 



Que el 14 de junio de 1862, el paüeoot « Laiifiie4oc i salió 
de l pm-cto de Su Nicolás con destino al de esta Capital pura 
trasbordar a) Tapar italiano «Rosario» un cargamento que 

Machmvello; que la navegación se hizo sin novedad alguna 
feasta la noche d,l 16 del mes y uím indicado; y en la mañana 
del 17, cojiic. sí eso de las diez y media, saliendo del ca- 
nal de Sturtin García y maniobrando > nn la vela trinquete se 
r ompió el palo trinquete un poro más abajo de la estilladura, 
causando el guipe déla roturado dicho palo, la rotura del palo 
mav..r, quedando el buque por esa caasu sin poder continuar 
su viaje, sin.", :¡ merced de un remolque, por lo que inmedíaCa- 
tiinrte se hicieron las «ríale* al respeto por hallarse un vapor 
a la ri>t¡i f e | ipiv neurríó inmediatamente ¡i prestar el remolque 
solicitado, 

tote va porcito resultó s.t < Tucnnmn ■ perteneciente al 
Itesguardn el cual Tenía d- Martin Garría y candujo al <Lan- 
gtredoc » un corto trech ., vinien lo (i reemplazar dicho remoU 
que el vapnrc.ilo t Xonrd • de propiedad de los demandantes. 

Kste camb:;,. de remolque «e hizn por dns razones : I" porque 
el vaporcito del Resguarda no tenía sufriente Tuerza pira 
practicare] remolque en las condiciones de Celeridad requerí- 
das; 2" porque el vaporéis de! Resguardo no hubiera cóbra lo 
nada por esa »peraeinn y en consecuencia no era justo aceptar- 
h> h:ll ''e» <'i un remolcador nomo el « Noor.l » i |. ( vista al que 
podían abonarle el mismo s.-mcio, y ademáis el mencionado va- 
por « Xoord » re mía mejores condiciones por ser un verdadero 
remolcador, enyn fuerza conocían de antemano. 

Que tan cierto es que el «Languedoci no se hallaba en e] ca- 
so de ser salvado si oo en el le ser .simplemente remolcado al 
puerto de su destino, que la misma protesta prcsenlada por la 
parte contraria consigna el hecho de qne el c Unguedos * solo 
tenía dos palos rotos, y además reinaba buen tiempo y el bu- 
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que flotaba puesto que tenía «ios emir tas de agua bajo la 
quilla, 

I»e esto deduce, agregan, ulu- *■[ referido pailebot no 
habí i sufrido nada eus.u casco y cargamento, puesto que est e 
último fué oíitreijulo al fitpOT * Kosan.» » sin ninguna dase de 
avería y en perfecto estado por loque no ha existido e! caíto de 
inminente peligros que fuero nectario pedir auxilio para si: 
salvamento, Que eti ninguna de Lis protestas agregadas se d> 
, re fin** hubiese, mal tiempo ni qui- ¡"menazara haberlo, y estan- 
do el buque enagua Milicient- para Ilutar, no había ji >r con^i- 
gui. ute peligro ile averia rti sus fundos, que serían las circuns- 
tancias que podrían iniluiT para creer que se encontraba en il 
< aso de ser salvado de un píttbable naufragio; que ta earga que 
cmducía el buque había sido calculada para cruzar -1 Uío deja 
P.ata y lo falta de pal.*sy peso en fft arboladura más bien era 
nn benelirio que un perjuicio, pulsen caso de peligro por tem- 
pural es lo primero que se derriba y s.* echa al agua. 

i¿ue no es cierto lo que aseveran los demandantes de alte el 
pailebot «Liinguedoc * se encontr «ra en un punto lejano di- au- 
xilio, estu es, ¡i diez leguas del [tuerto lie Huenos Aires ; y por 
último, que los demandados nunca se han negado i satisfacer 
*d servicio d" remolque prestado por el c No Oíd ». 

3" Que recibida la i-ausa :í prueba, de acuerdo con !<► ■ I i 
pinato > n el artículo Í31 1 del Código de Comereii para que se 
justifiquen los hechos alegados, respectivamente p<»r cada par- 
te, se ha producido la que consta del certificado del actuario 
Citrriente á foja... y ios informes dr los peritos d* signados 
para di'ter.nin.ir el valor dnl buque y de La car^a, y además 
para informar al juzgado sobre el grado de peligro en que &e 
encontró el ■ hangueduc » cuando fué salvado por el * No-»rd *. 
y si el auxilio prestado con tal motiva constituye un caso de 
salvamento, de asist-ncia ó de simple remolque. 

% Considerando : l" Qu * el presente cusoesiA regido por el 
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artículo 1305 del Código de Comercio que establece, que los 
casos de salvamento son: Si se recuperan ó salvan un buque ñ 
electos encontrados *in dirección e- t alta mar, ó en las. playas t 
cosüihj si ie salra:i efectos de un buque encallado, que se en- 
cuentra en lal estad» Je peligro, que no puede ser considerado 
como lugar seguro pura los efectos, ni como asilo para lo- indi- 
viduos de la tripulación, --i se sacan efectos ■ 1 ■ - un buque que >e 
ha ruto efectivamente; si hallándose un buque en peligro inmi- 
nente, ó no presentando ya seguridad es abandonado por la 
t* i ¡Hilarión ó cu. indo habiéndose ésta agentado, ocupan el bu- 
que los que dt'S'-an salvarlo, y lo conducen a puerto «-on tüda la 
e.ir^a ó parte de ella. 

8" Qttíü desde I negó, es lie -erario establecer previamente 
cuál era la situación del iLaoguedoc» *n el momento de ser to- 
mado á remolque por A « Noord ». Las parte» están de acuerdo 
« ii que era remolcad» por el vapor cTucuman » cuando se ¿Cer- 
có id «Noord» á tomarlo. entregándose a éste el eabo que larga- 
ba <d vapor del Resguardo, pero disienten en cuanto á la dis- 
tan. ña en que se encontraba - I «Langiiedcin del puerto de esta 
cipital, lo que vamos á dejar establecido nominan lo la prueba 
producida. 

Kl testigo Juan Hernández, patrón del vaporcilo «Tucuman» 
db e (declame ion á foja 83): que cree se encontraba á nueve le- 
guas, más {, men-is.de Buenos .Vires; que a" Martin García ha- 
bría tres ó cuatro leguas y poco más íí la Colonia. 

Kl testigo Ernesto Cañera dice (fuja 85) que es cierto que 
hay on l re los referidos puntos desde donde se encentraba el 
* l.aiiguedoola distancia que eipresa la pregunta sexta de) in- 
terrogatorio de foja 83, es decir, diez leguas A Bnenos Aires, 
cinco más Ú menos ¡i Martin García y cinco á la Colonia, 

Kl perito, señor Miguel G. Mihanovicb, no se ocupa en su 
informe de ese punto, y el señor Sienes, cuya competencia como 
práctico mayor de la Prefectura marítima es indiscutible, ape- 
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ñas se limitó á lueer una recülieueion para sacar esta conse- 
c ueueia ; que si tos demandan ti > expresan en su esrrito de foja 
17 i|tio el i Languedoc * estaña á «riiiro legua* d- Martín García 
y (1>* la Colonia cuando lu lomú á remolque el < Jíoord > no podía 
d^tar a diez leguas de Buenos Aires, sitió á cinco, porque la 



distancia entre lineóos Aires y Martín García es de diez le- 
guas. 

En esta situación se i m punen forzosamente tas opiniones del 
perito tercero *m discordia, qui >n . romo espitan de fragata d- 
la armada naeional está en condiciones especiales paradelermi- 
n;ir ■ on precisión Ib verdadera distancia á que se hallaba « I 
t La 'iguedóc • de los puntos ya mencionados, que equivale á 
cinco leguas y dos tercio de Buenos Aires, deduciendo el tra- 
yecto recorrido durante dos horas á remolque del € Toe ti- 
man ». 

a* Que en ese punto, no súlo hay bastante profundidad, se* 
gnu lo ha declarado -l patrón de este vapor (foja 84), sino que 
es diariamente transitada p.ir )<»9 vapores remolcadores qm> van 
ú i'fr. cer allí sus serví- ios á la 3 embarcaciones que vienen d«* los 
ríos interiores, 

4" Que f*tá plenamente dem «Irado en autos qm- el « Lan- 
guedor » es nn boque construido en 'as mejores Condiciones de 
navi-fjabilidad ; que tenía á su bordo .¡nelas adecuadas ásu por- 
te y el personal necesario para tomar todas las medidas que la 
pr.í tica aconseja en raso de inminente üeligi<>; que * 1 tiempo 
era bin*no y viento «n calma, según consta de las declaraciones 
prestadas por don Elias Lava relié á foja 95, y el patrón d> I 
i Too timan », foja 1 14 vuelta, ettjjfo testimonio m< rece tomarse 
en cth-nta con preferencia al de Jos testigos qm* huí l ni per- 
s n.ilmeut'- interesados en e! resultado de este juicio, 

5 B l¿ue, cuando el « N«ord * t-mi Val « Languedoc », este na- 
vegaba hacía dos horas á remolque del vapor « 'f ocuman » y 
st¡:i¡n las declaraciones prestada por el patrón y maquinista de 
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aquél ante la Prefectura Marítim.i, cuando se aceitaron .1 
« Lin-u^loo » e| patrón de éste Jo pidió r»mol U ut> y se lo dieron 
s¡n que hubiese tuto alguno ni taiupoeose expresara P*>r parte de 
aqiél la urgiría de llegar á su «latino para trasbordar la 
cargti , 

tí Qite la bandera bisada á media hasta era la seña] de prác- 
tica t i\ esa época se^un lo demuestra er. sos respetivos niTor- 
in-v lus peritos señores Sidies y Aguirre puní solicitar remol- 
que, y ;um en ta hipótesis deque fuera de auxilio, ¿cuál .-ra el 

grado de p-digro del * Lung loo » navegando á remolque de 

un vapor d.d esta 1... euyo patrón según su propia declaración, 
Obedeciendo las mr riii:eiou.« que tiene de mi superior para 
esos rasos ofrefti gratuitamente sus servidos? 

Kvidentemente n jugo no ; y si nonio pretenden lus demandan- 
t<s, tos palos del . Laugaede-c » *■ rompieron p or efecto de un 
temporal, ¿cómo es qu«> ha podido resistir mis ron .emendas, 
si. n las condiciona aiqiie te encentraba habría bastado un 
viento fresco con fuerte marejada para que el pailebot sehtibje- 
ra ido i pique, ya m por los golpe, cid agua ó porque ésta 
hubiera penetrado p.,r la cubierta? Bastaría sólo este razona- 
raiento para destruir toda presunción de pdÍL-ro, si no viniese 
tambi-u en <n «poyo la declaración del trsiig,,. «eitur I-lías U- 
varello, quien a 'irma que desde el mirador de la casa de don 

Nielas Mihanuvich, por nn , dei anteojo divisaba al « Lan- 

guedoc »,y que hibídjdosele acerrado un señor Gando á pregun- 
ta. 1,- cuánto csl aria P , t . remoque desde aquel puntu p,.ra el 
expresado buque, te contestó que de setenta ¡i den pesos, piie .. 
tiempo e,a en --alma y soplaba una brisa del pampero. 
7" Quede los antecedentes relacionados se desprende que no 
se trata en el presente caso de un servido de asistencia a salva- 
mento, pue* según la definición que de ellos hace el Código de 
rom rcio, et salario de asistencia procede cuando el buqup 
y nirga conjunta o separa lamente, son repuestos en alta mar 
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ó conducido* ú Vjuea puerto; y de salvamento, cu mdo se recu- 
peran ó salvan un buque ó efectos euconttado- si a dirección 111 
alta mar ó en las plazas ú cosías y demás qm 1 i-ipresa el artícu- 
lo, lo que mi tía ocurrido en el casa sith-jttttirr. 

I a o restos funda [Util tus, fallo : declarando qih 1 el servicio pres- 
tado por ai vapor t Xuord » al pailebot t Lauyu-doc i, es el tle 
un simple reiuolqiii- cujo malario Jebe estimarse semin la prác- 
tica establecida para esos casos en nuestro puerto, y absuelvo 
á los Señores Lanunbe y c.un, ,ii:.\: y don Juan Caulista M.i- 
chiavello, de la demanda entabla la. ■mi cu-aa> -il aerar. 

Nulifique*? original y repóngase la foja. 

,hutn <te¡ Campillo. 



•■nlta de Ih ^ii|ire»iife l'ort* 

BaehO* Air--*, ftn ieiiilir* Ui dtflíWfi. 

Vistas y considerando i ijne está plenamente probado que el 
pailebot « lüinjfin-.tu- », buque de buena construcción y que 
conservaba su casco en buen estado no obstante jas roturas 
producidas en su arboíadnra, era eonducido á remolque por ét 
vap'trcíto t Tucurnan », perteneciente al KesiíiunK cuando, ¡i 
pedido de su capitán, al vaponito t Noord » de la propiedad de 
los demandantes, reemplazó al citado * Tucuman », 

Que eaa circunstancia basta para concluir que el buque retnol- 
c.ido no se encontraba en ninguna de las situaciones ú que se 
Teñiré el artículo mil trescientos cinco del Código de Comercio; 
ú lo que es lo misino, que no se trata de im casn de salvamen- 
to sin i de la prestación de un serfioío ensátente eu remolcar y 
conducir a su de->tino al pailebot á que el servicio se aplicó. 
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Por -sto y fundamentos concordante?, se continua, con cos- 
ías, hi sentencia apelada de foja doscientos ocbo. Notifique-e 
original y repuesto* los .-idlog, devuélvanse. 

KKSJAMIN PA1, —Alt ti BAZA>. 
OCTAVIO «UNGE. - - Jt'AFS B. 
I ONU KM. 



4 Al Ni 



Don l\l ríos //. AVífA/e cunttuduit .htun ffijctno; sobre suitsatta- 
naciOit t/e un titulo >f WQtirmrtim; mitre reivindicación 

Stunavt», — U esa liando de ta< pruebas producidas que en el 
poder conferido p ira rendir un campo de ¡a propiedad «id man- 
cante, la dimensión menor de dicho campo expresada en él fué 
(.•[Veto de un error materia!, debe declararse que la venta de todo 
el campo celebrada por id apoderado e> legítima, y perfecta- 
mente I< gal d titulo del comprador sobre todo «1 eanipfi que el 
apoderado le escrituró. 



t'itstK — Resulta del 
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rail* «e» 




Buenos Aires. Jimio i i di' 

Vistos; para dictar sentencia en los autos promovidos por do» 
Carlos H. Krable, argentino, contra don Juan Peyrano, extran- 
jero, sobre sub¿anacion de títulos ríe propiedad de un campo 
titilado en el partido de Trea Arroyos, y reconvención de Pey- 
raoo, contra K rabie sobre reivindicación del misino eumpo. 

L 's antecedentes U> hacientes del caso sometido a" la conside- 
ración del juzgado son los siguientes: don Juan Medina dicién- 
dose poblador primitivo de un campo fiscal situado en el Partido 
de Tr.'s Arroyos, se presentó, por intermedio de su apoderado 
don Juan Dionisio Dht ra ante el gobierno de la provincia de 
Buenos Aires, con fecha 19 de Marzo de 1879, solicitando lats- 
criiuraciun en pnpiedad A su favor del referido campo, en vir- 
tud de lu dispuesto en la ley provincial de2fi de Diciembre de 
1878, por el precio que en la misma se establece, y previo los 
trámites de estilo el Poder Ejecutivo reconoció á Medina los de- 
rechos de poblador, y en consecuencia le otorgó escritura de 
venta con fecha 4 de Noviembre de 1879, de una sope rilóle 
compuesta de 6520 metros ñ decímetros de frente por 12.2ítD 
metros de fondo, equivalentes á 8CMK) hectáreas, ó sea próxi- 
mamente 3 leguas cuadradas, por el precio de 70.000 pesos 
moneda corriente antiguu la tegua cuadrada, pagadero la dé- 
cima parte al contado, y el resto en ocho anualidades iguales, 
con garantía hipotecaria del mismo campo, de laque se tomó 
iázan en el registro respectivo. 

Pendiente atin ta tramitación del expediente para el recono- 
cimiento do sus derechos, Medina por intermedio de su apode- 
rad., don Juan Dionisio Dhers, con poder especial al üfecto otor- 
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gLÍO antee! eseribano público del Aiul, don José M. Otero 
hizo tr*mfewn C iii á favor de don Juan Peyrano de todos los 
derechos y acciones que tenía á la área del entupo cuya eseritu- 
ración gestionaba ante «1 gubiernode U Provincia, por la can- 
tidnd de 6000 peso* moneda corriente según resolta del., es- 
critura pública pasada ante el escribano don José Fernandez que 
en testimonio obra á foja 6. 

Terminad., la gestión de Hediuu tote e ] gobierno por el re- 
conocimiento de sus derechos de poblador, v por el otorgamiento 
de la escritura de renta (testimonio de foja I) aquél confitó* un 
nuero p»der espacial al mismo Dhers el J" de Mayo de 1880 para 
m¡ ratifique en todas sus partes la escritura de venta de dere- 
cho* y acciones, que antes otorgo .i favor de Peyrauo y para que 
en oportunidad, si fuere necesario, tianslieru la propiedad de 
dj- lio campo en las mismas condiciona e „ , lue 1Í0TÚ Á C;lbo Ju 

v-ntu délos derechos y acciones que antes les había trans- 
ferido. 

En cumplimiento de este mandato Dliers otorgó en el líegis- 
tn. Público du esta Capital u cargo del mismo Escribano Fer- 
nandez, el 5 de Agosto del mismo año 1880, la escritura que en 
testimonio corrí' á foja 8, m fa cual declara que á nombre de 
su representado otorgó ron fecha 12 de Septiembre del ano 
anterior en el regUlro del autorizante, escritura de transferen- 
cia de derc.-hua y acciones á una área de campo poblado en la 
línea exterior Je fronteras, que gestionaba entonces ante el su- 
perior gobierno de la Provincia ; que esa área de terreno está 
situada en la sección 6 a , partido de Tres Arroyos, compuesta de 
6520 metros 5 decímetros de frente por 1200 metros de fondo, 
dundo por linderos exactamente los mismos que indica la escri- 
tum otórgaos por «) gobierno á favor de Medina; agregando 
en s. guida que ratifícala venta de acciones y derechos que hizo 
á f.ivor de Peyniuo, y le transfiere los que pueden corresponderá 
por el título otorgado por el gobierno, 6 de cualquier otro para 



■ 
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qut? disponga del referido campo como pro[*i*?tari*« exclusivo. 

Kn posesión de este título, don Juan Peyranu otorg en el 
registro á cargo del escribano don Juan Bautista Cruz con 
tadia 16 de Noviembre -te 1881, el puJer especial que en rupia 
sinipl * curre á l'oji 14, á favor de! mismo don Juan Dionisio 
Dliers, para que en su nombre y re presen tac ion pueda vender y 
venia de la manera que estime conveniente un terreno de cam- 

cUm6% Partido de Tres Arroyos, jurisdicción de la Provincia 
de Buenos Aires, compuesto de 6520 metros 5 decímetros de 
y 1269 metros de fundo, que el exponente (don Juan 
don Juan Medina con fiesta 5 de Agosto ante 
el escriban., don José Fernandez, cuyos títulos entregó en el 
mUino acto á Ubors para la debida ejecución del mandato. 

Con ese poder celebro Dhers ron don Carlos H. Krable el 
c rumio de compra-venta de que instruye la escritura pública 
con tente á foja 10. por U nial Dhers d nombre de Perruno le 
vende un terreno de propiedad de éste, situado en ti partido de 
Juárez ó Tres Arroyos, ó bien si le corresponde en la nuev;i 
creación del llamado «Coronel Suarez», con las poblaciones 
(jue contiene, rompuesto de 6520 metros 5 decímetros de fren* 
te por 12.269 metros de fondo, bajo los mismos linderos que 
expresa Ja esi ritura otorgada por el Poder Ejecutivo ¡i favor de 
Medina,)' la que Dlicrs,cn representación de ó;te extendió á fa- 
vor de Peyrano, manifestando además, que las medidos expresa- 
das resultaban de la mensura practicad;! por el ¡igrimensor 
Germán Kuhr, aprobada por el juez ductor Tedin ene! expedien- 
te s-'j nido al efecto por don Juan Peyrano, el cual .se entregó 
original al comprad ur señoi Krable. 

Dicha venta se efectuó por el precio de 563.000 pesos mone- 
da nttfriente, de los cuales el vendedor había recibido 423.000 
pesos antes del acto, y los 140,000 pesos restantes quedaron 
para responder á las sirte anualidades que se adeudaban al era- 
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ri-i provincial, tomm lo el comprador inuied latameute posesión 

Según resulta d- tu "X[iQ»ii*ion di-: actor en su escrito de 
U}a 18, no Contestada p-»r .-I demandado, en Abiü de 1889 ¡in- 
ri "i iin¡i negociación con don Genaro Martínez para venderle un 
estabíeei miento decampo compuesto de (I >ce leguas Cu ad ralas, 

cor 





tí Peyntnu, por la, suma 160.000 libras esterlinas, 
«1 comprador su operación bajo la base de la formación de un 
Ontro Agrícola, obttfniüudo cédulas del Banco Hipotecario do 
la Provincia para abonar el precio convenido, Operación que no 
podo realizar poj la suba ¿el oro y I-aja de las cédulas, lo que 
hizo rescindir el contrato; pero pendiente la tramitación del 
pndido de préstamo al Banco Hipotecario, presentó IVvrano en 
27 de Noviembre du i 889 ai presidente de dicho estableciuiieii- 
u, el escrito que original obra ¡í foja 39, en el cual dice que es 
dueño de un campo situado en el partido de t Coronel Suarez * 
t ompuesto de G520 metros de frente por 1 1.000 de fondo, que 
tn mayor extensión compró A Juan Medina, á cuja Al tima 
adquisición se refería la escritura que acompañaba (foja 36); 
qii" ¡rtín cuando ese título se reliere á una fracción de 6520 me- 
tros por 12.269, su título sólo comprende un fondo de 1 1 .000 
metros por haber vendido á don Oírlos H. Knible una fracción 
de 6520 por 1269 de tundo ; que no había vendido más terreno 
que éste ni autorizado A Dhers ni á iiadb' para enajenar el 
resto; que había tenido conocimiento que e) dueña actual de 
la fracción meneinu ida, don Genaro Martille!, había solicitado 
un préstamo sobre la totalidad del terreno que fué de Medina, 
por lo que en guarda de sus derechos venía á protestar de eso 
acto, inter conseguía la orden de inhibición general contra 
Martínez. 

! - !n virtud de esta denuncia y de los antecedentes que quedan 
consignados se presentó Kruble al jmgadn entablando deman- 
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ila en forma para que subsane el error ú omisión que aparece 
en el poder conferido á Dbers el f di- Noviembre de 1881 ante 
el escribano Crol, respecto á lactntidad de metros del terreno 
vendido, j declare en consecuencia, que lo que aquél le vendió 
á su nombre y con ati uutorizaeion, y lo que K rabie pa^o y le 
fué escriturado, fué todo el campo que Peyrano compró á don 
Juan Medina, quien lo había adquirido del Poder Ejecutivo 
u"e la Provincia, compuesto de 8000 hectáreas, ó se declare así 
por sentencia, si aquel se negare á efectuar dicha declaratoria. 

Los fundamentos do esta petición se hallan extensamente 
consignadas por el actor en su escrito de foja 18, en el cual se 
estudian y analizan todos los antecedentes de la negociación 
hasta la definitiva adquisición de Krable para demostrar en 
sustancia que el origen de Jas pretericiones formuladas por 
Peyruno en el escrito presentado ante el Directorio del Banco 
Hipotecario, respecto del campo t u cuestión, es un «imple error 
ú omisión insustancial de copia en el poder otorgado por Pey- 



rano a 
número de 
r, en vez 






el escribano Crus, en el que al expresar el 
de fondo del campo que Peyrano quería ven- 
12.269 metros se dijo 1269 metros, error 
por el mismo error ú omisión padecido en 
•ja 

á favor de 
verse á foja 9, en que también aparece 
omitida la palabra Hoce, quedando el campo con sólo 1269 me- 
tros de fondo. 

impuesto Peyrano de la demanda por el emplazamiento m>U- 
Bftadoá foja 31, se presentó i foja 45, don Jos-- Martínez Va. te 
en representación de aquel según el poder otorgado en 24 de 
Kn-ro de 1891, corriente á foja 42, y por derecho propio, como 
cesi mario del mismo Peyrano, en virtud de la escritura de ci- 
sión de foja 43, otorgada el 25 de Octubre de 1890, por la mal 
ést*< le cede y transfiere en cumplimiento de un convenio cele- 
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lira lo uute*, todos los derecho» que le correspondan A una 
fracción de campo situada en el partido € Coronel Suare* » an- 
ti*s partido de cTres Arroyos» compuesto de 6520 metros de 
frente por 11.000 de fondo, que estaba poseyendo indebida- 
mente don Carlos H. Krable, y que f.irma parte del qup com- 
prú Á don Juan Medina por escritura pasada el 12 de Setiembre 
de 1889 por la suma de 10.000 pesos oro sellado, cuyo pago no 
aparece he<?ho de presente. 

Al contestar Martínez Valle, la demanda, lejos de recono- 
cerse obligad.» a satisfacer Jr» exigencia del actor, reconviene 



por 

seeion 

como apoderado de Peyrano,y que 
tuado sin título legítimo desde 

el demandad., pretende destruir la nccioti instaurada, 

io dice tener para negarse a subsanar la deficien- 
cia que aparece en los títulos de Krable, porque si efectiva- 
mente K rabie no adquirió con título legítimo las 8000 hectá- 
reas que le vendiúDbers en representación dePeyrano, según el 
poder de foja 14, no solamente resultaría improcedente la de- 
manda, sino que surgiría para él la obligación de restituir el 
exceso sobre Ja superficie legalmente adquirida. 

Toda la defensa del cesionario de los derechos de Peyrano un 
este reclamo gira Alrededor dtl referido poder, pretendiendo 
que con él solo autorizó a Dbers pan vender una parte del campo 
comprado al gobierno. Jo bastante para pagar las letras adeu- 
dadas al l'rario provincial, quedando el resto libre ya de toda 
obligación, en condiciones de producir renta, y es por esto que 
diré le confirió mandato para vender una extensión limitada, 
ñri-20 metros .1 decímetros de frente por t'Jfíif metros de fondo, 
el cual no fué respetado p.>r ühers pues hiio extensiva la venta 




á todo el campo de Peyranu, llevando su abato hasta hacer 
entrega al comprador del testimonio de la escritura de Peyrano, 
que trnía en su poder, y recibir el importe total de enajenar ion 
sin decir una palabra ú Peyrano, á quien entregó por espacio 
de algunos años, pequeñas sumas de dinero, haciéndole creer 
que procedían de arrendamientos de la mayor fracción que 
aquel había entendido reservarse, lo qu< explica su silencio «le 
cerca de nueve años unte Ja pacífica y tranquila posesión dt> 
Krable sobre la totalidad del campo desde la fecha en qm le 
fu*> escriturado por Dhers. Resulta, pues, qu.* Dhers vendió, sin 
facultad para hacerlo, una extensión de tierra muchísimo mavor 
|ue la que se le autorizó ¡i enajenar ; que Krabie hizo una k- 

un apoderad» sin mandato, lo que no tenía facultad para v-ndi'-r, 
quo la declaración riel escribano que hizo la escritora á favor de 
Krabie, está basada en un error de hecho, qm- jiimús podrá per- 
judicarle, por lo que la reivindicación procede de derecho. K| 
aetor Tué oido sobre la reconvención y sus observaciones a! res- 
peto, contenida, en el escrito do fojas 74. si- dirigen propia- 
mente á robustecer los fundamentos de la acción de la cual de- 
pende La pr.icedf.nein de aquella. 

Objétase empero la personería de Martínez para deducirla, 
pero sólo habría lugar á ocuparse de este punto, si la demanda 
de Krabie, fue desechada dej lindóse expedito el camino para |a 
contra demanda. 

Los actos producidos por Peyrano respecto al campo, ha-rari*- 
juicio, atribuyéndose derechos propios al mismo, autorizaban ¡i 
Knblu para deducir una acción de jactancia de acuerdo al artí- 
culo 425 del Código de Procedimientos para obligarlo á enta- 
blar las acciones que creyere tener, dentro de un término pe- 
rentorio, bajo apercibimiento de caducidad del derecho preten- 
dido. 

Habiendo empero optado por el camino directo de demandar 
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sí Peyrano por la subsanarían de un aparente defecto en su título, 
el juzgado dt be resolverla en Ja forma en que las mismas partes 
la lian planteado, y que surge de los hechos y fudamentos ale- 
gados en apoyo desús respectivas pretensiones conforme al fin 
propuesto. 

No hay en esto juicio hechos controvertidos, reconociendo el 
mismo demandado que los hornos en que se futida la demanda 
no difieren de los expuestos por él en la contentación, de. modo 
que es absolutamente initecesarioel trámite de la prueba. 

Trátase propiamente de una cuestión de interpretación legal 
sobre un s olo acto jurídico, que conduce á la a partes á soluciones 
diaraetralmente. opuestas que el juez debe decidir con Jos docu- 
nientos y demás elementos de juicio acumulados en autos. En- 
trando en este urden de consideraciones, poco esfuerzo se nece- 
sita para llegar al más pleno convencimiento de que en la 
redacción del poder otorgado por IVyraiio á don Juan Dionisio 
JJkers ante el escribano Cruz (testimonio de f >jp U) se padeció 
un i rror ú omisión en la enunciación de una de las dimensiones , 
la del fondo del terreno que el primero facultaba al segundo 
pura vender, suprimiéndose la palabra doce sin ser notada por 
uno ni otro. 

El origen ó filiación de esto error se descubre en la omisión 
de la misma palabra, al anunciar la misma dimensión (la ex- 
tension de fondo del terreno) en Ja escritura otorgada con fecha 
5 de Ayusto de 1880 por don Juan 1), Lhers, como representan- 
te de don Juan Medina, á favor del propio Peyrano, En esa 
escritura en efecto, después de individualizarse el campo por 
su origen, ubicación, linderos, etc., etc., de modo que no haya 
la menor duda de que se trata de las 8000 hectáreas reconocidas 
y vendidas por el gohierno de la provincia á Medina, se dice 
que su extensión se compone de 6520 metros con 5 decímetros 
de frente por 1269 metros de fondo, siendo en realidad 12.269 
metros, enyo error pasó igualmente desapercibido para Peyrano 
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hasia el año 1889 en que se hizo otorgar por Medina laeserilura 
que en testimonio lia presentado a foja 36, pasada antee! es- 
cribano Giusto, en Barracas al Sud, subsanándolo. Bien pues, 
cuando Peyrano mandó extender el mandato de foja 14, sólo 
tenia en au poder la escritura de fecha 5 de Agosto de 1880, foja 
8, que contuviera expresión de superficie, extensión y linderos 
del terreno, concedido por el gobierno á Medina, porque \u es- 
critura pasada en 12de Setiembre de 1879 (testimonio defojaÜ) 
sólo hacía referencias ú derechos y accionen que el expresado 
Medina tenía en gestión ante el gobierno de la provincia, no 
pud leudo por jo tanto determinarse ambas dimensiones y su- 
perficie, pues estus datos dependían de ta resolución definitiva 
del gobierno. 

Entonces, pues, es lógico que al otorgar el poder para rende r 
el misino campo, haciendo iucidentalmeute referencia ¡i sus di» 
menciones reprodujera lasque equivocadamente le da su pro- 
pio título incurriendo así en el mismo error que éste contiene, 
y no por actos de deliberada voluntad. 

Para disipar t<>da duda al respecto, hasta observar que des- 
pués de expresar en el referido que faculta A Dhera para que t?n 

pe estime conveniente un terreno de campo con las poblacio 
nes y demás que contenga, ubicado eu la sección 6", partido de 
Tre* Arroyos, sin t 
especie, á renglón seguido i 

tes á Im que da su 
campo que él (el exponenle) compró i 
fecha 5 de Agosto de 1880 ante el t 
dex, euyits títulos de propiedad 
apoderado Dhers, Es, pues, evidente que al otorgarse el poder se 
tuvieron á la mano los títulos y que el error de estos sugirió el 
del poder. 

Si como lo pretende el representante y cesionario actual de 
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Pcyrano la intención de éste fué sólo rendir una 
mitada del campo reserva mWe lo demás para venta, j en este 
concepto indicó conscientemente las dimensiones que expresa el 
poder, les términos del mandato habrían sido necesariamente 
muy diferentes para determinar y litnitur cairamente su alcance, 
lo que no ignora el menos experto escribano. Admitiendo por 
vía de hipótesis que tal baya sido la intensión de Peyrano, ¿os 
términos del poder sin reserva ni I imi t ación alguna expresan lo 
contrario, y en tal caso ta culpa es toda suya y á si mismodebe 
imputarse las consecuencias. En efect", el poder faculta ú Dliers 
par¡i que venda un terreno de t-ampo con poblaciones y demás 
que contenga dando la ubicación que le asigna el título origi- 
nario, y para que no quede duda acerca de su individualización 
agrega que es el que compró á don Juan Medina con fecha 5 de 
Agosto de 1880 ante el escribano Fernandez. Pero es que Dhers, 
el mandatario para esa vent i, fué también el apoderado de M. - 
dina para gestionar la compra del campo ante el gobierno de 
la Provincia, y del mismo Medina para hacer la transferencia 
á i'eyrano por la referida escritura de 5 de Agosto, de modo que 
bastaba conferirle mandato para v -nder el campo que Peyrati 
adquirió de Medina, ubicado en la sección 6\ partido de Tren 
Arroyos, para que el apoderado tuviere perfecta conciencia de 
lo que se le encomendaba vender. 

Según las sanas reglas de interpretación, habiendo ambigüe- 
dad eu las palabras, debe más bien buscarse la intención de las 

literal de los términos, debiendo interpre- 
ó ambiguas por medio de loa tér- 
minos claros y precisos emnleudos en otra parte del mismo 





[sentidos, 

del uno de los cuales resultaría la validez y del otro la nulidad 
del acto, deben entenderse en el primero, y si ambos dieran 
valide* al acto, deben tomarse en el sentido que más énn> 
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venga á la naturaleza de los contratos y á las reglas de la 
equidad. 

Estando, pues, perfectamente iiidividu.iluado el campo que 
Peyrano quería vender, en otru parte del pe-der, por datos preci- 
sos y de especial valor para el mandatario, la enunciación de 
las dimensiones incidentalinente hecha en el mismo documento, 
tomándola del título de Peyrano, aparee insustancial en tí] 
art i, y muy distante por cierto de tener el carácter [imitativo 
que aquel pretende atribuirle, de donde se desprende que el 
apoderado Dhers procedió lega! mentí! dentro del mandato reali- 
zando la venta á favor de Krabie. en la forma y término q*o- 
expresa la escritura de foja 10. 

Hay, además otra circunstancia que justifica la inteligencia 
nui- üliers dió al pódenle foja 10 aparte de su* términos claras 
£ 4? ta ausencia de tuda clausula que indicóla intención rte 
>ólo vender una pequeña parte del campo, y es la entre gu del 
título at manda ta iio, 1» eual no podría tener otro objeto que 
pagarlo al comprador, lo qu«' sólo sucede cuando se transmite 
íntegramente el dominio de todo el inmueble que expresa el 
título. 

Las precedente* consideraciones bastan seguramente para 
ju-tiliear ta demanda de Krable, y el consiguiente rechazo de 
la reconvención, pero hay otras eircunstaneias que dan á este 
caso carácter peculiar, poniendo de relieve si algo más se nece- 
sita, la inexplicable resistencia á la primera, y el propósito de 
la segunda por parte del Peyrano. 

Ha alirmado Krable en el capítulo primero de su deman- 
do, que el año 1881, por intermedio del corredor señor Mac- 
Grevy, don .Juan Peyrano se obligó ¡i vender al señor D. A. 
Shennan, un campo de pactare., el mismo de que se trata en el 

respectivo, cuyo boleto fué transferido ó Krable, con quien se 
realizó la operación, otorgándosele la escritura de foja 10, 
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K^gun el artículo 86 de !a ley de procedimientos el demanda- 
da debe contestar confesando ó negando categóricamente los 
hechos establecido-* en la demanda, ¡ludiendo su silencio ó sus 
respuestas evasivas estimarse como un reconocimiento de la 
verdad de ellos. 

¿Qué h* contestado Perruno sobre este punto tan trascenden- 
tal de la demanda ? 

A foja 5á vuelta dice: que Uh-rs recibió un mandato limitado, 
que determinaba mu voluntad, rnodilieandu el pretendido boleto 
t|it" no recordaba haber firmado. 

INto no sólo constituye una respuesta evasiva, tratándose 
de mi buchn personal -le fundamental importancia en la causa, 
sin ó un verdadero rece nonmh tito de la existencia del boleto y 
del conreino en ffl contenido, en los términos aligados por 
Km lile. 

Más adelante, haciéndose cargu del fundamento aducido por 
este respecto al b.deio, se Umita ú decir que ese hecho no tiene 
importancia jurídica, pues los contratos ^e modifican ó cam- 
bian, y un boleto de renta puede ser remirado taiitas vuees 
cuantas las partes lo quieran, por una renípmcu manifestación 
de voluntad, agregando nuera mente quu no recordaba haber 
limiado ese b deto, pero si alguna vez lo firmó, habría quedado 
completamente anulado, fundando esta conclusión en el artículo 
l k 20IHel Código Civil. Esto importaría un rtconoiimieuto mas 
explícito, si se quiere, de la existencia del boleto á qoe se lia 
referido el demandante, como punto de partida y base de la 
negociación. 

Según la disposición citada por Peyranu, las parles pueden 
por mutuo consentimiento extinguir las obligaciones creadas 
pnr los contratos, esto mismo prueba que no basta la voluntad 
de uno solo de los contrayentes. SiPeyrano se ohügópor el bo- 
leto referido á render las 8000 hectáreas, ¿con qué derecho po- 
dría limitar la venta á menos de 8000 hectáreas sin el previa 
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consentimiento del comprador? Y que tal i*on sen ti miento no ha 
existido, no solamente multa del silencio de IVyrauo en su 
contentación, sino de la ejecución del concerno por parte de 
Krable, pagando éste el precio estipulada correspondiente á las 
8000 hectáreas y tomando posesien de tudo ei campo. La ejecu- 
eíewj del convenio do puede, pues, probar desistimiento* 

Si se confrontan las fechas de los diversos acto* relativos ¡í 
wm venta, se descubre : que el boleto fué lirmado por Peyrano 
en Octubre de 1881 , seyun lo afirmad» por Krable y declarad.» 
por Shenmn n foja 7$ ; que el 15 de Noviembre del mismo año, 
Peyrano se presentó al juea de I a instancia ¿testimonio de 
foja 14 vuelta), pidiéndose ordene al escribano de hipotecas, 
certifique sí lubía at^un gravamen ó embargo sobre el campo 
de $u propiedad, compuesto de 8000 hectáreas que p.iseía en ia 
sección sexta dej partido de Tres Arroyos, certificado indispen- 
sable para tuda enajenación de ü lenes raíces á título oneroso ; 
q«f el 16dtd mismo mes ourgó el poder de foja U á Dhcrs, para 
vendí r el mismo campo y suscribir la escritura correspondien- 
te; <jue tn-s días depues, el 19 de Noviembre, Dhers otorgó á 
favur de Krable la escritura de foja 10; y por último que Kra- 
ble tomó en seguida pos^i-n de todo el campo en el cual se ha 
mantenido p<>r cérea de nueve años sin !a meno- observación ni 
reclamo por parte de Peyrano. 

Ksta serie de circunstancias tan precisas y ligadas entre 
cou-lituyen la prueba más acabada de que Peyrano entendió 
vender en .ejecución del boleto firmado á Sbeunau, las 8000 
hectáreas que expresa la escritura otorgada por Dhers y que, 
por consiguiente, éste no hizo sino cumplir estrictamente el 
mandato que le fué conferido vendiendo la totalidad del campo. 

Parece ya inoficioso reforzar las conclusiones establecidas, 
con el argumento saeado del precio de venta. 

Per rano compró el entupo, origen de este litis, en (5000 peso* 
moni-da corriente; es decir, á menos de un peso la hectárea, y 
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<losañosdespm>s lo vendía á razón .le más da 90 pesos moneda 

oriéntela hectárea, pe s e ffutl Sbenan era yaalto con relacen 

á Iik precios currir-níes de aquella época. 
r, l J «ede entonces concebirse que | a ventil se hiciera sobre 

ochocientas y tantas hectáreas lü precio pagado ó se;i á razou 

de í)00 pesos moneda corriente? 

IVyranono ha negado que tuviera conocimiento de cuál era el 

precio pagado. Además ha debido consignarse en e¡ boleto que 

suscribió A" Sheiinan, ^oino lo declaráoste á foja 72. Entonces, 

pues, su apoderado lia debido cumplir el convenio en la forma 

que las partes entendieron celebrar. 

Ka cierto que aquél pretendí? haber sido defraudado pordi- 

tftos stores. Suponiendo cierto ei hecho, nada tiene que ver 
con lo. derechos adquirid»* por Krable, pues Jas relaciones 
purti- ularesentr- mandante y mandatario, son completamente 
extrañas al acto jurídico de la vent.. La expiación, >in em- 
bargo, es inverosímil; y e ge t como todos ¡os demás argumentos 
alegados por L'eyrano e.i su defensa, no merecen tomarse en con- 
s¡ leracion en presencia de las conclusión,* precedentemente 



Box «istos fundamentos, y concordantes de los escritos de fo- 
ja. 18 y 74 y cu virtud de la actitud asumida p.>r la parte de- 
mandada respe-Hn á ta petición del actor, falte declarando que 
la enunciación de 1200 metros de fondo contenida en el poder 
otorgado per don Juan l'eyrano A f,v,. r ( |e don Juan Dionisio 
' Wio 1345 del registro | cargo del escribano Cruz 
el Ití -le Noviembre de 1881, contiene un error material consis- 
tente en laomision de la palabra doce; debiendo leerse, por con- 
siguiente, 12.209 metros de fundo, y qü e f por consiguiente, 
el título otorgado por don Juan Dionisio Dhers como apoderado 
de don Juan Peyrano, en virtud del expresad» poder, poruña 
superficie de 8000 hectáreas, expresa la mdad del contrato y 
es Ululo perfectamente legal, no haciéndose lugar á la deman- 
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da ilf reivindicación fundada en dit-lio error, imponiendo perpé- 
tuo silencio, ¡í este respecto, .1 l;i parte adora á la que comie - 
no al pago de todos los costos y co>tas del juicio, (lujando ;i 
salvo al actor las acciones por daños y perjuicios protestadas 
en el utrosí del escrito de foja 81. Notifiques* con el original . 



Vistos: Por sns fiindameiitos.se confirma, con <u>tas, ta 
sen' encía apelada de foja n "venta y una. Notifíquese original y 
repudies los sellos. devuélvanse, 
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l ir/filio Tnlitt . 



Iwll» dr Ib «mi |» mi i* Cor Ir 



ítiiciins Aires, XríTÍwiiliri' Hi di? 1891». 
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El doctor don Paulino Uamhi Vtimpbell, contra los sucesores de 
don Bartolomé Mayan ; sobre reivindicación y nulidad 

Sumario. — i* Las acciones reales contra una sucesión no 
están comprendidas en la jurisdicción di 1 juez de la misma, j 
pueden ser deducidas ante el juez federal del lu ff ar si la cansa 
versi entre id vecino de una provincia y vecinos de otra. 

2* So el pedido de la demanda de que se condene á los 
demandados á las penas de loa poseedores de mala fé, se contie- 
na la restitución y pago de frutos. 

3' En la superposición de títulos de un mismo terreno espe- 
didos por la provincia de Santa Yé y por la de Buenos Aires an- 
tes de resolverse la cuestión de límites fallada n\ <8 de Marzo 
de 1882 por la Suprema Corte como tribunal arbitral, debe pre- 
valecer el expedido por la provincia de Santa Fé si resulta que 
ba sido anterior, otorgado sin condiciones, y que el terreno 
quedó dentro de los límites jurisdiccionales de la misma, ha- 
biendo sido, por el contrario, expedido el título otorgado por la 
d«' Buenos Aires bajo Ja condición de estar á las resultas de la 
cuestión de límites, y habiendo quedado el terreno fuera de los 
asignados á ella en la resolución de dicha cuestión. 



— Lo explica el fallo de la Suprema Corte y el 
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Rosario, Mayo K> de 1899. 

Vistos: los presentes autos seguidos por el doctor don Pauli- 
no L lambí Caín pbetl contra los herederos 6 sucesores de don 
Bartolomé Muyon, por reivindicación de un terreno, de los cua- 
les resulta : 

Que roo fecha 14 de Abril de 1893, don Pedro G. Zavallu, 
eon poder del doctor d<m Paulino Mambí Catnpbell, se presento 
iniciando demanda contra los henderos o sucesores de don lkr- 
toloméMayon por reivindicación de una fracción de terr.-no situa- 
do en el departamento General López do esta provincia, com- 
puesto de una superficie de H335 hectáreas 72 áreas y 10 ceu- 
tiáreas, cuya ubicación consta en id plano de Toja 5. Funda su 
demanda en los siguientes hecho». De acuerdo con la ley de la 

don Diegn de Alvear celebró un contrato de Compra- Ten ta con 
la referida provincia, en 1* de Octubre del mismo año, por 100 
teguas cuadradas de tierra, expidiéndosele el respectivo título 
de propiedad con fecha 7 de Mayo de 1869, siendo gobernador 
don Mariano Cabal y ministro general el doctor don Simón de 
Iríondo, expresando en dicho título, que á nombre de la pro- 
vincia vende al doctor Alvear una área de tierra fiscal, ubica- 
da en la parte sudoeste de la provincia, compuesta de uu» su- 
perficie de 108 leguas cuadradas, más 660 milésimos de otra, 
comprendidas dentro de ios siguiente* linderos : ul nordoeste, con 
propiedades de don Melitun Ibarlucea, don Nicolás Soto Mayor, 
don Cárlos Casado, don José F. Paz, don Migue) Rueda y terre- 
nos baldíos ; al sudoeste, con más propiedad fiscal ; al nordeste, 
con el mismo señor Rueda y por el sudeste condón Juan A. Gon- 
zález, don Miguel Céspedes, Fortín Mercedes, don Jaime Lia- 
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rallol, don Bernardo de Irigoyen, don José B. Salvas, el com- 
mim* don Agustín Payane j niás torren.* baldíos. El terreno 
suscrito fué deslindado y amojonado por el agrimensor Sells- 
trongel año 1869, según consta de las diligencias de fojas 136 
y 166 del 2" cuerpo de autos. 

En fecha 13 de Junio de 1885, en la Capital de la iiepúl.lica 
por ante el fieltro del escribano don Cipriano Cites, según tí- 
tulo protocolizado en el Registro del escribano de esta ciudad 
1). Javier Munuee, en 2;Jde Diciembre do 1885, corriente d 
foja 152 del interno cuerpo de autos, el doctor D. Diego de Al- 
vear, del área di- terreno que compró al gobierno de Santa fy t 
vende á D. Honorio Acevedo, mediante el pago de la suma de' 
14.000 pesos moneda nacional por cada tegua cuadrada, loa si- 
guientes terreno* situados en el departamento General López 
de esta provincia: 1- El polígono que en el plano topográfico 
de esta provincia levantad.» por D. Cirios Chapraurouge, figura 
bajo el nombre de Martin Gailiza, con la superficie de 6 leguas 
cuadradas, equivalentes á 16.109 hectáreas, 4 áreas y 96 cen- 
tiáreas; lindando, por el sudeste, cou Gaham y Ham ; por oí 
sudoeste, coa la o-donia Teodolina ■ por el nordeste, con el com- 
prador Ace vedo y D. Norberto l¿u¡mo,y por el nordoeste, con el 
comprador también ; *£| polígono que en el mismo plano figura 
cou nombre de IWn-Brou-n y Merans, con la superficie de 11 
legoas cuadradas ó sean 29.698 hectáreas 25 áreas y 76 centiá- 
***** lindando, por el sudoeste con el comprador y don Norberto 
Quirno; por el nordoeste con Drable hermanos, "don L. M. Zo- 
mesa, ürqu¡za,don T. Calderón, don liuüuo Várela, Echezortu, 
Aídaoydon Amancio Alcorta, por el sudeste, con don E. Casey* 
Villa Colon, Laplacette, Dnffy t don S, B.Hale. Dicha escritura 
agrega que habrá un aumento ó disminución de precio propor- 
cional ai multare que existiere más ó menos del vigésimo del 
terreno vendido, quedando además ácargo del comprador el des- 
-t intrusos que hubiere. 
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A solicitud del señor Acevedo fueron mandados medir judi- 
cialmente esos terrenos por el agrimensor don Carlos Sie- 
wert, quien procedió al lleno de su cometido prévias las ins- 
trucciones del Departamento Topográfico, resultando deaquelLi 
operación técnica, que lo adquirido por el señor Acevedo, en 
virtud de su compra al doctor AlTear, eran 51.749 hectáreas, 
65 áreas y 16 cen ti áreas, equivalentes á 19 leguas cuadradas 
más 168 milésimos de otra (véase diligencias de fojas 193 á 198 
riel segundo cuerpo de autos). 

Con fecha 4de Agosto de 1888, ante el escribano don Andrés 
G. del Solar, el señor Acevedo vende al doctor don Paulino 
L lambí Cíinipbell, j> >r escritura de foja 160 del primer cuerpo 
de autos, la primera fracción de seis leguas cuadradas que hu- 
bo por compra ¡i Alvear en 13 de Julio de 1885, con los límites 
antes mencionados, menos por el ñor d oeste, que linda hoy con 
Art'iiaza y por el nordeste, sólo con el señor Quirno; de la se- 
gunda fracción de once leguas cuadradas, provenientes del 
mismo título, enajena ocho leguas cuadradas, son el arrumba- 
miento quu sigue: por el sudoeste, con don Norberlo Qnirno ; 
por el nordeste, con Arenaza ; por el sudeste, con E. Oasey, la 
Villa Colon, Laplurette y Dufíy : y por el nordoeste, con Dra- 
ble hermanos, L. M. Zomosa, Urquiza, Calderón, Rufino Vare- 
la, Eehezortu, Aldao y Amancio Alcorta, y linalmente enajena 
y cede también sus acciones y derechos al sobrante, que te cal- 
cula en tres leguas más ó uüiiüs, 

Que á su vez, el doctor Llambí Campbell hizo medir esos te- 
rrenos, resultando de esa mensura, que en una de esas fraccio- 
nes, la que se señala en el plano de foja 5 Con el número? y 
que está comprendida dentro del polígono primero que Alvear 
vendió á Acevedo, y dentro asimismo de las ocho leguas cua- 
dradas que el último transfirió a Llambí, se habían introducido 
don Bartolomé Mayon (alias) Bertin, hoy sus herederos, quien 
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Que la Suprema Corto nacional, al resolver la cuestión lí- 
mites entre las provincias Je Buenos Aires, Santa Fe y Córdo- 
ba estableció que el límite entre la primera y las dos segundas, 
lo formaba el arrojo del Medio en todo su curso hasta el centro 
de la laguna de Cardoso, Una línea recta desde ésta pasando 
por el centre de la laguna del Chañar, y que termine en el pa- 
ralelo 34 y 23 minutos de latitud: este mismo paralelo hasta 
el meridiano quinto de Buenos Aires, y este meridiano hasta 
t ncotitrar los límites de los territorios naeíonales (série 2", 
tomo 50, pág. 62). 

Que los terrenos que compró el doctor Airear á la Provincia 
de Santa Fe, ubicados boy en el departamento general López, 
otaban, pues, dentro de los límites jurisdiccionales que S:inta 
Fe pretendía en su litigio con Buenos Aires, siendo aquella 
enajenación con muchísima anterioridad á la fecba del compro- 
miso arbitral entre las provincias nombradas, como así también 
al laudo de la Suprema Corte. 

Que habiendo sido hecha la venta A Alvear por el dueño real 
y verdadero de esos terrenos y con prioridad á las enajenacio- 
nes que hizo Buenos Aires, basta para demostrar la perfecta 
validez de aquella enajenación y las que se fueron siguiendo á 
mérito de ellas, pues, aun suponiendo que los terrenos vendidos 
por Santa Ke, hubieran resultado por el fallo de ta Corte como 
que formaban parte integrante de los dominios de Buenos Ai- 
res, ésta, con arreglo á la base 6" del compromiso aludido no 
podía enajenar válidamente lo que Santa Fe tenía vendido ya, 
;fallo de la Suprema Corte, série 2\ tomo 21, pág. 561), 

Que derivando el título de los sucesores deMayon de la venta 
que el gobierno de Bordos Aires hizo á don Exequiel Barrcne- 
chea, en 10 de Julio de 1880, ante el escribano mayor de go- 
bierno con la condición de quedar sujeta d tos resultados de ta 
cuestión de límites seguidos con la Provincia de Santa Fe y resuel- 
ta aquélla en favor de ésta, ha dejado de tener su efecto, á causa 
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de la cláusula resolutoria que así lo disponía. Y como quiera 
que sea, habiendo Santa Fe vendido primero á Alvear que Due- 
ñas Aires á Barrenechea, esta última renta debe reputarse y ae 
reputa como la venta de cosa ajena, laque por el artf. ulo 1329 
del Código Civil es absolutamente prohibida, y es nulo por lo 
tanto el contrato. 

Que la Corte, sentando jurisprudencia sobre las enajenar jo- 
ne* hechas con sujeción al fallo arbitral, ha resuelto, que ven- 
dido por la Provincia de Buenos Aires un terreno de campo bajo 
la condición de «star sujeta la venta á las reaullas de la cues- 
tión de límites pendientes con la Provincia de Santa Vé, y re- 
suelta dicha cuestión respecto del citado torreón en favor de la 
Provincia de Santa Fe, el dominio del mismo pertenece al que 
por título válido lo compró anteriormente á esta provincia (si- 
rle 3 o , tomo 8 o , páginas 419 y 432). 

Corrido traslado de la demanda á los demandados, éstos la 
contestan á foja 94, diciendo: Que la fracción de campo perte* 
neciente á la sucesión Mayon, sobre que versa este juicio fué 
concedida en arrendamiento por el gobierno de Buenos Aires 
en 1865 (es 24 de Mayo de 1862, informe de foja 180, primer 
cuerpo) á los antecesores de los Barreneehea. según consta >-n 
los expedientes en las oficinas de tierras públicas de la provin- 
cia de Buenos Aires á que hace referencia la escritura otorgada 
Á favor de Barrenechea, cuya concesión hizo dicho gobierno en 
lascondieiom s de ley, con la obligación de parte del concesio- 
nario de mensurar á su costo el campo y poblarlo y con dere- 
cho de adquirir su propiedad por el precio de ley. 

Que esta concesión es muy anterior al título de Alvear y fué 
hecha sin condición alguna reárente al litigio con la provincia 
de Santa Fé qne no estaba entonces trabado. 

Que la venta que luz- el gobierno de Buenos Aires á Barre- 
necheaen 1880, es anterior al convenio de arbitraje celebrado 
con Ja provincia de Santa Fé, por cuyo convenio debían respe- 
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tnrse los derechos de los particulares adquirido* legi tí mamen- 



Tío del campo que había adquirido el derecho á la compra del 
mismo desde que cumplió con Jas condiciones de la ley en fe- 



Que el demandante no bu justificado que el terreno que tra- 
ta de reivindicar está comprendido dentro del título de Alvear, 
pues la mensura pericial á que hace referencia no es bastante 



para establecer este antecedente. 

Que no admite que sea exacto que el campo de la sucesión de 
doña Victoria Olmos de Mayon e-ité* comprendido en el título de 
Alvear, j, por consiguiente, en el de su sucesor parcial. 

Que nuson apelables al caso los argumentos deducido* de no 
pertenecer á Buenos Airea el terreno vendido por ella, porque 
en el convenio de arbitraje está previsto el cuso para respetar 
la validez de tales enajenaciones. 

Que, por lo expuesto, pide el rechazo de la demanda, con costas. 

Abierta !a causa ú prueba se producen las referidas en el 
certificado del actuario á foja 252, segundo cuerpo. 

A fojas 132 á 148 del primer cuerpo, corren los testimonios 
délos títulos de propiedad invocados por lo demandados. De 
fojas 152 á 166 del mismo corren ios del actor. 

De fojas 184 á 187 del mismo cuerpo existe un informe del 
ministerio de la provincia de Buenos Aires dando los antece- 
dentes de la venta hecha por el gobierno á don Kzoqüiel Havre • 
íechea del campo en cuestión, en esta forma: El oficial 1 o 
de la oficina de tierras públicas dice: « Consta de la liquidación 
número 2548 que don Ezequiel Barrenecbea compró al superior 
gobierno y con arreglo á la ley 2tf de Diciembre de 1878 una 
fracción de campo en el partido de Hojas, compuesto de una su* 
pevQcie de tres leguas y abonó su importe con fecha Mayo 31 
de 1880 * ; y el escribano mayor de gobierno informa : i Que ni 
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folio 242 del protocolo corresqondiente al año 1880, aparece 
«na escritura de Tenta otorgada el 10 de Julio de mismo año 
á faror de don Ezequiel Barrenechea de un terreno ubicado en 
el partido de Rojas, compuesto de una superficie de 8099 necta- 
reas, 52 úreas y 48 centiárens, lindando al nordeste, con María 
F. Keybaud; iilsi-deHe.con el éjidodei puebloColon ; ni sudoeste, 
con Eduardo Amadeo y compañía ». Que según esa misma 
escritura,^ venia *e concedió á don Kzequiel Barrenechea en 
su carácter de cesionario de tes derechos posesorios que sobre 
el terreno enajenad*, tenia ta sucesión de don José María Yülo- 
das ij bajo ta condición aceptada por el comprador de que di- 
cho terreno quedaba sujeto á tas resaltas de la cuestión de limi- 
tes seguida con ta provincia Santo fé ; que del endiente 
archivado en esaoficinaen ei legajo 179, bajo el número Í3.H6 
resulta lo siguiente : A foja 2 vuelta se registra un decreto dicta- 
do por el Poder Ejecutivo en 4 d. Marzo de 1882, concediendo en 
arrendamiento á don Benito Blanco el mismo terreno vendido 
más tarde á don Ezequiel Barrenechea; queáfoja 16 del prepio 

en el mismo informe transcribe 
de la concesión del terreno á lílanc» ; 
que con fecha 14 de Junio de 1872 j á foja 5 del expediente 
caratulado « doña Catalina Levo de Blanco, compra tres leguas 
de campo eu el partido de Hojas > la mencionada señora, vimía 
de don Benito Blanco, por sí y en representación de la su'eeskn 
de su causante, hizo transferencia á favor de don José María 
Villodas de las acciones y derechos posesorios qnec 
á dicha sucesión, sobre el terreno de que se trata, 
cia que fué aceptada por el gobierno con fecha 
de 1872. 

De fojas 37 a 71 del segundo cuerpo de 
de lo» peritos agrimensores nombrados por 
llegan á las siguientes conclusiones* ri) Que el . 
eu el escrito de demanda se halla comprendida en 
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del señor Llambí Cnmphell comprada al señor Acevcdo dentro 
del área adquirido por este aeñor al doctor Alvear, y á su vez, 
dentro de las 108 leguas y (160 milésimas que hubo el señor 
Airear del gobierno de la provincia de Santa Fé en 7 de Majo 
de 1809; b) Que esa fr:t ce ion que forma el pentágono A, B, C, 
D, E, plano número 12, foja 70, comprendida dentro del te- 
-reno del señor Llambí Campbell tiene una superficie dé 6369 
hectáreas 26 áreas y 18 centiáreas, siendo sus dimensiones y 
linderos los que se expresan en el plano de ta referencia de fo- 
ja 70; e) Que esta área es parte del terreno que corresponde 
al señor Majon según su título; ti) Que el pentágono referido 
parte de la mayor urea que Alvear compró al gobierno de Santa 
Fé, su encuentra comprendida en las sucesivas me asuras prac- 
ticadas por los agrimensores Sell.stroug, Siewert, Talomon y 
Chapeaurotige y también dentro de la mensura parcial practi- 
cada por Boseo, y e) Que como se ha diebo anteriormente el 
campo de los herederos Atayon. reclamado por el señor Llambí 
Campbell, pentágono A, B, C, 1>, E, del 
tádentro del título de Airear, comprado por éste á la 
cía de Santa Fé. 

De fojas 91 vuelta á U5 del mismo cuerpo, corren los 
monios de las escrituras que, en 13 y 16 de Octubre do 1895, 
pasó el superior gobierno de la provincia de Buenos Aires a fa - 
vor de doña Mercedes B. de Canard y de don Antonio Carboné, 
referentes á ifldemn ilaciones a favor de los nombrados, con- 
cedidas por aquel gobierno. 

De fojas 98 á 135 corre copia del expediente seguido con mo- 
tivo de la compra hecha al gobierno de la provincia de Santa Fé 
por don Diego de Alvear y de fojas 1 36 á 250 obra testimonio de 
las me lisuras de Sellstrong, Talomon, Siewert y Cbapeaurouge. 

Vencido el termino de prueba y puestos los autos para ale- 
gar, las partes producen sus respectivos alegatos de fojas 257 i 
313, dictándose la providenciado autos para sentencia. 
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Y considerando : 1° Qoe los antecedente* 
tran snfiYieute luz para fijar la cuestión i 
del juzgado, nacida de la confusión de 
cias de Buenos Aires y Santa Fé y por las enajenaciones del 
mi>mo terreno hechas á particulares por ambos gobiernos, en 
el concepto de ser la tierra vendida de su respectiva propiedad 
fiscal. 

2° Que la cuestión á resolver es, si el terreno indicado con el 
número 7 en el croquis de fu ja 5, es do propiedad del actor ó del 
demandado, ñor ser ta acción de reivindicación la entablada en 
este juicio, de acuerdo con el artículo 2758 del Código Civil. 

3" Que el actoT sostiene y ba comprobado con los títulos pre- 
sentados, que A terreno á reivindicar es parte del que corres- 
pondió al doctor Diego de Alvear, por rompra en mayor porción 
al gobierno de Santa Fé. Kl demandado reconoct también, en el 
alegato de bien probado, que el terreno sobre que versa la cues- 
tión es el mismo que Barreuucbea compró al gobierno de la 
provincia de Buenos Aires. Finalmente, por el informe de los 
peritos agrimensores, á fojas 37 y siguientes del segundo cuer- 
po Je autos, particularmente de fojas 57 vuelta á 59, demues- 
tran que los títulos del actor corresponden al terreno á reivin- 
dicar. De suerte que la cuestión queda simplificada á averi- 
guar j resolver cuál de las dos partes tiene el dominio exclusi- 
vo de la cosa, puesto que dos personas no pueden ser ó la vez 
propietarios por el todo y en absoluto de la misma cosu. 

4 a Que el actor funda su derecho de dominio at terreno liti- 
gado en los instrumentos públicos corrientes de fojas i 52 á 166 
del primer cuerpo de autos, por los que hace constar que su tí- 
tulo originario arranca por venta hecha por el gobierno de la 
provincia de Santa Féal doctor Diego de Alvear, en 1868, y es- 
criturado en 1861*. 

B" Que el terreno comprado por Alvear fué deslindado y amo- 
jonado sucesivamente por Sellstroug, según diligencia de fojas 
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148 y lG6ál75 del segundo cuerpo, aprobada por el go~ 
i; por Talomon de Tojas i 49 i 165; por 

de fojas 201 á 
249 del segundo cuerpo de autos. 

6" Que habiendo tenido lugar la primera venta ¡í AKear en 
1809, es aplicable al acto jurídico la lev que regía en esa fecha; 
según el precepto de la ley 8 a , título 30, partida 3\ basta, en 
general, para la transmisión déla posesión, i los afectos de la 
adquisición del dominio de bienes raíces, la entrega al com- 
prador del instrumento de la venta, aunque no medie apre- 
hensión corporal de la cosa vendida, ú otro acto de tradición 
material de la misma. 

7 o Que, en consecuencia, y dada la cléusula de la escritora 
de venta del gobiérnale Santa Fé á Alvear, en que et vendedor 
declara se teuga y reconozca al doctor Alvear como verdadero 
dueño y legítimo propietario dtd mencionado terreno, con todos 
los derechos, obligaciones y prerrogativas que como ta! le corres- 
ponden por tas leyes, es evidente que en virtud de la ley de 
Partida citada, debe reputarse que el comprador nombrado que- 
dó, purel hecho de la compra y desde el momento mismo de és- 
ta, plenamente sustituido en el dominio y posesión que á ella 
correspondía eo las tierras referidas (fallo de la Suprema Cor- 
te en el tomo II, pág. 325). 

8° Que además de la posesión adquirida por el titulo, se en- 
cuentran los deslindes y amojonamientos mencionados más 
arriba y que, según el artículo 2384 del Código Civil, son otros 
tantos actos posesorios ejecntados por Ims antecesores del rei- 
vindicante. 

9" Que según lo dispuesta en los artículos 2445 y última 
partedet artículo 2475 del Código Civil, una vez adquirida la 
posesión d«- una cosa, ella se tiene y conserva por sólo Ja volun- 
tad del adquirente, pudiendo el último poseedor unir su pose- 
sión ti la de su primitivo antecesor y hacer valer los derechos 
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que á éste le corresponden, cuando, como en el 
no es viciosa la posesión del actor. 

10 a Que el derecho á poseer el terreno es superior en el actor 
porque Alvear adquirió la posesión con intención de someterla 
al ejercicio del derecho <le propiedad, y esa posesión se cuenta 
desde la fecha del título, como se ha establecido antes. Mien- 
tras que la pnsesionde los demandados animo Uomini principia 
en 1880, desde la venta del terreno por la provincia de Buen,* 
Aires á Barrenechca. La posesión anterior por parte de los an- 
tecesores del demandado, BMtmf Villodas, no es propia par.i 
adquirir la propiedad, porque es precaria, reconocían el domi- 
nio en la provincia de Buenos Aires. El gobierno de esta pro- 
vincia concedió el terreno á Blanco bajo ciertas condicion.-s 
que si las cumplía, se comprometía el gobierno á darla en 
arrendamiento. El uso de la expresión « eomeder » indica que 
no es á perp tnidud el aprovechamiento de la tierra, sinó que 
es un permiso graciable por parte de la provincia que podría 
revocarlo á voluntad, porque aquélla se reservó el dominio y ! a 
facultad de darlo en arriendo. 

El mismo demandado reconoce expresamente en su escrito 
de contestación á la demanda (foja U del primer cuerpo) * q„ e 
el gobierno de la provincia de Buenos Aires concedió esta en 
en arrendamiento en 1805 A los antecesores de Barrenechea ». 
La posesión precaria ó mera tenencia de la tierra, no puede 
servirá los demandados para unir su posesión actual ú la de los 
antecesores, porque aquella es viciosa y nadie puede cambiar 
por sí mismo ni por el transcurso del tiempo la cansa de su po- 
sesión, mm ipsi sitn caum potsesiow mutarc potest. El que 
ha comenzado A poseer por otro se presume que sigue poseyen- 
do por el mismo título , mientras no se pruebe lo contrario, .vo- 
to animo nten ies s¡f>i potomonü causa matare (artículos 2475 
y 2353 del Código Civil y fallo déla Suprema Corte en el tomo 
30, pág.24I). 
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La tenencia di* Blanco y VilMas como concesionario ¿arren- 
datario comienza desde 1865 y la posesión de Barreneehea co- 
mo propietario, es á partir de 1880, Que él derecho de Jos ante- 
cesores de Barruneehea acordado por la ley de Buenos Aires 
di< 1871, á adquirir la propiedad del terreno tomada en conce- 
sión, si cumplía con la obligación de edificar ranchos y poblar 
con ganado el campo, no es un derecho adquirido, perfecto, 
cunto sostiene el demandado y por el coal ha de reputarse pro- 
pietario desdf la fecha de la concesión, sino que es un derecho 
en espectativa, susceptible de sor extinguido por la renovación 
voluntaria del com-edente. 

liase rebordado que el demandado reconoce en A escrito de 
contestación á la demanda que Blanco y Villodas han tenido 
el .campo romo arrendatarios, no puede después sostenerse 
lógicamente que tenían derecho adquirirlo á la rompra del te- 
rreno, ó que el derecho de comprar es equivalente en sus 
efectos jurídicos á los derechos que surgen de la compra reali- 

11" Que no corresponde al demandado el derecho de observar 
que Alvear se hizo indemnizar con creces p«>r la provincia de 
Santa Fé la porción de tierra que decía aquél estaba ocupada 
por intrusos, porque no consta en autos qac la indemnización 
recayera por la fracción de tierra á reivindicar. 

Por estas consideraciones y las concordantes aplicables atoa- 
so pn-sente contenidas en los fallos de la Suprema Curte en el 
tomo 38, páginas 4t9 y 432, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias : haciendo lugar á la demanda de reivindicación, 
y en consecuencia» condenando á los demandados á la devolu- 
ción del campo cuestionado dentro del término de 90 días des- 
pués de ejecutoriada esta sentencia, y al pago de los frutos per- 
cibidos desde el siguiente día de notificada la demanda, de 
acuerdo con el artículo 2433 del Código Civil, sin condenación 
pomo encontrar mérito para el lo, como no lo encon- 



trara la Corte Suprema en el caso del tomo 41, página 325, Re- 
póngase 

hmiiet Cot/fia. 

Buenos Aires, Noviembre líi de 1n9u. 

Vistos y considerando: respecto al recurso de nulidad : Que 
ese recurso se funda en I* incompetencia de la justicia federal 
para el conocimiento (lela cansa y en haberse pronunciado en 
parte el juez sobre pago de frutos no comprendidos en el pedi- 
do de la demando. 

Que segun resulta de la información producida a foja diez y 
siete vuelta y dieciocho, el demandante es vecino de ia provin- 
cia de Santa Fé, sección judicial en que se ha iniciado el pleito, 
siendo vednos de la provincia de Buenos Aires todos los de- 
mandados. 

Que en mérito de esa información destinada a acreditar el 
fuero de acuerdo con lo dispuesto en el articulo segundo déla 
ley de procedimientos y constando de los autos la calidad de 
ciudadano argentino tanto en el demandante como en los de- 
mandados, la procedencia de la jurisdicción federal esta expre- 
samente declarada por el artículo cien de la Constitución y se- 
gundo, inciso segundo.de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia. 

Que la verdad de los hechos de vecindad distinta, naciona- 
lidad argentina común y vecindad del actor en la provincia don- 
de se ha .suscitado el pleito, no «¿lo no luí sido contestada por 
el recurrente sino que la ba reconocido durante todo el curso 
del litigio y la reconoce actualmente. 
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Que la acción intentada es real. 

Que con tal antecedente ya sea que esté ó no indivisa la tes- 
tamentaría de don liartolomé Mayon ó ya ^ue ella tramite ó no 
ante e] juez de la sucesión, es fuera de duda que el actor lia ocu- 
rrido ante el juez competente, interponiendo la demanda ante 
el magistrado con jurisdicción en el lugar de la situación del 
bien inmueble á que la acción se refiere, porque la universali- 
dad del juicio de testamentaría no existe sino á los fines y con 
lité limitaciones establecidas por el artículo tres mil doscien- 
tos ochenta y cuatro del Código Civil, con arreglo al que las ac- 
ciones reales contra la sucesión no están comprendidas en la 
jurisdicción del juez de la misma. 

Que, por consiguiente, el presente caso no está comprendido 
en la excepción primera del artículo doce de la ley de jurisdic- 
ción y competencia, como lo pretended recurrente, desde que 
no se trata de juicio comprendido en launiversalidad del juicio 
de partición de herencia 

Qne en la demanda se pide que los demandados sean condena- 
dos á la desocupación d^l campo en cuestión, dejándolo en estado 
de que el actor pueda entrar eu su posesión, al pago de costas y 
á las penas establecidas crmtra los poseedores de mala fé. 

Queeti este último pedido ra comprendida la restitución 6* 
pago de frutos; y por tanto, ta sentencia que halé lagar A la 
acción reivindicatoría lia podido y debido pronunciarse sobre 
las condenaciones accesorias solici tadas, con arreglo al articula 
trece déla ley de procedimientos, importando poco, en Jo que á 
la validez ó nulidad afecta, los fundamentos del pronuncia- 
miento, siempre que la condena no exceda á Jo solicitado. 

Que eí demandado, que ha sido condenado tan solo al pago 
de los frutos percibidos desde el día siguiente de notificada ta 
demanda, no puede decir con verdad que el inferior ha incurri- 
do ea exceso, en lo relativo al pedido de lademauda sobre frotos. 
l'or e&to, no se buce lugar al recurso de nnlidad. 
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Y considerando, en cuanto al rte apelación : Que como lo de- 
muestra la sentencia apelada.es un hecho fuera de din) a que el 
terreno de la cuestión forma parte de la superficie comprendida 
di-ntro de los límites del campo qu» don Diego de Airear eom- 
próa la provincia de Santa Fé, según escritura de siete de Mu- 
yo ile mil ochocientos sesenta y nueve, siéndolo igualmente que, 
a consecuencia de transmisiones sucesivas por título ¡singular, 
rndicanhoy en el doctor Paulino Llambí Campbell loa derechos 
de Airear en lo que á La materia del pleito concierne. 

Que á su vez, don Bartolomé Marón causante de tos deman- 
dados, hubo el terreno que éstos ocupan á título de venta hecha 
á su favor por dou Ezequiel Barreuechea por compra á la pro- 
vincia de Buenos Aires segun escritura de diez de julio del mis- 
mo año, todo lo que consta de los instrumentos que en testi- 
monio corren de fujas ciento treinta y dos y siguientes. 

Queá la fecha de la rompra expresada, Itarreneeliea ocupaba 
lu tierra en ejercicio de Jos derechos posesorios que le transmitió 
la sucesión de don José María Villodas, derechos que éste ad- 
quirió por título singular de tos sucesores de don Benito Blan- 
co, quien principié ;i ocupar el terreno á nombre de la provin- 
cia de Buenos Aires mediante autorización, que á ese efecto, le 
otorgo el gobierno de esa provincia en veinticuatro de Mayo de 
mil ochocientos sesenta y dos, siendo en virtud de esos dere- 
chos posesorios , a título precario, que Barrcnechca obtuvo que 
se le diera en venta ta tierra (informe de fojas ciento ochenta y 
cinco vuelta á ciento ochenta y siete). 

Que los antecedentes expuestos demuestran, de una manera 
indudable, que existe superposición en los títulos en que am- 
bas partes se fundan respectivamente, emanados originaria- 
mente de la provincia de Santa Fé, el del demandante ; v de la 
provincia de Buenos Aires, el del demandado ; existiendo esa 
superposición, aún en la hipótesis de que haya exceso de la con- 
tinencia declarada en el contrato de renta entre la provincia de 
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Santa F¿ y AKear en la superiicie comprendida dentro de las 
mm W demarcan sus contornos ó límites separativos de las 

T™*' P ° rqüü 81 e " eS0 dG "t™™* no serviría 
*m*$m motivar mm & C0R arl¡Cílc¡on sú[q 

e l o.i,. se ntr,eladquirenter ,1 enajenante. 

U^resu-lta la cuestioné límites entre las provincias de 
«.«no. Aire, v Santa Fe por la sentencia de estu Suprema Cor- 
to de dieciocho de Marzo de mil ochoeient*. «ftiati v (los pro- 
o^á| e« virtud de, compromiso arbitra! respectivo, Je le 
-metió el conocimiento y decisión del litigio, Ja ti™ del 
Pleito ha resultado estar dentro del territorio de fe segunda de 
esas provincias, 

ÜBí el -loctor Diego de Airear ,„ x oí ¡ e01 , )re de m 

ZTf"*, y t,no ' 86 ,ire ' e,,t6 " nte *' eobk ' r "« j » «• p'»'í«- 

«I» de Buenos Aire» dándole cnn,>oii»!..„t„ i . i 

u,,uu '■<■ conocimiento de le compra que ha- 
bu rfcctirailo :i ht provincia de Snit-. ra „ .. j- j 
, ' "e aanta l e j pidiendo que se to- 
me tum del hecho y de la ubicaeion de | M terrenos par» , ae D0 

" : ".'"" t " ni '"" nit " ***m4*m 4mUmw nM ¿ Cü „. 

ranar .1 perfectn , excl..i™ derecho de propiedad q„e decta 
tener adquirido ¡ solicitud resuelta por decreto de Abril do, 
de mil ochocientos setenta y des, disponiéndose no 
toda petición é gestión sobre propiedad de tierras nu 
los limites entre las provincias de Sania Fdy Buenos Air 
servándose los derechos de ana paseares y si „ fs \TZ' 

porte el reconocimiento del derecho i favor de \lvear ífoias 
.■«ve,,,» v ocno á de|lto ^ fc 

Que por deereto posterior dictado m j ul¡0 entinas de mil 
o ornen „s setenta y dos á instancia del mismo Airear el Po- 
derhjecufvodelapronuciadc Buenos Airea dispuso la 
pena,™ del trdmite de los expedien.es mencionados e„ e, es L 
o de «presado Airear, entre los q,„ «„„ ., noml)re ie „„„ 

SSS cient0 dos 4oi,oto * iete M «■- 

T. LXXIU 

1J 
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Que no obstante estos antecedentes el poder Ejecutivo de la 
provincia de Buenos Airea dispuso escriturar, y escrituró en 
diez de Julio de mil ochocientos ochenta á favor de don Eze- 
quiel Barrcuecliea, sucesor de los derechos posesorios de don 
Benito Blanco, la tierra comprendida en el título de Al war que 
hoy se litiga, si bien haciéndose constar un el contrato de ven- 
ta que la propiedad tíscal de! terreno estaba un cuestión entre 
las provincias do Buenos Aires y Santa Fé y estipulándose im- 
presamente » 1 11 e la condición de quedar sujeto el interesado á 
las resultas de la cuestión de límites seguida entre dichas pro* 
vincias (escritura de foja ciento treinta y dos, primer cuerpo). 

Que como se ve, el título de propiedad de Altea! es anterior 
en anos al título de propiedad do Barrenechea y emana el do 
aquél del verdadero dueño ó sea de la provincia dentro de cuyo 
territorio se halla el terreno enajenado (artículo do* mil tres- 
cientos cuarenta y dos, inciso primero, Código Civil), que se lo 
vende incondicionahuonte y le traspasa en esa forma todos sus 
derechos, mientras que el de Barrcuecheu no sólo procede de 
provincia cuyas pretensiones á la tierra fueron desautorizadas 
por el tribunal arbitral sinú que se otorga enn declaración de 
tratarse de cosa cuestionada y con condición que subordina el 
electo del acto á las resultas de la cuestión de límites interpro- 
vincíales. 

Que dada la convención que somete los derechos de Barren tr- 
enca á las resultas de la delimitación delinitiva entre las pro- 
lucias de Buenos Aires y Santa Fé con mención expresa do 
>( aliarse el campo vendido dentro del terreno disputado, ta 
transmisión de la propiedad quedó subordinada al evento íu- 
eiertode aquella cuestión, de tal tuerte, que los derechos del 
euajenante no se cedían sirtó como contestados y dudosos á con- 
dición de que por el resultado del pleito las tierras vendidas 
llegasen á quedar dentro del territorio de la provincia ena- 
jenante . 
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Que decidido el litigio en favor de hi provincia de Santa lé 
en lo que respecta á los tárenos en cuestión, la condición re- 
solutoria estipulada entre la provincia d- Buenos Aires y Ba- 
rrenechea, quedo cumplida y resulto, en consecuencia, eldere- 
oho sobre la tierra que líarrenechea no adquirió sinó de mane- 
ra imp. rfecta. .si así puede decirse, aleatoria (artículos qui- 
montos cincuenta y cinco y dos mil seiscientos sesenta y ocho 



Que aunque en la enajenación hecha por Barrenecbea a favor 
- don Bartolomé Aíayon , l0 «e ha consignado explícitamente 
lacláusula resolutoria recordada, no se poede dudar que esta 
afecta igualmente al derecho del adquirente, porque Barrene, 
chea no pudo transmitir á Mayos, lii éste adquirir, un derecho 
mejor u más extenso que el que aquél tenía (artículo tres mil 
doscientos setenta, Código Civil). 

Que Llambf Campbell, cuyo título emana de don Diego de Ai- 
rear, tiene lo. dererbos que á éste le transmitieron por la pro* 
TinciadH Santa Fe propietaria del inmueble; ó loquees lo mi- 
mu, apoya su ación en uu títlllo rf|Wll y Ipgít¡mQ pgr proeeder 

del dueño, y que te ha sido otorgado, así como á sus causantes 
s¡n cláusulas ni condiciones que atenúen su eficacia en lo más 
mínimo. 

Que acreditado, como está, el origen legítimo del título de 
Airear y el de sus «leedores y la ausencia de todo título de pro- 
piedad en favor de Jos demandados en virtud de los efectos de 
la condición resolutoria á que se subordinó la adquisición que 
Jes es relativa, la acción deducida por Llamo. Campbell se halla 
amparada por la disposición del artículo dos mil setecientos no- 
mmm y dos del Códi-o Civil y la doctrina que surge de ios 
artículos dos mil setecientos ochenta y nueve y dos mil sete- 
cientos noventa del mismo código. 

Que, por otra parte, es cierto que Airear no sólo recibid el 
título de propiedad que le otorgó el gobierno da la provinoiade 



Santa Fé con el valor posesorio que á ese hecho da la ley vigen- 
te cuando se realizó, sinóque sus sucesores á titulo universal 
anos, singular otros, lmu ejecutado actos posesorios caracteri- 
zados de deslindes repetidos déla tierra comprada (articulo dos 
mil trescientos ochenta y cuatro, Código Civil). 

Que aunque esos hechos no deban considerarse comprensivos 
de la fracción de campo ocupada por los demandados y sus an- 
tecesores, por el principio de que dos posesiones iguales y du la 
misma naturaleza no pueden concurrir sobre la misma cosa, 
hay que reconocer que influyen también para no contestar al 
adquirente de una superficie dada de terreno que ha ejercido 
actos que lo acreditan poseedor en una gran parte de esa super- 
ficie et derecho de usar de las acciones que su título |e da pa- 
ra dejar libre de toda otra posesión las fracciones indebidamen- 
te ocupadas por terceros (artículo dos mil cuatrocientos sesenta 
y ocho, Código Civil). 

Que la improcedencia de la prescripción alegada por los de- 
mandados es manifiesta, desde que como fundamento les ha si- 

I 

do necesario hacer valer la posesión de la proviiuía de Buenos 
Aires para unirla A la de Biirenechea y Mayan, ya que, como 
lo reconocen ello* mismos, la de Blanco y Vi Hadas no pueden 
servir á ese objeto porque estos no ocupuban la tierra sino" á 
título precario. 

Que ni La provincia de Buenos Aires con sus actos de ocupa- 
ción, ni la de Santa Fé con los suyos, han incorporado al terri- 
torio de las respectivas provincias terrenos que no estuvieran 
dentro de sus límites territoriales. 

Que esooo sólo es conformo con los principios de derecho pú- 
blico y privado que gobiernan las provincias en ¡su calidad de 
tales, sino que resulta estipulado en términos suficientemente 
claros por el artículo sexto del compromiso arbitral que some- 
tió á esta Suprema Corte la cuestión de limites de las provin- 
cias de Buenos Aires, Santa Fe* y Córdoba, en el que si se es- 
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tipuló que no se alteraran por e) resultado di 1, litigio lúa dere- 
chos de los particulares subsistentes en la fecha del convenio, 
siempre que hayan sido legítimamente adquiridos, no se hace 
salvedad alguna en relaciona las provincias compromitentes. 
Que el convenio, en el sentido de no alterar los derechos de 
los particulares legítimamente adquiridos, de que se lia hecho 
rmncion, concurre también en apoyo de las pretensiones de l 
actor, porque, como ya.se ha demostrado, Barrcnechea no ha- 
bía adquirido derechos, sino pura el caso de que la tierra que le 

dentro de la provincia de Buenos Aires, 
sabiendas de que lo hacía sobre cosa cues- 
tionada y el contratóse efectuaba años después de haber dado 
ya Alvcar conocimiento al gobierno de dicba provincia, con pre- 
sentación de documentos y planos, de haborse enajenado la tie- 
rra á su favor por la provincia de Santa Fé. 

Que computando la posesión toa ida por Barrenecbea y sus 
sucesores, á contar desde la fecha en que se escrituró á favor 
del primero condicionalmente la propiedad de la cosa, ó sea, 
desde el diez de Julio de mil ochocientos ochenta, en que prin- 
cipiaron a" poseer en nombre propio y á título de dueños, ba 
transcurrido un tiempo claramente insuficiente para abonar la 
prescripción trentenaría opuesta por los demandados. 

Que el derecho de retención que pueda corresponder á los de- 
mandados por razón de las mejoras que dicen han hecho y exis- 
ten en el terreno, mi ha podido st-r objeto de la sentencia de 
primera instancia» ni puede serlo de este fallo, porque no ha 
sido materia del pleito trabado entre las partes. 

Que no eseiactoque con el pedido hecho por Airear al go- 
bierno de ta provincia de Santa Fé. que en testimonio corre á 
foja ciento siete vuelta, él haya hecho abandono ó renunciad 
los derechos de propiedad, sobre parte alguna del terreno com- 
prado \ esa provincia, en siete de Mayo de mil ochocientos se- 
senta y nueve. 
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Por esto, y fundamentos concordantes : se confirma, con cos- 
tas, la sentencia apelada de foja trescientas quince. Noti fique- 
sé original, y repuestos los sullos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO &UNGE. — JUAN E. TO- 
BHENT. — li. MARTINEZ. 



4'AimA < i»i,% n 



Don David Orrego contra don Luis Gunod y don Antonio 
Aslorga, por ejecución hipotecaria ; sobre competencia 

Sumario. — En la ejecución del inmueble hipotecado segui- 
da contra el tercer poseedor, y trabada con este antea) juez 
ordinario del lugar, el deudor no puede invocarla jurisdicción 
del juez federal en razón de ser vecino de distinta provincia de 
la del actor. 




Buenos Aires, Noviembre lti de 1808. 
Autos y vUtos : A mérito de las ratificaciones que precedan, 



según las cuales resulta 
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ral por razón de la distinta vecindad de las partes, se declara 
competente este juzgado, y de acuerdo con lo diapuesto en el 
artículo 46 de la ley nucioual de procedimientos, líbreiie oficio 
al juez de primera instancia en lo civil de la ciudad de Men- 
doza, con transcripción del escrito ríe inhibitoria, auto recaído 
en él y la vista del señor procurador liscal á íiu de oue se inhiba 
de seguir conociendo del juicio promovido ante él por don Da- 
vid Orrego contra el señor Luis Gunod en los cuales se lia dado 
intervención al doctor Antonio Ortega, según consta de la cédula 
acompañada por éste y que deberá transcribirse igualmente por 
cabeza de esta resolución, y remit 
de en caso de no insistir sobre su competencia. 



Auto del Jues de A ■> Instancia 

.Mendoza, Diciembre 57 da 1898. 

Vistos: los autos llamados á foja... para resolver h contien- 
da de competencia promovida por el señor juez federal de la 
Capital doctor Urdinarrain. 

Y considerando : \° Que el presente juicio ejecutivo sobre 
cobro de pesos procedentes de un crédito hipotecario lia sido 
tramitado m ñ arreglo estricto á las disposiciones de nuestra ley 
procesal dictada dentro de las facultades que á las provincias 
federales acuerda el artículo 5° de la Constitución nacional. 

"I o Que en el caso sub-judicc Sé trata del ejercicio de una 
acción real, se ejecuta la cosa afectada al crédito hipotecario 
ubicada en el territorio de esta provincia, y por consiguiente 
dentro de la jurisdicción de este juzgado y en esta clase de ae- 
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ciernes es competente para entender en ella, el juu del lugar 
donde se batíala cosa demandada, prescindiendo del domicilio 
de ios demandados como lo tiene así declarado la Suprema Cor- 
te de ta nación en numerosos casos (ver fallos de la Suprema 
Corte de la mido», entre otros tomo 16, púg. 24 ; tomo 2\ pag. 
201. y 85, pág. 181 ; 2', pág. 80; 3-, púg. 31 ¡ í* aérie 8»' pág" 
344.x *2,2' serie, pú^. 301). 

3 o Que requeiidu personalmente de pago el tercer poseedor 
det inmueble doctor Antonio Astorga maniliesta «que no Jo 
efectuaba por haber arreglado con el .jecntante la furnia de 
hacerlo * (foja 15), desde cuyo momento qu<id¿ trabado el juicio 
y seguido éste pur su tramito ordinario cou intervención del 
docUr Astorga, éste- no ha declinad.) de jurisdicción, por lo que 
ha reñido ¿ser prorrogada tácitamente la de este juzgado. 

Forestas consideraciones, lo dictaminado por el Qscal á foja 
42, y lo espuesto por la parte á foja 43, este mmfo resuelve 
mantener su competencia para conocer en et presente juicio. 

Hágase saber al señor juez federal con testimonio de esta re- 
solución, la vista del señor íiscal y escrito de foja... pidiéndolos 
sirva comunicar si insiste m mantener su competencia á los 
efectos del artículo 51 de la h-y nacional de rrucedimiento*. 
Repóngase el papel. 



mil* del Smm* Federal 



Bueuos Aires, Julio 19 de im. 

Vistos : y considerando : Que según resulta do autos, la acción 
deducida por el doctor don David Orrego ante el señor juez de 
lo cítíI de la ciudad de Mendoza contra don Luís 
real. 
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Que, por consecuencia, con arreglo al precepto de la ley 32, 
título 2", partida 3 a , dicha acción á elección del acreedor puede 
ser ejercitada indistintamente sea unte Los jaeces del lugar don- 
de se encuentran situados los bienes que forman su objeto sea 
ante los del domicilio d«l deudor. 

Que esta interpretación del texto de la ley tiene en su apoyo 
la jurisprudencia constante del alto poder judicial de la nación 
como resulta entre otros casos, de los que se registran en el tumo 
3 o , página 31. y tomo 21 f pagina 201 de los fallos de la Supre- 
ma Corte. 

Que, por otra parte, de los neaudos acompañados con el es- 
crito de foja 9, resulta que unte el expresado señor juez se si- 
gue juicio contra don Luisüunod p»r colro ejecutivo de pesos, 
procedentes de un crédito hipotecario al cual su baila afectada 
la propiedad del tercer poseedor doctor Astorga, y en el que 
éste ha intervenido directamente aceptando la jurisdicción 
provincial, la que por otra parte no podía desconocerse desde 
que radicado ante ella el juicio testamentario del deudor hipo- 
tecario señor Dr. Carlos Guuod y del que es su únlcti y universal 
heredero don Luis Gunod, el juez de lasueesion ha podido avo- 
carse el conocimiento de todos los incidentes que se relacionan 
con el mismo por raían de su carácter de juicio universal (tomo 
3=% página 55; tomo 9% página 434 y 515; tomo Í2, página 
488 , y tomo 9 a , página 434 y 439 de los fallos citados). 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por el 

se declara el juzgado incompetente y 
no insiste en la contienda por inhibitoria iniciada 
por el escrito de foja 3. 

resolución, y lecho archívese la causa. 

el 





Agustín tintinar rain. 
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VISTA DEL SEftOR PROCLR' T»OR CKflERAL 

Buenos Aires, Setiembre ¿i) de 1899. 

Suprema Corte : 

De las actuaciones acompañólas de fojas 9 á 14, resulta de- 
mostrado que se trata de la ejecución de un bien raíz situado eo 
la provincia <ie Mendoza, y de un juicio radicado en aquella ju- 
risdicción, por lo que considero procedentes los fundamentos y 
conclusiones del auto recurrido de foja )6 f cuya confirmación 

Sabiniano Kier. 



rallo de I» Suprema Cor ir 

lltienos Aires Noviembre 18 de 18ÍJ9. 

Vistos y considerando : Que según resulta de las actuaciones 
de fnjas nueve á catorce vuelta, la acción deducida por el doctor 
¿on David Orrego, ante el juez de primera instancia de lo Ci- 
vil de la ciudad de Mendosa, es la qn- autoriza el artículo tres 
mil ciento sesenta y dos del Código Civil para la venta del in- 
mueble hipotecado que ha pasado a poder de terceros. 

Que estando el inmueble situado en Mendoza, y tratándose 
del ejercicio de una acción real, esta ha podido ser ejercitada 
ante las competentes autoridades judioiales del lugar de la si- 
tuación del bien. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
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dufoja diez y seis, le confirma ésta cod costas. Notiflquese 
origina!, y repuestos loa sellos devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL 9AZAN* — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RBENT. — H. HAHTINEZ. 



« AUNA «It-MIII 



M /7sco nacional contra don José B. Con tretas 



Sumario. — Por la expropiado» que no La causado perjui- 
cios de fraccionamiento y otros gravámenes, se dobe el precio 
que tenía el terreno expropiado el dia de la desposesion, y los 
iutireses desde ese dia husta el del pago. 



Cm< — Resulta del 



Falte del Mwm 



Sod Ju*u ( Mayo 5 de 1899. 

V itos : Don José B. Contreras exigiendo del Exmo, Gobierno 
de la Nación el pago del valor de los terrenos que se le erpro- 
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piaron para ensanchar la estación San Juan de la actual em- 
presa de transporte « Ferrocarril Gran Oeste Argentino », y uo 
habiéndose puesto de acuerdo las partes sobre el precio, y en 
consideración de que: 1 o La única partida acreditadle la 
cuenta de foja 4 de lus :í justiücar lia sido la de 13,500 metros 
cuadrados de terreno; 2* Que el dictámen pericial ha sido ob- 
servado. Que el jueí que suscribecree justo oí precio del metro 
cuadrado del terreno expropiado 0,46 centros moneda nacional 
decurso legal equivalente al de 0,20 centavos moneda nacional 
oro, fijado en el avalúo á foja 57 del juicio de expropiación se- 
guido en 1885 entre las miomas partes que en él presente; pues 
que si bien es cierto, que las obligaciones á moneda nacional 
oro, creadas antes de 1885 pueden ser canceladas ahora á la 
par en moneda do curso legal, también lo es que el expropiado 
tiene derecho ¡í la indemnización de los perjuicios que se le 
ocasionan. 

Por estos fundamentos, declaro, que el valor de los 13.500 
metros cuadrados de terreno expropiado por el Exmo, Gobier- 
no déla Nación ádon José B. Contreras, para ensanchar la es- 
tación San Juan de la empresa a-tual de transportes del Ferro- 
carril Gran Oeste Argentino es de 0210 pesos moneda nacional. 

llágase saber y repóngauseel piipel. 



Suprema Corle: 
Pur sentencia de 



VIST* DELSEftOB PROCUKADOH GENEkAI. 

Buenos Aires, Junio 3 de 1899. 




V. E. se sirvió declarar que el de- 
a ser pagado de la superficie de 13.500 
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metros cuadrados que reclama con arreglo á la ley de expro- 
piación. 

Constituido el juicio pericial con sujeción a ese antecedente 
procedió el perito nombrado de acuerdo de ambas partes & la 
¡íTaluacion que expresa el informe de foja 137. 

lisa avaluación era irregular en todo; irregular cuaudo fijaba 
a oro el precio del terreno siendo la moneda nacional de curso 
legal la base uncial de las operaciones» monetarias; irregular en 
% la designación de los perjuicios en la misma moneda de oro, é 
irregular y manifiestamente ilegal cuando imponía intereses 
compuestos capitalizada según la fórmula de foja 139 vuelta. 

En justificación de estas afirmaciones no debo extenderme 
en repeticiones; reproduzco por ésto ante V, E. la exposición 
del señor procurador fiscal de la sección de San Juan agregada 
;i foja 141. 

V.\ señor juez a quo en ejercicios de la atribución que expre- 
samente le confiere el artículo 6de la ley sobre expropiación do 
1866 ha fijado el precio de la expropiación en el caso asignado 
al terreno expropiado t í de 0,40 centavos, teniendo en cuenta 
que en este precio están comprendidos los perjuicios á que el 
expropiado tiene derecho según la ley. 

Considero arreglada á derecho, aunque benéfica para el ex- 
propiado, la resolución recurrida que justamente expresa que 
si los 0,40 centavos oro por metro pueden cancelarse ahora á 
la par en moneda de curso legal, también lo es que el expro- 
piado tiene derecho á la indemnización de los perjuicio» que se 
le ocasione. Si los 0,20 centavos por metro responden amplia- 
mente al valor venal de la tierra los 0,26 restantes importan 
una más que ventajosa remuneración de los perjuicios exigibles. 

En este concepto nada tengo que observar contra la senten- 
cia recurrida. 

La considero justa y no susceptible de nulidad invocada por 
la parte expropiada ha expresado cuanto era necesario para su 



■ 



222 



FALLOS DE LA SOFRENA CORTE 



inteligencia, no necesitaba más considerandos que la apoyen ni 
mayores procedimientos que los que han precedido A laa provi- 
dencias de fojas 140 y U7, porque la ley en su artículo 6* 
proscribe el procedimiento verbal y sumario, y luego ta resolu- 
ción sin otro trámite que el mérito de los informes periciales. 

Por ello pienso que no proa-de | a nulidad en el caso y sí la 
confirmación por sus fundamentos de la resolución recurrida 



Valí* ú* NupreMft Carie 

Uiieno* Aires, Noviembre 18 de 1899. 

Vistos y considerando : respecto al recurso de nulidad dedu- 
cido por la parte de Contreras en su escrito de foja ciento 
cincuenta y uno. 

Que, convocadas las partes á la audiencia de fi ja ciento trein- 
ta y cinco, nombrado en ella de comiiu acuerdo el perito inge- 
niero don Manuel G. Quiroga á los Dnes del artículo seito de 
la ley de expropiación y cumplido por ese perito su cometido 
como se ve ;i foja ciento treinta y siete, el procedimiento bser- 
vado se ¡gusta u las disposiciones de la ley, habiéndose llenado 
en consecuencia los requisitos que comporta ta tramitación del 
juicio. 

Que además, con la notificación del decreto de foja ciento 
cuarenta vuelta consentido por ContTeras quedó éste citado 
para oir sentencia, siendo por otra parte indudable que el es- 
crito presentado por el procurador iiscul á foja ciento cuarenta 
y uno, haciendo observación al dictamen pericial no puede fun- 
dar la nulidad del procedimiento mucho menos cuando Coutre- 
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ras do hizo en oportunidad observación alguna a] respecto y 
asintió en silencio el decreto recaído en ese escrito reiterando 
el llamamiento de * autos ». 

Que la sentencia contieue en su parte dispositiva resolución 
suficien témeme clara sobre la materia del pleito en el sentido 
•le condenar al expropiante Apagar al expropiado la cantidad 
de seis mil doscientos diez pesos moneda nacional, lo que, te- 
niendo en consideración la naturaleza breve y sumaria del jui- 
cio, y los antecedentes que informan la «presada sentencia y 
que sirven á aclararla, basta para haberla por subsistente. 
Por esto no ha lugar á dicho recurso de nulidad. 
Y considerando en cuanto al de apelación interpuesto por los 
dos interesados : Que el terreno ú que esta expropiación ¿e re- 
fiere forma una superlicie unida con el anteriormente expropia- 
do al mismo Contreras de manera á constituir ambos un todo 
di- que ha estado en posesión el ferrocarril desde el año mil 
ochocientos ochenta y cuatro, habiendo desde entonces quedado 
segregado en el hecho del resto «Je la propiedad del expropiado 
que este continuó poseyendo según resulta del mérito del expe- 
diente acompañad» y ríe) actualmente en tramitación. 

Que en su virtud, no hay al presente danos que pagar, pro- 
cedentes de fraccionamiento, destrucción y construcción de 
tapiados, etc., porfíe ese daño no es la consecuencia de la 
compra que hoy se hace ú Contreras puesto que ésta compra no 
rmidiíica ese estado, se produjo cuando tuvo lugar la expropia- 
don ya realizada recibiendo entonéis el expropiado las corres- 
pondientes indemnizaciones por ese y otros daños como lo 
comprueba la sentencia d<- foja nanita y tres vuelta, c . afir- 
mada a foja ciento nueve de lus autos acom [.uñados con sus 
referencias ala pericia de foja cincuenta y siete, excepción he- 
cha de la partida ocho do los mismos autos. 

Que así el derecho de Contreras dado el mérito de autos se 
reduce á ser pagado del precio de la tierra con sus iutereses, en 
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indemnización éstos dol perjuicio que se le ha causado por la 
despowsion. v 

Que retrotrayendo los efectos de esta expropiación ni ario 
mil ochocientos ochenta y cuatro fecha de ta ocupación de la 
tierra por el ferrocarril á los efectos del curso de intereses 
como lo pretende el expropiado y 63 de justicia, no es menos 
justo que el precio del terreno se determine por el que tenía á 
la misma fecha, porque á no ser así los intereses que demanda 
Contreras no corresponderían ñ los valores sobre que deben 
calcularse conceptuada la obligación como de dar surms dt> 
dinero 6 sea en las condiciones en que se ha interpuesto la <le- 
manda y se ha seguido la causa, 

Que el terreno ocupado por el ferrocarril valía á la época 
expresada el precio de veinte centavos moneda nacional el metro 
cuadrado según resulta de la pericia de foja cincuenta y siete, 
aceptada por la sentencia de foja noventa y tres, confirmada á 
foja ciento nueve (expediente acompañado). 

Que el expropiante cumple cun el deber de pagar dicho pre- 
cio atildándolo en moneda nacional de curso legal con arreglo 
á las leyes de la materia. 

Que uniendo al mencionado precio los intereses corridos du- 
rante los quince años próximamente transcurridos desde la 
desposesion yaque por derecho no t-orruspoude la capitalización 
de los mismos (art. 623, Cód, Civ.) la suma que fija la senten- 
cia apelada basta para dejar satisfecho al expropiado del precio 
do la cosa y perjuicios que la expropiación le causa. 

Por esto y de acuerdo, con lo apuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se confirma la sentencia apelada de foja 
ciento cuarenta y ocho, declarándose qne debe pagarse al ex- 
propiado dentro de los diez días subsiguientes á la notificación 
del auto en que se mande cumplir la presente sentencia Ja su- 
ma de seis mil doscientos diez pesos moneda nacional, siendo 
también á cargo del expropiante el honorario del perito y eos- 
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tas de actuación. Notiríquese original, y de^uélía-e reponién- 
dose el papel. 

BtrtMMin PAZ. — ABEL BAZAN. — 
«ATAVIO BUNGE. — JUAN E, Tll- 
RBÜNT, — R. HAHTtNEZ. 



4AUMA <I»M\ 



Criminal contra .1. Enrique Varamm, por cohecho <j falsedad 

lira 

Sumario. — No prosiguiéndose por el seiíor Procurador ge- 
neral la apelación interpuesta por el procurador fiscal, debe 
confirmarse el auto upo lado. 



— Lo eii 



Fallo «leí Juu Federal 



La Platá, Ocluid 3 de 1899. 

Autos y visto» : para conocer del recurso de reposición y nu- 
lidad interpuestos del auto de foja 63 vuelta, que ordenó la 
prisión de J. Enrique Varaona. 
t. unn 
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Y considerando : I o Que la nulidad deducida del citado auto 
es procedente por cuanto su ha omitido fundar las i-ausales por 
las cuales el juzgado decretó la prisión, ineiiniénrlose un vio- 
lación de formas sustanciales do procedimiento ordenadas por 
la ley (art. 509 y 367 del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal). 

2" t¿ue en cuanto á la prisión de Varaona, por ahora, no exis- 
tiendo antecedentes suficientes en autos para decretarla, por 
cuanta la afirmación que hace el referido procesado en su inda- 
gatoria, corroborando la prestada por el supuesto cómplice de 
don Alhano Castro, de que José Moro estaba inscrito en la 
lista de enrolamiento dentru de! término de prórroga concedi- 
da por el Gobierno Nacional, de que instruye el documento 
acompañado de foja (37, y que se había extendido un certificado 
provisorio de la inscripción, á causa de haberse agotado las 
papeletas de enrolamiento, no resulta inverosímil destituida 
por la prueba acumulada en autos. 

3 o Que á resultar exacta la referida afirmación, no existiría 
intención criminal por parte de Varaona en el delito de false- 
dad, porque se le procesa, y por consecuencia estaría eximido 
de pena. 

4" Que re-i pee to al delito de cobecho atribuido á Varao- 
na por el señor procurador hscal, no aparece de autos indicios 
sub ientes que lo demuestren, por cuanto la imputación que se 
le hace procede de una sola persona, José y Bernardo lloro, 
que declaran saberlo porque se lo dijo Albano Castro, persona 
que aparece haber recibido el dinero que constituyó, ó da mo- 
tivo al delito de cohecho. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto ncurrido» y se dis- 
pone ordenar la libertad de J. Knrique Varaona, A cuyo efecto 
se librará el olicio respectivo ii la policía. 



Cárias Chen&ud. 
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VISTA l>EL SEÑOR PHOUUHAIJOH GENEFUL 



Suprema Corte : B " e "° s Aír * 3 < t,mt¡K 88 ** 1*»- 

En bu consideraciones del escrito de foja 68, y considérame 
del auto de foja 73, encuentro bien fundada su parte diaposi- 
tiva, en cuanto revoca el de foja 63 vuelta, que decretaba la 
prisión del proejado Vanuma. Pienso por ,11o, no obstant, 
el recurso de apelación interpuesto por e] señor procurador fis- 
cal, que procede la confirmador! del auto recurrido. 



Sabiniatiu Kier. 



Falla «e im «npr»* Orle 

lineaos Ainjí. Noviunilire IK de 1899. 

Vistos : de acuerdo con lo eipuesto y pedido po. et *eñor 
Procurador general, se confirma el auto apelado d t - foja setenta 
y tres. Notiffrjuese original y devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA*. 
OCTAVIO ItUHGE. - JUAN E. 
TORBEPtT. — II. MARTINEZ. 




( AUNA €'M<X 



Contra ¡tornero, tHaz y Tormano, por defraudación de derechos 

de aduana 



Sumario. — Kn las causas seguidas por defraudación de de 
rechos de aduana contra una sociedad comercial, el fallecimien- 
to de uno de tes socios no impide la continuación del proceso. 

Caso. — Lo explica la 



VISTA »EL SE$OH 1'KOCUHAUOIL GENE HA L 

Buenos Aires, Noviembre 13 d« 18! ft* 

Suprema Cork- : 

Como resulta consignado en todas la* actuaciones de esto 
proceso, la acción sustentada es contra la sociedad comercial 
Romero, Díaz y Torresano. 

Si el señor Ella* Romer» Uto el propósito de uionerar ó la 
razón social de las responsabilidades rech -nadas, ese proposito 
no afectaba luí derechos ejercitados, porque su tra ferencia 
no puede legalmente perjudicar á los acreedores, sin su con- 
sent ¡miento expreso, cualesquiera que fueran los compromisos y 
propósitos de esa absorción personal de las obligaciones déla 
razón social, son res Ínter ailios acta para los acreedoreaque no 
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consentido eipresamente han conservado y conser- 
van todos los derechos reclamados por la acción intentada. 

Muerto «1 señor Romero, no ha desparecido ni el fundamen- 
to d (! la ac ión, ni la personalidad jurídica de la razón social 
rBd amada, Y es del caso observar, que ao se trata de cau*a 
criminal por delitos calílicados en el Código Penal, sino de cau- 
sa sobre infracción di- las tejes de aduana, que no se requiere 
proceda fie delito y basta con que resulte de un error de una 
falsa declaración de una apreciación equivocada para que sea 
punible con sujeccion á las prescripciones ríe las Ordenanzas 
«le Aduana, que es código especial de la materia. 

Como la pena de esa ley respecto del hecli.. culpable ó erro- 
neo, es la pecuniaria, no puede absolutamente confundirse el 
lieclio que da origen áeste proceso, ^on los que tienen por cau- 
sa un heeho criminal y una pena corporal allictiva. 

Si Ja aplicación de la última es imposible ante la desapa- 
rición por mui rte, fuga, insania ú ocultación de la persona, la 
de la segunda es siempre susceptible de efectividad en los bie- 
nes de la sociedad, puesto que esos bienes subsisten y forman 
el audal-de la sucesión, aun después de la muerte ó de cual- 
quier otro hecüo que eunstituya á la persona intangible en cuan- 
to ¡i la pena personal. 

Ante esus principios de aceptación jurídica universal, la des- 
aparición por muerie de señor Elfns Romero do perjudica tos 
derechos controvertidos ni el procedimiento de la causa. 

Uesd rías antiguas ley**, 7- del título 1°, partida 7\ que pres- 
cribe « non podría ser fecha acusaeion del que fuese muerto » y 
Ia23del mismo título y partida, que agrega: «que sí muriese el 
acusad o ante que den juicio contra él. que se desata otrosí la acu- 
sación ». Kste era el derecho, en cuanto al proceso y pena corporal. 

L¡i ley especialmente aplicable al cano, 25 del mismo título 
y partí-la, refiriéndose al que es acusado en razón de furto Ó 
robo, de daño, distingue expresamente la responsabilidad pe- 
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cumaria, de la pena corporal, declarando « que temidos son los 

de. ir adelante por al ph-ito, fasta que sea 
fuere» vencidos, deben pechar, Unto cuanto de- 
ha pechar el demandado, si fuese vivo ». 

Consecuente QÜ esta legislación que t a universal, el artícu- 
lo «34 del Código de Procedimientos en lo criminal, legislando 

de la cansa por desaparición del procesa- 
ina la devolución de tos efectos del delito á los qfté 
justifiquen, ser sus dueños ; y el artículo 567 del mismo Código, 
que la condenación al pago de multas ó cantidades pecuniarias, 
reparación de daños é indemnización de perjuicios, se harán 
efectivos según las reglas establecidas por las leyes de procedi- 
mientos civiles, para la ejecución de la sentencia. 

Las consideraciones que Huyen de las disposiciones citadas 
y las que con más extensión designa el escrito del denunciante 
de foja 308, disiden mi dictamen negativo de la petición de foja 
349, en onanto a las responsabilidades peouuiariurias declara- 
das en la sentencia de fija 255, y pido a V. K. se sirva así dc- 
clararlo. 

Safa uta/tu Kiet\ 



IttleliOS Aires, Noviembre 1N i| t > \m> 

Vistos en el acuerdo, y considerando : que el juicio se sigile 
rrm la ra so ii social Riimro, DÍU2 y Torresano." 

(¿ue, por consiguiente, el fallecimiento de don Elias Romero 
no puede tener influencia sobre la prosecución de la causa, desde 
que, no obstante ese acontecimiento, la persona legal íníi-resrda 
en el asunto continúa la misma. 

Que, por otra parte, la naturaleza especial del proceso, le- 
gida en primer término por las Ordenanzas de aduana, haré 
procedente la continuación. 
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V<>T esto 5 fundamentos concordantes de la visu del señor 
Pr ocurador general, no lia lugar á lo pedido eti los escrito* 
de foja trescientos cuarenta y nueve y trescientos cincuenta y 
t*i-*te, y orran los ¡tutos, según su estado. Repóngase la foja. 

UKNMMIN l'AZ. - ABKL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGR. — JIJAN R. TO- 
UBKMT. — 11. MAKTINRZ. 



( AliMA C UJL1I 

Don Francisco Samiñan contra W concurso de don Francisco 
Muta, recurso contra auto >lct ^tt/tenor tribunal de jusíiqtü 
de Futre Rios. 

Sumario. — Lainterpretacimi y aplicación de las luyes comu- 
nes por los tribunales de provincia, no autoriza el recursode sus 
resoluciones para ante ía Suprema Corte. 



Caso. — Lo explica el 

■ 

rail» ile I» Suprema Coree 

Jtueuns Ain-í, Noviembre IX dé 1«99. 

Vistos : en ti acuerdo y considerando: Quede la propia expo- 
sición de la parte y de los documentos acompañados á que ella 
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se refiere, no resulta que haya sentencia di. Unitiva dictada por 
el superior tribuna) í Entre Rios, que autorice el recurso 
acordado por el artículo catorce de la ley de jurisdicción y com- 
petencia de los tribunales federales. 

Que el mencionado recurso sólo procede en los casos taxati- 
vamente determi nados por el eitadourtíciilo sin que pueda au- 
torizarlo la interpretación ó aplicación que los tribunales de 
provincia hicieren, de los t-ódigos Civil, Comercial, Penal y d^ 
ilineru como lo establece e) artículo quince do la referida ley 
de acuerdo con lo dispuesto en el inciso once, articulo sesenta 
y siete de la Constitución. 

Que. uu estando el presente casu cump rendid o en ninguno de 
los incisos del recordado artículo catorce, el recurso ínter* 
puesto es improcedente, l'or ésto, no ha lugar y arrhÍTese, re- 
pon i endose el papel 

EtEKJAHIN PA2. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUPÍCE. — JUAW E. 
TORHfcNT. — II , MARTINEZ 



4 AVHA € Dr \II 



El doctor don Joxé J. Ilatt, cmifra vi doctor don Julián fiel/y , 
por injurias; recurso de resolución de la Cámara de Apelacio- 
nes en lo criminal déla Capital. 

Sumario. — No procede el recurso á la Suprema Corte de Ja 
resolución de los tribunales ordinarios tuque su pronum-ia- 
miento ha sido A furor de la aplicación de la Constitución. 



- 
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Caso. — El doctor José J. Hall ocurrió á la 
ex pon i en do : que por ante el juzgado de lo correccional de la Ca- 
pital á cargo del do -tur Aatiguefca entabló demanda por injurias 
contra el doctor Julián Celly. I>e esta aimsacion se confirió vista 
al agente Üaeal, quien la evacuó ti foja 146, oponiendo excepción 
de incompetencia fundándose en que loa miembros del poder 
judicial de la Capital déla n:iciou n>» *on acusables ante la juris- 
dicción ordinaria. 

El señor juez de primera instancia resolvió la cuestión de 
acuerdo 1:011 lo sostenido jmr el agente fiscal y encentra de la té- 
sis sustentada por el actor en el escrito publicado á foja 8 del fo- 
lleto, donde si- lleya á lu conclusión de que los «jueces de ta Capi- 
tal no son los jueces de la nación • A que se refieren los artícu- 
los 45, 51 t 62 de la Constitución nacional, y por consiguiente 
110 están sujetos al juicio político previo, para que proceda con- 
tra ellos una acusación por injurias. 

La Cámara de Apelaciones en lo correccional confirmó p&r 
sus fundamentos la sentencia de primera instancia. De esta 
sentencia confirmatoria interpuso recurso de apelación para 
ante V. E. habiéndosele denegado la apelación. 



Fallo «te I» 



tari* 



Buenos Aires. Noviembre 1K .le 189!>. 

Vistos : en el acuerdo y considerando: Quede las sentencias 
definitivas de la Cámara de Apelaciones de la Capital en lo cri- 
minal no puede ocurrirse ante esta Suprema Corte si 11Ó en los ca- 
sos enumerados en el inciso segundo del artículo veintidós del 
Código de Procedimientos criminales. 

Que de la propia exposición de esta parte resulta que el caso 
no se encuentra comprendido eu la referida disposición legal 
deBde que. en la - ontroversia. el tribunal de que se recurre, se 



ha pronunciado en favor de la aplicación de la Constitución. 

Que planteado él asunto en esas condiciones, á esta Suprema 
Corte no le corresponde apreciar si la Kxceleutísima Cámara de 
Apelaciones ha interpretado correctamente las disposiciones y 
leyes constitucionales de la Capital. 

Por esto, no ha lugar al recurso interpuesto, y archívese re- 
poniéndose el papel. 

CEU AMIA PAZ. — ABEL ISA/.** 
- OCTAVIO HUNCE. — JUAN E. 

TonivENT. — a. Martínez. 



CAUSA «IMLtlll 

Don Antonio Manchal contra ct fisco nacional ; sobre 
devolución de pesos 

Sumario. — Pidiéndose por el señor Procurador general la 
confirmación de la sentencia apelada por oí procurador fiscal, 
dfbe ésta ser confirmada. 

Caso. — Ri-sultadel 

» «II* del Juey frVUrral 

Bueno.- Aires, Setiembre lfl Je I8BU. 

Y vistos : listos autu-s seguidos por don Antonio Hareclial 
contra i l lisco nacional, repitiendo i njuiein ordinario una suma 
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de dinero, que por la vía ri e apremio se le ordenó abonar De 
su estmlio resulta : 

i" Que don Victorjo fíios, en representación d» Marechal, se 
presenta al juzgado pidiendo sea condenado el fisco á restituir á 
su mudante la entidad de 13*1 ^ m 35 ceutav„s mone- 
da nacional, que por resolución aa juicio de apremio se le 
mandó abonar ni demandado, fundándole para ello, en que en 
primer lu g l r. el cargo de U contaduría nacional, que simó de tí- 
tulo a la ejecución y el decreto dd gohierno nacional de fecha 
Marzo 2 del año 70 en que se Tnndó Ja referida repartición para 
formular ese cargo, expresamente establecen que la soma que 
repite fué entregada á .su poderdante señor Marechal en el ca- 
rácter 'leapuderadndelae.npr^acoloínzidoraliutreria.uloque 
■i'ffun terminantesdisposicioiies del Código Civil coloraba a su 
r. presentadoal abrigo de toda acción p ur parte del Jsco, desde 
que no había relación jurídica alguna entre ello, y sí sólo entre 
el fisco y la empresa j entre ésta y Marechal , y en segundo l„ S ar 
en que, aun cuando la hubiera habido la acción correspondien- 
te estaría prescrípta de conformidad con el artículo 4023 del Có- 
digo Civil, pues hantrans'-urrido 29años desde que Marechal re- 
cibió como apoderado de ta empresa de la referencia, la suma 
que á consecuencia del cargo de la contaduría nacional depositó 
éste ti la orden del Ministerio de Hacienda y á cuyo pago fué con- 
denado en el referido juicio ile apremio, según reinita de la mis- 
nía resolución de aquella repartición, taque hace completa fé 
en juicio por ser instrumento publico. 

2 o Que corrido el respectivo traslado, el procurador liscal <•„ 
representación del lisco pide el rechazo de la demanda, por 
cuanto su representado no puede ser obligado á restituir loque 
no ha recibido, desde que, según consta en el expediente del juicio 
de apremio, el actor en primer términ- no ha entreunto la suma 
que quiere repetir sinó que bi ha depositado X ladrden del Minis- 
terio de Hacienda, depósito que ni siquiera importa pago en con- 
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sigilación, y en segundo término, porque el señor Marecliul 
se opuso á que esa cantidad, que por el auto de apremio se le 
ordenaba abonar al fisco, fuera entregada á éste, en tanto no 
diera la fianza que autoriza el artículo 321 de la ley iiacioiml de 
procedimientos. 

3° ijue ¡ibíerta la causa á prueba, se ha producido la que es* 
presa el certificado del actuario corriente á foja... 

Considerando: I o Que como lo sostuvo la parte actora rusn 1— 
tu del cargo de Iíj contaduría nacional que sirvió de título á la 
ejent' ion que la suma que en el presente juicio se repite, le fué 
entregada y l¡i recibió don Antonio llarechal, en el carácter de 
apoderado de la empresa c (Ionizadora Kntreriuna hecho que si 
á alguna reclamación jurídica dio origen, deberá ser necesaria- 
mente ante las terminantes disposiciones de los artículos 1046 
y 1U47 del Código Civil, entre el listo nacional y la referida em- 
presa, ya que no se ha ¡llegado ni intentado probar que sea el 
cuso provisto en los art íc ilos 1931 y 1932 del mismo Código 
lu que se despn-nde que cualquier acción que creyere la parle 
demandada que le da d?recho ú deducir la entrega verificada 
al actor deberá dirigirla contra la empresa representada por éste 
y no contra el mismo. 

2 o Que, por otra parte, en la hipótesis que por hechos no adu- 
cidos ni nuil probad os, alguna acción Le correspondiera al ü&co 
en virtud de la entrega ú Marechal, ella, a la fecha, estaría p res- 
cripta de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 4023 y 3951 
del Código Civil, pues Ja suma que se repite tu recibió el actor 



3 o Que la cueation que promueve el procurador fiscal para 
fundar el pedido de rechazo de la demanda, de que no puede 



juicio es que se mande entregar al actor la cantidad de dinero 






que á con secuencia del cargode la Contaduría ua<io:tal depositó 
á laórden del Ministerio de Hacienda y que en el de apremio fué* 
embargada, no hay inco.tgmi^ia un ordenar que se le devuel- 
va al demandante la suma de pes<j- que reclama desde que lla- 
lli udi >se esta en l is cajas del tesoro él no puede disponer de. 
ella: segundo porgue la fianza que el artículo 321 de la ley na- 
cional dcprocediniientoiuloriza al deudor á exigir de cualquier 
acreedor sin distinción ni» puede ser un óbice para ejercitar el 
derecho que acuerda el artículo 320, máxime cuando, como en 
el caso mh-judice, esa fianza no ha sido prestada. Se compren- 
de que U vía ordinaria quede abierta 'leade que hay sentencia 
en el juicio de apremio, pues, puede ocurrir, que exigida la 
lianza, el acreedor ofrezca ta de 1¡i cantidad por la que ejecuta 
al deudor, «n cuyo caso aquel no ka recibid» el importe de la 
ejecución, 

4* Que, por otr i parte, la procedencia y oportunidad del 
presente juicio se halla reconocí la por el artículo 76 de la ley 

y organización de la contaduría nacional 
ictnn el ejecutado en virtud de un cargo 
vimittdo al juicio ordinario cuando 
ü consigna *-n (a caja nacional el importe del 
que es precisamente el caso snb-judw. 
Por estas consideraciones y las concordantes de los escritos 
de fojas primera y cuarenta, definitivamente juzgando fallo, de- 
clarando, que debe entregársele á don Anto-iio Marechal en e! 
término do diezdias la cantidad de diez mil trescientos setenta 
y tres pesos con treinta y nuco centavos moneda nació na i, que en 
cumplimiento de la resolución administrativa de la referencia 
depositó en la tesorería nacional A la orden del Ministerio de 
Hacienda, fu o embargada en el juicio de u premio y condenado 
en el mismo á pagar al fisco nacional, con más los intereses a 
estilo de Banco, desde la fecha del depósito en tesorería sin es- 
pecial condenación, en costas, por no haber mérito para ello. 




cargo ó 
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Hágase saber original, y repuestos loa sello*, archívese el ex- 
pediente, sino fuese apelada esta resolución. Asi lo pronuncio 
y mando en Buenos Aires, capital de la República Argentina 
fecha ut supra. 

P, Olaechea y Alcorta. 

VISTA li EL SEfiOK PKOCUÜAOÜR GENERAL 

lineóos Aires, Octubre 9 Jo 1891*. 

Suprema Corte : 

A foja 32 vuelta se mandó agregar como parte de prueba el 
expediente promnvid.i por ría de apremio á nombro del fisco, 
curas constancias dan mérito á la gestión actual. 

Ese expediente fué agregado, según certilicado del secretario 
de foja 31, constituyendo la única prueba de autos, comok es- 
tablecí' el tereer considerando de la sentencia. 

Como no haya venido romo correspondiera pido á V. E. ae 
sirva disponer se agreguen, y que fecno coira la vista sin más 
trámite. 

Sabittiano Kier. 

VISTA DEL SEftOtt PROCUHAUOIl GENEKAL 



Buenos Aires. Urüibre 30 de 1899. 

Suprema Corte .- 

Estudiados con atención preferente los antecedentes de la 
acción instaurada por el señor Marechal, sobre devolución do 
una suma reclamada por apremio á nombre del fisco nacional, 
encuentro ajustadas ú sus constancias los considerandos de la 
sentencia recurrida de foja 47. Ku tal concepto, ninguna nueva 
observación fundamental me ocurre en cuanto á su paTte dispo- 
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sitira, limitándome por ello & pedir ;í V. E. que en mérito do lo 
extensamente alegado en la anterior instancia, se sirva resol- 
ver lo que derecho corresponda según el más ilustrado cri- 
terio de V. E. 

Sab miaño Hier. 

Fall* de la 

Buenos Aires. Noviembre > tlt- 1899. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador general y por sus fundamentos se confirma la 
sentencia apelada de foja Cuarenta y siete. Notifiques» original 
y devuélvase, reponiéndose el papel. 

A REI, BAZAfí.— -OCTAVIO BUMGE. 
— JUAW E. TORHEMT. — H. 
MARTINEZ. 



< 4UNA ClftLYlV 



Bates contra dan Santiago Castro Peijóo, por 
y costas ; sobre apelación denegada 



Sumario, — No procedo recurso de providencia dictada en 
ejecución de un auto consentido. 
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Coío. — Lo explica el 



IMFOKHb HEI. KEHHUI. 

llorona Aires. Noviembre .te 18!*:». 

kzrelctitisvito seño? ; 

Don T-naús Bate*, representad*, por e¡ procurador Sturiin 
(hijo) demandó por calumnia á don Santiago Castro Feijóo. 

Convocadas las partes al juicio d- euiictliaciun marcado por 
la ley, el demandado se retractó ampliamente, según consta del 
acta corriente ¡i foja 27 del expediento respectivo ; y e«le juz- 
gado .i f««j;i -IX vuelta, dictó la siguiente providencia : 

Hílenos Aire? . igúslu de ÍH'.i'.t. 

Aillos y vistos : Atento lo que instruye ta precedente acta, 
apruébase en cuanto haya lugar la n-tructa-don ofrecida por el 
querellado, interponiendo el juzgado la autoridad que inviste 
para su mayor validez. En mi consecn.-ncia y en virtud de lo 
dj^me-tufti el artículo 595 del Código de Procedimiento en ma- 
teria criminal sobres-ase deliniiiviníiente en esta querella, sien- 
do las costas á cargo del querellan, y r.q. tiestos que sean los 
sellos, archívese. 

tier rosto *¡ nutrí. 

Notificada es!* resolución en 2 y 7 de Agosto, sin que fuera 
oU-ervada f se presentó el señor Slortui, con fecha 31 del mismo 
cobrando honorarios ¡i nombre de su mandante, estimándolos 
propios y lo- del doctor Rodas de acuerdo con la ley. 

Se ordeno al señor Castro Feijóo litei.-ra la manifestación 



tgyy **m** t* f* ,ue riera 

i pargarla* y apelado ,le I» ri . sl)l „ oio „ ¿ , <( ,/ 
<>-aba, cni , ,t¡vo se dictó ,1 si ,„ liemc a J 

V Vistos : Encontrándose éartaé^ B J üuto defoilia8 „ 

que rmponfa , M cortas d «^rdla.lo, H ha u l i r 

"¡ « ^ apelación interpuesta- v .t , / r , 

festadi v, (tn[ . ^F**** ? atenta [¿disconformidad maQ i- 

'e^tatiay tem«-n«l(i en cuenta fa iiiinnpi™„ , j ■ 

"julo los honorarios del pr¡, u ,ro en 400 pesos .non,,). « 
v hii i")n ,i« } . * 'c.süs moneda naciona 

í «11 I¿U de igual muueJa los del steurd.. * , 

«ti stpiunin. Hepongaae t-l pa¡ ti. 



r¡'ae el pa; el. 

(¡waxio b. tímwi. 
K« i'"»nto tengo q U , i„f. (rilliir ;i v K> 

(isrrasio Granel. 
rmio de la Supremn r« rt c 

Buenos Aires, Norfembre 51 d* J8fí9, 
Vistos en el mmÚ9 , Por lo precdenteio 
fo^e y uo habiendo sido dictado el de ¿ re u r " ^ e ¡ 
ej««iicion del que cnndeuóa esta parf ai «L h 

^^«dopor Ia n.is.a's!,:! r bi :;tí 

~ -I Mi d, la caos;, para slI .1 ' " J I . 9 ' 

-o. principa,., ^ H pape^otnCTlXilIr 

«£«JAMin paz. a bel baiam. 

— OCTAVIO BWPÍCE . — joací 
** TWH «B«T. -n MARTINES. 
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4 AU#*A ( DLXI 



Recurso de « /laicas voqms * ti favor de don Nemesio tiouzniez 

Sumario. — 1" No proi-ede el recurso ár babeas cur¡tus á ftivur 
ti el ciudadano argén ti no 11 ¡t mudo á prestar servicio en fl ejér- 
cito permanente con apri glo á las leyes sol) re su formación y 
organización. 

2 a Kl artículo 2, incido 2\ ley 3318, no es contrario ú la 
Constitución. 



t: a so. — Resulta de las siguiente* piezas : 



rallo del Jun iXrrul 

Sauííapo, Setiembre 1* i\v 1899, 

Autos y vistos : el recurso de babeas Corpus deducido por «Ion 
Cari»* tíonzalez á favor de su hijo Nemesio, quien se encuen- 
tra en calidad de concripto en el batallón \\ de infantería di 
línea en virtud del serteo practicado últimamente, de acuerdo 
con el decreto del Poder Kjecutivo de la Nación, de 15 de Ju- 
lio próximo pasado, decreto que, según se dice, es contrarío á la 
Constitución nacional, como lo acaba de declarar en caso aná- 
logo uno de los juevs federales de la Capital de la República, 
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conformes á las leyes de la nación y reglamentos é iiist ruL-cio- 
nis del Poder Ejecutivo nacional» 

Que suponer que los gobiernos de provincia pudieran inter- 
venir en ¡os cuerpos de conscriptos so pretexto de que son éstos 
de ta milicia, i $ auto tizar á que los mismos gobiernos y con el 
mismo dereclio, pudieran intervenir en el ejército de mar, lo 
q u. nadie hasta ahora ha supuesto. 

Que, por otra parte, es manifiesto que la Constitución ha 
procedido con una teoría que le es propia, y acordado ó negado 
poderes, según el juicio del pueblo por quien fué adoptada. 

Que tos tribunales pueden solftBente interpretar los poderes 
constitucionales, y no pueden investign cuál fué la política ó 
lo- principios ||te condujeron ¿concederlos. 

Que esta regla de interpretación constitucional, ha sido con- 
üiigrüda en los Atados Unidos de Norte América, según pue- 
de verse entre olr<«s casos, en el de Martín r. Hunter. i Wheat., 
301, citad » por Calvo en su .»bra sobre decisiones eonst i lucio- 
antes, t< mo t, pagina 4. 

Que siendo la Constitución y las leyes del Congreso, ta fuente 
di- donde toman su jurisdicción los tribunales nacionales, como 
loba resuelto nuestra Suprema (Mi* de Justicia Federal, en el 
fallo de la séne 2*, tomo 5", página 26, es de concluir, que la 
regla de interpretación á que se n fie re el precedente conside- 
rando, es t:imb¡eti de aplicación A las leyes que dicte el honora- 
ble Congreso de la nación, en tanto cuanto no repugnen á ¡a 
Constitución y cuando, por <>tra parte, no destruyéndote los 
fines obvios de é>ta, 1 a interpretación es igualmente concordan- 
te con las palabra* y el sentido de aquélla y la robustece y 
proteje. 

Que así como ai afirma en la resolución acompañada y deque 
se hace mérito para tachar de inconstitucional el decreto de 
15 de Julio del corriente año, de que ningún peligro externo 
nos amenaza, ni está convulsionado el territorio de Ja Repú- 
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que mediaron pura 
sancionar la ley 3686, también podría sostenerse al presenta 




graves consecuencias al país. 

Que esos hechos que el juzgado no debe exponer por la índ i- 
dnle de vi, s funciones y que muy bien podrían pertenecer á los 
llamados secretos de estad.», podrían á su vez llevar al ánimo 
del Poder Ejecutivo l.t necesidad de usar por extensa de las 
facultades que le acuerda la recordada ley riel 98, y sólo estaría 
obligado á dar cuenta de sus actos ante el Congreso en la forma 
que la Constitución lo previene, pero nuuea ante el poder ju- 
dicial. 

Que no es <l< tenerse en cuenta p.ira la resolución del caso, 
la cir unsuncia de que .-I Poder Kjecutiv» haya dirigido al 
Oongr-so pidiendo la reducción del ejéreitu de línea, desde el 
momento que 1 1 efdivy de la tropa está sancionado por ley 
<ltie no lia sido derogada y aun cuando lo estuviere y mientras 
no se di te una ley en contrario, son laminen los conscriptos 
d- í>0 años, lo- Ñamados ;i formar parte del ejército perma- 
nente. 

Que cualquiera que haya «ido Ja mente del Congreso al diciar 
la lev 3tiX(i, prescribiendo ella que et Poder Ejecutivo puede 
prorrogar por el término de un uno ha serrinos d que está 
cotwocadaanuatmentt por sesenta días ta clase de Maños, si asi 
lo reclamaren las necesidades de dichos servicios, no están. lo 
derogada aquella ley por otra, debemos arribar ó ta siguiente 
conclusión, conforme á la jurisprudencia norteamericana : « U 
ley que confiare facultad al presidente de la República para 
llamar á la rnili' ia cuando á su juicio las necesidades h> requie- 
ran, constitucional ye) presidente es el juez exclusivo y 
final para decidir si hay tal necesidad *. (Caso de Martin 
versas Molt, 16 Wheat.; Vauderheyden versas, Fouug, H 
Jobus, citados por Paschal, página 175). 
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• 

Que la doetrina anterior, es también la que enseñan las co 
mentaristas Keoi/s, páginas 279 y 244 ú 250, Storj's, párrafo 
1210 a 1215 v otros, enaudo iltceiv : e que corresponde eiclusiva- 
ni'nte al presidente juzgar i-uando tiene autoridad para llamar 
la milicia» y su decisión es courtui/ente ¡¡ara tintos tos tiritáis 
y lamhim para los cortes de f'is Estados t nuhs. 

Que en el supuesto de que la persona en cuyo favor .se lia in- 
troducido el rei urso de babeas carjmx formas.- parte de la mi- 
liciay nndel ejército -le lín-a, el decreto i-ou (focándola á reunión 
y á cuartel de línea bajo las órdenes del Presiden» e de la Repú- 
blica, como jefe -upremode las fuerzas di mar y tierra , tampo- 
co es repugnante á la fonstitu- ion. 

Kn efecto, el üicUo24del artículo 67 de ésta, faniHa al Con- 
greso para reunir las milicias i)r trujas la*¡ provincias ó parte de 
ellas cuando l>> e rija tu ejentcton <lr htstet/f-t de ta nación en- 
tre otros cosos ; asímismu l<* faculta para riispnner de su orga- 
nización, anuunenu, disciplina, administración y gobierno de 
la parte qnr estuviere empleada en servicio de la nación, de- 
jando á las provincias el nombramiento de mis respectivos jefes 
yotieiiilesy el cuidado de establecer en su respectiva milicia la 
disciplina prrseriptü por el Congreso, 

Esta disposición es Motamente igual al articulo f 6, sección 
8 a de la Constitución norteamericana y p >r consiguiente, los 
comentarios á ésta rieb>n g«r aplicables á aquella. 

« Por principio general, dice Paschal, pá^i n;i 176, con gran 
acopio de resoluciones, la milicia, es la milicia de los estados 
respectivamente, j no de los Estados Unidos. Cuando es Humada 
al í'ervifio del gobi.-rno general comerte en milicia nacional, 
estando eu cuarteles de) gobierno nacional. En tunees queda su- 



En tanto, agrega el mismo autor, cuando el Congreso lia pro- 
veído á la organización de la milicia, los poderes legislativos de 
los estados, están excluidos. 
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Pero uti.i legislatura de estado, puede proveer legitímente til 
juzgamiento, p.>r tribunales militares <le la milicia elegida ó 
destacada que se niegue ó se descuide de marchar ai lugar de la 
llamada á reunión, conforme á las órdenes del gobernador, fun- 
dadas en ta w/Uisicion del ¡trexidente. 

Las dos facultades, la del Congreso nacional y la de los gobier- 
nos de provincia, no son contradictorias, pu«s siguiendo lo que 
al respecto dice e! doctor Amando Alcurta en su obra sobre ga- 
rantí-i*, constitucionales, página 101, se podría establecer como 
conclusión : * I 6 Que la miliein corresponde originariamente ií 
los estados, y como di legación, en casos especiales, á la nación; 
2 o Que en el organismo constitucional, el uso de la milicia entre 
los poderes de los estados y los de la nación ó es exclusivo ó con- 
currente entre ambos. Es exclusivo respecto a los estados en 
la organización y disciplina en la movilización para hacer res- 
petar sus constituciones y leyes, y para reprimir las conmocio- 
nes interiores, un í tez que no creyeran necesario solicitar la in- 
tervención nacional ; y es concurrente en todos los easos, cuando 
el gobierno nacional no ha tomado participación ó retrata de un 
ataque exterior, y cuando el congreso no ha dictado la legislación 
re spectiva. Ks exclusivo respecto a la nación, siempre que se tra- 
te de un ataque exterior, ó de una conmoción que por su carácter 
ponga en peligro la estabilidad nacional ; y es concurrente en los 
demás casos; 3" Que cuando el gobierno nacional llama las mi- 
licias, ¡os estados no son jueces de la medida, y el juicio de aquél 
es exclusivo. Kl llamamiento se hace di reciamente 6 por medio de 
los estados, y sólo queda bajólas leyes de la nación una ve* que 
ha sido entregada, podiendo permanecer entonces bajo el mando 
directo del presidente o de cualquier jefe que el designe, pero 
sin que se le haga servir fuera del territorio de la nación ; 4* 
Que los estados pueden dictar leyes de organización militar, 
cuando la nación no lo ha hecho, j aun habiéndolo hecho, siem- 
pre que no se sep.ren de sus prescripciones fundamentales 
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FAILOS DE LA SlIPKEHA CORTE 



Que ninguno de los tres casos citado» en el fallo acompañado 
dictado por la Suprima Corte, 3e oponen a las anteriores con- 
clusiones. 

El fallo del tomo 9 o , página tóO, resuelve que el gobierno 
nacional m» tiene jurisdicción permanente sobre la milicia, 
sínó transitoriamente, mientras la guardia nacional se encuen- 
tra movilizada en servicio de la nación. 

Kn este sentido declaró la referida Corte que no habiéndose 
iniciado el enjuiciamiento de Sosa, hasta después que cesó la mo- 
vilización, se ha iniciado cuando la jurisdicción militar estaña 
ja revocada ú su respecto, quedando sólo rigente la «le las auto- 
ridades provinciales encargadas de mantener la disciplina en su 
milicia, á los cuales compete juzgar j castigar, ai ¿ hu. 
biesr lugar, la deserción de Sosa. 

El fallo del tomo 6°, página 183, declaró : que la adminiatra- 
i'ion y gobierno de la guardia nacional corresponde al Congreso 
cumulo e-tá empleada en el servicio activo de la nación, y á las 
órdenes del Presidente de la República, Jo que también se de- 
declara por el fallo de ¡aséríe2% tomo 42 ósea tomo 31, nu- 
meración corrida, página 134), y el cual, por otra parte, se tra- 
taba de la movilización de la milicia por disposición del gober- 
nad» r de la provincia de Mendoza dentro de su territorio. 

Por estos fundamenlos, se declara no haber Jugar al recurso 
de habea* corpas, por ser constitucional el decreto recurrido, 
dictado por el l'oder Ejecutivo nacional en t5 de Julio último. 

Teniendo en consideración además lo informado por e] jefe 
de milicias, y no estando formalmente deducida la nulidad del 
sorteo ni alegándose el lucho que la motiva, no ha lugar tam- 
poco al recurso. 

Y linatmente, por lo que hace A que el conscripto sea el hijo 
único, y quien además atiende ú las necesidades de su padre 
Cárlos González, por ser impedido, no pudiendo el juzgado resol- 
ver en primera instancia, ocur» el interesado donde correspon- 
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luetecon et original, y ejecutoriida 
que sea lú presente, reponíanse los sellos adeudados. 

Saturnina Salva. 



VISTA H£L SEffOn PAOGUJUDOH GENERAL 

Hílenos Aire*. <irmluv:i ,1.- \mi 

Sitftwmu Corle ; 

Eo el recurso de /tabeas cor/ tus deducido en favor del cuns- 
eripto Benjamín A. Akarez, pendiente de r>'S»Iucion de V. 
expuse los fundamentos de la coustitucionalidad | legalidad de 
los decretos gubernativo» que eonvocanm la gu.irdia nacional 
al servicio militar, pur -ec>ionesy »orteus. 

Siendo inútil repetir los fundamentos de aquel esteuso dic- 
tamen llevado al 8 c nardo de V. K. me limito á pedir á V. E. se 
sirva haberlos |>or reproducidos en esta causa, idéntica en sus 
propósitos ii la dd conscripto Alv.irez, y en su mérito y el del 
auto de foja 12, conlinuarlo p»r sus fundamentos, en cuanto 
□o hact, lugar al recurso de amparo de la libertad, deducido en 
esta causa por don Cario- González ¿ favor de su bijo él cons- 
fí o ii zalee. 

Saliiniaiw fúer. 



F*ll« «tr la Mupr»n» < ort* 



llUi'noa Aires, Noviembre 21 de 

Vistos y considerando; Que el artículo sesenta y siete, in- 
ciso veintitrés, de la Constitución, confiere a] Congreso ta ta. 



FALLO* OE LA SUI-HKMa COAT* 



cuitad de fijar ta fuma de línea de tierra j mar en tiempo de 
paz v guerra, y formar reglamentos y ordenanzas para el ¡>o- 




í, como lo reconoce el recurrente, el Congreso en ejercicio 
de ia facultad relativa á la formado» y organización del ejér- 
cito permanente, lia dispuesto que este se forme, entreoíros 
elementos constitutivos, por los argén tin n% que en el año ante- 
rior al de su llamamiento, luya» cumplido los veinte años de 
edad (articule, secundo, inciso .segundo, de lu ley número tres 



Que en virtud de esa disposición, los ciudadanos argentino-, 
á qu- ella se relien*, forman parte del ejército de línea y di jan 
transí t or i a mente de pertenecer á la milici.i ó guardia nación;*!, 
tanto [ior razón d»- la naturaleza del servicio n que aquéllos s-ui 
llamado-, que los coloca emd caso del inciso veintitrés, artícu- 
lo setenta y siete de La Constitución ya citada, romo porque la 
misma ley número tres mil trescientos diez y ocho do lara ex 
p resumen te en <u artículo quince : * que vencido < 1 año del alis- 
tamiento en el ejército perm mente, los > iu ládanos en él com- 
prendidos, ó sean los del inciso secundo, artículo r-egmido, 
pasarán á formar parte de ta guardia nacional activa, dis- 
poniendo ■ " su artículo diez y nueve, que compondrán la guar- 
dia nacional activa, todos los ciudadanos solteros de diez y 
o lio á treinta años cumplidas, que no se hallen prestando ser- 
vicio en el ejército permanente. 

Que aunque dicha ley número tres mil trescientos dierinch • 
dispuso en su artículo trece, que tos argentinos á que se refie- 
re el inciso segundo del artículo segundo, se organizarán e¡i 
cuerpos qi.e formarán regimientos con tos de veteranos; la ley 
número tres mil seiscientos ochenta y seis ha modificado esc ar- 
tículo eliminando el prece^mJ relativo á Ja formación de cuer- 
pos compuestos de los conscriptos* 

¡jado de existir mandato legal 
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en loque respecta ¡i la organización del ejército permanente y 
«1 división bas,adn en el origen del alistamiento. 

Que de conformidad con el citado artículo trece, lo* argenti- 
nos llamados á formar parte del ejército permanente, en vir- 
tud del inciso segundo, artículo segundo, serán convocados 
anualmente al servicio militar en campamentos, cuartetes ó 
buques dría anuida, durante el término de setenta días, pu- 
diendo el Poder Ejecutivo prorrogarlo por el término de un año, 
si así lo reclamasen necesidades del servicio. 

Que con sujeción á las leyes vigentes, por tanto, los argenti- 
nos de que se ha hecho mención forman parte del ejército per- 
manente y el Podrr Ejecutivo está facultado para hacerlos 
prestar servicio en él durante -I término de un año. 

Que en su virtud don Nemesio González, A quien se La esigi- 
du un servicio á qne lo somete la ley, no puede decir que su li- 
bertad ha sido restringida sin derecho, ni puede imputar al 
Poder l-jecutivo exceso en el ejercicio desús facultades, cuando 
estando autorizado para requerir ese servicio durante un año, lo 
ha eligido sólo por tres meses. 

Que la circunstancia de no haber el Poder Ejecutivo convo- 
cado á todos les conscriptos para que presten simultáneamente 
sus servicios, no afecta en lo mínimo á los derechos personales 
de don Nemesio González ni le agravia a su libertad, 
á él sólo se le exíje el cumplimiento de un 
le imponen. 

Que el Poder Ejecutivo dictando reglas para la ejecución de 
las leyes de referencia, ha usado de las facultades que le son 
propias, de acuerdo can tos incisos segundo y diez y siete, ar- 
tículo ochenta y seis de la Constitución, porque no ha alterado 
et espíritu de la ley reglamentada y porque está encargado de 
disponer de las fuerzas militares marítimas y terrestres y co- 
rrer con su organización y distribución, según las necesidades 
de la nación. 




FALLOS [)E LA SUPREMA CORTE 



Por estos fundamentos, los concordantes de la sentencia aftft* 
Juila da foja doce y de acuerdo con lo pedido por el señor Pro- 
curador general, se confirma, con costas, dicha sentencia. Noti- 
fícese original y. repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ — AtlEI, BAZAR. - 
OCTAVIO BUNCE. — JUAN E. 
TORRENT. - H. MARTINEZ. 



« 41*4 n»L\vi 

Criminal contra llamón Pascual , ¡tor trntativa de cirrulanon 
<lv OH Mes tli- ntrso lei/ul falsos 

Sumario. — Cali Gentío el delito jfcj tentativa do circulación 
de billetes de curso legal ful sos, e* impuesta al procesado la mi- 
tad de la pena <jue corresponde al dejifc, consumado eu lo que 
concierne A la condenación corporal, debe observarse la misma 
proporción en !a imposición de la pena pecuniaria. 



Caso. — Resulta del 

»«|| d*l Jun Federal 

JIueno» ; Aires, Agosto :í] o> ltífiít. 

Y vi, tos : estos autos seguidos contra Kamou Pascual, argen- 
tino, de 22 año» de edad, marinero, soltero y domiciliado á 
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bordo riel buque « Almirante Broun >, acusado de circular bi- 
lletes de banca falsos, de los que resulta j 

Que con Tedia 7 de Marzo del corrióle ano el cubo Elias 
T..m;U, al servicio <ie la seceion 5 J de policía, se presentó ante el 
comisario de la misma é libo la siguienle denuncia . que en el 
día indicado, encontrándose en su parada de la calle Córdoba y 
Paraná, se aproximé don Julio Muriui pidiéndole detuviera al 
sujeto líamuu Pascual á quien a< -usaba de huber querido abonar 
BU gasto de mercaderías que babíu becbo, con dos billetes de 
100 pesos falsos; que al momento de darle orden de detenerse 
« I mencionado sujeto se puso en la boca los dos billetes, lu que, 
con ayuda de Alarini, pudo evitar que los destruyera; que al 
ser conducido á la comisaria arrojo al suelo uu envoltorio u,ne 
el exponeute r-cogió, i'l que resultú contener un billete de 20 
pesos, otro de 10 y do. de 5, al parecer faNos, y de los qiit< hace 
entrega. 

Que llamado á declarar el señor Marini nianifie-ta & foja 4: 
que en el domicito que se ba indicado posee un almacén de 
suelas, y el día 7 de Marzo eumo á las seis de la larde se pre- 
sentó uu sujeto que es el mi sin.» que reconoce como Pascual Ra- 
inal ludiendo le vendiera mercaderías por valor de 190 pesos 
y diciendo se las llevaran á la ralle Paraguay 1658, 

Que sospechando se tratan de ima estafa, por -I muí aspecto 
del clknte, accedió á su pedido y quedó m mandar aquella. 

Que al efecto mand-.al peón Angel Detfino, dándole tas ins- 
trucciones para no dejarse engañar, siguiendo elexpouentc por 
detrás, y una vez llegado á la rasa se puso en observación, 
viendo sulir al puco rato a su peón con la mercadería y Pascual 
que lo seguía, el que penetró en una tienda de la ealle Córdoba/ 
en cuya ocasión pudo cerciorarse por su pe-n que trataba de cir- 
cular un billete falso de 100 pesos 

Que en vista de ello el eiponenu tomó de un brazo á Pascual 
con objeto de secuestrarle el dinero fa.so.el que llevó á la boca en 
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momentos que se aproximaba un cabo de policía, que lia blásido 
llamado ai efecto, y con ayuda de éste consiguieron sacárselo, 
siendo doa billete de 100. 

Que en el trayecto á la comisaría, Pascual arrojó al pavimen- 
to un envoltorio pequeño, que recogido por el agiote» resultó 
ser los billetes de 20, 10 y 5 pesos que se le ponen de mani- 
fiesto. 

Que confirmada la denuncia por el peou Uetlino, es llamado 
¿declarar el procesado, quien manifiesta á foja 10 ser eierto 
qu ■ intentó abonar una menta con dos billetes de 100 pesos, 
pero que ignoraba que éstos fueran fallos; que los billetes de 
10, 20 y 5 pesos que se le presentaron son los mismos que él 
poseía aJ ser detenido, siendo incierto que tos haya arrojado al 
pavimento, ignorando también fueran ilegítimos y que si se 
puso en la boca lo- primeros fué porque se los querían quitar 
unos particulares, siendo dueño de ellos, por haberlos ganado 
en el * Frontón Buen>« Aires ^. 

Que ratificada su declaración ante el juzgado, manifiesta 





Aires 
Se 

al ilía siguiente lo encontró y le 
en tone es que le manifestó que 



que el dinero que 
se lo entregó 

pidió Le devolviera 
se los daría á ta tarde. 

Que después de andar paseando todo el día, ¡i 
rin le pidió le hiciera el servicio de comprar varios nitros de 
charol en un ¡ilmacen de suelas de la calle I.aralle, diciéndote 
hiciera traer las mercaderías á la calle Paraguay IG58, donde 
decía era su domicilio y donde abonaría el gasto. 

Que una vez efectuada la compra dióúrden se las llevaran al 
punto indicado, donde encmtró á Lagar i n en la puerta, quien 
le pidió las recibiera y abonara, si cuyo efecto le díó 240 pesos, 
pues él tenía que salir á hacer unadiligencia y que ¡i su regreso 
le devolvería el dinero que le dió á guardar. 
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Que así lo hizo, y cuando el peón Fino < on la mercadería in- 
tentó abonarla sacando dos billetes de 100 pe sos del dinero que 
le dejara Lagarin, billete* quu Je fueron rechazados por falsos, 
cosa q»ii- él ignoraba. 

Que á Lagarin io conocía p.ir haber sido marinero á bordo del 
• Almirante Brown », y tenía en él suma confianza. 

Que cerrado el sumario y pasado cu rista al señor procurador 
Jiscal, éste funcionario se expide a foja 28, quien manifiesta que 
el delito imputado á Pascual esl.i sulíei. ntemente comprobado 
y que á haberse consumado encuadraría dentro del artículo 62 
de la ley de 14 de Setiembre de 1803, pero tratándose de una 
tentutitrt debe reducirse en la proporción del inciso & del 
artículo h¿ del Código Penal, cuya pena debe aplicarse á 
Pascual. 

Que el defensor, - oü testando la acusación uVal, dice que no 
puede desconocer que existen grares presunciones de que su 
defendido Eiató de circular billetes falsos, aunque Pascual afirma 
que ignoraba fueran ¡legítimos y qu- un amigo á quien él 
se lúa dió a guardarse los había entregado, 

non y no sería el caso del artículo 6Ü de la ley de H de Setiem- 
bre de tStfi, sinú la de absolución de culpa y cargo; no podien- 
do, en caso contraria, oponerse a lo pedido por el ministerio 
público. 

Que abierta la causa á prueba se solicita ia citación de José 
Lagarin quien, según informe de ia policía ha sido recomen- 
dado al personal de la repartición para que se arengue su pa- 
radero, llamándose autos para sentencia á foja M vuelta. 

Y considerando : Que el delito de que se acusa ai procesado 
de haber pretendido circular billetes falsos de banjo, se encuen- 
tra suficientemente justificado con su propia declaración, la exis- 
tencia del cuerpo del delito y demás constancias de autos. 

Que no obstante lo expuesto por la defensa, no ea posible du- 
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dar que la intención del procesado fué la ile circular los billetes 
falsas agregado* á estos autos en presencia del procedimiento 
que observó para hacer la compra a Marín i y en el lieclm c<>m- 



Que la circunstancia alegada por >■] encausado, para explicar 
eat i último de haber pretendido algunas personas quitarlo [o- 
billetes, no bu sido probado por la defensa, ni existe <*n esta 
causa ningún antecedente que siquiera la mencione. 

Que son inaceptables las explicaciones que da Pascual sóbrela 
pTooedeni í i de los billetes qui- le fueron secuestrados ante las 
contradicciones que Be observan en sus declaraciones, soste- 
nirndo ea un caso que los hubo en el juego y en otn» que se 
los diera Lagarirm, persona que infructuosamente lia .sido bus- 
cada por esle tribunal. 

Que estando plenamente demu-trado que el procesado pre- 
tendió circular ios billetes de fojas 4 y 5, hecho que no realizó 
pttr motivos extraños ¡i su voluntad, debe clasificársele de tenta- 
tiva y ser castigado con la pena que establece el artículo 62 de 
la ley de 14 de Setiembre de í 863, ce la disminución que pres- 
cribe el inciso 2" del artículo 12 del Código Penal. 



á dos años y nueve meses de trabajos forzados, multa de dos 
mil setecientos cincuenta pesos fuertes y costas del juicio, de- 
biendo descontársele el tiempo de prisión preventiva que lleva 
sufrida en la forma que determina el artículo 92 de la b*y de 14 
de Setiembre de 1863. 

Nntifíquese con el original y en oportunidad hayase saber al 
director de la Penitenciaría y jefe de policía. 



probado de haber pretendido destruir el cunrp ■ del delito. 




Pascual, 



liervasio f . {¡ruad. 
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VISTA Dll. SfcSoil MtucUHAUOH GESEBAL 



Ante I,. confesión .],.] j.ru-esado P.iscnal Kamun, corroborada 
por |Üp demás constancias deanlo^ encuentro plenamente 10111- 
probii.ioeJrJHito porque w le procesa, -le tentativa da circula, i,n 
fe Jo* billetes de banco cuya falsedad se ha constatado ú tdfcí, 

hx peir correspondiente ;il reo en d caso siú-jutlice es «' 
léf&íno medio de la que establece el arfcfe«to tfá de U ley penal 
'I-' H de Setiembre di- 1803, disminuido en la proporción que 
determina el i neis,. 2 a del artículo 12 del Código Penal. 

« orno esa disminución, según los términos generales de la 
l«\v, alianza tanto á la pena corporal como ¡í la pecuniaria, 
pienso que la sentencia recurrida thbió r-ducir también ta 
muJta ¡í 1375 pesus en vez de 4750 ¡feria qaa impone. 

Por ello pido á V. K. la conlínnueion de la de foja 37, en 
Cnanto impone el recurren le dos años y rute» meses de traba- 
jad forzados, y su reforma en el «entido de reducir á 1375 
pesos fuertes la multa impuesta imr la misma. 

Sabiniano AVer. 



únenos Aires. .Noviembre 11 du 18H9. 

Vistos y considerando : Que está probado el delito í que este 
proceso se refiere, estundo igualmente acreditada la resnonsa- 
bilidad penal dei procesado. 

t. lxkxu ]7 



FALLOS l>E LA SM'ltKMA COK TE 



l>ue clasificado el hecho de tentativa de circulado» áe billetes 
falsos, la sentencia que ha impuesto al procesado la mitad de 
la pena que correspondería al delito consumado, en lo que con- 
cierne á la condenación corporal, haciendo así aplicación de 
lu diapuesto en el artículo doce, inciso segundo del Código Pe- 
nal, ha debido observar la misma regí* 6 proporción en la im- 
posicion de la pena pecuniaria, . orno lo sostiene la defensa y 
lo pide el seünr procurador general. 

Por t^to y fundamento? concordantes, se confirma la sentencia 
apelada de. foja treinta y atete, eicepciou be- ha del <¡imntum «i-- 
la pena pecuniaria que aplica, la que se reduce á mil trescientos 
setenta y cinco pesos. 

Notifiquen- original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

B£iV*MlN PAZ. - ALEL KAZAN. 
— OCTAVIO RUÑCE. — JLApi 
E. TuIlttEIUT. — II. MARTINES. 



tALKA íl»llHI 



t'wtiimil ron t ra Mío Itr^Ui ij Miijuri l'istoiti, ¡tor < trcuinciaii 
tk biUftí's é> curso lejfül futstts 

Sumario. — Kl reo de circulación de billetes de curso legal 
falsos es pasible de la pena de cuatro anos de trabajos forzados 
y&OO pesos de multa, y el cúmplice ca segundo grado de la de un 
año de prisión. 
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Ro>ari<-. Junio 1 1 1K49. 




\ n-tos . „^ Vttuaa crmimai seguida 'le olicio contra los su- 
jeta Mi & „..| Pistoni, de 30 uño* do edad, muouiui 8 la 
italiano, con domicilio en San José d, la I^uinu v :(ctlta , mtMi ; 
te NUwieiOB de este jugado federal, ha sido proa* «I,, otra 
u'i en Urienos Aires ó deteui Jo por la comisaría de puliría de U 
"cci.inl-tt.ío^ecuen.tiaile habérselo secuestrado „„ billete 
falso .1. 50 p,sos; y Pablo Resttdíi, de 28 uño,, solt.ro, pan 

dero, .tahanu, *ia domiciio Jijo, no tiene» | un ¡ ha sido pro- 

rosado otra v,., por el delito de circulación do billete, falso, del 
Ban-o de la X w ¡on Argentina, qu, previe... T carti-a |mr H 
artíonlolJád. hiley nacional de I i de Seti.-mhr, de Í8G3, de la 
i'ompi-teneia del pruvevenie. 

Y resultando : | Q„, \ m mencionados individuos fueron de- 
te.ndo.eu l\-cli:ia5deü, tl ,brepróiimo pasado en e! pueblo de 
San José de la Esquían* departamento Caseros de esta provin- 
cia, por sospechársele, de ser autora de nreulacion d, billetes 
falsos del Uam-o de la Nación, ( Véase nota de foja f, censado 
defojai, parte de foja 5, declaración testimonial de foja 7 
y denuncia de foja 8 vn I ta). 

2> Que recibidas las exposiciones de lo, respectivos duj - 

dar tes por la comisaría de policía del indicado puebl, feto* 
expaaa í fojas 7 y. 8 vuelta lo ámente: á foja 8 vuelta de- 
clara José TamoTioni qne Pablo Ueste) 1 i fué quien ledióel bi- 
llete falso que corre agregado á estos autos, y e \ Ciia j ^ t ,\ mU 
mo qu, se le presento y reconoció, así como su tenedory cir 



2t>0 FALLOS DE I A SUPREMA CONTE 

■ 

lador, el expresado individuo, que sube, agrega, 



Rossi, del pueblo de \rtigas. Kste flitim- expone en su dec la- 
rae ion, cuyo testimonio corre ¡i foja 7, que siendo las 3 de la 

tado ■■[! su casa negocio ios individitus cita-Ios, uno de los 
cuales solicitó una ItoLcH-i d-> cervezi, la que fué servida, y me- 
mentos después la pagó con un billi'te falso, eireun¡»taiieiaq«e 
le hizo presente, pero á laque no Iii2oca->o y salió arto continuo 
á la calle con -u compañero, por lo que el ex puliente corrió tras 
ellos. 

3 o t¿ue la mt>in:i comisaría recibió declaraciones á los sospe- 
chados en el órden siguiente; Miguel Pístoui, á foja U vuelta y 
11 vuelta, r i'nblo R- stelli. foja 13. exponiendo : ''I primero, á 
fpja !í vuelta, que lia sido amigo A acompañante de Rr-lelli des- 
de hace un año, y que en el d£a eu que fué detenido anduvo 
acompañado de él ron quien bebió una botella de cerveza en 
un café del p .eblo de Artiga, pagando EUstelli c^n un billete de 
10 pesos falso por el gasto hecho, pern que el du ño del mismo 
no quiso recibirlo; que ignoraba que su compañero tuviese esus 
billetes falsos, asi como su procedencia, A fuja 9 vuelta ratilica 
en parte lo anteriormente » spnesto, pues dice que ha sido su 
compañero Pablo Kestelli, quien comp'ó lo» billetes falsos qm 
la policía secuestró en Unenos Aires, punto donde los adquirió, 
según propia confesión del mismo, para hacerl a pasar por ver- 
daderos y ganar H doble de loque valían. 

Respecto del otro acusado, su exposición corre ñ foja 13 del 
sumario y se expresa en Ion siguientes términos : que los bille- 
tes fals -s qu" le secuestró la policía los obtuvo en Buenos Aires, 
comprándolos allí por estos precios : el de 100 por 25 pesos, el 20 
por r», y el de 10 por 3, al sujeto Bautista Isola, quien se los 
vendió en la forma antedicha y que en el pueblo de Artiga dió 
uno de esos billetes pan pagar una botella de cerveza. 



i' Que puestos Us acusados á disposición de este jfizgU'ln 
l e Je ral, Miguel Pistón i, i f"ji ÜtK y l'ablo stel 1 i , :Í foja SI, 
se ratificaron en legal fortna 'i*- esas exposiciones; constando fie 
fojas 24 ¡i 51 del proceso, U-s billetes secuestrados por la poli- 
cía del pueblo de San José de la Esquina á que ellos se refie- 
ren ; así .'umo consta por el certificado informad* i iJ ^ la Caja 
de Conversión, la falsedad «le los inUmos á foja 51, y su sectn s- 
tro por la policía á fojas 4 y 16; y habiéndose dad ■ vista de la 
causa al representante del minisimci públic.», dicho futí, ioua- 
ri » fórmala su ¡n ugación íl foja <>8 en la que cousider* plena- 
mente comprobada su culpabilidad y solicita en tal virtud y cüuk- 
r»'u^ del d- lito de circulación de billetes fal>os de Naneo, 1 1 tér- 
mino medio de las penas señaladas por la referida ley del 63 
en su artículo 62; y el defensor de los reo en >,u memorial di 
foja 71. considera píen ampute comprobado dicha culpabilidad y 
sólo s" permite ob-erv.ir respecto al monto >ie la pena exce- 
siva. 

Abierta la causa á prueba, no habiéndose producid., ninguna 
y puesto ta autos de maniliesto en secretaría ¡\ los fines de ley, 
fueron en su nportunidad llamadas para dictar senten- in deli- 
nitira. 

Y considerando: I según lo dihpniii' el artículo 207 del 

Código de Procedimientos criminales, la based. i procedimiento 
y por consecuencia, de la sentencia en materia penal, es la com- 
probación de un hecho ó de una omisión que la ley repute delito ó 
falta. Kn el caso sitb-jtt'ticr tal delito de circulación de billetes 
falsos del Banco déla Nación argentina, *e encuentra plenamente 
constatad» por los antecedentes relacionados y exposiciones del 
encausado Pablo Restelli en las fojas ya mencionadas del proceso. 

2" í 'onsideraudo m cuanto á este procesad" : Que el se- 
cuedtro verilicado por la policía de los billetes falsos de banco 
indicados interiormente y la confesión del reo á foja 13 de 
los autos en que se ratifica en legal forma de la prestada ante 



la policía y está convicto de m delito, la que surte todos ¡..3 
efectos di- la lej por concurrir en ella los eitremoa eligidos en 
el código -le instrucción criminal, puede y debe ser invocada, 
do consiguiente, pues, - orno plena prueba contra él y fundar 
la condena. 

3° Considerando respecto del re,. ALgiud Pistón* : Q«e re- 
quinado la ley y jurisprudencia constante de la Suprema 
forte de justicia nacional, la prueba evidente del delito que se 
le imputa série 3\ tomo 1*. pág. 338 ; tomo *»., pág. 137 ; to- 
mo 13, pág. 430; série 4*, tomo 14, pág. 142 de los fallos de 
la Suprema Corte), m-nester es para considerar p robada su flul- 
pabilidad y ante las negativas de ese procesado, en el hecho 
porque se ti- proeja, que las presunciones que surja* del su- 
mario en su eontra fueran grabes, precisas j concoi dautes. lo 
que no ocarre, ni la prueba testificalque se acab.i de produ- ir 
tampoco I» señala como autor de la nrculacion de bilí, tes por- 
que |q acusa el ministerio público. 

1> verdad que el referid.* individuo ;i compaño á Hest.-lü el 
diadel hecho y cuando hizo circular los billetes expresados, y 
lo conocía según con besa, desde hacia al gnu tiempo ; también 
es verdad que no ignoraba que los bdleto fueran falsos, y ha 
sido procesado y detenido otra vez por habérsele secuestrado 
un billete falso de 5 |>es..s, pero esas circunstanrias no demues- 
tran que sea autor, como lo dice i-I M-ñor Proenrador fiscal, del 
delito sub-judice, ni se secuestraron en su poder lus billetes 
falsos ni él ha pretendido circularlo*. Los mismos denunciantes 
se refieren á su compañero Restelli. y del certificado de la po- 
li cí a de foja 4 no aparece en efecto que el secuestro hubiese si- 
do hecho á Pistoni ; aparte deque eu el informe de foja 5 de. 
la misma, tompoco se reconoce que á éste sujeto se le hubiese 
secuestrado billete falso alguno. 

4" Que siendo esto a-í y erando acreditado en el proceso 
que Pistoni acompañó en el acto de la circulación de los bille- 
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tes ¡i Res tul | i y no pudíendu considerársele como autor de ello, 
á pesar deque conocía su falsedad, desde que faltan las cir- 
cunstancias prevenidas en el Código Penal ordinario aplicable 
al caso, sobro autores principales (artículo 21 y siguientes del 
título 4* del referid ) eóiigoh es precisn resolver en qué catego- 
ría se lo coinca, ton vez que podría ser cómplice ó encubridor 
del delito imputado, Pero también en este punto d proceso no 
arroja prueba plena en su contra, tanto más que las circuns- 
tancias di- la complicidad * n sus caracteres esenciales son limita- 
tivas y no es posible admitir analogías, ¡¡partí- de que no uatar- 
do probado por el público ministerio á quién correspondería en 
todos lo» < asos la prueba de esa culpabilidad (artículo Ki8, Có- 
digo de Procedimientos), que hubiere cooperado dicbo sujeto, á 
la ejecución del delito, por cuanto acompañar no es concurrir, 
con el autor principal á esa ejecución (artículos :)2y siguientes 

lieclio de conocer la falsedad de los billetes, porque faltaría que 
demostrar la roup.-raeiou a su circnlacim, así comí si ss qui- 
siera hacer caer bajo la disposición del artículo 36, inciso 4", 
del citado código, en que se dispone que aquel que antes Ó du- 
rante la consumación del crimen será tenido por cómplice si 
hubiere prestado ó proporcumado cualquier -.tra ayuda al autor 
principal, y por último debiendo en caso de duda estarse 
á lo más favorable al reo (articulo 13 del Código de proce- 
dimientos), y no podiendo reputársele al mismo como encubri- 
dor, desde que llamado á prestar declararme lo hubo denunciado 
ai nitor de plano y sin reticencias en su segunda exposición; ni 
desempeñando empleu ó cargo público que lo obligue á esa de- 
nuncia, atenta las disposiciones de los artfeolos 44 y 44, inciso 
3", del mismo Código Penal ordinario, procede entonces, sn ab- 
solución de culpa y cargo, eomo debe hacerlo el proveyente, del 
ra* ncionado procesado, Miguel Pistoni, en el hecho que se le 
imputa. 



3t> * PALLO» l>K LA SII-HUMa ClIltTB 

Por estos funda meneos, con arreglo á la» disposiciones lega- 
les invocadas, lo prescripto par el artículo 62 rie la ley nacional 
del U de Setiembre de 1863, y no obstante lo eipuesto y pe- 
dido por el procurador Bata] en su dictamen de acusación y de- 
fensor oficial, en la sala de audiencias del juzgado federal, fa- 
llo: condenando ;í Paulo Reste! 1¡ á la pena de 4 años d<> 
trabijrs forzudos, 500 pesos de multa, indemnización de daños 
y perjuicios, costas y demás accesorios légale^ f declarando 
absuelto de culpa y cargo, nn acatando el proceso el nombre y 
reputación, como se hace, de Miguel Pistón i, .-1 mal será pues- 
to en inmediata lilierind, ej-^utoriada que sea la -enlencia. 

Póngase al condenado Pablo Ri ^telli rt disposición del Poder 
Fljeeutivo na.-innal, Ib-nado que sea aquel -'itremo. Nolifíqnese 
con e! original y repónganse, 

iMmiei Hoy Lia . 



VISTA Dfcl. SlKhH eH(U;UR*I>Olt GKNEKAI 



Buenos Aire^, Srlir-mlif 14 <li- lSfi. 

Suprema lorie: 

Kl procesado Miguel Pistoni, rectificando á foja 11 vuelta la 
eipos.Jonde foja 9 vueka, confiesa el conocimiento perfecto 
que tenía de la adquisición 'lelos billetes ful sos comprados por 
su coprocesado Restelli en esta f'npital, con el propósito de- 
lictuoso de hacerlos circular. 

Ce nsta de su misma confesión, ion firmada en la denuncia que 
corre transcripta de foja 6 vuelta á 8, corroborada por la derla- 
raeion de foja 8 vuelta, que Pistoni acompañó á Restelli no 
sólo al café de don Juan A. Bassi, donde primeramente estu- 
vieron ambos bebiendo cerveza y de donde juntos se alojaron al 
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momento de haber sido rechazado cuno falso el billete de 10 
pesos coi) que pajró Hestelh el consumo, sinú también que acom- 
pañó ¡i éste, á cambiar otro billete falso en la casa comercial de 
don Domingo Lodi, retirándose conjuntamente cor; el eircula- 
dor hasta ser aprendidos juittós por la policía. 

.Si á es tas circo ta ocias se une la amistad que vincula á Pis- 
toni con Restelli, bien manifiesta por el compañerismo demos- 
traren vuj *r juntos y recorrer las casas de comercio del pm- 
de Arteaga juntu? también, no salte duda de quien conoce el 

en su compañía, 
una buena cantidad de bille- 
tes falsos, quien presencia en un café el recbazu, por falso, del 
billete con qu- paga > | compañero el consumo de ambos, y quien 
por Bu insista en ir con él, después de e¿te rechazo tan sospe- 
choso, á otr.. esublecimietito donde j>4 mismo amigo pretende 




sigue con é, giru indina (con 1 1 círculador), no puede pretender 
ser inocente en el hecho fie la circulación. 

La falsedad délos billetes secuestrados á Ke-telli por la po- 
licía, de cuya existencia en poder de éste tenía pleno conoci- 
miento Ptstoni, así cerno la falsedad del billete que el primero 
pretendió eircular, ie han comprobado debidamente con los in- 
formes que o >rren á fojas 5 y 53. 

Kn preseneia del cuerpo 'leí delito y del autor de la circula- 
ción, confeso y convicto, las referidas constancias de autos en- 
trañan presunciones directas, vehementes, concordantes é ine- 
quívocas, sulicicntcs para hacf*r plena prueba respecto de ia 
complicidad del procesado Pistoni, según lo dispuesto en el ar- 
tículo 358 del Código de Procedimientos en lo crimimil : en 
consecuencia autorizan á considerar qin- Pisto ni tenia prome- 
tido d su compañero ocultar el delito de la circulación que 
éste efectuaba antes y durante la consumación del mismo, lo 
cu:il importa decir que Pistoni es cómplice en segundo grado 
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en el delito de circular billetes fulsos de banco, según lo esta- 
blece el inciso 4° del artículo 36 del Código Penal, 

EÍ delito cometido por el autor principal en el caso sub-judice 
es el previsto y penado por el artículo 62 de la !ey sobre críme- 
nes contra la nación de 14 de Setiembre de 1863, y como tal 
debe ser castigado con cinco 
y 2750 pesos fuertes de multa. 
Correspondería á Pistoni, 
del referido delito, 
3 o , del artículo 37 del 



en según* 
prisión que prescribe el 
eual, aplicable al caso 
en razón de lo establecido en el artículo 93 de la ley 
contra la nación de 

P| el 
que 







una co 



en 

ser menor que la prisión de uno á 
correspondería á un cómplice de primer grado, según el 
5° del artículo 34 del código citado, creo procedente api 
Pistnni un año de irrisión. Por ello, pido á V. E. se sirva re 
rocar la sentencia recurrida ñ foja 75 é imponer al procesado 
Ilestelli la pena de 5 años y medio de trabajos forzados y multa 
respectiva, yá Pistnni la de un año de priaion, todo con costas 
a ambos procesados 

Safñmanu Kirr. 



Fallo *> la Suprrm» C*rte 



Buenos Aire», Noviembre 21 de 1W<>. 

Vistos y considerando ; Que las circunstancias de la cansa y 
el conjunto de lo- liedlos probados, que ha ejecutado el proce- 
sado Pistoni, y que analiza A señor Procurador general, re- 
velan que ese proejado que acompañaba i Uestelli cuando éste 



consumaba la circulación de billetes falso.-, y aprovechaba de los 
efectos de esa circulación, ha participado en la comisión del de- 
lito, por lo mi' nos en la calidad do cómplice de segundo uradn 
que ei ministerio público le atribuye cu esta instancia. 

Que habiendo el procurador Gscal pedido contra Restelli una 
puna menor que la que le impone la sentencia del inferior, no 
cabe duda que el recurso por aquél interpuesto no se refería á 
esa parte de la sentencia, cotí el propósito de que el superior 
agravase la pena impuesta. 

Que, por tanto, debe entenderle que la sentencia no lia sido 
recurrida en condiciones que permitan ;i esta Suprema Corte 
aumentar el número de años de trabajos forzados á que ha sido 
condenado el citado Resteíü. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja setenta y cinco, en cuanto demuestra la comisión 
del delito de circulación de billetes falsos, se continua en loque 
respecta á Pablo Restelli y ae la revoca en cuanto absuelve á 1IÍ- 
guel Pistoni, i quien se condena en mérito de 1 ■ pedido por el 
señor Procurador general, y lo dispuesto en el artículo treinta 
y siete, inciso tercero, del Código Penal, á la penado un añode 
prisión con descuento de la prisión preventiva sufrida en los 
términos del artículo cuarenU y nueve del citado código, con 
cosías á los procesados. Notifiques? original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL DAZ¿N. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
HRENT. — II. MARTÍNEZ. 
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Criminal contra Francisco Solerná, empleado en la Intendencia 
militar de marina, por defraudación; sobre competencia. 

Sumaria, — has empleados de la» intendencias militares se 
hallan sometidos por loa dHitos cometidos en el ejercicio de 
sus funciones á la jurisdicción militar, sin que impone que en 
Ja fecha del delito no hay* sido determinada todavía por el l'o- 
der Ejecutivo la graduación que les corresponda. 



t aso.— Resulta de las siguientes piezas: 

IIESOI.UCION D&L TRlBl'KAL MILI I Ah 

En Buenos Aires, en la Sala de acuerdos del Const-jo de gue- 
rra permanente para jefes y unciales del ejército y la armado, 
á los veintiocho días del mes de Agosto del ano mil ochocientos 
noventa y nueve. Vista esta causa contra Francisco Solernó, 
frisado, de treinta y ocho años de edad, argentino, peón de la 
Intendencia de marina, inculpado de defraudación, á objeto de 
resolver la excepción de incompetencia de jurisdicción opuesta 
por el señor fiscal de este consejo y el señor defensor del pre- 
nsado, y resultando: 

i* Que el hecho imputado al procesado es haber sido partí- 
cipe en una defraudación cometida en perjuicio de la Inten- 
dencia de marina en la entrega y recibo de una cantidad de w* 
j »ues vacíos comprada ú di>n Juan de Vicenzi, en los meses de 
Mano á JLtyo inclusive del presente año. 
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2 o Que e I procesado, en el tiempo en que se corautiu el delito, 
prestaba sus aemcioH en ta Intendencia de la armada eti cali- 
dad de peón. 

3 o Que el procesado dejó de prestar sus servicios en \á Inten- 
dencia de marina el 20 de Marzo del presente :iño. 

4" Que el procesado no tuvo grado ni asimilación militar de- 
terminada ei¡ el tiempo en que prestó sus servicios en la referi- 
da repartición, siendo de fecha 22 de Julio último el superior 
decreto que lia determinado la asimilación militar de tus em- 
pleados de |u intendencia de marina . 

I oonsideraudo: I o Que en tiempo de paz, las personas «in- 
parte de la administración militar y demás de- 
y la armada, no están sujetas á la ju- 
cuundo no tienen asimila» ion militar, según 
resulta de las disposiciones de los artículos 120, inciso 4\ j 
121 , inciso 1% del Código de Justicia Militar. 

2* Que si bien el artículo 10 de la ley número 3305 de crea- 
ción de las intendencias militares, dice : * que el Poder Kj ecu- 
tivo determinará la jerarquía que corresponda á los empleados 
civiles en la asimilación », es 
antes de haberla determinado el roaer l 

Por estos fundamentos, este Consejo, declara: que no le 
compete el conocimiento de esta causa* y manda se remita el 
proceso al señor juez de sección de lo criminal de esta Capital 
y se ponga á su disposición el procesado, dándose cuenta de esta 
resolución al Ministerio de Marina. 






.— Angel U. 
raleón.— Jorge H. Lourg,— Diego 
Laure. 



Ante mí : 



Oreado Star. 
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VISTA DEL PBOCUlUDOtt FISCAL 



¿, - Buwios Aires, SeUembre de J89¡» 

ÁCfíor juca; 



V, S. se declaró incompetente para conocer cu este asunto, 
por las razones y fundamentos que expresa la providencia <ie 
V. S. de foja 49 y las consideraciones de tni vista de foja 48. 
La Suprema Corte lia conocido también de este asunto, aunque 
tncideutaltnente, con motivo de la intervención en el delito de 
que se trata, del carrero Gunduglia, quien fué declarado extra- 
ño á la jurisdicción militar, por aquel alto tribunal, el que a 
foja 61 declaró que Ganduglia era extraño á esa jurisdicción, 
por no ser empleado ai funcionario de la Intendencia de mari- 
na ; sinú un simple carrero dependiente de un proveedor de 
la mencionada intendencia. 

Consentida la sentencia de V. S. de foja 49, quedó estable- 
cido que Solernó, que es el procesado en este asunto, debía ser 
juagado por la autoridad militar, pasándose en consecuencia 
los autos y librándose las diligencias que constituyen el pre- 
sente cuerpo, hasta que el Consejo de guerra correspondiente, 
conociendo sobre la apelación deducida por un funcionario de 
aquel órden, ¡,e declara incompetente para resolver en este asun- 
to. La base que el citado consejo tiene para establecer tal cosa, 
y para declarar, como declara, que V. S. es el competente para 
conocer en el caso sub-judicc, es lu siguiente : 

* 1* Qne habiendo prestado, el procesado Solernó, sus servi- 
cios como peón de la Intendencia, carecía de asimilación mili- 
tar ron arreglo á la ley ; 

« 2 o Que no habiéndose determinado la graduación militar 
que correspondía átales funcionarios déla Intendencia, no era 
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susceptible de I.l asimilación, y por tinto, no estaba sujeto á la 
expresada jurisdicción, » 

En mi vista, que presenté en el asunto seguido por unte el 
juzgado de V. S., tuve ocasión de manifestar (en el caso del se- 
ñor Lara), mi opinión sobru tales puntos, exponiendo clara- 
mente que todos los funcionarios de las reparticiones de que se 
trataestaban sujetos á la jurisdicción militar, por el heehode 
actuar en repartición de ese carácter, y que el hecho de que el 
I'oder Eji?cutÍTU n» hubiera reglamentado la tey número 3305, 
no quería decir que ella no estímese en pleno vigor. 

La Suprema Corte, en el mismo asunto y supliendo á las de- 
ficiencias de mi exposición y de mi autoridad, sentó doctrina 
terminante al respecto, declarando : « que según el artículo 10 
del» ley número 3365, el intendente, los vocales y demás fun- 

militar en las condiciones establecidas en el Código penal mi- 
litar (considerando 13). Esta sentencia que pasó eu autoridad 
de cosa juzgada y que sentó jurisprudencia ul t íspecto, dio lu- 
gar más tarde a que el Poder Ejecutivo dictara, por interme- 
dio del ministerio de Ja guerra un decreto que estableció la gra- 
duación correspondiente á los asimilados de la Intendencia de 
guerra y enese decreto no se incluyó á ningún funcionario de 
la expresada intendencia, que á estar á su misión está en ius 
misma* condiciones que la lúteo dencia de marina, que aun 
cuando dependa de un ministerio diferente, no deja por ello de 
ser una repartición dependiente del mismo Poder Ejecutivo que 
dictó el citado decreto. 

Estas consideraciones y los antecedentes citados, así conlo 
las razones que V. S,.tuvo para declararse incompetente ante- 
riormente en este asunto, me induce á pensar que á V. S. no le 
corresponde conocer en este asunto en lo que al procesado So- 
ler n ó se refiere. Al manifestar esta opinión, solicito que V. S. 
insista en su declaración de incompetencia, suscitando la res- 



je,- - - -■ .. . - -• - ., 4 . "* 
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pectíra contienda 6 los efectos de su resolución, por quien co- 
rresponda. 

Ahora bien, á efecto de proceder on n arreglo á lu ley, convie- 
ne establecer lo siguiente : 

i" Que siendo esta contienda entre el juzgado federal de V.fc. 
j jueces di' la jurisdicción militar, su solución compelí? á l¡i Su- 
prema Corte, de acuerdo con el inciso 4" del artículo 43 del ín- 
digo de Procedimientos penal. 

2 S Que siendo la routienda entablada, una contienda negalt- 
ru de jurisdicción, y no debiendo su sustancíucion paralizar la 
causa en detrimento del procesado, como lo establece» los ar- 
tículos 08 y 70 deleitado código, considero que V. S, debe or- 
denar las siguientes diligencias : 

I* Mandar que con arreglo al primen» de los artículos cita- 
dos (68), se continúe este asunto hasta llegar á pleuario, en 
que tendrá lugar la suspensión A que se refiere el artículo 69 
del mismo Código; 

2" Intervenir V. S. conociendo en e>a continuaron á méri- 
to del citado artículo 70 1 isí como del 68, que es también api i- 
cable al caso (inciso como basta el límite expresado; 

3™ Remitir ;i la Suprema Corte Loe testimonios :í que se re- 
fiere el artículo 72del mismo Código, á los objetos que allí se 
eipresa; 

4" Comunicar las diligencias ordenadas al Consejo de guerra, 
parte en la ron tienda. 

J. Hotel. 

Falle «leí Jw«* reitera l 

Buenos Aires, Setiembre 1 L de 1899. 

Autos y Fistos: De acuerdo con lo dictaminado por el señor 
procurador liscal en su precedente vista y en la que corre áfo- 
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ja 48; atenta la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte 
en ti presente caso, j en el recurso de habeos curpus que por 
ante . ste mismo juzgado se siguió en fa?or de don Florencio 
Lara; y por los fundamentos consignados en la resolución de 
foj a 49, este juzgado, reBuelre: mantener la referida resolu- 
ción, declarando que el conocimiento de rata causa compete á 
k* tribunales militares. 

En consecuencia, y en vtrtud de lo establecido por el articu- 
le 68 del Código de Procedimientos en materia criminal, pasen 
*'stas actuaciones, lía mis trámite, á la secretaría del señor 
/ moietty para la prosecución de este sumario, debiendo sacarse 
testimonio de las píelas pertinentes para ser remitidas i la 
Suprema Corte, á tos efer^s consiguientes ; haciéndose saber la 
pr.'sente resolución al señor presidente del Consejo de Marina. 

Gervasio F, Granel. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOH GENERAL 



Suprema Corte : ^ ^ ° c!ubrc ib <J(i 189ÍK 

Encuentro ajustadas á derecho y á la jurisprudencia esta- 
blecida en loa fallos de V. E. las consideraciones aducidas por 
el señor juez a ouo en el auto testimoniado de foja 32, para 
declinar la competencia federal en este proceso. 

No se reüereeJ sumario instruido á un simple peón sinó ¿ un 
encargado de loa depósitos, que es un empleado permanente y 
rentado por la administración general , á estar á las constan- 
cías del presupuesto. 

El procesado, siendo empleado de la administración militar 

T. LIXI.I * 
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oomo encargado de uno de los depóüitos de la Intendencia de 
Marina, eataba por elle- comprendido en la disposición dt-1 ar- 
tículo 120, inciso 4\ del Códifio de Justicia Militar, cuando co- 
metió la defraudación que motiva estas nctuariunes. 

También Jo eBtaba en raion de lo dispuesto en el artículo 10 
déla ley número 3305, aun cuando no se hubiese determinado 
por el Poder Ejecutivo la respectiva graduación ; poes este ar- 
tículo, refiriéndose especialmente al intendente y los Tócales y 



funciones en ella. 

De otro modo, la referída||ey habría mencionado eicluyente- 
mente al intendente y vocales, pues no ae comprendería la 
fórmula general c los demás funcionarios » sin referirse ú los 
demás empleados que desempeñan funciones en las intendencias 
militares. 

En su mérito, consecuente con las ideas que he manifes- 
tado á T. £, en el caso del procesado Benitez ci-uuxítiar 
de la Intendencia de la armada, y lo expuesto pnr el señor 
procurador fiscal á foja 29, á V. E. pido se sirva confirmar el 
auto de foja 32, en cuanto declara el delito imputado al emplea- 
do de la Intendencia de marina don Francisco Solernó, sujeto á 
la jurisdicción militar. 




Sabiñíano Kier. 




Dueños Aire», Noviembre ¿1 de 18ÍW. 



Visto* : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador general y teniendo en consideración que la 
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graduación qw> el Poder Ejecutivo determina en relación á los 
diferentes empleados civiles que prestan sus servicios en la In- 
tendencia, en virtud de lo dispuesto en la segunda parte del ar- 
tículo diez de la ley número tres mil trescientos ciu si bien 
sirve para establecer la jerarquía entre dichos empl<-a<Jiu ( en 
nada inlluye á objeto de fijar la jurisdicción, en el sentido de 
que, cualquiera que sea esa jerarquíi, procederá siempre la 

competencia militar en Jos casi* prevenido» pord citado artícu- 
lo diez. 

Por esto, se confirma el auto apdado de foja treinta y dos. 
Notifiquen original y devudvanse. 

BENJAMIN PAI. — ABEL RAZAIS . 
OCTAVIO BLSCE, — JUAH K, 
TORRENT. — H. MARTINEZ. 



CAUSA 1I»ME\ 

Criminal cóntra Rodolfo Bcnitez, empleado de la Intendencia 
Militar de Marina, por falsificación de documentos privados 
y defraudación; sobre competencia. 

Sumario, — Resulta de las siguientes piezas : 

RESOLUCION DEL TRIBUNAL MILITAR 

En Buenos Aires, en la sala de Acuerdos del Consejo de 
Guerra permanente para jefes y oficiales del ejército y la ar- 



FALLON DE LA SUPREMA CORTE 



muda, ú los veintitrés días del mes de agosto del uno mil ocho- 
cientos noventa y nueve* 

Vista esta causa contra Rodolfo Benitei, casado, de veinte 
y ocho anos de edad, argentino, domiciliado en esta ciudad 
calle de Bustamante número dos mil setenta y ocho, ex-auxiliar 
de la oficina de Liquidación de la Intendencia de la Armada, 
inculpado de falsificación de documentos privado* y defrauda- 
ción ; y resultando ; 

1° Que los hechos imputado* al procesado son el haber 
cobrado para sí de la Tesorería de la Intendencia de la Ar- 
mada, siendo auxiliar de la oficina de liquidación de la misma 
Intendencia, sueldos de individuos pertenecientes á la Armada, 
por valor de 1930 pesos moneda nacional, uresentando recibos 
Con firmas por él falsificadas (véase informe del juez de Ius- 
de fojas 24! á 250 y recibo de foja 93 á fojas 98 y 



se produjeron en los meses 
roiimo pasado (véase informe 
á250, y recibos de foja 93 a 

en sus funciones el 25 de 
cesante el 7 de Febrero del 




heohus de que se trata 
de Setiembre y Octubre del año pró: 
del juez instrucción, de Tojas 241 
98 y 105). 

3 o Que el procesado fué s> 
Noviembre del mismo año y 
te (véase foja 98), 

terminado la asiu 






o militar, ni se 
eo 





hasta id día que quedó cesante {véase á fojas 87 y 88). 

: 1° Que en tiempo de paz, las personas civiles 
que forman parte de la administración militar y demás depen- 
dencias del Ejército de la Armada, no están sujetas á la juris- 
dicción militar, según resulta de las disposiciones de loa artí- 
culos 120, inciso 4 o , y 121, inciso 1% del Código de Justicia Mi- 
litar. 

4" Que si bien el artículo 10 de la ley número 3305. de crea- 
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cion do las Intend encías militares, dice que el Poder Ejecutivo 
determinará la graduación que corresponda á lo* empleados 
civiles ttn la asimilación, no habiendo declarado la ley cuáles 
serían los empleados que tendrían asimilación, es obvio que nin- 
gnno la ba tenido antes de haberla determinado el Poder Eje* 
cutivo. 

Por tales fundamentos, este Consejo declara que no le com- 
pete el conocimiento de esta causa, y dispone que se remita el 
proceso al señor juet de seccionen lo criminal de esta Capital, 
dándose cuenta de esta resolución al Ministerio de Marina. 



Autos y vistos ; y considerando : Que la presente cansa ha 
sido iniciada contra don Rodolfo Benitez, ex-auxílíar de la ofi- 
cina de liquidación de la Intendencia de Marina, por estar acu- 
sado de defraudación y falsificación de firmas. 

Que habiendo cometido el delito qne se le imputa al proce- 
sado, siendo empleado de la Intendencia referida, está com- 
prendido dentro de la disposición del artículo 120 del Código 
de Justicia Militar, desde que en el cargo que desempeñaba te- 
nía asimilación militar, según el articulo 10 de la ley 3905. 



Enrique Spika.- C. Guerrero. 




Ante mi: 




Unenos Aires, Setiembre lli de 189». 
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Que según lo ha establecido la Suprema Corte en el recurso Je 
habeos corpus que se siguió en favor de don Florencio L. Lara, 
la disposición del artículo 18 antes citado debe entenderse y 

dicción militar, y sin consideración especial al estado de paz 6 

que el presente caso, por su naturaleza y ladt- las personas que 
en él han intervenido, corresponda á la justicia militar. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la precedente 
vista del señor procurador fiscal, se declara : que el Conse- 
jo de Guerra de Marina debe entender en esía causa. En con- 
secuencia, devuélvaase las 0\ ilaciones acompasadas, con la 
nota de estilo. 

Gervasio /■'. Granel. 



KESOLUaON UEL TUIBUNAL MILU Alt 



En Bueuos Aires, en la sala.le acuerdos del Consejo deGue- 
Yfa permanente para jefes y oficiales del ejército y la armada, 
ú log dos días del mes de Octubre del año mil ochocientos no- 
venta y nueve. 

Visto el presente auto del señor juez de sección de lo cri- 
minal de tita Capital, y considerando : 

i" Que lo estatuido en el artículo 19 úe la ley numero 3305 
de creación de las Intendencias militares, es que « el Intendente 
General, los vocales y demás funcionarios de la Intendencia que- 
dan sujetos a la jurisdicción militar, en la& condiciones esta- 
blecidas en el Código Penal Militar >. 

2 o Que no puede considerarse comprendido en tal disposición 
a don Rodolfo Benitea, porque éste era un simple auxiliar de 
la oficina de liquidación de la Intendencia de la Armada al 
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del delito que se le imputa, y la denominación de * fun- 
cionario • sólo corresponde á los empleados públicos revestidos 
de alguna facultad 6 mando. 

3° Que io establecido por la Suprema Corte de Justicia en el 




tiene aplicación al caso $ult-judic* t por cuanto Lara era vocal 

comprendido en la disposición del articulo Í0 de la ley número 
3305 y lo establecido por aquel Supremo Tribunal es que las 
personas comprendidas en ta referida disposición están sujetas 
a la jurisdicción militar, tanto en tiempo de paz como en tiempo 
do gnerra. 

Por tales fundamentos, este Consejo insiste en fine no le 
compete el conocimiento de esta causa. 

En consecuencia, remítanse los autos á ta Suprema Corte de 
Justicia para la resolución del caso, y dése el correspondiente 
aviso al señor juez de sección de lo criminal de esta Capital 

\ 

tibor io fíernal. — EltriquRSpika, 
— Henittt f ¡tierrero. — Diego Lau- 
re. — Saturnino F, García. — 
Angel Faltón. 

Ante mí : 



VISTA DEL SEflOft PllOCUIUDOR G£NEttAL 




Buenos Aires, Octubre 11 de 1889. 

á derecho y A la jurisprudencia esta- 
de V. E., las consideraciones en que se 
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apoya el auto de foja 291 para declinar la competencia federal 
en este proceso. 

El procesado» formando parte de la administración militar 



Lo estaba también con sujeción a lo dispuesta en e) artículo 10 
de la ley 3305, á pesar de no haberse determinado por el Poder 
Ejecutivo su respectiva graduación, pues ese artículo, refiriéndo- 
se especialmente al Intendente general y los vocales, y genérica- 
mente* los demás funcionarios de la Intendencia, designa con 
esa clasificación á todos los empleados que ejercen funciones 
en ella. De otro modo, nombrados ya especialmente el Inten- 
dente y vocales, no se comprendería la fórmula genérica « y de- 
más funcionarios », sin referencia á los demás empleados que 
desempeñan funciones en la repartición de la Intendencia de 
Guerra. 

En su mérito y demás eipuesto en la vista fiscal de foja 289, 
pido á V. E, se sirva confirmar el auto recurrido de foja 291 , 
en cuanto declara el delito imputado al empleado de la Inten- 
dencia de Marina don Rodolfo Benttez, sujeto á la jurisdic- 
ción militar. 



Vistos: Dq conformidad con lo ei puesto y pedido por el se- 
ñor Procorador general y teniéndose en consideración que la 
ion que el Poder Ejecutivo determina en relación ú los 




Sabiniano Kier. 




Buenos Aires, Noviembre 21 de 1899. 
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diferentes empleados civiles que prestan sos servicios en la 
Intendencia, en virtud de lo dispuesto en la segunda parte del 
artículo diez de la ley número tres mil trescientos cinco, sí bi> n 
sirve para establecer la diferente jerarquía entre dichos emplea- 
dos, en nada influye á objeto de lijar la jurisdicción en el sen- 
tido de que, cualquiera que sea esa jerarquía, procederá siempre 
la competencia militar en los cubos prevenidos por el citado ai- 
tículo diez. 

Por esto se conlirma el auto de foja trescientos noventa g una. 
NotifíqueBe original y devuélvase. 



El Banco Racional en juicio con don liodolfo Jf. Zapata con- 
tra doña Bernabela Segura, por desalojo; sobre apelación 



Sumario. — En el juicio de desalojo no es apelable el auto 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAIAN. — 



OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. 



T. — B. MARTINEZ. 



£AUHA 1DIII 



llamando á las partes á comparendo. 



4 



Caso. — Lo eiplica el 
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Suprema Corte i 



DEL JUEZ FEDERAL 

Mendoza, Noviembre 15 de 1899, 



Evacuando el informe que V. E. tiene A bien pedirme por ofi- 
cio de) 8 del corriente y que he re.ibido hoy, debo manifestar 
que en el juicio número 2244, caratulado * Banco Nacional 
contra Rodolfo M. Zapata », se presentó ú foja 15 el primero, di- 
ciendo que a foja 134 vuelta se había lucho adjudicación judi- 
cial al Banco de una casa del deudor ubicada en esta ciudad, 
calle Buenos Aires número 44 (viejo), extendiéndose la escritu- 
ra de transferencia con fecha 18 de Marzo de 1896. 

Que habiéndose ordenado también judicialmente se dé po- 
sesión del inmueble, como consta á foja 137 vuelta, se opuso 
la señora Bernabela Segura, invocando su calidad de arrenda- 
taria, por contiato constante de escritura pública de término 
no vencido. 

Que en tal virtud se suspendió la diligencia de posesión y 
que habiendo vencido dicho contrato, cuja copia pide se agre- 
gue, solicita se le dé la posesión, decretando el desalojo que au- 
tor i ju el artículo 1609 del Código Civil. 

Agregado el contrato de locación y estimando este juzgado 
que la acción deducida contra la locatnría, señora Bernabela 
Segura, es la de desalojo, legislada en el título 28 del Código 
de Procedimientos de la Capital, incorporado al procedimiento 
federarse decretó el comparendo que prescribe c) artículo 886. 

La señora Segura, notificada debidamente, deduce los recur- 
sos de apelación y nulidad, antes de llegar el día de comparendo, 
diciendo que no está conforme con el trámite dado á la demanda, 
porque tiene defensa y dilaciones que oponer; el juagado prove- 
yó Jo siguiente : 
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Mendoza, Octubre 30 d« 1899. 

Xa siendo apelable el auto recurrido y siendo la única opor- 
tunidad de hacer valer sus defensas el juicio verbal, no ha 
lugar. 




Banco y de acuerdo con lo dispuesto en el ul v llíU1 . OTf , 
iialó nuevo día, y antea de vencerse pidió la misma señora Se- 
gura, postergación de la audiencia, por tener su abogado en- 
fermo du gravedad en su casa, que le impedía asistir, locunl se 
concedió, 

Ks cuanto puedo informar á V. E« 

Saluda atentamente. 

Isaac (iodotj. 



Vülto de la 




Buenos Aires, Noviembre 21 de 1899. 

Vistos en el acuerdo : Por lo que resulta del 
forme y considerando : Que el juzgado al 
lando el comparendo que prescribe la ley, lo hizo en virtud de 
la naturaleza de la acción deducida. 

Que el referido auto es inapelable, atento lo prescripto en el 
artículo quinientos nóvenla y dos del Código de Procedimientos 
de la Capital incorporado al procedimiento federal por la ley 
número tres mil trescientos setenta y cinco, sin perjuicio de que 
el recurrente haga valer sus defensas en la 
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del juicio, 6 sea en la audiencia proscripta por el artículo qui- 
nientos ochenta j se» de la ley citada . 

Por esto se declara bien denegado el recurso. Remítanse es- 
tas actuaciones al juez de la causa para su agregación a los 

ginal. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. TO- 
RHEHT.— B. HARTMEZ. 



CAUSA IDLIXI 

La empresa del Ferrrocarril Buenos Aires al Pacifico contra 
la sociedad * La Inmobiliaria » ; sobre expropiación 

Sumario. — No procede el juicio de expropiación respecto di>l 
terreno que no se halla comprendido entre los mandados expro- 
piar por la le;. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 

VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

j 

Buenos Aires, Judío de 1897. 

Señor juez : 

Los artículos 9 o y 3" de la lej de expropiación exige, concor- 
dando con la Constitución nacional, que para que la expropia- 



cion tenga lugar el Congreso debe autorizarla en cada caso, 
declarando asimismo la utilidad pública que haya en olla. Esto 
se hará con referencia á lo» planos descriptivos, informes ú 
otros datos para determinar cou exactitud la cosa qae ha de 
expropiarse. 

Según resulta de autos, la empresa demandante fué autori- 
zada para expropiar los terrenos que debía ocupar su estaoion 
terminal, tomando en cuenta loa datos que entonces se tuvieron 
á la vista; y en esta ocasión se determinó la utilidad pública 
que la ley exige. 

Pero esa autorización y ese declaración, refiriéndose sólo á 
los terrenos que el ferrocarril debía ocupar entonces, no pudo 
comprender lo que más tarde quisiera ó debiera ocupar la em- 
presa con sus ensanches posteriores, pues to que se estableció 
antes no podía hacerse extensivo ú ello, por las exigencias de la 
misma ley, qae establece que en cada caso se ha de hacer la 
aludida declaración. 

Estos requisitos son de estricta aplicación, pues tratándose 
de expropiación, todo lo que á ella rige es restrictivo por el 
carácter prgpio del acto. 

Por estas consideraciones, reputo que la expropiación de que 
se trata uoestá en las condiciones de la ley, por lo cual pienso 
que V. S. no debe autorizarla, hasta tanto no se llenen los re- 

^ P Botet. 

Falte «Sel J«e» Peder»! 

Buenos Aires, Junio U' de 1897. 



Autos y vistos : De acuerdo con lo manifestado por el señor 
ocurador fiscal en su precedente vista y por los fundamentos 



aducidos en el acta de juicio verbal, corriente á foja 31, se de- 
clara : que el juicio de expropiación iniciado por la empresa 
del ferrocarril de Buenos Aires al Pacifico, contra la sociedad 
c La inmobiliaria i, no procede mientras no se obtenga la auto- 
mación del Congreso y se determine la utilidad pública que la 
ley exige, puesto que se trata de un nuevo cuso de expropiación 
legislado por el artículo 2° de la ley de 1886. 

Por esto, déjase sin efecto la convocatoria ordenada para 
proceder al nombramiento de peritos. Repóngase las fojas. 





diez del contrato para la construcción del Ferrocarril de Buenos 
al Pacífico, y decreto de veintidós de Mayo de mil ochocientos 
ochenta y cinco, el concesionario se obligó ¡í presentar á la 
aprobación del Poder Ejecutivo el estudio técnico correspon- 
diente, comprensivo de la traza de la línea, composición y exten- 
sión de las estaciones de depósito, etc. 

Que el gobierno nacional se obligó á ceder a favor del conce- 
sionario los terrenos que los gobiernos de provincias tenían 
cedidos ó cedieran para la vía y estaciones del ferrocarril, com- 
prometiéndose á expropiar por cuenta del mismo concesionario 
los demás que fuera necesario adquirir para esos objetas, todo 
en virtud de la autorización concedida por la ley númeTO qui- 
nientos ochenta y tres y de las bases de esa autorización. 

Que las modificaciones autorizadas al contrato referido por 



Agustín Urdinarrain. 




Buenos Airw, Koriumbra ál de 1899. 
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la ley número ochocientos sesenta y ocho no lian modificado las 
clausulas de que se ha hecho mérito en los precedentes consi- 
derandos. 

Que el ferrocarril ha sido construido y puesto al servicio pú- 
blico por secciones, resultando de las afirmaciones de la In mo- 
lí i liaría, nu contradichas y, mas todavía, implícitamente consen- 
tidas por la empresa que ya en mil ochocientos ochenta y ocho, 

tal como lo requerían los plano* aprobados. 

en que la empresa íuiida el 
y por la demanda de esa misma empresa, pues que tanto en uno 
comeen la otra s* dice que se trata, no de la construcción 
de ia estación c Palermo i terminal de la vía férrea, sinó de su 
ensanche. 

Que en confirmación de los precedentes datos puede hacerse 
valer el decreto del Poder Ejecutivo, de diez y siete de Marzo 
de mil ochocientos ochenta y ocho en el que, en consideración á 
encontrarse terminada en todos sus detalles la sección del fe- 
rrocarril de Buenos Aires al Pacifico, comprendida entre esta 
Capital y la ciudad de Mercedes de la provincia de Buenos 
Aires, otorga ó su directorio 1» antorizacion por éste pedida 
pata abrir al servicio público, á contar desde el veinte del mis- 
mo mes, la sección expresada. 

Que queda así fuera de duda que terminó la construcción 
de ferrocarril en la parte que está comprendida la estación 
Palermo y se entregó la vía al servicio público, resultando en 
consecuencia, cumplida la ley que autorizó esa construcción y el 
contrato celebrado en su mérito entre el gobierno nacional y 
el concesionario. 

Que tas obras que hoy la empresa se propone ejecutar no es- 
tán contenidas cu los planos que debió someter y seguramente 
sometió á la aprobación del Poder Ejecutivo, de conformidad 
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con las estipulaciones del contrato, planos que, comprendiendo 
)ft extensión de las estaciones han determinado la de los terre- 
óos necesaria á ese objeto. 

Que con la terminación del ferrocarril, la expropiación de los 
terrenos necesarios para esa obr;i, que la ley autorizó, produjo 
su efecto con el debido lleno de sus fines, si se precisó recurrir 
á ese medio para la construcción del ferrocarril. 

Que con los medios ordinarios de adquisición ¿ con el de la 
expropiación que el Congreso creyere conveniente otorgar por 
ley, en uso di' i as facultades qau le confiere el artículo diez y 
siete de la Constitución, la empresa puede proveer á las necesi- 
dades de ensanche que las vías férreas en ejercicio requieran, 
pero sin que sea permitido entender por interpretación exten- 
siva, que leyes de carácter excepcional, estén destinadas á ex- 
tender y extiendan su acción hasta facultar expropiaciones 
hipotéticas, que lo mismo pueden referirse ú un futuro próximo 
que a un remoto porvenir. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja cuarenta y nueve, se confirma ésta. No se toma en 
consideración la apelación interpuesta por la parte de la Inmo- 
biliaria en el escrito de foja cincuenta y tres por haberse dedu- 
cido ese recurso fuera del término legal, el que debe contarse 
desde la notificación de la citada sentencia y no de la del auto 
de foja cincuenta una. Xotíñquese original y , repuestos las se- 
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OCTAVIO BUNGE.— JUAN E. TO- 
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üanía contra don Francisco fíaslerrica 
devolución de pesos 



Sumario, — El pago indebido da 
pagado indebidíimente. 



1-aso. — Resulta del 



WmUm d»i Jnm FHtrtl 



Tucumart. Majo 31 de 1899. 
Yv ÍB t„ S :^ elju¡ci08egu¡dopor gBMÍitt 

*S **M«Í«P* « I- elle Hivad„i.8"n„.: 
dra «ontr, don FraB(!jaco Baat< , rri Mtranj 

i- A foja 1 6e presentídoñu Francisca García, manifestan- 
te pronto ,or m a> Mi contra „„„ jfc¿gg~ 
moa. por repetición da „„, son,, de dinero, 500 peso, mua fi 
M«M 1 »« ¡atórese, d lin de „ oe e„ I. o^JJl™ 1 
con ¡«tríWiei .lo Uy M .. condeno i devolver I,, cantidad £ 
o anuda con mas lo» intereses, costo, y costa. ; 4 « Síft 
teca a Bastonea nn. casa j sitio de so propiedad obleada e,! la 
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octava cuadra de I* calle Iíivadavia, por la suma de 200 posos y 
por el término de un uño; que pagó con exceso y con enormes 
intereses el valor del préstamo, y sin embargo Basterrica, ini- 
ció ejecución, aprovechando que por su ignorancia ella no hizo 
cancelar la hipoteca, y le siguió un juicio un rebeldía no habien- 
te la c;isa a e remató siendo adjudicada al mismo Basterrica; 
que en tal situación se. ve obliga-la á deducir la presente acción 
que Basterrica le devuelva el dinero que tiene recibido se- 

fuere necesario ¡ que los fundamentos de de- 
recho de ta acción surgen de lo expuest" y principalmente del 
principio de que nadie puede enriquecerse á costa de otro: que 
Basterrica estila pagado j sin euiliurgo obtuvo nuevu pago; 
tratándose de un ca^ de repetición de lo pagado indebidamen- 
te, son aplicables Indisposiciones del capítulo VIII, sección 1, 
libro II del Código Civil, que invoca y que oportunamente jus- 
tificará los hechos áque hace ref-reticia. 

2 o Acreditada la jurisdicción por la diversa nacionalidad de 
la demandante y del demandado, se corrió traslado á éste y lo 
evacúa á foja 22, exponiendo : Que la demanda es completa- 
mente temeraria y niega en absoluto los pagos que la actora 
dice haberle hecho; que si él ha demandado y ejecutado, es 
porque de una escritura público consta que aquella le era deu- 
dora y él cobraba lo suyo ; que I>> llama la atención que la se- 
ñora García no lo haya demandado untes ni haya participado 
del juicio ejecutivo en qii" se dejó declarar rebelde siendo ¿allí 
donde pudo haber alegado la excepción de pago ; que la actora no 
presenta documentos justiücativos de la demanda, y como sólo 
papeles que él no ha otorgado pudiera exhibir, protesta con- 
forme al Código de Procedimientos, contra la presentación 
posterior, que no es permitida por la ley. pues el actor debe 
acompañará la demanda los documentos que la acrediten. 1 
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termina exponiendo que niega todos y cada uno de ¡03 hechosde 

iqlX^ n ^'co"w Pt0 ^ ^ * I>Í,ÍÍendrt **** 

3- Llamados autos y recibida la causa Á prueba á foja 23 y 
ielU, ■t.prndiij.iladequadacüPntael certificado de foja 78 
™.'Ha t sobre la. q,,e alegó únicamente la parte actora y des- 
pursde la providencia de foja 82, practicadas las diligencias de 

eíaT^^r !Í " iimÁTOmtí flc mievo aut0s I™ pnmun- 

4° De la relación preceden^ surge su ^ tú k resoJllcio>1 j(J(ii- 
cial la siguiente cuestión. 

¿Se na justado por Ja actora el pago indebido une niotira 
la demanda? 

Y considerando: f Que no optante la negativa absoluta del 
demandado .obre los pagos iuvorados en la d,manda, en la abso- 
lución de las pospones, foja, 43 á 65, respondiendo á la seguu- 
da pregunta «presa aquel q ue la actora le ha pagado algunas 
en otas pero que no recuerda la cantidad á nu 
ignorando cuál sea el total de la deuda y sus 
2 o Que respondiendo ó la cuarta pregunta 
sieiones, el demandado ha reconocido como 
|ue suscriben los diez y siete recibos que corren de, 
a 04 inclusive, excepto el de foja 48, respecto del que manifiesta 
que no está Ürmado y que la letra parece del absolvente m ro 
que no sabe , ümo podrá ser defeque no está firmado v „o ,e- 
cnerda di- ese recibo. 

3' Que el reconocimiento de la firma de los diez y siete reci- 
bo .uencionados, implica et de su eontenido, conforme á la dis- 
posición del artículo 1028 del f ¿digo Civil, 

4' Que en cuanto al recibo de foja 48 no puede dársele por 
reconocido, poi enante la falta de firma lo invalida totalmente. 

5 o Que ordenada para mejor proveer la J i nu ¡dación de los re- 
cibos sobre la base de los vales reconocidos á foja 47 y s ig Uiefl . 
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tes, y las constancias de autos se la practicó á foja 88, re- 
sultando de ella un saldo de 24 pesos 6$ centavos ú favor de do- 
ña Francisca García y puesta a* la oficina, Basterrica su mani- 
fiesta conforme con ella en el escrito de foja 93, observando 
Bolamente el vale ú recibo "o firmado de foja 48. 

6" Que según esa liquidación el crédito de Basterrica por 
capital é intereses estaba pagado en marzo de 1 81*5 , pues la su- 
presión del vale de feja 48, incluido en aquella no le imprimiría 
otra modificación *inú la de disminuir el saldo á favor de la ac- 
tora. 

7 Ü Que las diligencias de prueba de fojas 72 á 75, asi como 
las de f^as 84 á86, orden-idas para mejor proveer establecen 
por sí solas el hecho reconocido también por Basterrica, al con- 
testar la demanda y en las posiciones citadas, de haber el se- 
guido juicio ejecutivo para el coliro del mismo crédito contra 

te por la cantidad de 800 pes'-s la propiedad hipotecada, pagán- 
dose 206 pesns eun 13 centavos por honorarios y costas. 

8 o Que aunque no consta en autos la fecha en que se promovió 
la ejecución de referencia, ella no es necesaria para resolver el 
asunto ya, porque la conformidad de Basterrica. con la liquida- 
ción de foja 88 en el sentido indicado en el 5" considerando, la 
hace innecesaria, ya también porque cualquiera que sea esa fe- 
cha siempre resulta que además del pago efectuado por la actora 
se ha verificado judicialmente la adjudicación de la casa y sitio 
en pago del mismo crédito, quedando :isí bien eselurecidoel pa- 
go indebido; de modo que e¡>a fecha no modificaría en nada la 
solución del asunto, pudieiido sólo influir en la liquidación que 
ha de verificar se. 

9" Que dada la naturaleza del hecho, crédito pagado dos ve- 
ces por la misma persona al mismo acredor no puede presumirse 
buena ¡V' en éste ultimo, siendo aplicable por lo tanto la dispo- 
sición del articu)o788 del Código Civil. 
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el suscrito do debe pronunciarse sobre la protesta 
et escrito de foja 22 respecto á ta presentación de 
con posterioridad á la demanda, pues los presen- 
tados de fojas 47á6i inclusive, con exepcion del de foja 48, han 
sido reconocidos por el demandado sin observación alguna, co- 
mo se ha dicho en el segundo considerando, al absolverlas posi- 
Clones; y ese reconocimiento ha sido ratiGcadoeo el escrito de 
foja 93, en que Basterrica maniftstó conformidad con la liqui- 
dación de aquellos. Tampoco debe pronunciarse el juzgado sobre 
la petición formulada en el otrosí del citado escrito de foja 93, 
ja por la naturaleza de esa solicitud, ya por no haber sido in- 
terpuesta en estación ooortuuadel juivio, ja, finalmente, por no 
habeT sido materia de cuestión ó de discusión en estos autos, 

Por estos fundamentos, fallo: sóbrela cuestión enunciada en 
el resultando cuarto, en sentido afirmativo. En 'jouseeuencia, 
se hace lugar á la demanda y se ordena al demandado, abone ú 
doña Francisca García la cantidad de pesos que le ha pagado 
ésta indebidamente, con sus intereses al tipo de Banco, previa 
liquidación de ella, comprendiendo dichos intereses, que Be ve- 
rificará por el secretario; y se señala el plazo de diez días con- 
tados desde que se apruebe la liquidación, para el pago; siendo 
á cargo del demandado todas la* costas del juicio y las de la 
liquidación, la que deberá efectuarse de conformidad á lo consi- 
derado en este fallo, y á las constancias que arroje el expedien- 
te del juicio ejecutiva seguido por ante los tribunales de la 
provincia, á que se refiere la demanda y contestación. 
Hágase saber cou el original, transcríbase y repóngase los 



Vi Martna Al/aro. 



FALLOS DB LA SUPREMA COIlTfc 



■™ .™|irciiiB * une 



Buenos Aires. Noviembre 23 <k 18íí9. 

Vistos y considerando, en cuanto ni recurso de nulidad : Que 
la Bentencia de primera instancia resolviendo el j'luitococ arre- 
glo ála acoion deducida y en las condiciones en que ha sido tra- 
bado por la demand.i y la respuesta, se ajusta á la prescripción 
del artículo trece de te kf de procedimientos y á la disposición 
concordante de la ley tercera, titulo diez, partida tercera. 

Por esto no Ua lug .r al mencionadu recurso. 

Y considerando en cuanto al de apelación : yue con el mérito 
de la confesión del demandado absolviendo las posiciones de foja 
sesenta y cinco y con el de la liquidación de foju ochenta y 
ocho, excepción hecha de la partida de foja cuarenta y ocho, 
valor veinte pesos está fuera de duda que el citado demandado 
ha cobrado y recibido indebidamente el pago de un crédito que 
le había sido ya íntegramente satisfecho. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma con costas la senten- 
cia apelada de foja noventa j cinco. Xotifíquese original y, 
repuestos los sellos, devuélvanse. 



BtlUAWEf PAZ. — ABEL BAZAN. 
JUAN £. TOKHKNT. — H. 
HAftTIMEX. 



Ufe JUSTICIA NACIONAL 295 



VAVHA 4 1IIAMII 



Don Martin V. iascano contra la empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre com- 
petencia . 

Sumario. — Las resol liciones en causas cuyo valor no exce- 
de de 200 pesos, no son apelables. 



Caso, — Resulta del 



Buenos Aires, Noviembre 11 de 1893, 



Autos» y vistos: Para resolver laeicaiiciuii de inhabilidad de 
título deducida por el representante del Ferrocarril Central 
Argentino, 

Considerando : 1° Que esta constatado en untos, por la con- 
fesión del representante del Ferrocarril, que éste pidió la dili- 
gencia de prueba que motivó los honorarios que se cobran. 

2° Que es de rigurosa aplicación la obligación de sufragar loe 
gastos que demanden las diligencias de prmiba pedidas por las 
partes, cuando uo hubiera condenación en costas, como sucede 
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Forestas fundamentos, no se hace lugar á ta excepción (te 
inhabilidad de título opuesta, mandando se lleve adelante esta 
ejecución hasta hacerse trance y remate de lo embargado y con 
•n producido íntegro pago a) acreedor de) capital, intereses y 
eos tas. Repóngase la foja . 

íí. Fcrrer. 



Buenos Airiü, Noviembre 33 Je 1899. 

Autos y vistos : No excediendo el valor disputado en esta 
causa de la suma de doscientos pesos, de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo cuarto de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia, se declara mal concedido el recurso d>- apelación inter- 
puesto á foja dieciocho. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN t. 
TOKKENT. — H. MARTIN El. 



4 A US A 4I>jLX\I* 



Don Eduardo T. Mulhall contra ta Municipalidad del Carmen 
costas. V s V 

Sumario, — 1* No siendo contestada la posesión del actor 
sobre los terreóos a que se refieren sus títulos, y existiendo 
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prueba suGciente de hal>er la purte demandada ejecutado acfr>s 
perturbatorios de la misma, procede respecto de éstos el inter- 
dicto de retener. 

2° Xo existiendo elementos bastantes para acreditar que esa 
posesión haya sido menoscabada por los actos en que se fun<la 
el interdicto 4e obra nueva, debe éste ser rechazado. 

3? Deducidos dos interdictos, la admisión de ano y el recha- 
zo del otro no autoriza la condenación en costas. 

4" La cuestión de propio lad es ajena al juicio sobre acciones 
posesorias, y no debe ser resuelta en él. 

5 o El demandante deb- basar dichas acciones sobre los dere- 
chas quu tenga como poseedor, y no mejora su condición que la 
propiedad pertenezca á un tercero. 




líuenos Aires, «orzo H de 1899. 

• i 

Y vistos: El doctor don Juan Agustín Centurión, á nombre 
de don Eduardo T. HuLhalJ, dedujo los interdictos de retener 
la posesión y de obra nueva, contra la Municipalidad del Car- 
men de Patagones. 

T resultando: !• Que los hechos en que se funda la deman- 
da consisten en lo siguiente : / 

El actor es propietario y posee toda la eitensíon de tierra 
qu baña la bahía de San Blas, en el partido del Carmen de Pa- 
tagones, dentro de los límites que marcaD loa títulos de propie- 
dad que presenta. Ejercitando su dominio, ha contratado re- 



FALLOS DC LA SUPREMA CORTE 



cíente me nte la extracción de pedregullo de la playa externa y 
barrancas de su propiedad y la Municipalidad de Patagones, 
por intermedio de sus agentes, lia intentado prohibir el trabajo 
é impedir la salida del vapor * Ida », que cargada pedregullo, 
requiriendo el auxilio del subpr r etoda Patagones, que le fué 
negado. 

Con todo, se le hizo presente al capitán del t Ida » que 
en su próximo viaje se le impediría con la fuerza la extracción 
de pedregullo, 

2" Que además de est'S bembos que tatúan arbitrariamente 
ei goec de su posesión y dominio, diversas personas, con auto- 
rización déla Municipalidad, lian invadido el terreno, practi- 
cando excavaciones que le deforman y producen derrumbamien- 
tos en las barrancas de su propiedad. Agrega que se le habían 
causado análogos perjuicios, con motivo de la extracción de 
pedregullo, que hizo un señor Palau, á virtud de un permiso 
que le otorgó el Poder Ejecutivo de la nación, que una ves que 
este hecha fué comprobado por el demandante, en el expediente 
administrativo número 3164 P. de 1807, ante el ministe- 
rio del interior, el superior gobierno, respetando los derechos 
del propietario, dejó sin efecto aquel permiso por decreto de 31 
de Enero de 1898. 

3 o Que los hechos expuestos constituyen actos de turbación i 
la posesión de los terrenos de ribera, barrancas y aun terrenos 
interiores, pertenecientes al señor Mulball, pues hasta ellos pe- 
netran los agentes de la Municipalidad de Patagones en busca 
del pedregullo codiciado, que también existe en cantidades ¿ 
bastante distancia de la costa, y ejecutan trabajos y obras en 
la propiedad del demandante. 

4 o Que p >r tales hechos, que definen ¡os artículos 2496 y 
2499 del Código Civil, interpone contra la Municipalidad de 
Patagones los interdictos de retener la posesión y <le obra nue- 
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ponden conjuntamente en el presente caso, do acuerdo con la 
ley federal de procedimientos en su* artículos 327 y 337, para 
que se le ampare en su posesión, ordenando inmediatamente á la 
Municipalidad del Carmen de Patagones, se abstenga de tur- 
barla y de impedir ul señor Mulhall, ó sus contratistas, la ex- 
tracción del pedregullo que existe en las barrancas y terrenos de 
su propiedad en la bahía de San Blas, 

5 o En el juicio verbal de qnu instruye el acta de foja 12», dr- 
c, ' la Municipalidad de Patagones, contestando la demanda, que 
el título de propiedad que presenta el señor Mulhall, no le 
acuerda ni puede acordarle la posesión, ni la propiedad del 
lecho del mar, de la playa ni de la ribera, cuyo dominio perte- 
nece indiscutiblemente al estado, en presencia de las prescrip- 
ciones del derecho común. Una de las disposiciones del Código 
Civil, el artículo 2572, determinado una manera precisa t que 
pertenecen al estado los acrecentamientos de tierra que reci- 
ban paulatina é insensiblemente los terrenos confinantes ifcü 
la ribera del mar por efecto de las corrientes de las agua*» ». 

Que dados estos autecedantes legales, la cuestión que se ven- 
tila queda concretada al derecho de poseer y explotar el pedre- 
gullo que existe en la ribera y playa de la bahía de San lilas, 
pues que á ese punto ha tendido la extracción autorizada y con- 
tratada por la Municipalidad. Que refuerza esta manera de 
apreciar la cuestión sub-judtct, \os términos de la demanda, 
citando á foja 50 el actor dice de una manera perentoria y ter- 
minante que, ejercitando sus derechos de dominio, ba contrata- 
da recientemente la extracción de pedregullo jfo la playa exter- 
na y barrancas de su propiedad. 

6 o Que como se ve, m sólo el actor se pretende dueño del te- 
rreno deque habla su título sinó que también contrata lo que es 
del dominio del Estado. 

Podría dejar de sur mas extenso sobre este pauto, si no fuera 
que necesito precisar aún más los derechos indiscutibles é ím- 
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preseri pti bles del Estado sobre lo que se llama pedregullo y 
que existe diseminado en las costas del mar, especialmente « o 
las ensenadas y en las bahías. 

El pedregullo no es una capa de formación geológica en a 
tierra: el pedregullo es constituido por Jos desprendimientos de 
pedazos de piedra de las montañas, trituradas por las corrien- 
tes do Jas ¡iguas, y trabajadas sus aristas por esa acción conti- 
nua, bast í que el flujo y reflujo normal de las olas del océV 
no lo depositan paulatina é insensiblemente. Todo pedregullo, 
pues, que exista en las costas del ra¡ir, ya se llamen playa*, ti* 
beras y aun barrancas son acrecentamientos por aluvión y per- 
tenecen al estadu. 

8 o Debatida la cuestión sobr»' á qué Estado pertenecen las 
terrenos de aluvión, se ha resuelto siempre en favor de los de- 
rechos del estado provincial, y es en esa virtud que la legislatu- 
ra de liuenos Aires, al dictar la ley de m ti ti ici pal i dad es, vigen- 
te, transÜrió los de explotar el cascajo en tas riberaa, po: 
disposición contenida en el artículo 52, inciso 6\ á las munici- 
palidades, siendo esr> el título por el que la de Patagones au- 
toriza la extracción del pedregullo. 

Presenta en este acto tres copias, que pide sean agregadas á 
los autos, en donde consta que el señor Muí hall hace extraccio- 
nes de pedregullo indebidamente en la ribera y barrancas rie 
la bahía de San Blas, Pide asimismo que, para repararen pnr- 
te los perjuicios que se le originan á los concesiouarios déla 
Municipalidad, con la suspensión de las extracciones de pedre- 
gullo, se le permita esta extracción, bajo la promesa de depo- 
sitar el producido íntegro á las resultas de este juicio, en el 
liauco de la Nación Argentina y á la orden de este juzgado. 

9" Más adelante, contestando la oposición que la parte del se- 
ñor Mulhall formula, respecto de esa petición, agrega: que 
á pesar de consignara; en la demanda que la extracción de pe- 
dregullo ha sido contratada por Mulfaall en la playa externa y 



\ . - ' . ■ ■ 



r>E JUSTICIA NACIONAL 301 

barrancas de tu pmpiedad, los términos «oque se exprega en 
esta acta, se varían basta el eitremo de poder eliminar de la 
discusión, el derecho que no se desconoce á la Municipalidad, 
por el actor, de las rilaras y playas de San Blas. 

f Ha demandado, dice, á la Municipalidad, por haber autori- 
zad extracciones de pedregullo que producen desmoronamien- 
tos en las barrancas de su propiedad, y por extracciones que se 
hacían en su propiedad. 

* Concretada as( la cuestión y eliminadas las playas y riberas, 
queda reducida U cuestión ¡i las barrancas, y la parte interna 
de la propiedad del señor Mulhall, siendo así más fácil para 
el señor juez la solución inmediata del punto de vista á que me 
referí, relativo al escrito de diciembre 6, que encarece la mis- 
ma orden que ha pedido en este acto. > Insiste, á pesar de lo ex- 
puesto por el a. tor t en que el derecho de propiedad á los terre- 
nos de aluvión sobre las costas del mar, por acrecentamiento 
paulatino ¿insensible, sin discusión, es del Estado ; que nada 
tiene que hacer en este juicio et derecho ó jurisdicción que pre- 
tende el gobierno nacional sobre las playas ó riberas, desdeque 
el señor Mulhall ni tiene la representación del gobierno nacio- 
nal, ni es cesionario de esos derechos; que el decreto de 31 de 
Ener. de 1898, que ha recordado el actor, siendo precisamente 
derogativ., de otro decreto dictado por el mismo gobierno tres 
meses antes, no prueba sino que el mismo gobierno nacional se 
apercibió en 31 de Enero de 1898 que en Octubre 7 de 1897 se 
había atribuido una jurisdicción y un derecho que no le corres- 



Que al referirse á los daños y perjuicio*, no lo había hecho 
sino en el sentido de dejar á salvo derechos perfectamente cla- 
ros, que oportunamente reclamaría, para cubrir los que actual- 
mente se producen a sus concesionarios, pero que no ha enta- 
blado reconvención, ni que éate sea el momento de hacerlo. 

10 1 Et actor, por su parte, observa que debe rectificar et con- 



302 



FALLO? IIK LA SliPKtMA COKTK 



ceptuque le ha sugerido el demandado, concretando tu cuestión 
de que et señor Mulliall no haya pretendido derechos de pose- 
sión j propiedad sobre el lecho y la playa interna del mar, y 
que, toda la cuestión de este juicio debe recaer solamente so- 
bre el derecho con que el señor Mulhall ha intentado los in- 
terdictos de retener y de obra nuera por las extracciones de 
pedregullo autorizadas por la Municipalidad, que al efectuar- 
se producían derrumbamientos de las barrancas de su propie- 
dad en las que también se efectuaban, lo que no quiere decir 
que su parte reconozca en ta Municipalidad, den cho ni juris- 
dicción sobre las playas y riberas de la bahía dr San Blas, Que 
concretada la cuestión del punto de vista de la propiciad del 
actor, éste quiere se ís garanta en sit propiedad y posesión ; 
que uadie haga extracciones de pedregullo, de cualquier mane- 
ra que lo perjudique, Por eso ha dicho que poco le interesa la 
cuestión dt'l dominio ó jurisdicción que corresponda sóbrela 
playa interna del mar. 

ría intentado es tos.in túrdidos, poique le perjudicábanlas ex- 
tracciones autorizadas por la Municipalidad, que producían id 
derrumbe de las barrancas de su propiedad, y se hacían también 
dentro de los 35 metros de ribera, que con arreglo al artículo 
3639 del Código Civil, per te meen al propietario ribereño, no 
estando sujeto sino ála restricción de s r caile ó camino públi- 
co, sin ninguna indemnización. Mientras esU calle m> esté au- 
torizada, ese terreno pertenece al propietario que tiene título ; 
y como el dominio es perfecto, absoluto y exclusivo, la restric- 
ción debe interpretarse en sentido estricto, de acuerdo con el 
artículo 2539. 

11 El representante de la Municipalidad agregó que la cues- 
tión no podía colocarse dentro de tos 35 metros de la ribera á 
que se refería el demandante, porque la Municipalidad no ha 
sacado ni pretendido sacar un solo gramo de arena dentro de 
ese límite, concluyendo por reiterar su petición deque se le per- 



mita proseguir la extracción do pedregullo á la Municipalidad 
bajo ta condición do depositar su importe á las resultas de este 
juicio, y q» tí se reciba la causa 4 prueba, ofreciendo la prueba 
pericial, para h, que desde luego propone por sn parte al ingenie- 
ro don Julio B. Figueroa. 

12" líl demandante insiste nuevamente en su oposición á que 
se acceda á la solicitud que formula la Municipalidad, para 
proseguir la extracción de pedrepilo, por m ella extraía á la 
cuestión que se ventila en este juirio y que lo que procede, cou 
arreglo á estado, esque se reciba ó prueba, desechándose toda 
otra petición ajena al procedí miento. 

13" Contestada asi la demanda con ta» peticiones y eipliea- 
clmes expuestas respectivamente por tas partos, se 'recibió ia 
causa á prueba, halándose como hechos á probarse, los que se 
relieren n la extracción de pedregullo que motila la demanda- 6 
si esta extracción se buce por parte de ta Municipalidad dentro 
del límite de la propiedad del demandante, ó si de alguna manera 
afectan los contrafuertes de la barranca de su propinad 
admitióla prueba pericial, nombrándose por parte del deman- 
do al perito propuesto don Julio B. Figueroa, aceptándose 
¡ístmico la petición de la Muni.ipalídad, de extraer pedregu- 
llo, bajo la condición de depositar su importe á las resoltas de 
este juirio. 

U° Que decretada una inspección ocular á ta bahía de San 
Blas, de que instruyen las diligencias de foja 158, y ;>roduiidos 
los informes de los peritos que se expidieron más tarde por se- 
parado en virtud de no haber sido posible ordenar loa anteceden- 
tes necesarios en el acto mismo, por la naturaleza de la misión 
encomendada, según así lo manifestaron, y con los alegatos con- 
siguadoapor las partes de foja274 adelante, quedaron los antos 
conclusos para sentencia. 

Y considerando : Q»h coa arreglo ó estos antecedentes la 
cuestión propuesta puede ser enunciada más ó menos en estos 
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términos: se demanda á la Muiii e i pulidad de Patagones, por 
turbación á la posesión denn terreno que posee el demandante 
con frente í la ribera en ta bahía de San Blas, y sobre el cual 
se le ha impedirlo el libre ejercicio de su dominio; por 
apropiación que la misma Municipalidad ha hecho de usu- 
fructos de esa propiedad, autorizando la extracción de pe- 
dregullo que hay sobre el terreno y junto á la ribera misma; 
por deformación y desmembramiento que produce aquella ex- 
tracción con el derrumbe de las barrancas de su propiedad. 

La Municipalidad demandada reconoce haber autorizadn la 
extracción de pedregjllit en la bahía de San Blas, en ejercicio 
de un derecho legítimo que le acuerda m» carta orgánica. 

La ribera interna es del dominio públi.-o del estado provin- 
cial, y en ella no puede pretend.-r ningún derecho de propie- 
dad el demandante. En cuanto á los Ü5 metros de ribera de que 
habla el artículo 2639 del Código Civil, queda fuera de la cues- 
tión, pues que la Municipalidad no ha pretendido ni pretende 
sacar un solo gramo de arena fuera de ese límite. 

ificadaasí la cuestión puede- reducirse ;i los términos 






1« ¿Las extracciones de pedregullo si hacen dentro del límite 
de la propiedad del demandante, en la nbcra de U bab 
Blas, es decir, dentro de la línea de arabos costados y al i 
de la misma propiedad ? 

2 o ¿La ribera interna ó sea el espacio comprendido 
las más altas y bajas mareas ordinarias pertenecen de 
a) dominio publico del estado funeral ó particular ? T en el caso, 
¿cuál ea el dominio públieu, el de la naeion 6 el de la provincia 
de Buenos Aires? 

3° ¿ La extracción de pedregullo déla ribera interna déla 
bahíade San Blas perjudicarte alguna manera, por deformación 
6 desmembración del terreno, ul propietario ribereño? 

Encnatito a la primera cuestiun, el juzgado, al recibir la cau- 
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s i a prueba y al producir el nombramiento de , 
ció que debiera individualizara de algún modo la 'probad 
cujfl* límites n„ aparecía., en los títulos presentados con la 
clarida 1 necesaria, para evitar toda dificultad al respecto, y de 
que la dilatada extensión de las costa, del Snd de la provincia 
no debieruB ser todas de propiedad del demandante, siendo po- 
sible ..monees que la extracción de pedregullo pudiera huirse 
en al^m p linto fuera de los lí «lites de esta propiedad, pero ios 
p.-ntos no lia» aportado »■„ m informes ningún antecedente al 
apéelo, porque según lo dice el ingeniero señor Figneroa la 
propiedad no se encuentra amojonada y el pla.n, de la misma 

a-o,»par,ado con Instituios, tampo ¡.termina ningún punto 

de partida para establecer la ladera i,b¡> M Í«.ii de la pro . 



Pero la Municipalidad demandada ni al contestar la demanda 
ni al producirán alegato de bien probado, ha manifestado opu- 
so-ion alguna relativa á desconocer que la extracíon del pedre- 
gullo se hiciera en alguna parte distinta de la propiedad del señor 
Muí hall, y en este sentido, de acuerdo con el artículo 86 de la 
> U: ; debe tenérsele por conforme sobre este 



Que la segunda cuestión, que es Ja más fundamental en el pre- 
sente caso, ,-ntraña la resoluciut. de sí la ribera interna délos 
nos navegables pertenece., al estado naeioual ó al estado pro- 
vincial en que se encuentran ; esta es en suma la verdadera cues- 
tión, y sobre la cual existen resoluci-m-s de carácter adminis- 
trativo de dtverso orden, unas veces en favor del estado provin- 
cial y oirás veces un contra. 

1,'ual vacilación y contradicciones ex.síen en los aludios que 
con extenso acopio de dortrina se ban herho sobre Ja materia 
por algunos maestros en jurisprudencia. 

U doctor Gualberto Escalera y Zuviría, en el estudio rjue 
hizo y presentó por encargo de la Xac.ou en 1889, arriba á las 
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siguientes conclusiones, declarando que la libera pertenece, al 
estado nacional. 

«Otra de las cuestiones trascendentales, dice, por los grandes 
intereses que afecta j t|ue debemos tocar en este informe, es 
sin duda taqúese refiere ¡i las Tenias Tendeadas por el gobierno 
de Santa Fé. Hemos visto que el gobierno de esta provincia, & 
mérito de la le; de la Legislatura de fecba 30 de Marzo de 1855 
y también posteriormente, tiene vendido á diversos particulares 
vari »s áreas de riberas y aun playas del Paraná. 

c ¿Puede dicho gobierno efectuar estas rentas legalmente ? 



< No, en nuestro concepto, y bien pocas palabras bastarán 
para comprobarlo. 

f La misma ley de 1855 invocada para realiiar aquellas, lleva 
en sí la limitación constitucional que debía regir los procedi- 
mientos del gobierno á este respecto. 

c En efecto, el articulo primero de dicha ley autorizaba al 
gobierno de la provincia sólo en cuanto fuesen ellas compati- 
ble* t on la constitución nacional. 

« Y esa compatibilidad ñu existe por cierto al hacer objeto de 
esas enajenaciones á terrenos de propiedad exclusiva de la na- 
ción, como son las costas y playas délos ríos navegables y tos 
que, por <>tra parte, tienen el carácter de bienes públicos afecta- 
dos, como ya hornos visto, al servicio de la comunidad y como 
lates también inalienables é imprescriptibles. 

«Un río como el Paraná que no sólo goza de un caudal de 
agua permanente tan extraordinario que lo coloca en la catego- 
ría de segundo en e! inundo, sinó qrie en su larga trayectoria 
baíia estados diversos, no puede decirse pertenezca en particu- 
lar á las localidades singulares ubicadas ú lo largo de su cura»», 
sinó, por el contrario, al estado general sobre ruyo territorio se 
propaga, extiende y dilata. 

■i El río Paraná por todas las condiciones de su existencia, es 
esencialmente nacional, ¿demande las peculiaridades ya ex- 
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mmimt objetos á que está destinado, sirviendo de prin- 
cipal arteria de comunicación para el comercio ultramarino en 
Ja paz, j para ;** seguridades de defensa nacional, en la guerr . • 
lo ha- en directa y esencialmente nacional, patrio y per cons.! 
guíente del estado general. 

« Aún hechas las enajenaciones del gobierno de Santa Fé 
antes de nuestra constitución, ellas no hubieran mejorad,, ,« 
su con lición legal. 

< Uef,ctmdadde nuestra nacionalidad respecto de «U cues- 
fon puede augurarse que es preexistente á la Constitución 
nacional. 



« Los esfuerzo, aunado, y ta sangre confundida de todos loa 
argentinos, sin distinción de provmcias ó de estados, trajeron la 
independencia común y solidaria de la euiifedvracioi argen- 
tina. * 

« Aun estábamos en nuestra guerra de emancipación y ya los 
pueblos del Plata, en acto esplícílo y público de uuiou y frater- 
nidad se reunieron en Tucum*.. y allí, mancomunado, en una 
perfecta solidaridad, proclamaron esa emanciparía, formando 
una nuera nación, una nuera entidad política, autónoma, adhe- 
rente y eneren te. 

«Largosaños untes de laCon.titudou escrita de J«53don Juan 
Manuel de Rozas fué ya metido por los estados argentinos de 
nuestra representación nacional, bajo la faz más directa y 
ajustada á la te.is que sostenemos, cual es la de las relaciones 
cou las potencias extranjeras. 

«KrMno Sf pue S ,yadesdeaquello 8 tiemposunaiiacionyco m olal 
estábamos constituidos. V si pues desde entonces, con propi,- 

dad, estábamos confederados, ¿desde cuando la Nación Argen- 
tina existe como tal, y desde cuándo en consecuencia, se encos- 
tran Tiuculados A ella y le pertenecen de derecho los bienes ,,ú- 
bliuos que le son anexos ? 

< Ante estos hechos suficientes por su forma é inconcusos por 
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su verdad que forman el génesis de nuestra constitución polí- 
tica y autónoma, no trepidamos en sostener que en ningún 
tiempo el gobierna \n iucial de Santa Fé pudo legalmente con* 
tdd erarse dueño de l"S terrenos de ribera y del bajo del rio Pa- 
rartáy por tanto que haya podido tampoco legal iu en te vender los,» 

Has adelante, prodigue : « Hemos transcripto las opiniones 
autorizadas por cierto del doctor Pico, doctor Eduardo Costa y 
otros notables juriscoti sultos, sobre la materia, y por el Jas he- 
ñios visto que el primero dice ■ ser evidente que el gobierno 
di- Santa Yé no ba tenido facultad para cedt-r a particulares 
el río Paraná, que pertenece al uso común de la Nación, y sobre 
el cual ningún particular puede establecer domiui» en parte 
alguna de sus aguas ■. 

c El procedimiento del gobierno de Santa Fé. al efectuárselas 
vpntos del Jecho del rfa Paraná, adolece de un error legal que 
hace á aquellas ineficaces, 

c Los caudales do a^na que tienen un caí -únter provincial, es 
decir, local, no son, por cierto, del género del río Paraná; los ríos 
locale> ú provinciales, sobre los cuales los esta Jos provincia- 
les tienen dominio ó propiedad sun otros de género distinto; 
son aquellos de extensión pequeña que nacen y mueren en el 
mismo estado ó á corta distancia de su territorio, son aquellos 
formados \ í>t el agua de las lluvias ó el deshielo de lüg nieves 
y que en jurisprudencia se conocen más propiamente bajo el 

ro la idea de lo transitorio y lo segundo el concepto de lo p t >r¿ 
miníente y navegable, 

«Las ventas hecha* por la provincia de Santa Fé son irritas y 
nulas, porque bajo cualquier legislación, á nadie le es permitido 
vender lo que no es suyo. * 

c En contra de esta tesis sostenida por el doctor Zuviría, tene- 
mos el estudio del doctor Eduardo Costa, presentado como 
dictamen fiscal al ¿obiemo de la nación. 
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c Después ile hacer tiii examen extenso y de botica reflexión, 
sohre la jnrisprudenci i genera], enumera lo i biene públicos d. ¡ 
catado nacional J de ios particulares, concluyendo por estable- 
cer que las 40 varas ó los 35 metros de riberano están com- 
prendidos entre los b iones públicos de la nación 6 de las pro- 
vincias ; y agrega : c Los propietarios limítrofes con loa ríos ó 
con canales qtn* sirven á la navegación pur agua, dice el artícu- 
lo 2639, están obligados á dejar una calle ó camino público de 
35 metros hasta la orilla del río ó del canal, sin ninguna in- 
demnización. Los propietarios ribereños no pueden hacer en 
este espacio ninguna ■■oustruceioo, ni reparar las antiguas que 
existan, ni deteriorar el terreno en manera alguna. Si el río ó 
«mal, agrega el artículo siguiente, cruzase alguna ciudad 6 po- 
blacion, se podrá modificar por la respectiva municipalidad el 
ancho de la calle pública no podiendo dejarla de menos de 
quince metros. 

«Vienen incluidas estas disposiciones entre las limitaciones 
del dominio priva lo, y lo son en efecto, á la par de otras mu- 
chas que prolijamente enumera el Código en los numerosos ar- 
tículosdel título 6\ libro 3». La misma limitación, la excepción, 
empero, confirma la regla, y es la prueba más acabada de que 
las riberas de (os ríos navegables p.-rteneeen á Lo* propietarios 
de los terrenos que con ellos lindan, los que pueden ejercer so- 
bre ellos tolos los actos de dominio que no les hubiesen sido 
prohibidos. No pueden hacer construcción ú cosa alguna que 
embarasc el uso público y perjudique á la navegación, pero pue- 
den siempre, bajo la misma condición, aprovechar los pastos, Jos 
árboley, las piedras, la arena que sobre los 35 metros existieren. 
Y á más del beneficio directo, tieni el propietario, como es 
consiguiente, la facultad de excluir á otros. » 

t Luego, en el título que trata de la propiedad de los ríos, sus 
playas y su lecho, adelanta francamente la opinión de que las 
aguas, hs playas y el lecho de los ríos navegables pertenecen á 
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la provincias, no á la nación, y después de trazar la jurispru- 
dencia dominante en Estados Uuldus sobre esta cuestión, que nu 
es completamente aplicable, encuentra la solución del proble- 
ma entre nosotros, en ¡a discusión promovida por el gobierno 
de la Provincia, con motivo del primer proyecto de Puerto 
Madero. Siendo ministro de hacienda, dice, el señor don Pedro 
Agote en el gobierno de don Emilio C;istro, sostuvo valiente- 
mente contra la opinión del presidente de la República, gene- 
ral Sarmiento y de su ministro de hacienda doctor Velez Sais- 
tield, que los terrenos en que dicho puerto iba u *er constri'*di 
en la playa del río, frente á esta ciudad, eran de propiedad de la 
Provincia. * 

« Nos complacemos* en transcribir i ] extracto que hace el doc- 
tor Costa de aquella controversia memorable, porque, como él 
lo dice, ese debute esparce luz r (idiosa en torno de la cuestión y 
no podríamos aspirar ;í nada tan elevado y completo. 

« Llevada la cuestión ul Congreso, tuvo lugar en el Senado una 
de las discusiones más elevadas, más ilustradas que recuerdan 
nuestros anales parlamentarios. Daba realce excepcional al de- 
bato la importancia de la materia, la eztrordinaria especta.ion 
piíbüra, la misma talla de los oradores : el doctor Velez, gran 
figura histórica, redactoi de nuestros códigos, por una parte, 
y por la otra el general Mifre, que descendía de la presidemia 
con su inmensa popularidad, nunca desmentida. 

* La provincia de Buenos Aires, decía el doctor Vélez, apenas 
será dueñadol terreno en que'-stá edificada sn ciudad, y la pro- 
vincia de Buenos Aires y ninguna priviinia tiene derecho al 
suelo bajo las aguas de los ríos navegables. Esto es preciso que 
lo sostengamos aunque se gaste doble cantidad que la que se ha 
presupuestado en hacer el puerto por la nación. Es preciso sos- 
tener este gran principio, de que la nación puede trabajar sus 
puertos y sus aduanas sobre todos loa ríos navegables. 

« La idea de la propiedad del suelod^bajo del agua, continua- 
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ba e) doctor Vélez, fué una antigua doctrina que combatieron 
Los romanos. Decían algunos que el agua eu los ríos era lo acce- 
sorio y el suelo lo principal ; que, por consiguiente, prescin- 
diendo del agutí, todo el suelo qup estaba cubierto por ella era 
de propiedad del que ocupaba los terrenos inmediatos al agua; 
perú otros jurisconsultos dijeron : no, el agua en ios ríos es lo 
principal, v la tierra esta subordinada al agua; porque un rfo 
no puede pa&ar \><>t el aire, el que es dueño del rio es dueño de 
todas sus costas. l J or consiguiente, el que legisla sobre el río 
debe legislar sobre el suelo en quu esta Mtuado el río, porque 
no son cosas que se puedan dividir. 

« El jurisconsulto Utpiano, agregaba el doctor Yelez, dis- 
cutiendo sobre el caso de que un rio navegable cambiase su curso, 
y fuese d ocupar un terreno particular, pregunta: ¿para quién 
se han perdido estos terrenos? y responde, diciendo que la ley 
romana había hedió una conquista verdadera para el derecho 
público, estableciendo que esos terrenos como los ríos eran de 
uso público, siendo por consiguiente perdido para el particular. » 

A eso contestaba el general Mitre cu tos términos siguientes : 
< En el orden a Iministrativo, eu el sistema federal, todo el te- 
rritorio de la nación se divide y se subdivide en distintas so- 
beranías equilibradas, cada una de las cuales gira armónica- 
mente dentro de su órbita. 

« El poder uacional que preside al movimiento nu se ha reser- 
vado siuó aquella parte de alta soberanía necesaria para do- 
minar el conjunto, y en cuanto al territorio, no se ha dado mas 
que e) indispensable para residir, subordinándose por lo demás 
ala condición del propietario civil, dentro de los límites de las 
soberanías territoriales de los estados ó provincias, 

t Como poder público, representante de la propiedad común, 
hay un campo vasto en qoé ejercer una jurisdicción, ó un im- 
perio exclusivo, y es sobre la superficie de las aguas navega- 
bles ; esto no quiere decir que el poder nacional sea el dueño do 
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esas aguas; os simplemente regulador. La prueba es, qne don- 
de el agua se retira» es el territorio adyacente el que gana ; y 
donde por un accidente un río navegable se convierte en tierra 
firme, ganaría la nueva soberanía federal que sobre ellos se for- 
mase mis adelante. 

* Un gol'terno general no posee á título de soberanía 
en el orden federal, sino el terreno suficiente para pisar y mo- 
verse, y accidental y transitoriamente ios territorio que guar- 
da en deposito para emanciparlo* mas tarde. > 

Estrechado el doctor Veloz en el terreno constitución;]) por 
la doctrina americana, que él mismo no negaba, bal>í;i antici- 
pado sti defensa. 

< El principio que lia prevalecido en los Estados Unidos su- 
brela propiedad del sucio cubierto por las aguas de ríos nave- 
gables, decía, no puede ser aplicable absolutamente rt nosotros, 
porque nosotros hemos permanecido siempre unidos en nación, 
uacionqtni f ienederechos preexistentes, puede decirse, ala cons- 
titución nacional. 

« La revolución se hizo en 1810, agregaba ; la junta mandó 
que cada provincia enviase un diputado para el gobierno gene- 
ral. Yo recuerdo todavía los nombres de algunos que habrán co- 
nocido los señores senadores. De aquí se mandó al stñor Fucy- 
rredun á Córdoba. Después entróel señor Carreras, mandado por 
el gobierno nacional. Cada provincia siguió" robernando como 
antes estaba; ningnni constituyó cuerpo legislativo, y toda^ 
obedecían al gobierno «general que aquí se había creado. ¿Cuán- 
do han sido, pues, independientes estas provincias? ¿ qnién me 
dirá que las banderas que estón en la Catedral no son do la na- 
ción sino do la provincia; que los gnmdes edificios que enn^tru- 
yóel gobierno nacional cuando todavía no había provincia de 
Buenos Aires, no son nacionales ? 

« ¿Quién medirá que la tierra pública, fuera dp los límites 
que las provincias tenían señalados, no es de la nación? 



> 
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« ¿ Y de quién es el río fie la Piala? agregaba. ¿ De la provincia 
de Buenos Aires ó de la nación ? Yo be sostenido siempre que el 
Río de la Plata no es de la nación ni de la provincia de Bnenos 
Air^ ; que el ttío de la Plata es de uso público, para todas las 
naciones del universo. » 

A esta patriótica inspiración rechanuido indirectamente el 
cargo de localismo A %M su actitud podía prestarse, contestó el 
general Mitre can estas preciosas palabras, que transcribo con 
placer, siquiera sea paro trazar el camino recorrido en la larga y 
apasionarla lucha entre los sentimientos de ta nacionalidad y 
de la localidad, igualmente honrosa. 

* Entre el espíritu del discurso que ncab i de pronunciar el 
señor ministro y mi modo de pensar, dijo el general Mitre, hay 
varios puntos de contacto que mees grutn señalar. 

« Uno y otro liemos profes ido siempre la religión de la patria 
couiiin, y la hemos conservado en dias de incertidumbre v 
de prueba; guiados por las luces internas de nuestras concien- 
cias, nonos lia ofuscado, ni el torbellino de las pasiones, ni el 
polvo del combatí 1 , que impedí » 4 los hermanos reconocerse en- 
tre sí. Y cu .ni do mis ardiente ha «¡do la ludia, mis alto hemos 
levantado lo bandera nacional como un punto de reunión para 
todos. A su sombra me ha tocado la fortuna de hacer prevale- 
cer los grandes principios de unión y de libertad, bajo cuyos aus- 
picios se ha asen tudo definitivamente la nacionalidad argen- 
tina. * 

Contestando á los anteceden tus históricos en que id docu»r 
Vele/, se apoyaba para desconocer la jurisprudencia americana, 
dijo el general Mitre lo siguiente, estudiando la cuestión bajo 
una nupv;i fas, que importa dilucidar: 

e Lo que se ha dicho respecto de los trabajos de la indepen- 
dencia, rememorando con palabras patrióticas aquella época en 
qua levantamos la frente como hombres libres para constituir 
un pueblo libre, no es Bufó el punto de partida de la nacíonali- 
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d ut, bajo la bi.se de la República; pero no es todavía lu fuente 
de la organización política, aunque algunos antecedentes ñus 
hayan Legado. Tras de aquellas séries de gloria! y combates, de 
viriles esfuerzos, de patriótica tarea y de ensayos de constitu- 
ción malogrados sin conseguir consolidar ni la unidad nacional , 
ni instituciones nacionales, vinieron los tristes días de la gue- 
rra civil. Este es mi punto de partida: la Lucha colonial; la 
anarquía ; la disolución política y social A que llegamos después 
de haber conquistado >a independencia, sin poder hacer fructifi- 
car las semillas de la Libertad derramada por la tnnno guerrera 
de nuestros padres. Pero de ese caos brota la luz, de aquel de- 
sorden surge un nuevo elemento de vida y, á pesar de tantas des- 
gracias, nos M-n limos consolados al f»t prevalecer el principio 
ile la nacionalidad sobre lu base de la igualdad, resistiendo á 
fuerzas disolventes que la combaten sin aniquilarla. 

t Desde 1820 en adelante el sufragio loma nueva forma y de 
municipal se bace popular, Jos congresos invisten nueva repre 
sentaciou sobre distinta base, y las irovincias rrupiezau á ma- 
nifestar su personalidad política, ya de hecho, ya dando fórmula 
delinitiva al heeho del aislamiento de los pueblos. Entonces 
hizo su verdadera aparición en la escena el sistema federal, y 
el muYÍmient i impreso por esa tendencia A la sociedad se con- 
tinúa y se complementa en nuestros días. 

* Durante aquella noche tt*e aislamiento, la provincia de Bue- 
nos Aires, que se encontraba sola, buscaba el amparo de sus 
hermanas, y no lo encontró; buacó la estrella que debía guiarle 
en aquellas tinieblas y no la vi ó asomar en el horizonte de la 
patria; concibió lu aspíriraeion de obtener para sí y para sus 
hermanas las instituciones federales, que eran las únicas que 
ñus podf.iii salvar, dando base á la futura organización, i 

El general Mitre entra en seguida a demostrar cómo don Ber- 
nardina Rivadavia, que ba sido considerado vulgarmente romo 
el apóstol de la unidad, ha sido el verdadero fundador de núes- 
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tras instituciones federales; cómo las instituciones representa- 
tivas que él fundó, dieron la melta de la América del Sud, 
como lo habían dado nuestras armas ; y de esto deducía que si 
luy alguna rníi genealógica que pueda darse al órden de co- 
sas presentes, es aquel momento supremo en que la nacionali- 
da , próxima á sucumbir y en que las provincias anarquisadas 
trataron de salvarse y se salvaron en su capacidad de tales, en- 
sayando con más 6 ü.anos verdad la reproducciun del tipo ríe 
Buenos Aires, dándose soberanías localeB, derechos parciales, 
que la constitución que nos rige ba consagrado. 

* Kií t partiendo de esta base, de las soberanías provinciales ? 
no á título de la sucesión de los reyes de España, dijo por últi- 
mo, que el pueblo de las provincias se constituyó en nación y 
formó un gobierno general, entrundo cada una con sus límites 
territotiales, en las que eran comprendidas las aguas navega- 
bles y el suelo porque corren. * 

« La réplica del general Mitre era patriota, y perfectamente 
constitucional. 

t Por más que el doctor Ve luz deseara emanciparse de los an- 
tecedentes -le la unión americana, eÍ cada paso los encontramos, 
puesto que de ellos hemos, tomado las instituciones que nos 
rigen. 

« Esta cuestión de los derechos fondados en las concesiones 
liechas por los reyes que gobernaron la América antes de su 
emancipacion.no es nueva. Fue «tensamente debatida en la 
Corte Suprema Federal, en los varios casos que dieron lugar á 
los enajenaciones anteriores á la emancipación. 

€ En ellos hicieron valer los interesados el argumento de que, 
derivaodo sus derechus de los luyes de España y de Inglaterra! 
debían ser respetados, por cuanto estuvo en las facultades de 
aquellos soberanos acordarlos. 

« Con ese motivo hizo la Corte Suprema Ja siguiente declara- 
ron, que nos es perfectamente aplicable como lo es á todo jui- 
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cío que pasa de una ¡i otra soberanía. Si fuera cierto, dij" la 
forte, que los Estados Unidos adquirieron tudo el territorio de 
Al aba roa de )¡i España, lio podráse de t lio deducir las cons* — 
cut-nciaa que se pretende. No es posible idmitir que el rey de 
España, por tratado 6 de oirá minera, pueda trasmitir á loa Es* 
fados Unidos ninguna d ■ mis prerrogativas reales, y mucho roa- 
nos puedo admitirse que tengan éstos poder ó rapacidad puta 
ejercerlos. 

« Cuando tina nación adquiere un territorio, por tratado 6 de 
otra manera, debe considerarlo con sujeción á la constitución y 
á Jas leyes de su propio gobierno y no á las déla nación que 
!o rede. 

No obstante la luz que derramó sobre la materia aquella 
¡discusión memorable, en que el general Mitre, en cinco grande* 
discurso*, que serán leído* siempre con placer y con provecho, 
demostró de una manera conclnyente .-I derecho perfecto de las 
provincias p las tierras que ocupan sus aguas navegables; un 
obstante esto, di ¿o, las vacilaciones, las dudas subsisten siem- 
pre y puede aun decirse que la buena doctrina ha sido vencida. 
Y no es porque hayan faltado de cuando en cuando voces auto- 
torizadas que \n recordaran. » 

Al discutirse en 1884, en la cámara de diputados, el privile- 
gio que solicitaba un señor Aubin para la elaboración de sal en 
la costa sud de la provincia de Buenos Aires, el señor Nicolás A. 
Caito observó que las riberas y las playas de! mar que las sali- 
nas ocuparían, pertenecían ¡i la provincia de Buenos -Aires, y 
esto bastó para que el privilegio no se acordara. 

En presencia de estas dos opiniones, la del doctor Zuvíría 
que comvptúa de propiedad nacional la ribera interna ó playa 
de 1 iis ríos navegables, y la del doctor Costa, que atribuya esa 
propiedad al est ado provincial, no vacilamos en aceptar decidi- 
damente la úlrima tésis. Son esas las interpretaciones del dere- 
cho positivo que se armonizan con los principios de nuestra 
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organización constitucional y tiene por fundamentólas con- 
clusiones de aquel amplio debate ante el congreso nacional. 

La nación tiene jurisdicción eiclusíra sobre las mareas y 
ríos navegables, aun cuando luñen territorios provinciales (in- 
ciso 9, artículo 87 y artículo 108 -le la Constitución), lo que im- 
porta .lecír que ta jurisdicción es ejercida independientemente 
del d.uninio del territorio, que es siempre del ,-stado provin- 
cial ; y así se explica, por otra p^irte, el artículo 2572 del Có- 
digo Civil, que declara que pertenecen al estado los terrenos de 
aluvión en las costas de mar y ríos navegables. 

Los mure;, y ríos, como elemento de eom nugación entre las 
provincias, y del país eon el esterar, no delien quedar sujetos 
á la jurisdicción local, y lu constitución nacional, pur ra- 
zones de interés público, y para mejor garantir la libertad del 
comercio y la navegación, por medio de una reglamentación 
única y uniforma loa ha sometido ú la jurisdicción nacional. 
Pero es la simple jurisdicción de los mares y ríos navegables, 
que bañan territorios que son provinciales» 

El terreno de aluvión que se incorpora al territorio provin- 
cial, bañado por mar ó por río navegable, no hay duda que 
queda íuera de la jurisdicción del gobierno federal, y esto no 
podría suceder ai admitimos que le pertenece la playa bañada 
por las corrientes ordinarias en los ríos, y por las mas altas y 
bajas mareas ordinarias, en im mares. Resultaría una accesión, 
un aumento de su propiedad, desde que lo adherido se in- 
^ rpora á lo principal, y forman una sola cosa. No habría 
razón alguna para adjudicarle el dominio de tal porción de tie- 
rra al gobierno de la iiaeion, dejando asi rodeado al territorio de 
la provincia por una faja de tierra casi imperceptible, pero ex- 
traña a su dominio sin ningún fin de utilidad práctica, ni para 
ésta, ni para el gobierno general. 

La resolución de este problema era de necesidad, p ;t ra re- 
solver fa cuestión propuesta. 
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Si lu playa del mar, en el territorio de la provincia, 
al gobierno naci ón!, la municipalidad de Patagones no tenía 
ningún derecho que ejercitar en la Bahía de San Blás. Si por él 
contrario, pertenecía al estado provincial, Ja municipalidad de 
Patagones podrá explotar el ciacajo ó pedregullo, de acuerdo 
con la carta orgánica que In atribuye esta facultad, cuando de- 
clara que son rentas municipales en la provincia las que pro- 
venga de la extracción di' pedregullo á cascajo, 

Pero e&ta facultad debe limitarse oclusivamente a la 2011a 
que pertenece al dominio público, es decir al espacio compren- 
dido entre las más altas y bajas mareas ordinarias, y así se ha 
reconocido en la contestación á la demanda, expresándose que, 
fuera de ese límite, la municipal ¡dad no ha pretendido ni pretende 
sacar un solo grano de arena, quedando en este concepto reco- 
nocido el derecho del propietario rib» reno, respecto á la zona 
interna de la ribera, ú sea los 35 metros sometidos á una ser- 
vidumbre de tránsito; que, por cierto, no excluye el dominio, 
porque si es servidumbre, no puede ser dominio, sinó sería 
más bien préstamo de aso, con fines de utilidad pública ó pri- 
vada, como loa caminos a* lo largo d» las riberas de los tíos 
navegables ó llotables, ó como la carga establecida sobre una 
heredad para el uso y utilidad -le un fundo que pertenece ¡i otro 
propietaria (Larrouse, ih> fas servidumbres establecidas por la 

Con todo, esto no quiere decir que la demanda no deba pros- 
perar, porque a pesar de la declaración antedicha deque la 
municipalidad no ha pretendido ni pr> tende sacar un grano de 
arena de la zmade la ribera inter, \ en la bahía de San Blás, 
ha quedado establecido en la inspección ocula véase actuacio- 
nes de f»ja 162) que la municipalidad ó sus contratistas han 
hecho extracción de pedregullo dentro de ese límite, y aún mu- 
cho más al cení ro del terreno, invadiendo por consiguiente la 
propiedad deMnlball; lo que indudablemente justifica el inter- 
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dicto de retener la posesión que se ha dilucido y en que tam- 
bién se comprenden las turbaciones á la misma, que lian sido 
invocada* por el demandante; porque turb.icioD, en el concepto 
legal, es todo hecho material, ó todo acto jurídico que directa 
ó indirectamente, por sí, ó á nombre de otro, implique una po- 
sesión contraria á la del actual poseedor, y.i sea este ataque 
público ó clandestino, con ó sin violencia, y aun contra el mis- 
lor precario (Ajibry et Rao, §187, núni*< ro 3 ; /acha- 




te han recono' ido ex- 
plícitamente se han demostrado, por las órdenes impartidas por 
la miiuic-ipnlidad oon el propósito de impedir al señor Mulhall 
la extracción de pedregullo de la bahía de San Blís, también 
si* aunan al interdicto de ret-uer, y constituyen et acto violento 
que peí judie* lus derechos del propietario, lo que le era de ne- 
cesidad demostrar al actor, lo mismo que el hecho de posesión 
por el tiempo requ-Tido (artí -ulo 2Í73, Código Civil), adquirida 
sin violencia pública, á título de propietario y contimiadíimen- 
te (artículos 2*78 á 2181 y 219Ü, 00 -lig.i Civil), lu que ha que- 
dado establecido por el título presentado. 

De aquí podemos deducir entonces que la demanda es pron-- 
dente áeste respecto; la municipalidad demandada, lia invadido 
].i propie-tad del demandante y le ha producido turbaciones en el 
t-jerciciu de su dominio, que lia dailo l ugar al presente juicio. 

Pero conviene dej ir también establecido que el demandante 
no se ha limitado en la extracción d>- pedn-gullu al límite de las 
bai. ancas de su propiedad, o sea hasia la línea di- las más altas 
m;ire js ordinarias, siuó que ha ido hasta la ribera interna que 
es, como ya hemos visto, del dominio público, y en la cual no ha 
podido ejercitar ningún derecho, 

I)c manera que estas invasiones recíprocas se podrían tener 
poi compensadas, corno lo ha insinuado el Intendente Municipal 
en el acto de la inspección ocular (véase a» t¿i de foja 162). 
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Y resuelta asíesta cuestión, pase moa á examinar la que se re- 



sé a 




'.uagones, hecha dentro del límite del dominio púLlieo, esto 

más altas y bajas mareas produce derrumbamientos en las ba- 
rrancas de la propiedad del señor Muí hall, y si hay pur ronsi- 

f ara dio sería necesario resolver primero : 

¿Cuái es la inelinacioii de la playa ron relación al ni reí supe- 
rior del mar? ó en otros términos: ¿La extracción de pedregullo 
déla playa, comprendida entre U línea de máxima y mínima 
marea ordinaria afreta la estibilída I de la barranca ? 

¿ El pedregullo que ie encuentra en esa playa, pro ede del 
derrumbamiento «le la barranca, ¿i del aporte de corriente* 
marítimas? 

Lus elementos de criterio que existen independientemente <Je 
las impresiones del juez, son las mismas euiisiaueius de auto*». 

Mn sus informas, los seüure* perito< dicen : el teniente de 
navio don Zoilo Homero, á foja 7ü, uunitie>ta qif «dada la forma 
casi abrupta del límite de La propiedad con el mar (declive de 
Í(l i y ia naturaleza de la constitución geológica de todo el te- 
rreno, banco 6 hacinamiento de pedregullo, forzosamente cual- 
quier extracción, que de ella se haga en <u límite con el mar, 
produce inevitablemente el derrumbamiento, del terreno * ; y á 
foja 79 agrega e¡ mismo perito; < La base de la piopiedud del 
s< ñor Mulhall presenta la forma de un plano inclinado de <i0' 
en toda su extensión, razoti por la cual i-ualquiera rxlrac- 
cioo de pedregullo que de dicha parte se ha¿a, deja un es- 
pacio vacío que tiende ú rellenarse con el pedregullo de la par- 
le superior de la barranca, arriba de la línea de las más altas 
mareas ordinarias» ; y por último, á foja 180, añade : c las ba- 
rrancas forman un plano inclinado de 40 grado-. *. 
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Independientemente de ta cuestión, que dejamos de lado por 
innecesaria, de que la conservación del terreno ribereño anulara 
ó excluyese el ejercido del dominio público ; tendríamos que, 
h¡ io transcrito fuera de rigurosa exactitud, es claro que tas 
deducoinneslo Herían también, pero ni acuri paña ninguna demos- 
tración gráfica que io evideucñ-, ni el juzgado ha podido obser- 
var sobr.- el terreno la verdad j exactitud de estas alirra.icio- 
nes, sinñque, por el contrario, ha nota-Iuque los espacios vacíos 
por la extracción de pedregullo, eran rellenados por el ..leaje 
déla marea ascendente, y que ú la simple vista la indi nación de 
la playa entre las más altas y bajas mareas ordinarias era in- 
ferior i 20 grados. 

El perito ingenie™ don Julio P, Figueroa, en el plano de To- 
antes p-rtiles de la playa donde se hace la 




IP. Cateto 16 metros; altitud ; y 2.68 metros ; lo cual 
equivale á un triángulo rectángulo de 12 metros j 2.32 metrus 
d- longitud para los catetos, ó aea 12,22 metros de playa, que 
es la hipotenusa y un ángu o de 10 grados y 56 minutos de 
inclinaron de Ja playa. 

Peral P 2. Cateto de 8 metn* ; 5 y 2.70 metros de alti- 
tud ; lo cual equivale á un triángulo rectingulo, Befos mtetos 
miden 8 metros y 2.30 metros respectivamente, resultando 
una playa de 8.20 metro,, y un ángulo de inclinación de la playa 
de 13 grados y 58 minutos. 

Perlil P 3. Cateto 0.25 metro* ; 5.40 y 2,70 metros diferen- 
cia de altitud, la cual equivale ú un triángulo rectángulo cuyos 
catetos s<»n de 10.25 metros y de 2.70 metros, respectivamente, 
siendo por consecuencia 10.00 metros de longitud déla hipote- 
nusa, ó phivu, y 14 grados 45 minutos la inclinación de la playa 
bajo la horizontal. 

El promedio de estas inclinaciones 10 ' 56'40' + 12°58'10' T 
+ 14^ 45 '30- | 3 es, pues, de 12*53 '27* bajo boriionte. 

T. LtXIU gj 
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£1 ancho de la playa, entre máxima y mínima marea ordina- 
ria, 12.22+8-20+ 10.60f3 es igual & 10.30 metros de ri- 
bera, y la altura de las aguas en mareas ordinarias, es el pro- 
medio entre2.32 + 2.30 + 2.70 : 3 ó sea 2.40 metros, valor de 
los pequeños catetoB del corte vertical en Ids perfiles P 1 , P 2 
y P 3, del señor Figueroa. 

Estos tres promedios, que se aproximan al cálculo hecho por 
el juzgado á la simple vista, están en contradicción con otras 
afirmaciones del mismo señor perito, ingeniero Figueroa, foja 
168 vuelta ; contradicciones que debemos atribuir simple mente 
a un error de rálculo. 

En fin, á foja 168 vuelta, dice el señor Figucrou que el € ta- 
lud máximo natural entre el vértice de la esplanacion superior 
), ton un ángulo de 27 grados mide un cateto ver- 
y otro cateto horizontal de dos metros ■ 
el croquis del perfil, foja 168) y añade más adelante : • El 
talud máximo revotado es de 2.70- ; de manera que la* rihents 
no constituyen barranca, sino propiamente taludes ». 

El señor J. P. Saenz Valiente, á foja 197 vuelta, dice : « La 
inclinación del plano comprendido entre la baja y alta marea 
extraordinaria tiene un valor de 16° bajo el horizonte, plano 
que mide un ancho de 12 metros, y se prolonga debajo 'del mar 
con la misma inclinación. 

El mismo perito, en plano del corte número 3, á foja 205, mor- 
ca un ángulo de inclinación de 16 grados, y un ancho de 12 
metros para la playa c omprendida entre la baja mar y alta ma- 
rea ordinaria ■ .Ya. foja 206 dice : c El perfil número3 adjunto 
da la medida exacta de cualquier otro, tomado en toda ta exten- 
sión de costa comprendida entre la boca del arroyo Jabalí y el 
límite del pedregullo. > 

Y tomando un promedio entre los datos comprobados por los 
croquis de los señores peritos Figueroa y Saenz Valiente, re- 
ducidos á 12°52 '27* del primero, y 16° del segundo, resulta 



una inclinación de14°26'|3', que se adapta más ó menos á Ja 
altitud notada por el juzgado a la simple T ¡ 8ta . 

Esta inclinación de 14°26'J3* es ú nuestro juicio 8 oficiante 
para garantizar el equilibrio estable del pedregullo de las ba- 
rrancas, y >le la esplanacion superior del terreno, que según el 
autor citado por el perito .señor Figueroa : . Las lomas (rom- 
directas remueven los materiales del fondo y los arro- 
jan violentamente, -sin distinción (püle-m&le) a una civrtaaltt.ra 
sobre la ribera, dundo se depos.tan en el momento de la marea 
alia. 

«Pero Jas aguas d. la íoma y de regreso durant el reíluj-, 
arrastran con ella los materiales menos voluminosos Seprodu' 
ce, pues, un verdadero fenómeno de clasificación (triuge) por 
legración. Los materiales más pequeuosquedan abajo y los más 
grandes arriba, sin qm- la extracción de pedregullo pueda * 
lar la pr-piedad del señor Mulhail, pues no se produce la i 
de estabilidad del terreno de la barranca hasta los 27 
de pendiente, que es más ó menos el doble de la que esiVteTn 
¡iqtielU ribera. 

En cnanto al segundo punió los peritos señores Figueroa 
y Saenz Valiente están confines en el fondo. El primero 
dice á foja 169 vuelta que ; « La ,splanacion y el talud avanz,n 
en dirección á la bahía, y cita el caso de la instalación del 
mareógrafo colocado por Leroui , ; hecho que ha sido consta, 
lado por el juzgado en la inspección ocular antedicha. 

El perito señor ftaens Valiente, si bien á foja 194 dice * que 
el pedregullo yacente en la isla Jabalí no aumenia, por cuan- 
to el mar que baña y bate sus costas no ¡o contiene . se recti- 
fica á foja 196, diciendo : « Si algún cr^i m j e „to existo no es 
real amó aparente, producido por el descenso de las aguas que 
día á día descubren más las costas, no sólo de San Blas, sino de 
todo el litoral marítimo de la República ». 

Es evidente que las aguas no bajan porque es un* ley natu- 
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ral el equilibrio fíelos mares u ni ver sales y estú comprobad o que 
se produce actualmente el levantamiento de las riberas man l i- 
raas desde Buenos Aires hasta el estrecho. 

El hecho, pues, de hallarse cubiertas de pedregullo las cos- 
tas de la bahía de San Blas, coincide con el levantamiento del 
terreno ribereño y la observación personal del juez en la ins- 
pección ocular, es también concordante, que las escoriacio- 
nes producidas en la playa erar. bañadas por las mareas ..rdi- 
narias, que rellenaban inmediatamente con pedregullo apor- 
te m existen los derrumbamientos .le la barranca de 
l,yque, porel contrario, parece que 
éstas ti. urte á ganar espacio hacia el mar, siendo relativa- 
mente mínima la extracción de pedregullo, dada la enorme 
masa (¡Be existe en aqueles riberas y que cualquiera que fuese 
esa extracción, nunca podría producir el desmembramiento ñ 
deformación del terreno de propiedad did señor Muí hall. 

Por estos fundamentos, f ilio : haciendo lugar á la demanda 
promovida contra la municipalidad de Patagones, intimándosele 
deje libre y desembarazada la propiedad del señor Mulhall, 
absteniéndose de producir ninguna clase de per turbaciones ¡il 
ejercicio del dominio, pero declarándose al mismo tiempo que el 
demandante señor Mulhall carece de todo derecho para impedir 
que la municipalidad haga extracciones de pedregullo eu la 
playa de la bahía Sao Blas, ó sea en el espacio que bañan y 
desocupan las aguas del mar en su máxima y mínima ma- 
rea, por ¡ser esta zona de 'ierra del dominio público del es- 
tado provincial y en la cual la municipalidad tiene los derechos 
que le atribuye la ley orgánica de las municipalidades de la pro- 
vincia. Dejándose á salvo las acciones que á las partes pudieran 
eorrespnnderle recíprocamente, por los daños é intereses que se 
hubieran ocasionado. Sin especial condenación en costas, tanto 
porque no se ha pedido por las partes, como porque tratándose 
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ile una cuestión ardua y difícil lo* litigantes han podido in- 
currir un error, Xotifíquese en el original, insértese n el libr» 
di- sentencias, y, si no fuese apelada, previa reposición de sellos, 
archívese, 

M. S, de Aurrecnechea. 



r»ll« de I» «upremn €«rtr 

II ni: ti os Aires, Novii'inLrf ¿3 de 18ÜÍ. 

Vistos y considerando: Que no está contestada la presión del 
demandante sobre los terrenos ¿que se refieren los títulos de 
propiedad que lia presentado, situada en el partido de l'atagones, 
sóbrela bahía de San lilas. 

Que bay en autos prueba siiliciente ríe que la municipalidad 
demandada ha ejecutado actos pertúrbatenos de la expresada 
posesión, extrayendo pedregullo del referido terreno, como, 
entre otros elementos de comprobación, consta en el acta de 
foja ciento sesenta y dos vuelta. 

Que con esos antecedentes resulta bien funduda la acción 
posesoria de retein r que ba deducido el actor. 

Que de los informes periciales de foja ciento sesenta y siete 
y foja ciento noventa y una, así como de la observación personal 
del inferior en ]a inspección ocular que practico de los tugar» », 
según lo hace constar en la sentencia recurrida, no puede si nú 
concluirse que no existen en el expediente elementos probatorios 
bastantes en el sentido de acreditar que la extracción de pedre- 
gullo en ia playa del mar afecte de modo alguno á la posesión 
del actor, redundando en menoscabo de ta misma. 

Que en consecuencia, no puede prosperar ta demanda en lo 
que á la acción posesoria de obra nuera deducida se refiere, por- 
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que es ú cargo del actor la prueba (Ib los hechos en que se funda 
J porque la rendida m hasta para destruir el mérito de U 
prueba contraria, de que se ha hecho mtncion. 

Que admitidas las peticiones de la demanda en lo '\ae respec- 
ta á tina de las acciones deducidas y rechinada en lo tocante :i 
la otra, es improcedente la condenación en costil contra almo- 
nédelas partes. 

«¿lie Ja cuestión que los interesados han sustentado respecto 
a la propiedad de la playa del mar, atribuyéndola el uno ú la 
nación y el otro á la provineia, es completamente ajena á la 
materia de este juicio, puesto que cualquiera que fuera Ja re- 
solución que correspondas osa cuestión, ella de ninguna ma- 
nera mejoraría la condición del demandante, que debe basar su 
acción tan sólo en los derechos que como poseedor tenga. 

Que así, esa cuestión no debe resolverse en este juicio. 

Por esto y fundamentos concordantes déla sentencia ape- 
lada de fojadnscieiitus cuarenta y una, y con arreglo al artículo 
dos mil cuatrocientos setenta y dos, se confirma ésta en cuanto 
hace lugar á la acción posesoria de retener, pero tan sólo en el 

tratarse en la causa de propiedad , y se 
cuanto no h:ice lugar á la acción posesoria de obra nueva y se 
deja a salvo el derecho que Jas partes tuvieren para deman- 
darse daños y perjuicios; declarándose que el inferior no ha 
podido pronunciarse respecto al dominio que la municipalidad 
atribuye til estado provincial sobre las pldyas del mar, revocán- 
dose por tanto la sentencia en la parte en que se hace esa de- 
claración, debiendo los costas pagarse en el orden causado. No- 
tifiquese origin.il y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BKHJAHIN PAI, — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BUNGE.— JCAH B. TO- 
HltENT. — H. MARTINEZ. 
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Don Mttjuel A. Tu ni r contra el Jockey Club ; sobre cobro 

tír pesos y nulidad 

Sumario. — 1" Habiendo la sentencia recurrida resuelto 
todos los punios oontt-iiiilos en la deuimi la, debe rechazara 
el recurso de nulidad fundado en la afirmado» de no haberlo 
bi cho. 

2° Producida de conformidad de partes ta desvinculueion de 
las obligaciones creadas por contrata, ninguna de ellas puede 
exigir de la otra la ejecución de las mismas. 

3 o Cesado así el contrato celebrado eon el arquitecto sobre la 
dirección de una obra con la retribución del cinco por cientu del 
valor de ella, sólo se debe dicha retribución, tanto por las.obras 
presupuestada* como por las extraordinarias, sobre el valor de 
la obra ejecutada eu la feoba de la cesación del contrato. 

4° No puede bacerse lugar á la eontradenianda, cuyos capí- 
tulos no lian sido justificados. 



Caso. — Lo explica el fallo de Ja Suprema Corte y el 



frailo del Juti 



Bueoos Aires, Febrero ¿6 de 189a. 

: estos autos promovidos por don Miguel A. Turner 
contra la sociedad « Jockey Club », sobre cumplimiento de un 
contrato y cubro de pesos : 



1 
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Resulta : 4 o En el mes de Octubre de 1891 ncurríó al juz- 
gado don Miguel A. Turner entibiando el presente juicio, cu- 
jos antecedentes son los siguientes: en 1888, la sociedad deman- 
dada Humó á concurso para la presentación de planos del palacio 
que proyectaba construir el Jockey Club en el centro de la ciu- 
dad, aceptando la comisión directiva el presentado por el recu- 
rrente. 

Que en el mes de Julio .te ese año enlró en relaciones con é 
presidente del Club, don Carlos iítlegriin y la comisión direc- 
tiva del mismo, resultando de las conferencias habidas un con- 
venio entre ambas parles, cuyas bases eran : El Jockey Club le 
encargaba la construcción y dirección del palacio, aceptando sus 
proyectos, lijando por honorarios el cinco por ciento del costo 
total del edificio y el tiempo normal del plazo de la construc- 
ción en tres años, en < uyo tiempo ha podido ser fácilmenfe 
concluida la obra. 

Qtte desde luego lerautó un nuevo piano, el cual fué acepta- 
do por la comisión, con algunas modificaciones pedidas en varias 
conferencias tenidas con dicha comisión. 

La demolición de las casas viejas cd ideadas sobre el terreno 
situado en la calle de Florida núm< ro555, fué hecha por el misino 
Club, en licitación, sin intervención alguna por parte del deman- 
dante, quien, concluida la demolición, ordenó la aplanacion y 
mensura del terreno que dió por resultado que la superficie no 
era conforme á los datos recibido* anteriormente del Club, 
según las escrituras, y que la forma no era regular, como se 
creía primeramente. Que también la linea municipal de las ca- 
sas antiguas resultó diferenti con la línea nueva dada por l.i 
Municipalidad. 

Que en virtud de esas circo natalicias fué necesario modificar 
completamente el proyecto hecho anteriormente y ya aceptado 
por el Club, habiendo hecho casi un nuevo proyecto, basado so- 
bre la nueva superficie del terreno, siendo aceptado este proyec- 
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to tiimbien sin modificación alguna por^-l Jockey Club, el cual 
compró iJet vecino a] sud un ángulo fie terreno pura regularizar 
la forma <k* la superficie á ese rumbo. 

Que arreglado ese asnillo, comenzó la ubra con la excavación 
T la» paredes medianeras, y concluida á poco la primera se sus- 
pendieran los trabajos en esta obra, [urque el Jockey Club tuvo 
entonces la idea de comprar otro terreno en la Avenida de Mayo 
y edificar su palacio en este lugar más central, ¡l cuyo fin se 
le encomendó hacer los estudios y un croquis-proyecto para un 
terreno en la Avenida de Mayo, concluidos los cuales los entre- 
gó al Jockey Club, calculando aproximadamente el costo de la 
obra en 2.500.000 pesos. 

Que habiendo quedado sin efecto la idea de edificar en la Ave- 
nida, se ordenó seguir otra vez la ubra en la c;ille de la Flo- 
rida. 

Que los preeius dr los materiule- durante la suspensión de la 
obra cambiaron, y en la nueva licitación los trabajos de alb;i- 
ñ Hería resultaron con un aumento considerable}- fué aceptada 
la oferta del señor A. Cremona. 

Que igual mente l<«s trabajos de excavación se empezaron otra 
vez por razón le que se proyectaron dos sótanos más parala 
instalación de las máquinas y la caldera principal de Jas mi— 
imis, pura el servicio de la luz eléctrica. 

Que la profundidad considerable de los cimientos de esos só- 
tanos y el mal estado de los terrenos linderos, cortados á pe- 
queñas distancias, ivon fozas de cloacas pertenecientes n l is 
casas vecinas no han permitido hacer esos trabajos peligrosos 
en el tiempo normal, y >e perdió, más ó menos, un medio año 
eon ellos. 

Que tampoco el Jockey Club tenía disponible fondos suficien- 
tes, y en virtud de esta razón, no era posible contratar más 
que ana tercera parte de los obreros necesarios para levantar 
la obru en el debido tiempo, y que pot las mismas causas no le 
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era posible al Jockey Club hacer los trabajos de piedra, mar- 
molería, escultura, etc., aunque se debían haber hecho en el 

'ie nlbañilería. 
jos cada categoría requiere un término de 



a. »o estando he- 
sotatttente ¡>or esa falta, un i 

la 

», y si no se hacen e>os trabajo:-. 

el término de los tres 




prolongación del 
ubra ife más i 
junios y sin demora, en 



anos estipulados, pausarán cinco ó .sei 
dante señor Turner, ptidiendo -n el último término lijado coa- 
cluirse cualquier obra de ese género, salvo culpa de la contra- 
parle. 

Que un arquitecto tiene gastos considerables con su oficina, 
y arquitectos auxiliares y rm puede tener la obligación de pa- 
garas por una prolongación del termino de la obra y prestar 
además sus servicio- por una prórroga indeterminada y de con- 
sideración, sin una indemniza ;ion correspondiente, por cuya 
razón, en un ejemplar agregado a la cuenta que pasó el Club con 
fecha 15 de Agosto, ponía la condición en el artículo i 3, de que 
se cobraría dos por ciento por cada a fio prolongado del costo 
t"tal de ta obra, 

Que sus obligaciones para la oouslniccion de h ubra han sido 
cumplidas inicíeos mucho mtis de lo que era su deber, habien- 
do perdídu en tos tre- años que durara la construcción actual, el 
mismo tiempo que si hubiera sida concluí la la obra en efectivo, 
pnrque sus trabajos y las inspecciones diarias en Ja obra eran 
los mismos que si se hubieran efectuado las categorías, de pie- 
dra, etc. 

Que durante los tre> años que dura ta construcción nunca ha 
tenido diferencias con la presidencia del Club ni con la comi- 
mision directiva del mismo, hasta el mes de Abril anterior á 

de que el 
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arquitecto constructor de la obra asistiera d las asambleas de 
d.cba m^mm W cualquier tiempo y ge gun , a jfltencion 
Juntad del presidente, como también prestar consultas en 
la casa de d.cho Club, ,egun consta de carta dirigida al el- 
ponente eu 10 de Abrí! de 1891, Jo que er, contrario I las con- 
diciones generales impuestas por él cu la cuenta pasada a) Club 
* CUJ0 Anküh 9diee «'Idamente : < n, doy ninguna consalta 
fuera de mi olici.u y con el Club mismo en ninguna ocasión 
m verbal, ni por escrito, no habiendo sido lijada en ninguna 
tormu esa condición *. 

Qtte para sakar sus derechos ante los procederes de la oomi- 
Siftfi directiva del Club, hito inmediatamente una protesta ante 
el escriban,, públic o don II. l^ero, C nn ÍYcha Ui de Abril 
de 1891. 

Que á pesar de eso, la comisión ha violado el contrato cele- 
brado, no sólo haciendo abajos en la obra sin consentimiento 
é intervención del demandante, sinó que se ha nombrado otra 
****** 'temmmme, alteando m.s disposiciones en general 
para la prosecución de la obra y haciendo uso indebido de todo, 
hi planos yd-mus útiles correspondiente, á ella v que perte- 
u-cen exclusivamente al actor. 
Que ese hecho, no sólo importa una nuera violación del ron- 
tainbie» un delito contra la propiedad, que cae baj. 




„ „ — „. w ,„ K , ufMruau, que cae najo 
1075, 1077. 1095 y 1109 del Có- 



i» los artículos 19, 20 y 21 d, las condiciones gene- 
rales del demandante, se resera de todos modo» Ja propiedad 
de sus planos para cualquier obra y pueden ser usados sola- 
mente en manos del constructor, como autor de aquell». 

Que esos luchos perjudican los derechosy la fama que tiene 
c u-, arquitecto, siendo además dañosos para la misma obra, en 
la cual, á causa de ser dirigida por personas incompetentes re 
snlturáu defectos eu la construcción y arquitectura, 
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bles en lo futuro y en el mismo grado perjudicial para el buen 
nombre del arquitecto autor. 

Que el contrato celebrado entre atabas portes, después del 
aviso epistolar de la aceptación del jit oréelo primero, el cual 
acompaña al presente, fué verbal, con la intención de formularlo 
ni ás tarde pur escrito, puro ú causa de haberse iiu sentad o el 
doctor PeJIegruii para Kuropa y unís tarde por "tras causas que 
t'oiitm ra, fué retrasada la escritura proyectada anteriormente 
para el contrato. Sin emi *go, el encardado de la construcción 
de la obra del palacio del Club y de la estipulación del Imi ..- 
rano del cinco por ciento del eosio tota] fué escrito en el libro 
del Club, en el cual están inscriptas todas las resoluci-meis de 
la Comisión directiva, del año 1888 ha>ta la Tedia, •■orrespou- 
dientes á la obra. 

(Juc además puede justificar la existencia del eoutrat't según 
los articulas 1 1U0. I 191 y 1192 del Código Civil, con los recau- 
dos que relaciona en el mismo esritu (Tuja 46 vuelta), de los 
cíales resulta eomprobuda la efectividad del contrato eelehrado 
entre el Jockey Club y el demandante, 

Que tratándose, como se traía, de un contrato bilateral en que 
¡a> partes tienen derechos y obligaciones recíprocas, las con- 
venciones hechas forman para las partes una teglú á ta cu.il 
deben ajustarse como á la ley misma (ai t. 1197, Código Civil). 

Que su obligación Consistía en la construcción y dirección del 
pi lacio proyectado por él, dentro del término de tres años, más 
ó menos, siendo todo por cin nlade la Sociedad demandada; y 
las obligaciones de ésta eran, proporcionarle Nulos los ele- 
inentes necesario-v á la construcción, demanera qm- por ninguna 
canga se impidiera la terminación dentro del piojo estipu- 
lado, 

Que en consecuencia, existe un contrato de locaeiou de 
servicios, siendo mus efectos reglados por las disposiciones dti 
Código Civil sóbrelas obligaciones ele hacer (art. 1623), de- 
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hiendo tenerse presente, que, en este caso, ambas partes son 
deudores y acreedores por tratarse u > ya de una simple obliga- 
ción de un ii de las partes, sino de obligaciones recíprocas na- 
cidas del cOntruto celebrado. 

Que las responsabilidades «le la sociedad demandada están 
regidas p« los artículo* 625, 011. 670 y 680 del Código Cinl. 

Que en conseeiiein-ia de los hechos et. iniciados, el recurrente 
tiene derecho para cobrar su honorario estipulado y el import» 1 
p"*r los trabajos accesorios detallados en mi cuenta, entregada 
al Club c<m fecha 15 de Agosto de 1891 , habiendo vencido el t< ; r- 
ni.no d< I contrato, en el mes de Agosto de ese año. 

Que el demandante no lia incurrido en mora» pues m 
la- obligaciones recíprocas, vi uno ¡le los obligados no in- 
curre en morí -i el otm no cumple ó no se allana á cump'ir 
la obligación que le es respectiva (art. 510, Código Civil); 
y en o] presentí- caso, el Jockey Club ni ha cumplido, ni 
se lia allanado á cumplir sus obligaciones, omitiendo las 
diligencias necesarias para que la obra fuese cumplida (art. 
512, Código Civil); siendo por esta razón responsable el 
.Jockey Club no sólo del pago del 5 p »r ciento sobre la 
totalidad del costo del edificio que según la cuenta referida im- 
porta la suma dr ochenta mil pes.is moneda nacional sinó tam- 
bién 'leí importe d" los trabajos extraordinarios, según la misma 
cuenta, en 35,000 pesos, exceptuando el pago ya hecho ¡i 
cuenta de esa suma por el Club, de 125.000 pesos moneda nacio- 
nal, y pago igualmente de los daños ¿intereses, deacuerdocon 
los artículos 508, 51 1 y f»2'2 del Cólí-o citarlo, y ley 38, título 
11, partida 3 a . 

Termina el demandante amparándose en las disposiciones 
de los artículos 505 y Í20i del mismo Código, y pide que opor- 
tunamente sea condenado el Jockey Club al pagu de la suma 
de 90.000 pesos, con sus intereses y las costas del juicio. 

2" k foja 67, don Enrique Anuya, <'on poder en forma del 



m 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Jockey Club, contestó rechazando ta demanda, por las conside- 
raciones que mas adelante se t-xpresan, y deduciendo al mismo 
tiempo reconvención contra el demandante sefior Turner. Ma- 
nifiesta el representante del Jockey Club, que éste acordó ai re- 
ferido arquitecto el pernio de 5000 pesos moneda nacional 
legal ofrecido eu el concurso qur abrió para la presentación de 
planos para el edificio de aquel, cuya suma recibió el señor Turnar 
y que de consiguióte quedaban de propiedad del Club los planos 
generales que había presentado at concurso, y loa cuales retir., 
y retiene en su poder, ron excepción de un dibujo de la fachada, 
hecho en est ala muy reducida. 

Que en eso como en todo ]« demás, el demandante se encuentra 
obligado liáciael Club. 

Que éste podría tratar con quien quisiera lu dirección del edi- 
ficio, pero cedienioá recomen daciones que el señor Tu rner llevó, 
acordó confiarle dicha dirección técnica, introduciendo diversas 
modificaciones en lo- planos presentados al concurso, pues ellos 
no le sa ti ¡-facían. 

Que el arquitecto quedaba con la obligación de hacer los nue- 
vos planos modificados y se conTiiM en que ¿>e Ic abonaría por 
todo* sus trabajos una comisión de 5 por ciento del valor de la 
obra, que se aseguró no excedía di un millón de pesos nacio- 
nales. 

Que se Ir preguntó igualmente qué tiempo podría durar la 
con>tnicrion, j contestó que duraría tres anos; pero nadie pensó 
en hacer de este término una condición del convenio, y la comi- 
sión del Jockey Club recibió la afirmación del arquitecto res- 
pecto del plazo, con la desconfianza cim que la eipei ien« ia propia 
y la observación de lo- extraños autorizan a umger estas asev.-- 
r aciones. 

Que aunque Turner probase matemáticamente que el plazo 
de tres años era el normal, todos saben que en estas materias las 
cosas v fas hechos no se mueven en un medio ideal sinó real, v 
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que lo que l<s matemáticamente exacto es prácticamente falaz y 
falso. 

Que por otra parte el demandante jamás pensó en concluirla 
nú el término de tre> años, de que hace ahora el argumento prin- 
cipal de su demanda. 

Que de los documento* y cartas que se acompañan á esta re* 
convención, se desprende la precedente afirma-ion, por loque 
eliminado ese punto, corresponde analizar los otros fundamentos 
de la demanda. 

Que el demandante dice : Que lia tenido que hfteet modifica- 
ciones en los planes por reformas que quiso introducir el Jo- 
ckey Club y jiorqi I terreno no tenía exactamente la misma 

forma que dicen Instituios. 

Que sobre id primer punto, basta observar que esas modifica- 
ciones quedaban pagadas con la concesión acordada, pues los 
planos primitivos habían sido ya pagados cotí el premio de cinco 
mil pesos, que Temer recibió. 

Que éste debió, por olra parte, ver el terreno antes di- formu- 
lar planos definitivo* y no puede inculpar aljocke.v Club por 
su misma falta. 

Que es sabido» además, que para corregir la irregularidad, la 
sociedad compró á la señora de Cazón una pequeña extensión, 
pagándole un fuerte precio, según resulta de la misma carta de 
Turner. que acompaña bajo el nú mero 5. 

Que aparte de todas esas observaciones, están las mismas de* 
claraciiíues del demandante, en laque, eon posterioridad á los 
het hoa mencionados en la demanda ha reconocido no tener de- 
reelio á más comisión que la del 5 por ciento. 

Que respecto de un croquis ftruynto que din- el demandante 
haber presentado para hacer el edificio en la Avenida de Mayo 
con un costo de dos millones y medii de pesos t y por lo que 
cobra 25.000 pesos, debe manifestar que en el Club no se *-n- 
CUentra tal pape!, I» que es de sentirse, porque su exhibición 
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serviría para que se conociese un trabajo que se cot.ra tan caro. 

Que de todas maneras, si Turner hizo algún croquis á e*e 
respecto fué con la esperanza de que defiídilttdos$ ei Jockey 
Club á hacer una edificación m.is costosa, sería encardado de 
formular lus planos y dirigir Ja obra. 

Que jumas se ha creído el demandante con derecho á cobrar 
semejan tu rusa, y el hecho de no haber ni .siquiera iusi tinado 

), en m:ís de dos años qu*- se^uu 
ese croquis, así lo 
je boy hasta prescripta estaría esa acción . 
Que respecto á la rescisión del . ouvetiio con Turner, ella ^ 
ha producido de la manera siguiente • 

Con fecha 24 de Mayo de 1901, el de mondan te remitió aljo- 
ekey Club, COA s\t conforme, una >o!idtud á la empresa Aledice, 
para ia construcción délas cloacas domiciliarias del edificio de 
dicho Club, encareciendo la necesidad de que el Presidente la 
firmase inmediatamente, y en t uyo pedido no se Jijaban precios 

IllU^'U nos. 

Que t-ntónees el presidenie del Club le mandó decir al señor 
Turner que esas obras, cuino todas las demás, debían hacerse 
bajo presupuesto y previa licitación, observándole que cual- 
quiera que hubiese sido la opinión del doctor Pellegriui, él no 
era ya presidenta de la suciedad 

Que el señor Turner fué invitado pur el presidente a una con- 
ferencia, á |o que contestó este ultimo que si quería uablar ron 
él lo consultase en su estudio como ¿cualquiera abogado. 

Que se le volvió tí llamar por escrito y contestó lo mismo, 
por lo que, puesto el hecho en conucimiodto de la comisión di- 
rectira se resolvió citarlo á su -uno, sin mejor resultado. 

Que Turner no había negado antes á la comisión el derecho 
de llamarlo, y existe una carta en que reconoce ese derecho, pi- 
diendo encarecidamente que se le avise el dia anterior. 

Que el pliego de condiciones que ha presentado últimtimente 
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no rige el caso, porque sobre no haber .sido conocido por el 
Jockey Club, no forma parte de la lalación de este pais ni de 
ningún otro. 

Que hallándose las cosas en ese estado, f tié que Tnrner for- 
muló la protesta que se acompaña ú la demanda, en la que de- 
claró qur mi tenía obligación de continuar prestando sus servi- 
cios i'orao arquitecto del mencionado club. 

Que por Mr hecho y otros que enumera, el Jockey Club te- 
nia motivos snlieienteá para dar por terminado el convenio con 
Tnrner, 

Que según la propia declaración de Tnrner, bahía terminado 
para él la obligación creada por el convenio y de consiguiente 
había terminado igualmente para el Club, quedando el convenio 
rescindido por reconocimiento del mismo demandante, ,.| por eso 
se le hiz« saber que eu vista de sus h -el ios y decía rae iones, 
quedaba Separad u de la dirección de la obra. 

Que el Club tiene reclamó* de mucha consideración que for- 
mular contra el demandante, i nansa del excesivo derroche de 
•linero en los espesores de las paredí s, como en las dimensiones 
de los berros y hasta en la composición misma de las mezclas, 
obligando al Club á gastar 100.000 pesos, cuando menos, más 
de lo que era necesario y permitido, sin provecho ninguno, y 
sin otro resultado que el de haberse aumentado la comisión del 
arquitecto. 

t¿ue, finalmente, ha sufrido el Jockey Club otros perjuicios de 
menor importancia que deben tomarse en consideración, esti- 
mando toda la indemnización por la suma de 120.000 pesos 
moneda nacional, por cuyo pago contrademanrtaal señor Turner. 

3° Opuesta A foja 74 la excepción de falta de personalidad en 
el representante de la sociedad demandada, fué contestada á 
foja 77, y resuelta por el juzgado, á foja 84, desestimándola 
por improcedente. 

4 Ú A foja 86 fué evacuado el traslado de la reconvención, 
t. [.mu 3 .¿ 
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aduciéndose que el Jockey Club ha confesad" los hechos princi- 
pales en que si- funda la d'.' manda, que respecto ú las deducciones 
que pretende sacar de! texto del contrato de albañilería coní're- 
mona, ellas son ilegítimas, pues se olvida que la fecha de ese 
contrato es de 12 de Diciembre de 1889, es decir, que fué hecho 
después déla secunda licitación para los trabajos de albañilería 
y después de la suspensión de la obra por la proyectada cons- 
trucción en ta Aun ida de Mayo. 

Que á consecuencia del tiempo perdido por esa suspensión no 
era ya posible comluir la obra en el tiempo estipulado, ni tam- 
poco ti j r utro término exacto, porque, con motivo de Us efectos 
linancieroadel país, no fué posible lijar plazo determinad" para 
los cotitfatns de piedra, marmolería, eseultura, etc. 

Que eneuantoá los trabajos de ulbañileria, no había inconve- 
niente alguno en concluirlos en la época señalada, aunque no 
se lijase plazo en el contrato, habiéndose por otra paite, estaim- 
cidu en el artículo 14 de las condiciones especiales, consignadas 
co el artículo 1" del contrato con Cremona, puesto que Callu ja 
contestación del presidente del Jockey Club, deque eldireclur de 
la obra tenía la facultad de exigir;que se pusieran en ella tudo* 
Los obreros que reputare necesarios para llevar lus trabajos ade- 
lante con la celeridad posible; pero que eomo faltaron fondos 
parapatjar, la dirección de la obra no pudo colocar mayor nú- 
mero que lo-, que <c podían pagar con puntualidad. 

Que hay igualmente inexactitud en lo que estable e la emi- 
tes t ación á la demanda, respecto á las medidas y forman del 
terreno donde se levanta el edificio. 

Que el terreno nu se eiiire^ú al arquitecto ha-ta después de 
concluida l.i di mioicion de las casas anticuas, no siendo posible, 
en con se ■' u encía, hacer la mensura de práctica con la debida 
exactitud y corno era necesario ; y entretanto, el Jockey Club, 
pretendía que el arquitecto hiciera sin demora un nuevo plano 
completamente distinto al anterior. 
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Que sólo dos pue B< íe demolidos tos antiguos 
flion de Ja o lira pudú proponer, como propuso, al 
hacer la mensura del terreno por un agrimensor, propuesta qué 
fué aceptada por aquél, quien pago al agrimensor sus honora- 
rios. 

Que el resulta lo de esa mensura fué la diferencia mencionada 
en Ja demanda, y por lo nial no tiene culpa alguna el arquitecto 
di' la «bra. 

Que la obligación do darle á éste medidas ,iactas dtd terreno 
para una obra, ta tiene siempre e| propietario á cargo del cual 
sun las responsabilidades que resulta de no trasmitir hienlos 
datosy noveriliear si son exactas ó no las medidas dadas en 
sus escrituras. 

Que de todo lo relacionado resulta que la reforma completa 
dH proy^to segundo, hecha después del concurso y explicada 
en la demanda, fué una consecuencia de los defectos del terreno 
y de los errores .-oinetidos á su respecto en los datos auminiatra- 
doi para los planos, y, H »e h-íos trabajo, extraordinarios ¿im, 
previstos no están incluidos de ninguna manera en el honorario 
del arquitecto, qm- es el de 5 por ciento del costo total de ¡a obra, 
y mucho menos en el premio de 5000 peso» riel concurso, porgue 
éste no imponía obligaciones de ningún género al arquitecto. 

Que respecto * ios proyectos d*> la Avenida de Mayo, la cuen- 
ta no comprende solamente i>l croquis, sinó también tus estn- 
d.os de la materia, es decir, l.uomposiaon del proyecto en ge- 
neral y los trabajos preparativos para su ejeeueion más larl 

Que osos trabajos fueron suspendidos, como dice lademandá 
(y la contestación no ha probado nada en entra), después del 
regn so del señor PeJIegrim, en el mes de Noviembre de tSWI 
pnr liaber abandonado el Club su, aspiraciones de llevar se edV 
licio al punto indicarlo, A causado sus dificultades financieras 

Que el Club no puso límite alguno para el costo del edificio 
proyectado en la Avenida y no ha reclamado nunca sobre el 
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contestación sobre esc punto, como no lo os tampoco que exista 
prescripción tie li cuenta, porque el tiempo paru Ja prescripción 
debe contarse desde Noviembre de 1889, en cuyo mes se suspen- 



dieron los trabajos pata el proyectado edificio de ta Avenida 
(art. 3690, Cód. Civ.). Después de negar el actor loa demás 
hechos aducidos « n !a reconvención, procurando demostrar que 
las afirmaciones del Jockey Club son simples deducciones inde- 
t.-rminad.is y sin prueba alguna que levante ias conclusiones de 
la ó\ manda, termina manifestando : 

Que no puede ser obligado n recibir su honor, i rio en moneda 
que represente solamente la tercera parte (le) valor que tenía 
i uando se formalizó el contrato de construcción, puesto que 
en esta época el <«rn <v cotizaba de 138 ;i 1 10 pesos por ciento, 
con cuyo precio el costo de la obra se cálenla en un millón de 
peso* moneda nacional, siendo hoy ese costo de teas millones de 
pesos moneda nacional, sobre cuyo valor debe abonarse el hono- 
rario del demandante. 

Que por I" dicho y alegado >-n el escrito «le demanda debe re- 
chizarle con costas la demanda deducida por el Jockey Club. 

5' Por auto de foja 103 vuelta recibióse la causa á prueba 
para la justificación de los hechos alegados y no consentidos en 
ta demanda y reconvención, habiéndose producido laque ex- 
presa el certificado del actuario a fojaMS, los respectivos ale- 
gatos d" las partes y el informe i>< roí-e decretado a foja 496. 

Y considerando: 1" Que es un hecho perfectamente rec moci- 
doyeampT hado, que el contrato invocado en la demanda fue 
celebrado entre personas hábiles para obligarse respeettvaintn- 
te, siendo por lo tanto sus convenciones esplfeitamente regl.idas 
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v 2° Que hallándose en Ul virtud sometidus al cumplimiento 
de las obtigacim^ pacta-las de la misma manera que si *c tra- 
tara de disposiciones ú reglas expresas y terminantes de la ley, 
no habiendo panto expreso que autorice á un;i di? Im partes á 
disolver rl cuitrato si la otra uo lo cumpliese, sólo podría 
elidirse el cumplimiento del mismo, pero n» disolverlo por la 
propia autoridad de cualquiera de aquellas (artículo 1204, Co- 




las cuestione» á 
resolver, m la forma determinada por la demanda y ia recon- 
vención, la prueba producida ofrecerá los elementos e->iistir u- 
tiíns dnl fien* Uü disputado, poique ella debe ofrecer de mía 
manera clara é inequívoca la demostración de los hechos pro- 

Dcade luego examinemos por su orden la prueba rendida en 
auto* : Se lia aiirmadn por el actor >eñ>ir Tur m r, que en el año 
IH88, la suciedad i quien demanda llamo á concurso parala pre- 
sentación de planos del palacio que proyectaba construir en el 
centro de la ciudad, que la comisión directiva del Club aceptó 
el presentado por aqu-l, encargándole al mismo tiempo la cens- 
truccion y dirección de ¡a olira, lijando su honorario en el cinco 
por ciento del costo total del edificio y el tiempo normal d<-l 
plazo de la conclusión «*n tres años, en cuyo plazo ha podido 
fácilmente ser concluida dicha obla. 

El Jockey Club reconoce haber acordado al arquitecto señor 
Turnar el premio de cinco mil peso- monería nacional ofre- 
cido en el -oncurso que abrió para la presentación di- planos 
para el edificio del club, y sostiene que e:i virtud de haber pagado 
esa suma quedaban de propiedad del Club los planos ge i era les 
(aceptados) presentados por Turoer al concurso, agregando que 
aquél pudrfa contratar la obra con quien quisiera y que si 1» 
e .ntio al arquitecto Turner fué con las modificaciones intro- 
ducidas poi ta comisión del Club, siendo de cuenta de aquél la 
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confección de loa nuevos planos conviniéndose en que se le alio- 
naría por lodos los trabajos una comisión «le cinco por ciento 
del valor de la obra, qi ■ " -guró tío excedería de un millón de 
pt-.sos nacionales y que aquella quedaría concluida en el término 
de tres años. 

4" Kxiste. pues, 1111:1 confesión expresa de la entidad jurMira 
de inundada, sobre la existencia de un contrata de loe ación de 
servicios, quedando Librada su interpretación al alcance que las 
dWpnsiriiines de nuestra legislación le da á esc género de eon- 
fi'DCÍoul'S privadas. 

K11 el referido contrato se aduce un hecho que está hiera de 
discusión, y es el siguiente: el Jockey Club contrató con e! arqui- 
tecto señor Tu rtier, la construcción del ed i lirio para el misino, 
sobre la base délos planos presentadas y aprobados, y mediante 
el pago de una suma estipulada en la forma que se ha d icho, 

Se ha reconocida igualmente. qucTumer prometió concluir la 
obra dentro del término di' tr^s años, y no se ha probado que. ese 
plazo hubiese sido pactado en otra forma, j 11 -to y lógico es su- 
poner que fné esecl término convenido para la terminación de 
la itbra. Así lo demuestran, por otra parte, las d>»:la racione» del 
• loetot r-dlegrmi (foja 19i vuelta) al contentar la décima pie- 
giintadel interrogatorio, y del ingeniero don Federico Eigen- 
dorf, 



Conviene aquí establecer el valor que debe atribuirse á la de- 
claración de este último, erriente ti foja Í9\ , por 11. 1 contener 




iiigemlurí, 

revestirla de la legalidad deque 
da, y después di 
ciado el expresado exhorto en 
píos términos. 




o ha recibido diligen- 
sus pro* 
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Cumo la parte demandada resiste, á su admisión, es llegaduel 
cuso de declarar, como lo buce el juzgado, que, hallando*' las 
actuaciones referida revestidas di- formas legales y batiendo 
sido agregadas para la mejor ilustración de la cuestión que se 
ventila, i.o obstante el desistimiento á que se refiere el escrito de 
f^ja 441, el juzgado, por vía de ilustra< ion, acepta como válida 
la eipresndadeeluracionde don Federico Eigendorf. por sirle 
lícito hacerlo, con arreglo al inciso 3 o del artículo 102 de la Iry 
procesal y por ser elemental que pan que el juez pueda llenar 
eumplidamentM su misión de justicia, con arreglo al espirita 
de la ley *2\ inciso 16, libro 11 , Notísima Recopilación , debe in- 
quirir la verdad, con preseindencia de las formas y solemnidades 
que no sean realmente las sustanciales del pleito. 

5 o Establecido, como queda, que el plazo estipulado parala 
te nuinacioii de la obra era de tres años; que déla prueba produ- 
cida por Turner resultan justificados los demás hechos, como que 
á causa de la irregularidad del terreno, el referido nrquiterto 
tuvo que confec-ionar nuevos planos, que el Club un ptú y fueron 
la base de las obras proyectadas; que estas fueron suspendidas 
á euusa de que el Jockey Club tuvo la idea de adquirir otro te- 
rreno en la Avenida de Hayo y editiear allí el palacio proyecta- 
do, para cuyo objeto se encargó a Turuer de la confección de 
un croquis y de los L-stud ios^necesnrios, que efectuó y entre- 
gó al Jockey Club, cale.ulan.da aproximadamente su costo eu 
dos y medio millones de pesos, no habiéndose llevado á cabo á 
causa de la falta de recursos para hacerlo, se ha probado igual- 
mente que habiendo resuelto el Jockey Club continuar las 
obras de la calle Florida, éstas tuvípron que suspenderse por 
las mismas causas apuntadas. 

La cuestión, pues, queda reducida a los siguientes términos: 
Las relaciones de derecho entre actor y demandado, nacidas 
del rontrato celebrado, imponeu al primero la obligación de 
: el ediucio de acuerdo con los planos aprobados y de ter- 
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miliar la obra en el plazu convenido ó implícitamente reconoci- 
da y al segundo, la de suministrar los elementos necesarios 
para que la obra » Heve á cabo sin interrupción, en el plazo ¿ 
tipulado, y al pago d« la remuaeraci.ui acordada y deiuiis gastos 
que se originen y no hayan sido eompnndidoa en el coáttato. 

La ba*e fundamental de la cuestión está en la rescisión del 
contrato. Es un hecho plenamente comprobado que el arqui- 
tecto señor Turm-r fué suspendido en sus funciones p,.r resolu- 
ción de la comisión directiva de Jockey Club. 

Simplilicada así la cuestión, veamos si pudo ó no ejerce! tal 
a* m tino de los contratantes y si en tal v.rtud tiene el otrode- 
reclio -i demandar la indemnización reclaidailu. 

6 fl Es un principio n conoeido por la legislación universal, 
que nadie esta autorizado para hacerse justicia por sí misino,' 
pues debe recurrir ante los jueoe, legales,que son los encargad. ■> 
de n^olver todas la* cuestiones que provengan de la intt*r|-re- 
t¡iciou de las cláusula* d. un onnííato ó del > umpliinieuc» de 
las obligaciones en él estipulada. 

No ge trata ene! presente caso de la nrescripcion contenida 
en eJ artículo IW del Código Civil, puesto que ella se refiere a 
los emiratos que todavía no lian empelado á tener ejecución, v 
el que motiva la demanda se (falte desde algún tiempo en pleno 
ejercicio por aniba- partes. 

7" que como lo ha consagrada la Bxeelentísima Suprema 
Corte de justicia nacional en el fallo que se registra en el tomo 
U, página 450, de la segunda serie, el contrátame que por si 
mismo deja sin efecto el emirato, debe se. - ondenad.. al payo 
de los daños y perjuicios, y éstos, según la 'ley nación» I de pro- 
cedimientos, deben ser apreciados por el juez de h eausa, 

8" ijue para que el Jockey Club pudiera eximirá- de las res- 
ponsabilidades en que incurrió al separar por su sola autoridad 
al arquitecto señor Turner, que *e encontraba en el ejercicio de 
las funciones propias del contrato, se^un se desprende princi- 
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pálmente de. los términos tf e la comunicación, desde que antes 
rio usó de su derecho para pedir la rescisión del contrato que, 
íisu principio, había sido violado por el demandante. 

íi" Que ii ese lin, no lia producido el Jockey Club ninguna 
prueba de las alirmacioues beclia- en su cot.trademanda, ni aun 
ha intentado probarhia, por l>- que no puede prosperar l¡t acción 
deducida, 

10", Que los fundiiniriiios en (lite apoya so defensa la socie- 
dad demandada, deriv.ni de ia resistencia del actor á concurrir 
al Glab por llamado de la comisión para tratar de asuntos rela- 
cionados con el contrato. 

Esto no puede apreciarse como motivo serio que impulsara 
¡i la comisión á n-solver de modo propio la separación del ar- 
quitecto señor Turnes, puerto que su derecho estaba limitado 
solamente á demandar .1 cumplimiento d» U obligación, nunca 
á disolver el contrato sin o herrar previamente las disposicio- 
nes de la ley referentes ¡í la forma en que pueden resolverse 1»* 
contratus de esa naturaleza. Él argumento aducido igualmente 
por e| Club, de quo el contrato quedó rescindido en virtud de la 
protesta que el actor formuló ante el m -ritiano señor Doroteo 
M. Pinero, en 13 de Abril de 1891,00 tiene consistencia: 
1" porque ese acto sólo importa la i na infestación de los derecha 
qut! su autor cree tener para exigir del Jockey Club e| cum - 
plimiento dd contrato; 2" porqui- de sus términos no resulta 
tiolacion alguna de la coJi venuíou ; y 3 u porque el avis-. pasado 
p>r la comisión al señor Turner. en que le comunica que, >-n 
virtud de esos hechos y declaraciones, ha resuelto aquella sus- 
penderlo en sus funciones de d ¡rector del palacio, es de fecba 
posterior á la protesta, y demuestra cnnelu vinteníente lo que 
antes se ha afirmado, de que el señor Tumer fué separado ó sus- 
pendido ile l;i dirección de la obra mando se hallaba prestando 
mis servicios, e> decir, en el ejercicio amplio de &m funciones, 
que le asignaba el contrato. 
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IT Que establecidos esos antecedentes, surge como conse- 
cuencia de ellos, la responsabilidad de la sociedad demandada, 
d« acuerdo con las disposiciones de los artículos 670 y 680 del 
Código Civil, nnií se relierená las obligaciones indivisibles comu 
la presentí-. Kl obligado á liac-r ó i prestar alguu servicio debe 
ejecutar el Ue> l)o en lid tiempo propio, y del modo en que fué 
la intención d la* partes que el hedui se ejecutan (artículosSil 
y 6¿5 del COdigo citado); y un habiendo pacto expreso que au- 
torize á una de las partes á disolver el . ontrato si h otra m 
cumpliese, de acuerdo con lo dispuesta en el artículo 120-4, los 
efectos de las obligaciones respflet* del acreedor están clara 
t terminantemente establecidas en las di-posiciones del artícu- 
lo 505 del mismo código 

i ti" Que habiéndose comprobado que el Jockey Club carecía 
de los fondos necesarios para la prosecución de las* ubras; qm- 
éstas fueron temporalmente suspendidas, mientras se proyecta- 
ba la obra de la Avenida de Mayo, y por último la imposibílida.i 
de hace.- ú un mismo tiempo los trabajos de piedra, marmolería, 
escultura, ete., hechos todos imputables ú la sociedad deman- 
dada, m impon- la aplicación de las disposiciones de la l.-y 
nuiienidas <m los artículos 50«, 510, 511, 512 y 022 del 
mism>> código. 

13° Que siendo responsable á la indemnización de daños y per- 
juicios del contrato de locación de servicios, el que por su culp.¡ 
motivo su inejecución, y no habiéndose probado por el Jockey 
Club los hechos en que funda la reconvención, forzoso es re<o- 
n»e*r que ha incurrido en las expresada* responsabilidades, y 
desde luego debe indemnizar al demandante de las sumas que 
justifique adeudársele por causa de la inejecución del contrato. 

1 4 y Que Ja indemnización comprende en este caso el cinco 
por ciento sobre el valor total de la obra, á la eipi ración del tér- 
mino de los tre* años, lijados por el arquitecto señor Tu raer, 
á contar del mes de Agosto de 1888. 
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15' Que no pudiendo el juzgado apreciar técnicamente la 
importancia de la obra p ira establecer el monto de la indeniui- 
Zíicion por ese eoncepto, forzoso es [proceder, en uso de la facul- 
tad que la ley le coa (i. -re en e»tos >ms os, ¡i .someterla n-solucion 
de este punto al dictamen di* peritos, que podrán designar las 
partea • y considerando que para cumplir fielmente so cometido, 
es necesario ajustarse á reglas ciertas y de equidad que consul- 
tan los internes de cada parte, siendo materialmente imposible 
exigir de] Jockey Club < l cumplimiento del eoutrato con el 
arquitecto si-ñor Tuiner, puesto q. |t . la ubra ha sido continuada 
p<>r otro, la estimación deberá hacerse «ubre la has-' de los 
pianos que %e hallan en poder del .s -ñur Turnio y que fueron 
aceptados p>.r *■! Jockey Club, pudiendo ademas aceptar las 
explicaciones que juzguen ('onvenientea, 

líi 4 Que respecto de la partida «le 25.000 pesos moneda na- 
cional t'u que es' una el dem lúdante id ral-.r del croquis levan- 
tado para la ounstrnc ion debí ¿tenida de Muyo, siendo un he~ 
cho recoiioeido por el Jockey Club que el señor Tarner prestó 
ese servicio, üu acción reposa en la prescripción del urtí>uioi(i27 
del t'.idigo rM vil , que establece : que el que hiciese algún traba- 
jo ■'■ prestase algún servicio á otr.i, puede demandar el precio, 
aunque ningun precio se hubiere ajustado, siempre que tal ser- 
vieio o trabajo luere <1- su profesión ó modo de vivir, enten- 
diéndose en aü cas.», que ajustaron el precio «le costumbre 
para ser determinado por arbitros. 

I T Que respecto de la partida de 10.000 pesos, valor del plano 
i nroyeclo número % al cual buho que hacer Jas modificaciones 

con las modificaciones resultantes de la 
'■ -i igualmente de aplicación lo dispuesta 
F, porque el uecho que dió lugar á las 
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18° Que no habiéndose justificado los extrema fie la recon- 
vención ni tampoco intentado, siquiera, qun se haya prescripto 
la acción deducida por el señor Turuer, estos puntos quedan 
fuera de disensión. 

Por estos fundamentos, de acuerdo rnn la I- y i \ título U, 
partida 3* y demás ooncordantes aducidos en la demanda, y 
alegato de foja 443, fallo: condenando á la sociedad Jockey 
Club ú pagar a don Miguel Tu roer, dentro de diez días de 
ejecutoriada esta resolución, tas sum ís redamadas, con suje- 
ción ,í [as bases establecidas en los considerandos 14 á 17 inclu- 
sive, i cuyo efecto la* partes deberán proponer peritos ; con los 
intereses á estilo de Banco, á contar desde la interpelación 
judicial, y con declaración de que las costas judiciales son Ú 
Oiígo del Joekey Club. Notiffqu. se con el original y repongan 
sé las foja?, 

Agustín Uníittatniin, 



rKwllo ú> I» Huprrm» Corté 

Uui'lios Aire.*, Nnvi.;n,bre .V Irifü». 

V vistos: Considerando: {'rimero : Que la partí* demandante 
maniliestu desd*- el escrito de demanda de foja cuarenta y una, 
que e¡ contrato para la edificación de la .-asa pu r ,i e | Jockey 
Club no4i- ha hecho eonstir en lo* términos |ír<\scriptos por el 
artículo mil ciento noventa y tres del Código Civil, lo que nece- 
sariamente excluye, segim el mismo artículo, la prueba de tes- 
tigos en la discusión judicial á que dieran Jugar las convencio- 
nes ó cláusulas que fueran esenciales -n dicho contrato, 

Segundo: Qu< halándose en el caso que acabada referirse 
el tiempo durante el cual el actor estuviera obligado á prestar 
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los servicius de su cargo parala construcción de la obra contra- 
tada, ante ladisconformida<Í que presentan sobre el particular 
los eseri' is «le demanda y de contestación, ha omitido producir 
una prueba pertinente, siéndole adversa la confesión requerida 
del presidente del Jockey Club, puesto que éste, al absolver la 
tercera de la* posiciones de fo¡a trescientas veintisiete, sólo roa- 
firma lo expuesto en el escrito de contestación de fuja ochenta y 
tres, de no haberse estipulado nada al respecto, lo cual, por otra 
parte, guarda conformidad c>>n presunciones emergentes del 
contrato de foja cincuenta y oclm y d-r la manifestación de foja 
cuiiT'-nta y dus sobre las constancias del cuntíalo que se deja- 
ron en el libro del Club, 

Tunero: C¿ue la falta de designación de término del contrato 
no daría lugar á la Milticion. que a [hj ti tu el demandante en su es- 
crito de foja quinientas ochenta y seis, cuando según él mismo, 
el término ile tres años debiera considerarse como aproximad.» 
y no cuino '¡jo, si lió la que determina para un raso análogo el 
artí ulo mil --id- uE<»s treinta y cineo del Código Ciril, lo 
q jt habría requerido, de acuerdo con el mismo articulo, la deci- 
sión judicial correspondiente. 

Cunrtíf. Que en el supuesto, sin embargo, de contar ti con- 
trato con la constancia legalmente requerida, no habría estado 
facultado el demandante para declararse investid.) del derecho 
de dejarlo sin efecto, y desobligado de continuar prestando sus 
servicios c >mo lo luzoen el documento d<¡ foja veintisiete, detrece 
de Abril de mil ochocientos mienta y uno, siendo eligidas para 
el efeelo las formalidades prescritas por el articulo quinientos 
nueve del Código Civil, por do hallarse en ninguno de los casos 

(Juitdo : Que ante la intimación notificada á la parte deman- 
dada, de \k> que se llama la protesta del documento citado en el 

k la sociedad del Jockey Club, en la car- 
ie fecha posterior á la de la protesta, cualesquiera 
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que sean los términos de esta carta, no ha hecho inás que ^in- 
venir r.n la desoí! ilición manifestada por el arquitecto, ma- 
nifestando en consecuencia la suya propia, es decir, viniendo á 
producirse, de. conformidad de partes, l¡i situación que de ese 
modo permite que se produzca el artículo mil doscientos del Có- 
digo Civil; de Juque se desprende que ninguno de lo* contra- 
tantes, qne voluntaria y mu Lilamente se desvinculan, pueda re- 
filmar del otro la ejecución de obligaciones deque recíproca- 
mente se han exonerado. 

Sexto : Que la de, vinculación de ambas partes respecto «leí 
contrato de que *e trata, por efectu del acuerdo recíproco de vo- 
luntades y i mencionado, debe entenderse que es á partir del mes 
de Agüenle mil ochocientos noventa V tino, por aérese el tiem- 
po A que Turtier se reli-re en su protesta, declarando quedar 
desde entonces desobligado para con el Jockey Club. 

Séfttitmt: Que en Lo que se relaciona con el cobro de trabajos 
extraordinarios en la obra del Jockey Club, fu- -ra de no haberse 
alegado que ellos fueran -le m\nlt¡ alguno ajumados ó conveni- 
dos entre el demandante y la parte demandada, es procedente 
la desobtigaeion que pretende la demanda, no tan aóln por la 
eirenu-tancia de no haber pretendido tal retribu. -huí extraordi- 
naria el prim-ro, -liando fué oportuno hacerla val-r, como fue* 
en la carta de foja sesenta y tres, A euyo respecto nada contesta 
el actor en su escrito de foja quinientas ochenta Seis, slnó 
porque teniéndolos trabajos que se reputan extraordinarios e| 
liu de ejecutar los contratos para ta edificación, deben to los ser 
comprendidos en la retribución del cinco por ciento establecido 
eomo general por toda con [religación del arquitecto, segnu pro- 
cede de lo dispuesto en el artículo mil ciento noventa y ocho. 
Código Civil. 

Octavo: Que en lu que se relaciona con la 'retribución por ia 
formación de planos proyectados para el edificio de la Avenida 
de Mayo, la parte demandada ha manifestado en el escrito de 
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n« M opon» á que gu valor 




eraeiom-s, y 

ta conlrademanda de Ja parte demandada, por no hallarse jus- 
tificado ninguno de <u> - 

reñirse- de nulidad adundo por la misma t ,art e, 
la sentencia recurrida del -1 efecto señalado en el artículo die2y 
seis de la ley de procedimientos, al resolver sobre todos I s 
puntos contenid .<s en la demanda de foja cuarenta; una: se de- 
clara que el Joi-key Club está obligado ¡t pagar al lugmicro 
arquitecto "ion Miguel Turiu-r la cantidad del t'iu- o por cien- 
to correspondiente al valor "le la obra que baya efec- 
tuado hasta el tri jnta y uno de Julio de mi 1 ochocientos no- 
venta y uno. m ta ronstruci'ion dH ediüViode la calle Florida, 
de propiedad de dicho í'lub, más la cantidad qu" importe el va- 
lor d- I croquis ó planos ejecutado* por el mismo ingeniero y 
por encargo de aquel, para el proyectado «rlilieio en la A venilla 
de Mayo, debiendo dichos valores, en ambos casos, ser enhila- 
dos por los perito^ que nombren las partes. Se declara también 
que déla >umu á que ascienden dichas cantidades se descon- 
tará la que tiene recibida el ingeniero Turner. y el saldn que re- 
sulte deln-rá serle abonado con sus intereses á estilo de banco, 
á contar desde la demanda y dentro de diez días de liquidada la 
•'lienta. Las costas de ambas instancias se pagirán en el órdni 
en que se han causado, quedando en estos término?, modificada 
(ti sentencia apelada de foja... Repuestos los sellos, devuélvan- 
se, notifii ín lose original, 

BENJAMIN 1*AÍ. — AOKL BAZAH. — 

ui i vvto ul'n<;k, h .o t,. to- 

HHEBT. — U. HAHT1NEZ. 
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Hona AtMauta (tltver de llenjalh contra don francisco Sainz 
sobre rendición de cumias y nulidad 

Mm&rio.— i» La sentencia que , n hi petición 5 obrt rendi- 
ción de cuentas de alquileres manda que el demandado pague 
los alquileres percibidos, no es disconforme con la demanda. 

2" El vendedor dt' una linca no tiene derecho para exigir al 
comprador de ella que té rinda cuenta de Loa alquileres que 
Cobró después de puesto en posesión y antes de consignar el pre- 
cio, si no prueba que para el percibo de éstos no medió otra 
causa que su -imple ■■oncesion 6 mera tolerancia. 



i' mu. — Resulta M fallo de la Suprema Curte v del 

t alla del Ju« Federal 

Dueños Aires, Oidiíiibreii de í¡©7. 

Y vistos: estos autos seguidos por d. -fia Adelaida Olivcr de 
Bergalli, contra don l'raucisro Saiuz, por cobro de pesos. Re- 
sulta ; 

I o Que a foja 7 don Nicolás Bergalli, en representación de su 
esposa, doña Adelaida OlÍTer de. Bergalli, se pn-senA expo- 
niendo: Que según lo acredita c^n la bijuela queacompaña se le 
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adjudicóásu especula linea calfe Belgrano número 1562 al 66, en 
la cantidad de 1 59.309 pesos de la antigua mou-da, finca que 
vendida en pública subasta j a adquirió, transfiriendo el bole to 
de compra al doctor José Gómez Rodríguez, quien á su vez lo 
transiirió a) .lema rulado, «1 que, sin derecho, bncobradolo* al- 
quileres desde el mes de Diciembre de 1888 hasta el 4 de Ju- 
lio de 1895, pues recien en esta fecha depositó el precio y se le 
escrituró el boleto transferido, en «uva virtud demanda á Sai uz 
por la devolución de los alquileres perribi dos durante ese tiem- 
po, con sus intereses, en la parte que le corresponde ¡í su e. 
sa, pidiendo al juagado lo condene á mi pago en oportunidad ^ 

2° Que corrido traslado, el demandado, después de deducir 
¡as excepciones dilatorias de falta de personería y defecto legal 
en el modo de proponer la demanda, que fueron reehaz idas por 
el auto de foja 1Ü, confirmado por la Suprema Corte, contesta 
la demanda oponiendo, ante todo, en nal i dad de pe ten loria, la 
excepción d- i ncoiiip-tencia d- juri-dierion, fundada en que e'ste 
fuicio no es sinó un incidente del juieio sucesorio, de carácter 
universal, pues qu.- la renta del inmueble fué ordenada y ge 
realizó por Órd.-n ilel juez de la testamentaría, en virtud de la 
ejecución qii.> el C'uusejo de Kd oración de la provincia de Üne- 
nos Aires siguió contra la a.-tnra, por lo que el conocimiento de 
esta causa corresponde i es<* juez, de acuerdo cotí .-1 inciso i" 

tribunales naeirmalea de 14 d.* S. ptiembre iW Í868. 

Qur dado ,-aso que ,1 juzgado s tí eonsid^ara competente, 

rfiiculo ninguna de derecho «un la autora, pues que él boleto 
1«> adquirió de Gómez Rodrigue* y éste de Beryalli s de donde 
r. üulta que sólo contra éste tendría arción, siendo a su respec- 
to una res- Ínter «has acta ; y que, por otra parte, es el Consejo 
üehMucacioiideiaFrovinriael que, en todo caso, si hubiera 
dcr. cho a cobrar esos alquileres, podría hacerlo, pues es *J 

T. LXHU 
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acreedor que ejecutó á la actoia ante el juez de ta sucesión y 
quediú motivo al remate de. la propiedad. 

Por todo lo cual pide al juzgado recliaze la demanda, con 
costas, declarando que la afutra Bergalli carece de acciou pura 
exigirle rendición decuentas. 

3 o Que abierta la causa á prnebíi se ha producido la que ex* 
presa el certilicado del actuario, de foja 2-22, y la que corre á Fo- 

Y considerando: 1" Que las razone* que se aducen para fun- 
dar la incompetencia del juzgado sm á todas luces insubsisten- 
tes, dado que la acción instaurada, de devolución Él al^ iileres 
indebidamente percibidos, es tina ai-cion personal, extraña 
Completamente ai juicio universal testamentario y de naturaleza 
distinta á la enumerada "ti el artículo 3284 del Código Civil, 
que ha debido >er deducida ante el jncz del domicilio del de- 
mandado. 

Kn i fecto, esta demanda no está comprendida en el primer 
inciso de ese artículo, por cuanto no es türijida contra un here- 
dero y consta, además, de los documentos de l'oja 1 y siguien- 
tes, que la partición se halla definitivamente terminada ; n« lo 
está en el secundo, por idénticas razones y por no tratarse de 
una acción de garantía ; tampoco en el tercero, porque no se 
persigue la ejecución de disposición testamentaria alguna; y, 
finalmente, no está comprendida en el cuarto, pue< que m> <e 
dni. anda ii la sucesión por un acreedor del causante y es poste- 
rior a la división «V la he . uci u . 

2" Que l is alquileres percibidos desde el ano 1888 hasta el 
año i 895, según lo confiesa Sainz en la absolución de posición- s 
de Toja 88, lo han sido en virtud de las eirn.es de que instru- 
yen Ins ie^timonio< de fojas 09, 70 y 71, las mismas de fojas 
123, 424 y 125, dei boleto de compra-venta que sólo importan 
el traspalo del derecho que acuerda el articulo 1185 del Código 
Civil, y de ninguna manera la adquisición del dominio sobre la 
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«asa, m tod-.s fósteréchíta ¡nherent .. s al mismo, que sólo se 
olitienc buceos como el presente, con la tradición, ante, ríe 
la cual el comprador no adqni-ro ningún brecho real (artícu- 
lo 577 y 2601 del mi™ Código). Ahora fita, constad foja, ,02 
| anuientes que recien con techa l de Julio de 1895 el de- 
mandado adquirió el dominio y poción de (a casa cuv.,* alqui- 
im-s se demandan, por la compraventa colebrada directamente 
entre él y el señor juez de 1' infancia, que obraha en nombre 
de la autora, en virtud yá consecuencia de laj» cesiones del bo- 
leto de compra-venta dé fojas Gííy 70, fe** es* fecha, pues, 
entro el demandado en t i goce y posesión de los derechos de 
propietario, habiendo percibido, por Id tanto, sti. derecho, fea 
al (| ujieres reclamados. 

8" Que el argumento déla defensa, de que no es la actora 
qttieo tendrá en todo caso derecho á reclamar e»os alquileres 
sino el Cousejode Educación de la Provincia, p. r haber sido su 
acreedor ejecutante, carece de valor y aportuuidad legales, pm s 
que acreditado por la demandante, con la hijuela de foja j, ser 
copropietaria de la casa, su derecho a percibir los alquileres] du- 
rante su dominio, es innegable, en tanto no hayan sido embar- 
gados por el acreedor para satisfacer su crédito. 

4' QueesUbdo probado, por la oonfesien quintadel interro- 
gatorio de luja 88 y ej informe de foja 81 vuelta, que los re- 
cibos de los alquileres han sido dados á nombre de Sai.tz her- 
manos y que éstos pagaban la Contribución Directa, procedía, 
por estas circunstancias, la exhibición en esa parte.de los libros 
de la casa de eomerejo Saiiu Hermanos, de que forma parte el 
demandado, á Jin de acreditar el monto de los alquileres perci- 
bid», por lo que es arreglado á derecho, haciendo efeettv,. ,.| 



apercibimiento de darla por absi 
sus partes, la quinta posición. 



u todas 



las concordantes de loé escritos 
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Que debo condenar, como en efecto condeno á don Francisfco 
Saini á devolver á doña Adelaida Uliver de Bergalli, en el tér- 
mino dediez días, en la parte que i ella le eor responde, los al- 
quileres de la <-;isa cuite He Igra no nú mero 1502 al 66. percibidos 
desde el me- de Diciembre de 1888 hasta el 4de Julio 1895, con 
los respectivos íntere»ca á •-st-ilo de Banco, e.»n deduccin de lo 
pagado por concepto de impuestos, siu especia! condenación en 
costas, por no h:iber mérito para elh». 

Hágase saber original y, repuestos los se'lnn, archívese e\ ex- 
pediente si ¡jo fuere afielada esta sentencia. 

Así lo resuelvo y ruando, en Buenos Aires, capital de la liepú- 
blica Argentina, fecha at suf»m. 

(Hmt/tea */ \ harta . 



I mII« «Ir lnttti|iremn forte 

llueiios Aires. Noviembre "le Í8!W, 

\ vi- tos; ronsiderando: jViWru.-Que el recnr-ode nulidad 
deducido á toja áos«ierttaé cincuenta y una contra la senten- 
cia ue fnjii doscientas cuarenta y tres no se halla sulicientenien- 
te fundado en la coiiMuVraciun que Ua>c valer "l recurrente en 
el escrito de foja doscientas sesenta y dos, d- prescindir-e en 
ella de la cuestión planteada por la demanda y la contestación 
sobre rendición de cuentas de alquileres que es el objelo prin- 
cipal de la primera, como veá foj.i oelio t por cuanto el pago 
de alquileres á que se condena al demandado requiere : la li- 
quidación de los mismos en el juicio de ejecución correspondien- 
te, teniendo esto luyar de rendición de cuentas. 

Seijumh: Que la acción de rendieion de cuentas, ya que 
esta es la que informa la demanda de foja siete, no se basa, si- 
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gnu ti» ilifJiit el demandante, en otro hecho que en el de haber 
cobrado Us alquileres el demandado sin ser autorizado parí 
ello, á loque no se opuso la actora, como no se opuso a que 
aquel pagara la eniitriluicion dir« uta, por la responsabilidad 'leí 
robrador, y por ia dificultad de dividiré! ¡ilqniler mensual con 
el otro condomino «mi la tinca. 

Tt'ra-i-o: l¡ue en los refeei&W términos ambiguos su h> ¡guien- 
tm ú la declaración, de que la linca que produjo los alquilares 
fué comprada por eli'sjMíSM de h actoia, transfiriendo éste el 
boleto de compra :i (i.mu'Z líodngnez, quien se entendió luego 
con el demandado (toja siete), resulta confesado el consenti- 
miento de la actiua para que |og alquileres fuesen eobrados por 
1111 tereen». excluyendo la posibilidad de un apoderannento d- 
la lima por medios violentos ó por otros que signihVaran un 
usufruetc abuBivo nel demandado, tomo dice la actora en su es- 
crito de foja doscientos- veinte y siete, que es la relaci ju- 
rídica que existe entre ella y el mismo demandado (foja doscien- 
taa setenta y siete vuelia). 

Cuarto: Que la eonteslaciou del demandado (foja cincuenta 
y tres) de haber tomado el primitivo comprador, Bergalli, la 
pose^on de la linca, transmitiendo esa posesión á Gómez Ro- 
drigue*, como ¿ste la tra*mitn> al demandado Sainz, puso a la 
actora en la obligación de probar mi aterrion de no haber me- 
diado ntra causa para el percibo de alquil-res que su simple, 
concesión ó mera tolerancia, ante cuya prueba únicamente po- 
dría declararse la obligación reclamada, ya procediere de uu 
mandato tácito ya hubiese mediado una gestión de negocios, 
que para el tercero demandado tendría una importancia igual. 

Quinto; Que Icios de producirse tal prueba, la producida evi- 
dencia que tu actora ó su mundo, como comprador de la finca, 
no pudieron menos de consentir, no en el eobrode loa alquile- 
rea simplemente, sino en la posesión de Gómez Rodríguez y éste 
en \a de S linz. tanto para conseguir respectivamente la « auti- 
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dad que acredita el boleto de foja 70, romo pura obtener el an- 
ticipo que se Comprueba por el de foja setenta v dos, j en fin 
para asegurar á los sucesivos udquireotes del ca..o de imposibi- 
lidad de la transió., del título correspondió á la prupied u\ 
que no estaba en aptitud de efectuar d <t> d, ab-üutio la suce-on 
de Vaqnird, ni fuerza de la traba que hace eonocer Ja nota de 
foja ciento una puestual pie del testimonio de toja cien. 

Sexto: í¿ m en efecto, la misma uctora, absolviendo Ja primea 
posición de las u> foja doscientas treinta y nueve, ha confesado 
que su esposo cobró los alquileres de la linea rematada por ór- 
den judicial, hasta que ésta >e remató (ínja ó lentas cuarenta) 
no teniendo otra explicación este límil. que la de haber transfe- 
rido sus dembos de comprador puco después de dirha venía 
romo se ve por el testimonio de foja ciento veinticinco, estando' 
esta circunstancia corroborada por la declaración de la hiquiliua 
FiiomenaRocco, que corre') foja eieutn treinta vuelta j siguien- 
tes, la cual expresa, sin contradicción de ninguna Je las partes 
qne primero pago los alquileres á Bergalli, m seguida a Gómez 
Rodríguez A quiso tuvo por nuevo propietario por manifestación 
deBergatli.ycon quien celebró contrato deamendo :jl ünalnien- 
te, a Sama dundo se le presentó como propietario del modo 
que reJucioua á foja dentó treinta y dos j su vuelta. 

ScfUimo: Que la síntesis de los hechos probados induce la 
existencia di' varias convenciones para la enajenación de la 
finca de que se trata, que no podrían llevarse á cabo mientras 
subsistiese la traba de que se ha hecho mérito, y vino a desapa- 
recer en Febrero de mil ochocientos noventa y nuco, según 
ronstaá foja ciento una vuelta, haciéndose inmediatamente la 
escrituración segnn Ja nota tina! de la misma foja. 

Octavo: Que sin que por lo tanto las partes se hallen obli- 
gas por un contrato de enajenación que ha tenido diversas 
trasmisiones, con la aquiescencia de que loa sucesores fueran 
entrando en ta posesión del inmueble enajenado, no podiendo 
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de otro modo explicarse que U actora omitiese durante el largo 
lapso por til cual reclama rendición de encalas, pedir que el 
adquireute do la propiedad oblase el importe de la finca en 
el Banco -le Buenos Airea y que recibiese lo» dos mil pesos del 
recibo de foja setenta y dos á cuenta del pre-io de la lim a 
y „o de los alquileres, por cuy" percibo le reservaba pedir 
cuentas con la circunstaucia descreste recibo siete años pos- 
tnior a la enajenación y un año anterior á la escrituración, á 
lo que se agrega que no existe vinculación alguna jurídica 
directa entre ta actora y el demandado qu< someta á éste á la 
obligación de rendir cuentas -le alquileres, que resulta que ha 
percibido con igual título con que los percibiera su mimante 
Gómez Rodríguez, cuyos rontralos de enajenación citados en 
los términos en que han sido celebrados obligan á los que 
en ellos hi n intervenido como les obliga la ley misma, así como 
á todas la» consecu cías que en ello» han sido virtualinente 
comprendidas, según los artículos riento diecinueve, rail ciento 
noventa y siete y mil ciento noventa y ocho del Código Civil. 

Piovew: Que, finalmente, la señora Bergalli no ha podidodar 
poder á su esposo para demandar el pago de los alquileres que. 
dt vengados durante el matrimonio, debieran ser de este, y entre 
las acciones relativas a cargo y bajo la autoridad del marido. 

Por esta» consideraciones y no haciéndose lugar al recurso de 
nulidad deducido á foja doscientas cincuenta y una, se revoca 
Iu sentencia apelada de foja doscientas cuarenta y tres absol- 
viéndose á don Francisco Saioz de la demanda que contra #1 se 
contiene en el escrito de foja siete, sin especial condenación en 
costa». Notifiques* original y, repuesto» los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUW- 
CE. — B. MARTINEZ. — JUAN 

e. torhewt (en disidencia). — 
ABEL basan (en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Buenos Aires, Noviembre ¿5 de 189ÍJ. 

Vistos i tas recursos de nulidad y de apelación deducidos con- 
tra la sentencia <fo foja doscientas ceiurentay tres, 

Considerando, en cnanto al primer recurso : g De |„ nulida(J 
que se alega contra la sentencia, cousist, en que el juez no ha 
resuelto la acción deducida en juicio, la que se diceqne ha sido 
por rendición de cuentas de alquileres, mientras que la sen- 
tencia condena al demandado ú sn pago, y lo hace, según se 
agrega, sin aducir fundamentos de derecho que justifiquen tal 
resolución. 

Que respecto ¡i lo primero, es de observar, que en U deman- 
da de foja siete ,1 actor no sólo ha pedid.» que el demandad-, 
feamz nuda cuenta de los alquileres que haya percibido de la 
casa á que se refiere, sinó que sea condenado tnmbieu ;í su pago 
con los respectivos intereses desde la fecha de la demanda. 

Que habiéndose pronunciado la sentencia sobre este punto 
no es exacto que ella haya sido diotada sobre una acción que no 
*eha deducidoen el juicio; „ siendo, por lo mismo, nula dicha 
sentencia^ aunque es Ferdad que no hay en ella un pronun- 
ciamiento esplicito sobre el punto relativo ¿ | a obligación de 
rendir cuentas, que ha sido también materia de ta litiscon- 
testacion, no es menos cierto que la resolución mandando pagar 
los alquileres, implica la obligación de rendirlas cuentas co- 
rrespondientes ; por lo que no hay razón para declarar nula la 
sentencia recurrida, como quiera que por no haberse expresado 
Caramente que el demandado rinda previamente dichas caen- 
tas, constituya esta omisión un agravio reparable por medio de 
la apelación, si la Suprema Corte, al conocer de este recurso, 
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entendiese que e! demandad» <lebe pagar las alquileres que se 
le cobran. 

Que, por Jo demás, no es exacto que la sentencia carejca do 
fundamentos de derecho, como lo demuestran tas consideracio- 
nes de este orden de que el juez a t f uo ha hecho mérito en ella. 
Por estos fundamentas : no ha lamaral recurso de nulidad, 
Y considerando en cuanto al recurso de apelación : que para la 
validez de la enajenación de un inmueble á titulo de renta, esne- 

por escritura pública ó en subas- 
ciento ochenta y cuatro, Código Civil). 
Que ú pesar de esto v para que se tenga por trasmitida la 

formas se siga la tradición del iomueb'e y el pago del precio, 
toda vea que 1.0 se huya dado término para el pago de éste. 

Que asílu convencen Insolaros términos del 
mil novecientos veintitrés del Código Civil, cuando es 
que c el vendedor de cosas inmuebles, que no ha dado término 
parad pago, puede reivindicarlas, del comprador ó de terceros 
poseedores », lo que demuestra á la evidencia, que no basta la 
simple celebración del contrato de venta, ni que el comprador 
haya tomado y tenga la posesión del inmueble, para que seeon- 
sidere qui- ha adquirido la propiedad de éste, y que el vendedor 
ha dejado de ser duoñ.i del mismo, si. por otra parte, todavía no 
ha recibido el precio ni ha dado término para su pago, porque 
si asi no fuese, claro es que no tendría la acción rei vindicatoria 
que le concede el artículo citado, y que la ley sólo acuerda al 
dueño de la rosa que puede reivindicarse. 

Que haciendo aplicación de estos principios al caso sub~jitéi- 
ce, y teniendo presente además el no menos inconcuso princi- 
pio de derecho de que las cosas producen para su dueño, no pne- 
dí> menos que llegarse á ia lógica conclusión de qne es justa la 
riera inda deducida á foja siete de estos autos contra dan Fran- 
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cisco Sainz, desdo que los alquileres, cuya cuenta con pago se 
b« pedido riada éste, correspondan a 1 1 demandante, como pro- 
ductos del inmueble de su propiedad, rendido en remate públi- 
co, in haberse estipulado término para el pago de su precio, 
y del cual inmueble tomó posesión Sainz, como cesionario de los 
derechos del comprador en remate, sin pagar el precio hasta 
que entregó una parte de él, Toja setenta y dos, y e! resto lo 
depositó en un Banco, ¡i disposición del juez que ordenó el re- 
mate, foja setenta y tres. 

Que la justiciado lu anterior conclusión no se altera ni menos- 
caba, porque se alegue que Bergalli.que fué el comprador del 
inmueble en el remate y ceden te de los derechos que había ad- 
quirido por la compra, hizo tradición de aquél a) cesionario, 
desde que ya se ha visto que no basta, para adquirir la propiedad 
de uu inmueble ni el soto contrato de venta, ni la posesión que 
tome de aquél el comprador, cuando no ha pagado el precio ni 
se le ha dado término para que lo 

el demandado 
para hacer suyos los frutos del inmueble, 
ó sea lo> alquileres, cuya cuenta y pago se le demandan, porque 

ncia 



otro, como lo ensena el codificador argentino en su nota al artícu- 
lo 12433 del Código Civil, mal puede alegar Sainz esa ignorancia 
respecto á los derechos de propiedad de la demandante ene! in- 
mueble de que se trata, en presencia del artículo tres mil nove- 
cientos veintitrés del código ya citado, cuando le constaba que 
ni había pagado el precio, ni se le dió término para pagarlo y 
debía saber que la ignorancia de la lev ó nadie aprovecha. 

Que aunque es verdad que Bergalli, después de trasmitir el 
boleto del remate al doctor Gómez Rodríguez, permitió qneéste 
se apoderara de la casa rematada y que después hiciera lo mis- 
mo Sainz, consintiendo en que uno y otro cobraran los alqui- 
leres de ella hasta que se ha deducido la demanda de foja siete, 
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no es menos cierto también que diclia circunstancia do tiene la 
virtud de hacer dueño de eso* alquileres á ninguno de estos 
señores, desde que Ja calidad de poseedores que se les atribu- 
ye por efi-cto del consentimiento tácito de Bergallí en permitir- 
les que entrasen á comprar la finca, no los constituye propie- 
tarios de Iti misma, no habiendo pagado su precio ni dádoseles 
plazo para que lo hagan, según se desprende del articulo tres 
í veintitrés ya citado del Código, al acordar al 
acción reivindicatoría en dichos casos contra el com- 
prador y contra el tercer poseedor, como lo es Sainz, el cual 
le, por lo mismo, invocar su calidad de tal poseedor y de 
rio de los derechos al boleto de remate, para hacer suyos 
Jileres de que se trata, como no puede invocar tampoco 
para el mismo efecto la renuncia que haya hecho de ellos la 

ip renuncia que no consta, en parte al- 






igue tampoco turne Sainz derecho alguno á dicho* alquileres, 
derivado, como lo pretende, del hecho deque Bergalli no lia po- 
dido escriturar el inmueble vendido antes de que se levantase el 
gravámen de una fianza que pesaba sobre la casa, porque en el 
caso ni t>ra necesaria esa escritura para la perfección del contra- 
to, ni so omisión, por más imputable que pudiese ser ú Bergalli, 
tiene la importancia de una consignación del precio hecho por 
Sainz, que produzca los efectos del pago y que sería lo que lo ha- 
bilitaría para considerarlo dueño de la casa y de sus alquileres. 

Que la rendición de cuentas que Bergalli ha demandado a 
Sainz, :l foja siete de estos autos procede de la administración que 
éste ha tenido a su cargo de la casa vendida en remate, que 
todavía no era de su propiedad, desempeñando sin mandato la 
gestión de un negocio que se refería al patrimonio de la señora 
de Bergalli, sin que importe para la procedencia de la demanda, 
que el caso no sea en rigor de derecho, el de ana gestión de ne- 
gocios, atento b dispuesto por el artículo dos mil i 
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ochenta y nueve del Código Civil, desde que no habiendo he- 
cho Saini suyos los alquileres d.> la casa, debe restituir á un 
dueña los que haya percibido, no podiendo para ello escusnr 
la cuenta que Be le pide. 

Que con tal motivo, la sentencia apelada ha debido condenar 
¡í don Francisco Sainz á rendir las cuentas de alquileres qne 
se le han pedido, en un término que al efecto se le debía seña- 
lar, y declararlo obligado á pagar el ^;tido que_Ji^ftimaraeiitif 
resulte á favor de la señora de Bergalli. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentemia a pe- 
lad ü, se confirma ésta, con costas, debiendo la parte demandada 
¡ibonar al actor, con sujeción á las condenaciones pronunciadas, 
el saldo que resulte á su favor de las cuentas cuya rendición su 
solicitó en la demanda. Repuestas los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — JUAN E. TORREN!. 
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Don Francisco Ihw/uet contra ta empresa del Ferrocarril tiran 
Oeste Argentino^ por danos y perjuicios; sobre recusación 

Sumario, — Estando el juzgado á * argo de otro jueí, no re- 
cusado, corresponde devolver á éste los autos. 



Ilfc JUNTICU WACUHNAl. 



r«ilo 4ei Jh» Federal 

San Luis, Knern 2ii ilc 1893 

Vistos y considerando: 1° Que por ta sentencia de est»? juz- 
gado, ¡V hu 4 de Agento de 1 K1X i ( f nju 24 Vuelta del expediente 
principal), que la Suprema Corte confirmó en l;i sin a de 17 de 
Marzo de 1892 (foja 81 vuelta), se ordenó el pago del valor re- 
clamtido y, además, la indeuinizai.ian de los daños y perjuicios 
cuya existencia se justificare, l)e consiguiente, hay cosa juzga- 
da acerca del derecho que agiste a] actor para gestionar esta re- 
clamación, siendo asi do su resorte acreditar la existencia y el 
importe de los mencionados perjuicios ó menoscabos. 

4' Que la Suprema Corte, en un caso análogo, estableciendo 
como principio que * para estimar el quantum de los danos y 
perjuicios, debe abrirse la causa á prueba, y i. ■ ordenará» el 
nombramiento de peritos* (sene 3*, tomo 10, página 292), con- 
signó en la sentencia respectiva : < Hallándose dispuesto por la 
sentencia de foja 110, confirmada por ta de esta Supre- 
ma Curte, de foja 58, únicamente que el demandado en 
defecto de entrega de la cosa vendida debe reembolsar al 

juicios resultantes de la inejecución del contrato, y no como 
se expresa en el auto recurrido de foja 201 , el valor de esos da- 
ños y perjuicios y el de los intereses de la suma pagada acumu- 
lativamente ; se revoca et auto referido en cuanto así lo dispone 
y se declara que esta causa debe ser abierta á prueba sobre el 
quantum de los daños y perjuicios redamados y mencionados 
en las sentencias ya citadas, y estimarse judicialmente, en su 
mérit^ el valor de las indemnizaciones que deben abonarse al 
demandante. » 
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3* Quede lo expuesto en los considerandos precedentes, re- 
sulta evidenciado que al diñarse el auto de prueba de fecha 10 
del corriente no ha habido el prejuzgamienU o la opinión anti- 
cipada que el recurrente imputa al juez, y por cuja causal lo 
recusa, desde que, según queda sentado, ••.staba ya declarado con 
mucha ¡interioridad el derecho del d-mundante para indemni- 
zarse. ■* 

Por lo tanto, ni lia lugar, con costas, á la recusación promovi- 
da (artículo Ü7, ley de procedimientos) y siga la causa según su 
estado. Hágase saber y repóngasela foja. 

/'. fC. Mxguez. 



rali» •> la Suprema 4 orle 

Buenos Aires, NoTierobre 2a de 1899. 

Autos y vistos: Estando el juzgado actualmente á cargo del 
doctor Luco, y no habiéndose deducido la recusación contra él, 
devuélvanse, reponiéndose el papel. 

BENJAMIN PAZ, - ABEL BAZAH. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
t. TonilENT. — II. MARTINEZ. 
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El flanco II t potrearía \<tr tamil muirá doña Mercedes Faceto di 
Tamban, par posesión de un inmueble; sobre apelación tiene- 



Sumario. - No <■* apelable la providencia do traslada. 



Caso. — Lo explica el 



INFORME DEL JUEZ FfcDEtUL 

Sendoaa, Noviembre i í da 1899. 

Suprema Corte: 

Efaciiando el informe que sh sirve pedir debo manifestar a 
V. K. lo siguiente : 

El auto recurrido no ha sido dictado por mí, sinú por el señor 
Juez ad-hoc don José Palma. En las causas de su referencia, 
poco tiempo después de haberme hecho cargo del Juzgado, fné 
recusado por una de las partea, fundada en que era deudor del 
Banco Hipotecario Nacional. Como el hecho es cierto, hice lu- 

José Palma. 

Posteriormente, me apercibí que haj una sentencia de V. E. 
que declara que ser el juez deudor del Bauco Nacional en Li- 
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quidacion, no es causal de recusación y desde entonce* no hice 
lugar a las recusaciones que se dedujeran por esa causal, ni en 
las clisas en que el Banco Nacional en Liquidación es parte, 
ni en aquellas en que interviene el Bauec Hipotecario Nacional 
por igualdad de razone*. 

Recientemente, el doctor Palma, sabiendo ésto y haciéndolo 
constar en un autu, lia mandado que tanto el expediente nú- 
mero 5163 cení , el 5186 vuelvun =i mi eonoci miento, habiendo 
ordenado se ponga el hecho en conocimiento de las partes. 

Es este el motivo porqué evacuó y u el informe pedido por V, 
E., de actuaciones que no me pertenecen. 

Como el recurrente no expre¡>a con claridad en qué expediente 
se encuentra la providencia de que se queja, me veré en la ne- 
cesidad de referirme á los dos expedientes antes mencionados, 
porque en ambo.* hay resol iiciunes que ^e relacionan con el 
mismo objeto. 

Kn el juicio número 5163, caratulado t Banco Hipotecario Na- 
cional con Mercedes Gk de Tamburi, sobre po&sion», se decretó 
la posesión á favor del Banco de un inmueble hipotecado por la 
d. mandada, por no haber habido postores en el remate á que se 
sacó la linca. 

(!on tal motivnet señor Arfstides Sp*mt. diciéndose represes- 
tanto de los sucesores de doña Maria Isabel Móntennos, se pre- 
dentó deduciendo tercería de dominio (expediente número 5(86), 
y pidió la suspensión de la diligencia de pose : ou mandada dar 
en «1 juicio número 5163 antes citado. 

El señor Juez decretó lo siguiente: * Mendoza, abril 22 de 
i 899. Proveyendo al escrito de foja 9: A lo principal, por cons- 
tituido el domicilio y traslado por nueve día*. Al primer otrosí, 
étimo se pide, dejándose copia en aut s; al segundo otrosí, sus- 
péndase la diligencia, bajo la responsabilidad del solicitante; 
al tercer otrosí, como se pide, dejándose copia. —José Palma.* 

Deducidos por el Banco los recursos de reposición y en sub- 
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sidio apelación, y tramitados en forma, se dictó la siguiente 
resolución : 

Mendoza, Octubre 10 de 1899. 

Autos y vistos, y considerando: i° Que en ei caso presente se 
trata de un recurso de reposición y apelación subsidiaria, fun- 
dado eu que, aunque ei demandantes haya presentado dando 
¡i su acción el nombre de tercería, ésta no es ni puede ser tal. 
Que nu hay, por cousiguientu, razón para someter al Banco á 
la tramitación lenta y dispendiosa de un juicio de esa natura- 
leza y que la base esencial de toda tercería es la existencia do 
un juicio en que un extraño Tiene á terciaren una disputa; 
que el Banco Hipotecaria Nacional, que ea el recurrente, uo si- 
gue juicio alguno con doña Mercedes Faccio de Tamburi, por 
que sólo ejeruitu, al pedir la posesión del inmueble hipotecado, 
un derecho que le acuerda su ley org ¡nica, y el contrato ; que 
la providencia de traslado de la demanda de tercería de que se 
pide revocatoria es perjudicial al Banco, 

2' 1 Que para decidir si es procedente ú no el traslado, es ne- 
cesario resolver primero si existe un juicio pendiente entre el 
Banco y su deudor, la señora Mercedes G. de Tamburi, en el 
cual pueda terciar la parte que representa el señor Spont. 

3 o Que la palabra juicio, según su acepción general, corriente 
y jurídica, y nos enseña Escriche, es toda controversia y deci- 
sión legítima de una causa ante y por el juez competente, ó la 
deducción, ante el juez, de una acción ó derecho que se tiene. 

4 a Que seguu consta de estos mismos autos y del expediente 
número 5163 caratulado «Banco Hipotecario Nacional con Mer- 
cedes ti. de Tamburi, sobre posesión » f el recurrente se ha pre- 
sentado ante juez competente deduciendo una acción sobre e) 
derecho que alega tener para tomar la posesión del inmueble 
hipotecado, á que el juigado ha dado el trámite de ley con noti- 
cia del deudor, de donde se deduce que existe en realidad un jai - 
f t uaxij si 
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cío ó controversia sobre el ierecho á tomar la posesión y por 
consiguiente existe la base para una tercería, que niega el re- 
currente. 

5 o Que el artículo 649 fiel Código ríe Procedimientos de la 
Provincia, que las partes invocan en su apoyo, no habiendo le- 
gislado sobre esta clase de tercerías, la ley de 14 de Setiembre 
de 4863 y la jurisprudencia han establecido que los que sin ser 
parte en un juicio pendiente tuviesen, sin embargo, en él un in- 
terés legitimo, podrán intervenir en el procedimiento, aun sin 
ser citados, en cualquier estado en que se encuentre. 

6 o Que según este principio general de derecho el señor 
Spont ha podido indudablemente presentarse en el juicio sobre 
posesión promovido por el Banco, desde que sostiene tener un 
interés legítimo y el dominio de la propiedad hipotecada, cuyos 
títulos no es la oportunidad de tomar en 
de la toma de posesión: 

del tercerista, es i 

esa posesión, dados tos términos 
lo 15 de su ley orgánica, que lo autoriza. 
8 o Que la toma de posesión por el Banco en nuda perjudica 
Jos derechos de dnmhiio que pueda tener el tercerista, desde 
que habiendo perdido el derecho á la propiedad y posesión del 
inmueble el director del Banco, por ministerio y disposición de 
la misma ley orgánica eitada, alguien debe tomarla y esta ley 
se la concede al Banco, independientemente del título al domi- 
nio que el tercerista invoca y cuyo reconocimiento era el objeto 
de la sentencia definitiva en el juicio de tercería. Entonces se- 
rá la oportunidad de adquirir la posesión de quien la tuviese si 
aquella le fuere favorable, pero mientras tanto, le pertenece al 
Banco, según la ley recordada. 

9" Que no causand t gravamen irreparable la providencia de 
traslado contenida en el auto recurrido (art. 206, ley de 1863) 
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y lo tiene así resuelto la Suprema Corte en sus faltos (t. 62, 
piig. 162) no es por consiguiente apelable. 

Por estos fumín mentos, fallo no hiriendo lugar ¡i la reposi- 
ción solicita,!» en cuanto se refiere al traslade de la demanda de 
tercería, y se revoca en la parte que dispone la suspensión de la 
toma de posesión por el Banco, sin costas, por üo encoDtrar mé- 
rito para imponerlas. N-tifíquese original y repónganse los se- 
lles. — José Patota. 

Apelado este auto por la parte de Spont, se proveyó losiguien- 
te : 

Mendoza, fJciulTf ¿1 de. lW\i. 
Habiéndose resuelto, por la sentencia que se apela, dos eufs- 
tiones distintas, cuales .son, La conlirmacion de la providencia 
de traslado recurrida por la parte del Banco Hipotecario y la 
revocatoria de la providencia sobre tomad.- posesión; y habién- 
dose solicitado por el recurrente la primera de t -stas providen- 
cias al deducir la tercería, no se hace lugar al recurso interpues- 
to en la parte a que se reliere la sentencia (Fallos de la Suprema 
Corte, tomo 59 ( página i 17) y se concede en relación y en un 
solo efecto el recurso interpuesto en lo que se refiere á la posp- 
on (nrt. 225, ley de 1863). Saqúese compulsa y elévese a la 
Suprema Corte á coBta del apelante, con noticia de Jas partes. 
Repóngase el sello. — ./, Wf ; hihna. 

Entiendo que el recurso de hecho se reliere A la resolución de 
10 de Octubre del corriente año, antes transcrita. 

Ksa resolución fué uotilicada al Iíanco el 13 de Octubre, á 
Tambnri el misino día y á Spont el 18 del mismo mes. 

Ks enante puedo informar. 

Se expide éste informe cu papel común á fin de no demorarlo, 
por no haber concurrido el interesado a dar el papel sellado co- 

Isaac Godoy, 
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talle de •« Suprema Corte 

Uiif uos Aires NovU'mbrf 28 úe 18»9. 

Vistos en el acuerdo: Por lo que resulta del precedente in- 
forme y 110 trayendo gravamen la providencia de traslado de 
que se recurre, por cuanto no impide la posesión solicitada por 
el recurrente y ordenada por t*l juzgado, se declara bien denega- 
do el recurso. Remítanse estas actuaciones al juez de la causa 
para su agregación á los nutns principales, reuniéndose el pa- 
pel. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZAN, 
— -OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORUSNT. — II. MARTINEZ. 



t'AUKA CDL^llf 



Don Osvaldo Yeiez contra don Miguel Yó y otros sobre desalojo 

Sumario, — Probado el condominio del ador sobre el campo 
arrendado a los demandados, y aceptada por éstos la convención 
de continuar ocupándole hasta realizar la primera cosecha, 6 
vencer el término de cuatro meses, sin que exista prueba alguna 
de haber mediad" dolo en dicha convención, corresponde, una 
vez vencido el plazo, ordenar el desalojo de los mismos. 
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Caso.— Lo explica el 



tallo del Jiirr. Federal 



Córdoba, l-ebrero 13 Je 1897. 



Y vistos : La demanda promovida por .■[ señor Osvaldo Velez 
contra los señores Miguel Yó, Francisco Ramelo, Pedro Te- 
rrero, Domingo Sagnutti y Jorge Porotti, por desalojo de un 
terreno que ocupan en la peda nía Colonia, departamento llarcos 
Juárez, que dice el demandante ser de su propiedad; visto lo 
manifestado por el representante de los demandados manifes- 
tando que éstos son locatarios del señor JoséM. Videla, poseedor 
del campo en cuestión; vista la prueba producida, corriente a 
foja 68 y siguientes de estos autos y los alegatos de las partes 
de fojas... 

Y considerando : 1 Que está fuera do disensión que el terre- 
no que ocupan los colonos antes nombrados fné motivo de un 
juicio contradictorio con ocasión de una mensura practicada por 
ios demandantes, en curo juicio, seguido contra el señor Videln, 
causante de los colonos, obtuvo el primero la aprobación déla 



del juicio, á este juzgado sólo le incumbe interpretar la sen- 
tencia traída á los autos para aplicar sus efectos jurídicos S los 
derechos controvertidos. 



considerandos se dice oteo claro : 

* Que planteada la cuestión en los términos enqtrc 
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la que correapode al lítalo en vista del cual se ha practicado, 6 
es ésta laquecorresponde. al título presentado por el señor Videla. 

€ Que si la mensura no es más que la descripción geométrica en 
el terreno délas enunciaciones contenidas en el título, veamos si 
las enunciaciones del título presentado por el oponente i to men- 
sura corresponden á lo determinada en el plano de fu|« 104. * 

De esto se desprende que la dicha sentencia no modificaba 
los hechos existentes, ni influía sobre la posesión del terreno. 
Esto queda además corroborado con la circunstancia que de autos 
resulta comprobada, que el juez no dio, 6 mejor dicho, negó la 
entrega de la posesión al señor Velez, liste punto se declara 
probado con La contestación evasiva y reticente del señor Ve- 
jez al contestar (asegunda pregunta del interrogatorio de fuju... 
y ello en virtud del pedido de partes y de acuerdo con el artícu- 
lo 115. ít E. 

Se corrobora además con el hecho también probad., de haber 
tenido de mucho atrás hasta la fecha, la posesión efectiva 
de esos terrenoa, dentro de los cuales están Jos colorios deman- 
dados, el señor José M. Videla, causante de ellos (declaraciones 
de fojas...). 

4" Per.» suponiendo que la sentencia hubiera declarado pro- 
pietario y con derecho i¡ la posesión al señor Veles, es incues- 
tionable que él no tomo la referida posesión y se qued¿ con el 
r, distinto á ésta (artículo 2468, Código Civil). 

Velez carecía de acción parape- 
os, de los terrenos que ocupan, sin 
real df ellos; porque para dedu- 
anteriormente la po- 
or respecto al 



antes obtener la 
cir esta acción 
sesión ó que el 

tan te (Fallos Suprema 

v, \ 
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Q° Los colonos demandados tienen la posesión á nombre de 
otros, y de consiguiente «on legítimo título respecto del señor 
Vclez, por cuya razón carece éste de derecho para hacerles 
desalojar el campo {artículo 2467, Código Civil). 

7° Que si el til-mandante no tiene acción para pedir el desa- 
loja en virtud de la aprobación de la mensura, tampoco puede 
pedirla en virtud de) convenio invocado con los demandados, 
pues éstacarece de base y es visiblemente tendente á adquirir 
por un medio contrario a la ley la posesión de un terreno que 
le Tué negado judicialmente. Era, además, tendente á producir 
un i violación de las leyes, per cuanto inducía á los demandados 
á entregar la posesión á otro pe el locador á cuyo nombre 

lo ha practicado (artículo 931, Código Civil). 

8 o Carece asimismo de base, porque el demandante nunca 
tuvo la posesión efectiva del terreno, aunque pudiera alegar el 
derecho a ella. Sabía, ademas, que no podía poseer, desde que 
está probado que cuando solicitó judicialmente esa posesión no 
se le acordó ó se le negó la petición. Por estos fundamentos y 
otros que se omiten, definitivamente juzgando, fallo: no hacien- 
da lugar á la demanda por desalojo deducida por el señor Osvaldo 
Vele* contra los señores Migue) Y ó, Francisco ltamílo, Pedro 
Terrero, Domingo Zagnutti y Jorge Porotti. 

Todo sin perjuicio de los medios legales que pueda hacer va- 
ler para entrar en posesión del terreno cuestionado. Con cosías. 

Hágase saber con el original, previa reposición y transcrip- 
ción, y archívese. 
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fr ail» 4e I» tapimi C«rte 

Bufiuos Aires, Noviembre 28 de 1WJ. 

Vistos : Resulta : Que la demanda de desalojo deducida por 
don Osvaldo Veles contra ios arrendatarios que nombra en su 
escrito de foja treinta y cuatro, se funda en Los derechos de 
propiedad que, como condomino, se atribuye al campo que res- 
pectivamente ocupan los demandados, comprendido dentro de 
los límites déla mensura cuyas diligenciasen copia lastimo - 
íiiada acumpafiu, y que fué aprobada en juicio contradictorio 
seguido con don José Marín Videla, arrendador do aquello*, 
por dos sentencias conformes de los tribunales de Córdoba, 
cnyo texto se transcribe en lacopia testimoniada de las mismas, 
corriente desde foja veinte adelante. 

Que también acompaña el actor, pura fundar su demanda, una 
copia autorizada del convenio de foja treinta y una, celebrado 
por don Eufemio Olmos, apoderado de aquél y los arrendatarios 
demandad".-, por el cual éstos últimos se comprometieron, ante 
el j 11 ez de paz de la localidad de su residencia, en la provincia de 
Córdoba, A desalojar el campo de que se trata, en un término que 
esta ya vencido con exceso. 

Que sustanciada la demanda por todos tos trámites del juicio 
ordinario con el apoderadoque nombraron al efecto los deman- 
dados, y que se negó al desalojo solicitado, pidiendo el rechazo 
de aquella con costas, se dictó la sentencia apeiadade foja cien* 
to veinticinco, en que no se hace lugar á dicha demanda, con 
especial condenación en costas. 

T considerando: Que es un hecho que no ha sido materia de 
discusión entre las partes y euya verdad se desprende además 
de las constancias de autos, que los lotes decampo ocupados por 
los arrendatarios, y á que se refiere la demanda de desalojo, 
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se hallan comprendidos en el campo de Velez dentro ríe los lí- 
mites que leB La trazado la mensura aprobada por las senten- 
cias ejecutoriadas de que antes se ha hecho mención. 

Que dado este antecedente y en Id que á las partes en ese jui- 
cio concierne, es de toda evidencia que no ha podido ponerse en 
duda y menos negarse, que dichos lotes de campo, por 
efecto de la mensura y á mérito de las sentencias ejecu- 
toriadas que la aprobaron, corresponden al título del actor 
Ion Osvaldo Velez y sus eomlóininos, dentro del cual han 
sido ubicados, y que por lo tanto son de la exclusiva pro- 
piedud de estos señores, sin que autorice á negar lu verdad 
de esta conclusión lu circunstancia de que haya estado en po- 
sesión de ellos á título de dueño y durante algunos años, el 
colindante don José Muría Videla, y que en tal concepto los 
tuviese arrendados a los demandados, porque es de derecho, 
qiu- la mensura practicada para establecer los límites que estu- 
viesen confundidos de predios rústicos confinantes es declarato- 
ria de la propiedad, una vez que lia sidoaprobada judicialmente; 
y el efecto que en taleaso produce entre los eolindantes es el mis- 
mo que el artículo dos mil seiscientos noventa y cinco del Código 
Civil establece para la división entre los copropietarios de un 
bien indiviso, á saber, que cada uno de filos se considere, desde 
el origen de la indivisión propietario exclusivo de lo que hubiese 
tocado en su lote, y como que nunca hubiese tenido ningún de- 
recho de propiedad en lo que ha tocado á los otros condóminos, 
según así lo declurú esta Suprema Corte en el déeimo octavo 
considerando de la sentencia que se registra en el tomo cin- 
cuenta y tres, página veinte d« sus fallos. 

Que es, por consiguiente, un error el considerar como lo ha 
hecho el juez a quo en su sentencia, que la resolución del juez 
de primera instancia de Córdoba, confirmado por la Cámara 
respectiva que aprobó l:i mensura de que se trata, no modificó 
los hechos existentes, como lo dice, ni influyó sobre la posesión 
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del terreno, cuyo desalojo se pide, porque la verdad es que, 
después de la aprobación de esa mensura por sentencias ejecu- 
toriadas, La cesado la confusión de límites entre la propiedad 
de Velez y condominos y la de don José María Videla, y que 
no puede, con tal motivo, considerarse á éste último con dere- 
cho alguno de propiedad ni de posesión en la parte del campo 
que por razón de dicha mensura ha quedado comprendida en el 
título délos primeros, y que antis de ella tenía arrendado ;i los 
colonos demandados, porque así es de derecho, conforme al ar- 
tículo ya citado riel Código Civil y á la disposición del artículo dos 
mil cuatrocientos sesenta y dos, inciso quinto, del mismo código 

Que contra la verdad de estos antecedentes de hecho y de de- 
recho en que se apoya la demanda de foja treinta y cuatro, no 
vale oponer el hecho de que el juez, de primera instancia de 
Córdoba, terminado el juicio de oposición á la mensura por la 
sentencia con que se instruye la demanda, huya rechazado sin 
trámite alguno una solicitud del actor pidiendo la posesión de 
su terreno, porque admitiendo la verdad de ese hecho, tul de- 
negación, que no tiene la autoridad de la cosa juzgada, no pue- 
de amenguar el efectode los fallos deJinitivos que han declarado 
el dominio del act<>r y que han producido el electo de constituir 
á Videla en mero tenedor con reconocimiento en Velez v sus 
condominos de ser los verdaderos poseedores en el sentido legal 
(leyes diez y nueve y veintidós, título veintidós, partida tercera). 

Que, además, para justificar la demanda de foja treinta y 
cuatro, el actor ha hecho mérito del convenio de foja treinta y 
una, por A cual los demandados aceptaron la convención que 
les hizo el apoderado de Velez, don Eufemio Olmos, de conti- 
nuar ocupando el campo de que se trata, basta que se realizase 
la primera cosecha, ó se venciese el término de cuatro meses, 
convenio que no puede destruir, alegando el hecho de que fue- 
ron sorprendidos dolosamente para celebrarlo, ó comn lo 
dice la sentencia apelada, inducidos ¡i producir una violación 
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de las leyes, i>or cuanto inducía á los demandados á entregar la 
presión ¡i otro que el locador a cuyo nombre poseían. 

Que respecto á la sorpresa de que ae alega haber sido Tic- 
timas tos demandados, nada hay en autos que pruebe dolo de 
parte del apoderada del demandante, el cual no estaba inhibido 
de hacer valer las sentencias que habían declarado el exclusivo 
derecho de Velez y sus cundóminos al campo en cuestión para 
conceder á los arrendatarios de Videla un término con d cual 
s- conformaron para desalojar, no siendo exacto que tuviesen 
derecho para considerar á su arrendador Videla poseedor toda- 
vía de los lotes arrendados, después de dictadas aquellas sen- 
tencias, con arreglo á lo dispuesto por el artículo dos mil cua- 
trocientos sesenta y dos, inciso quinto, ni para acogerse, con 
respecto ¡í Videla, ¡i la disposición del artículo dos mil cua- 
trocientos sesenta y cinco, que resulta por consiguiente inapli- 
cable al caso. 

Por i,'stos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento veinticinco, y bnciénduse lugar á la demanda, se or- 
dena el desalojo dentro del término de diez días, Acontar desde 
qut- se nntilique la providencia que niandr cumplir esta reso- 
lución, sin especial condenación en rostas. Notifíquese original, 
y repuestos loa sellos, devélense. ' 

BEMAM1N PAZ — ABEL BACAN. 
— JUAN t. TORIIENT. — OCTA- 
VIO busge (en disidencia). 

DISIDENCIA 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento veinticinco. Devuélvanse. 

OCTAVIO BONCE. 
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CAUSA 4 



Don José M. Harem contra don Gustavo Wahtberg; sobre cobro 

de pesos 

Sumario. — La confesión en rebeldía surte el efecto de prue- 
ba plena de los hechos sobre que recae. 

í'wso. — Resulta del 



Falle del Jim» Federal 

Tur unían, Julio ii de 

Y vistos : estos autos seguidos por don José M. García, ar- 
gentino, contra don Gustavo Wahlberg, extranjero, por cobro 
de pesos, de los que resulta : 

Don José M. García se presenta á foja 4 y e&pooe : Que ha- 
bía convenido con don José Pusso, para que, á razón de dos 
pesos por mil, cortase en un terreno de su propiedad, ubicado 
en el Timbó, de 25.000 á 30.000 adobes; que empezado el tra- 
bajo, el señor Passo manifestóle que ya no iba á necesitar los 
adobes y le pidió su consentimiento para transferir su derecho al 
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nida coa el señar Passo, sinó <\u<\ haciendo caao omiso de aus 
protestas Al respecto, cortó de 225.000 ó 230.000 adobes, ex- 
trayendo de sus montes 37 carradas de leña; que es escusado 
decir que el señor Wahlberg no quiso, ni dejar de cortar, ni 
pagarle lo que por derecho le correspondía; que, en consecuen- 
cia, demanda al citado don Gustavo Wahlberg para que se le 
condene al pago de la >'ima de 524 pesos que arroja la cuenta 
que acompaña, con los intereses desde la demanda, y las costas 

Corrido el traslado de orden, Wahlberg, contesta: que en este 
asunto nada tiene que hacer, puesto que la leña; una parte de 
los adobes estaban ya cortados cuando él fué empleado como di- 
rector de una acequia de los señores Guzman y compañía, que 
tenían un contrato cod el señor Passo para corte de material, 
y que él no hizo sin6 seguir el trabajo por cuenta de la expresa- 
da casa; que ha sido empleado con sueldo fijo durante un año 
más ó menos de los señores Guarnan y compañía, y que como tal, 
él no puede ser responsable de las deudas de la casa ; que hace 
salió del servicio de los señores Guzman y compañía, 
íes de haber entregado todas las cuentas comprobantes, 
etc., etc., é ignorando cuanta cantidad de adobes y leña se 
cortaron; que no sabe tampoco si el terreno donde se ha hecho 
la cortada pertenece a García ni si éste ha recibido dinero de 
Guzinan y compañía, así como si arreglé el contrato de éstos 
con el señor Passo. 

Y considerando : Que en este asunto, una vez trabado por 
la demanda y la contestación, el actor ba opuesto posiciones al 
demandado. 

Que admitidas éstas y señalado el día y la hora para que 
comparezca á evacuarlas, bajo los apercibimientos de derecho, 
dicho demandado no ha comparecido, dejando vencer así el tér- 
mino señalado (autos de fojas 13 vuelta y 14 vuelta). 

Que según el artículo 115 del Código de Procedimientos, 
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cuando el que debe absolver posiciones en un asunto, no asis- 
tiéndole juslo motivo, no compareciese á declarar, se le tendrá 
por confeso. 

Que Wahlberg no ba alegado ni expuesto cosa alguna pan* 
disculpar su inasistencia al acto de las posiciones. 

Que por consiguiente, dada la prescripción recordada, no 
puede ser dudoso que Wahlberg ha confesado todo lo que en 
dicha» posiciones se asevera. 

Que examinadas éstas en U cuarta del plírgo que la contiene, 
sin consultar las demás, se ve que Wahlberg reconoce ser ciertos 
todos los hechos expuestos en el escrito de demanda (pliego 
de foja 15). 

Que por esta causa el actor no demuestra cumplidamente su 
acción, cual le correspondía, para obtener el derecho alegado, 
mediante la prueba de referenciii, que por derecho es la mejor 
y más concluyante. 

Ante el reconocimiento por parte de Wahlberg de los hechos 
reclamados en la demanda, quedan, por consiguiente, sin efecto 
las excepciones y defensas alegadas por aquél en contestación 
áesos hechos, desde que en la demanda se dice que el corte de 
árboles y extracción de teña se hicieron por Wahlberg, y bajo 
su responsabilidad. 

Que no habiendo sido observada por Wahlberg ta cuenta pre- 
sentada por el actor, como precio de Ja tierra y monte extraídos 
úe su propiedad, ella debe tenerse por cierta y exacta. 

Por estos fundamentos, y con arreglo al principio de derecho, 
que nadie puede enriquecerse con Jo que es de otro y debe de- 
volver loque hubiere tomado sin causa, fallo : condenando al 
señor Wahlberg al pago, dentro de diez días, de la cantidad dt> 
524 pesos, que se le cobran, más ios intereses legales dnade la 
demanda, con costas. Hágase saber y repónganse los sellos. 



Del fin Oliva. 



DE JljSHClA NACIONAL 



383 



Fallo de I* Suprca» Orle 

Bueaos Aires, Noviembre 28 tle 1899, 

Vistos y considerando: Que es en verdad arreglado á derecho, 
como lo dice el inferior, que la confesión en rebeldía de Waht- 
berg surte efecto de prin;ba olena de Jos hecbos sobre que 
recae. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
de foja treinta y tres vuelta. Xotifíquese original y, repuestos 
los sellos, devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN* 
OCTAVIO BUNGE, - JUAN 
E. TOUBEMT.— U . MARTINEZ. 



Dan Juan W. Paria contra Casimiro Gómez y C\ sobre 
falsificación de patente 



Sumario. — Es nula la patente concedida aun sistema cono- 
cido y practicado dentro y fuera del país tutes de su 



Caso. — Resolta del 
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fr nil* del J«« federal 

Buenos Aires, Julio 17 de 189H. 

Y vistos : Ehtüü autos seguidos por don Juan M. París, con- 
tra Casimiro Gómez y Compañía, pur falsificación de marca de 
fábrica, de los que 

Resulta: Que á foja 16 se presenta el demandan Le acompa- 
ñando la patente de invención que el gobierno ]c ha concedido 
con fecha 29 de Enero de 1896, por diez años, sobre su sistema 
de silla de montar militar y civil <La Sud Americana », 

Que a" mediados de Marzo del corriente año fué llanv.do por 
teléfono desde la Intendencia de Guerra á Gn de que concurriese 
á una licitación verbal para la construcción de 700 á lOOO 
sillas de montar, sistema t'arix, es decir, su sistema; manifes- 
tando que no podía aceptar que se invitara á ella a otros tala- 
barteros, desde que é\ era el único dueño di- ese .sistema, 

Que la Intendencia de Guerra haciendo caso omiso de su pa- 
tente ordenó la lonstruccion de sillas de montar 1 otros tala- 
barteros, en perjuicio de sus deruchos, y que entre los que las 
construyen se encuentra la rasa demandada de Casimiro Gómez 
y Compañía, por lo que, fundado en los artículos 53 y 54 de la 
ley, pedía se condenara á los expresados al máximuu de la pena 
en ellos establecida, dejando á sako su acción por daños y 
perjuicios. 

Que practicado el embargo solicitado y corrido traslado de la 
demanda, la contestaron los señores Casimiro Gómez y Compa- 
fu'ii ¡i foja 4(1, pidiendo no se haga lugar á ella, cou costas, por 
ser improcedente y temeraria. 

Que para decir que ellos lian defraudado al actor, sería ne- 
cesario que hubieran usurpado sus derechos, hecho que nopue- 
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de serles imputado desde el momento f|ue J según su |i r o ] t i a na- 
rr.u ion, n>> son ellu^ stlló la Intendencia quien llamó á licitación 
verbal para ta construcción de 700 billas, quien, ú oposición del 
actor, que decía perteoecerle él invento, dijo que era orden su- 
jii rior y había que cumplirla, y poniéndola eu ejecución enco- 
mendó el trabajo á otros talabarteros. 

Que trillándose de actos relativo»;» la Intendencia de Guerra 
ó sen de una runm -le la administración nacional, era ridículo 
que se pretenda pnr el demandante discernirles la responsabi- 
lidad de la misma, en vez de buscar en quien coi-responda. 

tjne el artículo 53 que se invoca es inaplicable en cuanto á 
ellos se reüere, puesto que el múdelo de sillas de montar cuya 
construcción, que tanto á ellos cuno á otros tiene encomendada 
la Intendencia, no les pertenece y les lia sido impuesta como ema- 
nada del listado Mayor del ejército. 

Que el sistema que se atribuye cumo propio el señor Paria 
esta en uso eu Alemania v Bélgica desde más de treinta años, 
cuino lo está en nuestro ejército desdr el año 1883 4 encontrán- 
dose sometido al dominio público con mucho* años de anteriori- 
dad á la patente acordada á Paris, y que casas» de talabartería 
fstablecidas en esta plaza como ser la de Alejandro Astoul, 
introducen de Kuropu - illas del mismo sistema. 

Que por lo tanto, resulta innecesaria la declaración judicial 
sobre nulidad ó caducidad ele la patente ;icordad,.á Paris paraque 
ella surta los efectos de someter al dominio público el descu- 
brimiento ó invención patentada, precisamente porque no ha 
podido concederse semejante patente en ordena un invento 
conucidu tanto en el país como en el extranjero y cura antigüe- 
dad ha hecho caducar los privilegios de que pudo haber aidu 
objeto. 

Que el modelo de sillas de montar cuya ejecución se les en- 
cargó, pertenece al estado mayor general de nues'.ro ejército. 
Que si se confronta el modelo del Estado Mayor con el paten- 
t. tnm 2 r . 



tado i Pans, el juzgado notará á simple vista que se diferen- 
cian notablemente entre sí, y que se trata de una nuera apli- 
cación de medios conocidos para la obtención de un resultado 
ó de un producto industrial, aquí' hace mérito el artículo 3" de 
la ley de patentes ; pues mientras el sistema que se atribuye 
Paris reúne como ventaja, según él, el poco peso de la silla, que 
alcanza á cinco kilos, el del Estado Mavvr pesa once y 50O gra- 
mos; que mientras el sistema Pilis se caracteriza per ta forma 
especial de loa bastos, adaptable tanto ú un animal üaco como 
á uno gordo, el sistema del Estado Mayor, cuyos modelos acom- 
pañan, no llera bastos de ninguna especie y es completamente 
distinto; que mientras en el sistema París los bastos pueden 
quitarse y ponerse, el del Kstado Mayor no lleva bastos ni col- 
cbado de ninguna especie, y su configuración se adapta al lomo 
del caballo por serlas paletas de madera confeccionadas con 
presión á vapor y adaptables al lomo del animal, todo lo que 
da por resultado no necesite colchados, sujetos a la destrucción 
por las lluvias y sudación del animal ; y finalmente, que ambos 
sistemas se diferencian en la forma y en el tamaño, confección, 
forma de armar y en todas las demás conclusiones que constitu- 
yen su respectivo conjunto, *egun lo justifican los modelos y 
planos acó ni puñados. 

Que deben bacer notar que el modelo presentado por el señor 
Paris no guarda armonía con el patentado y se diferencia res- 
pecto de éste en más de un detalle y marcadamente en la falda 
y asiento, que en vez de ser aquella cuadrada lo es redonda. 

Que no tratándose de una insignificante modificación binó de 
una nueva ampliación di- medios conocidos para la obtención 
de un producto industrial, aún en la hipótesis de que l ucran ellos 
y no el Kstado Mayor el dueño del modelo, la demanda es im- 
procedente y debe desestimarse, con costas, pidiendo se declare 
la nulidad de la patente de Paris con arreglo á lo prescripto en 
el artículo cuarenta y seis (46) de la ley de patentes y juris- 
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prudencia ilt- la Suprema Corte (tomo 5\ serie S\ página 5iG). 

Que abierta la causa a prueba se produce la que corre de fo- 
ja 55 ú foja 121. 

f considerando: 4° Que ta demanda traída a este juzgado 
por el señor parís se funda en la falsificación de su sistema de 
montura, que le túé patentado por la oticina respectiva en 29 de 
Enero de 1896, de cuyo hecho acusa ;i los señorea Casimiro Gó- 
mez y C\ 

2" Que entaparado el m-ideJo presentado por el demandante, 
con el secuestrado á los señores Gómez y C\ como cuerpo del 
delito, se notan diferencias marcadísimas y sustanciales entre 
una y otra. En efecto, el peso es menor, en más de la mitad, en 
)a patentada á París; las formas, en el corte de la falda, es di- 
ferente, en una escuadrada y en otra redonda; el sistemade bas- 
tos de la primera, con el colcliado de quitar y de poner, no lo 
lleva la segunda ; los fierros que forman el arzón y las formas 
da las paletas, no son iguales, pues en la de París aquellos son 
á mediacaña, angostos y macisos, mientras en la de Gómez y 
C n son planchuelas anchas, forjadas media caña a estampa y 
las paletas más abiertas eu ésta que en aquellas ; el asiento de 
una pieza, en la patentada, es de dos partes, cocido el centro en 
la de Gómez ; existiendo además diferencias en el tamaño, con- 
fección y forma de armar. 

H" Que estas observaciones de) juzgado resultan conlirmadas 
por lis declaraciones délos testigos Atattaldi, foja 02, Ast»u!, 
fnja05, Noiret, foja 90, Reusman, foja 103 vuelta y el informe 
pericial de foja 111. 

A" Que en cuanto al asiento sobre la base de sopanda, que es 
materia del privilegio del actor, si bien es cierto u/ie se ha jus- 
tificad*» que igualmente existe en la montura construida por el 
demandado, no lo es menos que ese sistemase encuentra en las 
monturas eitra tijeras y en las confeccionadas en el país traídas 
como modelo al juzgado. 



ritám tu la supiifcMA «hhhk 



5* Que dados estos antecedentes, esto tribunal considera que 
no son Aplicables á los demandado* las disposiciones de los ar- 
tículos 53 y 54 de la ley de Patentes de Invención que invoca la 
acusación. 

6* Que ha sido ji^tiíicado de una man. ra conGUneiite, por 
las declaraciones délos testigos é informe pericial que se men- 
cionan en el tnrcer considerando y además por el informe de 
foja 71 del Departamento de la Guerra, y el del general Goduy, 
de foja 75, que el sistema de monturas patentado al 
ris liu p> tildo en uso mucho antes de que sí- 
tente de invendon al actor, no sólo en la Kepuonca Argentina, 
sinó también en Inglaterra, en Alemania y Bélgica, loque hace 
que esa patente haya sido otorgada en contravención á lo dis- 
puesto en el artículo 4* de a ley de la materia. 

Por estos fundamentos, fallo ; absolviendo de ta demanda á 
los señores Casimiro Gómez y O, dejando á salvo las acciones 
que por daños y perjuicios creyeran convenirles ; y declaro nula 
la patente concedida á J. M. París para sus monturas c La Stid- 
Americana », de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 46 de la 
ley ile patentes de invención; cun costas. Notifíquese con el ori- 
ginal, ven oportunidad pásesela i'onunieaciun correspondien- 
te á la oficina de marcas respectiva. Repóngase los sellos. 




* ierras ta f>\ Crattef. 



tifíenos Aires, Noviembre de IMÍH 



Vistos y considerando: Que como lo observa la sentencia ape- 
lada y lo demuestra analizando la abundante prueba produci- 
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da por el demandado, está plenamente averiguado que e! siste- 
ma de silla» de montar que lo fué patentada al actor, según el 
instrumento de f-cha trece de Febrero de mil ochocientos no- 
venta y seis, corriente á foja uua, era conocido y practicado 
dentro y fuera del país desde años antes A la concesión de laex- 

Qau c<m tal antecedente, no pudo otorgarse válidamente l¡i 
patente de invención de que se ha hecho referencia, porque ella 
un procede sinó para los nuevos descubrimientos ú ¡iiveneinues, 
con arreglo á los artículos uno y cuatro de la ley de la materia 
y n la jurisprudencia constante establecida en su mérito. 

Que siendo nula la patente concedida al actor en virtud de la 
disposición de) artículo cuarenta y seis de la ley citada, que así 
expresamente lo prescribe, los demandados Casimiro Gómez y 
O han podido defenderse oponiendo esta nulidad en uso de la 
facultad que al efecto les confiere el artículo cincuenta y siete 
de la misma ley* 

Por esto y fundamentos concorda ites de la sentencia apelada 
de foja ciento cincuenta y dos, se ci n Urina ésta, con costas. 
Kotifíquese original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAH E. 
TORRENT. — H. MAKTINEZ. 



IALLÜS HE LA Sll'ílKMA CORTE 
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nattinney compañía contra James ¡tosió Polar, por nulidad 
de tina patente ; sobre prueba de testitms 



Sumario. — No es fundamento atendible queescuse la falta 
de presentación de testigos en el día señalado, la enfermedad 
del secretario del juagado. 



Caso. — Resulta de las siguientes píeaa- : 



Fall* del Juea ft'edmi 

Buenos Aires t Noviembre 17 (Je 1898. 

Autos y vistos: Por las consideraciones del escrito de foja 4 
del cuaderno de prueba de los actores, déjase sin efecto la pro- 
videncia de foja 12; é informando el actuario, en este acto, 
que no ban sido dejados en secretaria los sellos necesarios para 
la citación de los testig ,s que debían declarar el día 9 del co- 
rriente mes, según audiencia señalada á foja 34, y habiendo, 
por otra parte, el secretario certificado sobre el término de prue- 
ba, el que ha vencido con exceso, no lia lugar al señalamiento 
de día y bora para Ja deposición de dichos testigos que se so- 
licita, y pónganse los antos de manifiesto en secretaría á los 
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efectos» del artículo 177 deltt ley di procedí mientes en lo fede- 
ral. Repóngasela Ha. 

Atjustni UrduiarmVl. 



Auto del Jwi *>d«r»l 



Bueno* Aires, Atril 7 «le 189». 

• 

Autos y Tistes: Considerando en cuanto ala revocatoria del 
auto de foja 207 queel hecho de encontrarse enfermo el secre- 
tario el día en que las declaraciones debían tener lugar, no es 
causa suficiente «ataqúese señalara nuevo día, desde que por 
la ley | rocedde imientos es el juez el que debe recibir las de- 
claraciones, y ademas es facultativo del mismo la designación 
de otro secretario para que interviniera en el acto. 

Por ello, teniendo en cuenta lo manifestado por el oficial 1° 
en su informe de foja 223, laa consideraciones del auto recurrido 
y las delescritode foja 217, no se hace lugar, con costas, á la re- 
vocatoria interpuesta, concediéndose en relación el recurso sub- 
sidiariamente interpuesto para anle lo Suprema Corte, á laque 
se elevarán los autos en la forma de estilo. 

Considerando en cuanto á la revocatoria del decreto de foja 
206 que las tachas de que se hace mérito han sido presentadas 

fuera detérmino. 

Por ello t consideraciones del escrito d- foja 208, déjase sin 
efecto la providencia de foja 204 y devuélvase el folleto agrega- 
do. Repóngase la foja. 

Agustín Urdinarrain. 
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fallos i>¡¡ la sumr.NA cnnri 



Buenos Aires, Noviembre S8 do ia99. 

Vistos y considerando ¡ Que como lo observa el auto ¿e foja 
doscientas setenta y cinco, es al juez á quien corresponde por 
derecho recibir las declaraciones de los testigos, siendo así ri- 
gurosamente cierto que el recurrente no ha aducido fundamento 
atendible que lo excuse de no haber presentado L. 8 testigos en 
el día señalado, desde que como causal r|« ese hecho sólo Invoca 
la circunstancia de baberse encontrado «af crino el secretario. 

Por esto, y fundamentos concordantes, se confirma con cos- 
tas el auto apelado de foja doscientas nueve, reiterado en el cita- 
do de foja doscientas setenta y cinco. Notifiques? original y re 
puestos los sellos, devuélvanse. ' 




ABEL BAZAR* — 

E. TO- 



< Al * % ( DL1 X X 1 1 1 



por su esposa dona Teresa AicarUi, 
contra el cónsul de Italia, por rendición de cuentas ¡ sobre 



Simaría. — Los jueces de sección no son competentes p;ira 
en causas contra un cónsul extranjero, por Lechos 
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procedentes del ejercicio de sus funciones, máxime si éstas son 
ejercidas por el jefe de la legación respectiva. 




VISTA DEL PRQCUIUDOR FISCAL 



lluvias Aíre», Julio de 189K. 



Señor Juez : 

La circunstancia de haberse refundido en la legación el con- 
sulado de Italia, no modifica las responsabilidades que á tal 
consulado pueda competir en los caaos ocurre utos, como el de 
que se trata. 

Tu refundirían que se comunica será una medida conveniente 
para el órden interno de la representación italiana, pero ella no 
puede afectar las funciones que la ley atribuye á los consulados, 
así como á sus responsabilidades. 

Estas consideraciones me inducen á insistir sobre mi vista 
de foja 9 y pro idencia de V. S. de foja 9 vuelta. 



J, lioteL 



AuU» del Jun Federal 




Y vistos : con sujeción A la disposición del inciso 3 o , artícu- 
lo 2 o de la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
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de M de Setiembre de 1863, y de acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el procurador liscal, se mantiene el auto de fojas 9 
vuelta y 10, y corran estos autos según su estadc 
los sellos. 

/\ Olaecftea y A (corla. 



del Jn» Federal 



UiR-nos Aires, Noviembre 17 úv 1898. 

T vistos ; En atención á lo que resulta de la constancia de 
autos, respecto al estado de esta causa, y considerando : que Loa 
cónsules, corao lo dice el prucurador fiscal, no tienen privilegio 
alguno que los exonere de los trámites conjunes en los juicios 
ordinarios que se les promueva. 

Por tanto, procedan por el actuario, para ios efectos de la 
notificación del auto de foja 23 en ta forma prevenida por los 
artículos 62, 63 y siguientes de la ley procesal de 14 de Se- 
tiu more de 1863. 

I*. ülat'cheu y Alearla. 



NOTA DEL MINISTERIO [>E RELACIONES 

Buenos Aires, Diciembre 23 de 189S, 
Señor Juez federal, doctor Pedro Olaecheay Alcona. 

Con fecha 16 del corriente se lia dirigido á este departamen- 
to el señor ministro de Italia, manifestando que se ha presen- 
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tado una nueva citación, referente al juicio iniciado por Fran- 
cisco Aldrati, contra un cónsul de Italia que en realidad do 
existe, pues está á cargo del señor ministro la o tierna consular , 
cometiendo el conductor de ella el abuso de pegarla en la ¡>uerta 
de la legación, no obstante las observaciones del canciller, y 
siendo es fie procedimiento contrario ú las prácticas diplomáti- 
cas establecidas, el espresado señor ministro interpone sd 
queja para evitar su repetición en lo sucesivo. 

En este concepto, y atendiendo al justo pedido del sañor re- 
presentante de Italia, me dirijo ;i V. S. á fin de que se sirva 
disponer lo conveniente puraque tiles hechos no se reproduzcan. 

Saluda á V. S. atentam-nte, 

A. Alcor! a. 



VISTA IIEL PROCURADOR FISCAL 



Buenos Aire*, Febrero di- l&ft. 

Con el objeto de conciliar ta obligación que bay de notiücar 
la providencia de foja 35 al señor Cónsul de Italia, con la cir- 
cunstancia de evitar que se fije la cédula de citación de dicho 
cónsul en la casa del ministro Plenipotenciario de Italia, eu 

'speto á los privilegios que á los ministros acuerda el derecho 
i.»t« nacional, considero que V. S, debe ordenar que el cónsul 
de Italia sea notificado de la mencionada providencia en las for- 
mas que tales notificaciones se hacen cuando está ausente la 
persona qne trata de notificarse: es decir, publicando la notifi- 
cación como un edicto, por el tiempo que corresponda. 

De esta manera quedarán salvados los privilegios ministeria- 
les del derecho internacional y los derechos de los litigantes en 
este asunto. 

.;. Hotel, 
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Buenos Aires, Manto 17 de 1899. 

Y vistos : Considerando: Que es un deber de los jueces fedé- 
rale* declarar su incompetencia tan luego como aparezca acue- 
lla Bu autos. 

Que en el caso sitb-judice debe tenerse presente que este jua- 
gado se consideró competente para entender en este juicio, aten- 
tas las prescripciones de los artículos 100 de la constitución 
nacioual y 2% inciso 3 U , de la ley de jurisdicción y competencia 
de los tribunales federales de 14 de Setiembre de 1863. 

Que examinados con mis detenido estudio los antecedentes de 
esta causu resulta de ellos, que en el caso presente, no se trata 
de los negocios particulares de un cónsul ó rice-cónsul, y ni 
A los que se refiere taxativamente el inciso 3 ü del artículo 2 o dé la 
ley citada sobre jurisdicción y competencia, de 14 de Setiembre 
'i.- 1863. 

Que en efecto, en esta causa, se ponen en tela de juicio Los 
actos oÜciales de un eúusul extranjero, el de Italia, en la suce- 
sión del subdito italiano JoséGuribaldi. 

Que esas funciones judíciules fueron ejercidas con arreglo á 
bis disposiciones legales vigentes, que autorizan y reglamentan 
la intromisión de los cónsules en las sucesiones intestadas de los 
subditos respectivos. 

Que este hecho pone de maniCesto que no se trata, pues, en 
manera alguna, de negocias particulares de un cónsul ó vice- 
cónsul, sin ó de actos uíiciales de esos funcionarios, no sujetos á 
la ley de jurisdicción y competencia ja nombradas ni á la com- 
petencia de las tribunales federales. 

Que es el caso, pues, de aplicar la jurisprudencia uniforme- 




mente acatada por la Suprema Corte, según la cual, en cualquier 
litado de la causacn que aparezca la incompetencia del tribu- 
nal, debe ella ser declarada. L 1 >r estos fundamentos y otros que 
se omiten, y atentos los términos expresos del inciso 3" del ar- 
ticulo 2? de la lev Él jurisdicción y competencia de, Ins tribuna- 
les federales, de. I i de Septiembre de 1863, se declara este juz- 
gado incompetente para seguir conociendo en esta causa, de- 
biendo, en su mérito, ocurrir el interesad» donde corresponda 
en d er echo. 

Así ¡o resuelvo en Buenos Aires, ;i 17 de Marzo de 1899. Re- 
póngase 103 Kflloñ. 

/'. itlMctwa >j A teoría. 



VISTA DEl. seSlílt MLtlLUHADOK GÉPiEllAl. 



Buenas Aires. Abril M de 189Í). 

Suprema Corte : 

YA inciso 3° del arllctilo 2' de la ley de competencia nacioual 
de 1863 atribuye á la jurisdicción de los jueces de sección ¿iqui- 
llas causas que versen sobre negocios particulares de un cónsul 

Vero la acción intentada á foja3 no se reüereal cumplimien- 
to de obligaciones de carácter privado ó particular, sinó i las 
que un cónsul extranjero hubiese contraido en el carácter pú- 
blico que inviste, al ocupar ó guardar ó hacer guardar los bienes 
de una sucesión vacante. 

Siendo el hecho procedente del ejercicio de una atribuci-ii de 
carácter público, su conocimiento está fuera de la jurisdicción 
del juez de sección ; con mayor razón si se observa que no exis- 
te cónsul contra quien pueda ejercerse la acción instaurada, ya 
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que las funciones inherentes á aquel, han sido atribuidas á la 
legación, según las resoluciones del gobierno de Italia, qur hu 
comunicado al P, B. en sus notaB de fojas 17 y 38. 

Pido á V. E*, por ello, se sirva confirmar el auto de foj* 40 
vuelta en cuanto declara la incompetencia del juzgado de sección 
federal. 



rail* «£* t m suprema C«rt* 

Buenos Aires, Noviembre ¿8 d> ls&9. 

Vistos: De aciurdocon lu expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general, se confirma el auto apelado de foja cuarenta 
vuelta, con costas. Notifíqucse original y, repuestos los sellos, 
devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL KAZAN. — 
OCTAVIO BUKGE. — JUAN E. TO- 
RIIEKT. — H. MARTINEZ. 



« AliSA (1>LXXIIV 



Don .i aun 



don Eugenio J. de 
lo 



Sumario. — Concluida la sociedad en la que el demandado 
explotaba una finca de propiedad del actor, corresponde orde- 
nar au desalojo. 



t>K justicia nackwal 



Caso. — Resulta 4el 



Fallo del Juez t>*er«l 

Córdoba. Mayo 38 de 1899. 

Autos vistos : Los seguid oa por 'ion Juan Amézaga contra 
don Eugenio Jacquea de lioeull", por desalojo de uu fundo. 

Resultando : 1° Que la accio» deducida ia funda el actor en 
que celebró con ei demandado un contrato de sociedad para la 
explotación de unn finca de su propiedad, por el. término de un 
año, el que venci¿ el i» de Agosto pasado sin que Boeuff le hayu 
devuelto la finca. 

2° Que incoada la acción, el demandado pide su rechazo, 
fundado en que, según la cláusula primera del contrato de 
fojas 1 y 2, A mézala esta obligado á celebrar uu nuevo contra- 
to por el término ie cinco años y porque siendo dicho contrato 
de arrendamiento y no de sociedad, tiene derecho á retener 
la cosa hasta el pago de l¡is mejoras que ha hecho y porque, aun- 
que fuera de sociedad, debe previamente ser liquidada pura que 
se disuelva, y porque tratándose de un predio rústico, goza para 
üu desocupación de los términos establecidos en la ley. 

Y considerando: I o Que eate juicio que fué de desalojo se ordi- 
narizó porque el demandado alegaba : t" que el contrato estaba 
ó debió estar prorrogado - 2" que aunque estuviera vencido, le 
asistía derecho á tener la tinca por haber hecho mejoras en 
ella y hasta que se le abonaran las mismas. Por consiguiente, 
los puntos que el juzgado debe resolver, son : a) sí el contrato 
de fijas I y 2 ha terminado ó no; b) si el demandado ha hecho 
realmente mejoras en la propiedad por cuyo pago pueda ejercer 
el derecho de retención de la finca, debiendo el juzgado mandar- 
las abonar untes de la entrega de la misma. 
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2 Ó Eu cuanto al primer punto, el contrato de foja 1 entre ef 
señor Amézagu y el señor dt' Boeulf, establece en su artículo 
que él rige basta el próximo Agosto de 1898 y , por consiguiente 
él estaba ya á la fecha de Ja demanda vencido. Si bien es cierto 
que en ti artículo 7 o dsl mismo se dice qun un mes antes de 
lo espiración del contrato deberá firmarse uno nueva por cinco 
anos, más ó menos, y en las mismas condiciones, id demandado 
un bu comprobado que su firmare ese nuevo contrato; y es con- 
tra todas latí realas di' la lógica y de la interpretación el soste- 
ner que por esta causa el contrato debe entenderse prorrogado, 
ni tampoco que Amézaga haya estado por eso obligado á lir- 
marlo. Ese artículo quiere deeir que las partes podrán firmar 
el nuevo contrato y es entendido que si les conviene; de otro 
mudo el contrato habría sido por finco anos. La misma carta de 
foja 3 demuestra en su última parte que es»; primer contrato 
fué solamente para poder juzjar si le convenía ¡i ambos hacer 
el nuevo. Pensar, como pretende de BoeuiT, sería suponer que 
el plazo primitivo súb, se consignó en su favor, y la ley lo supone 
en favor de ambas partes (articulo 570, Código Civil). 

8* Que aunque por la ley, .Je Boeutí tuviera derecho á retener 
la linca hasta que se le pagaran las mejora*, él no ha com- 
probado que las haya realizado en el tiempo en que estaba en 
vigencia el primer contrato. Es cierto que en el dictamen pericial 
aparecen hechas algunas mejoras, como ser algunos cerco>, pero 
aunque hubiesen sido hechas eu el tiempo antes indicado, ellas 
no podrían ser cobradas por el de.mand.mo, en atención á los 
desperfectos causados en la fim a, que desprenden del mismo 
informe pericial y el uso y ¿oce que dr ella ha hecho y seguido 
haciendo hasta el presente (artículos 2i3l y 2420, Código Civil; 
¡ufóme- pericial, foja 54 vuelta). 

l¿ue si bien ambas partes se maniliestan conformes en que á 
la terminación del contrato de sociedad siga una rendición de 
cuentas ó liquidación de las mismas, ella aunque pueda demos- 
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trar que de Boenff quedara acreedor de Amúzaga, aquél no ten- 
dría derecho á retener la Uncu por tal «-.rédito, que no tiene vin- 
culación alguna con el inmueble, ni la lev afecta á éste al pago 
de tal crédito directamente, ni por analogía, una vez que ae han 
excluido las mejoras que st- dice hechas en el mismo. 

En su mérito, definitivamente juzgando, fallo: ordenando á 
don Eugenio Jacques de BoeufT desaloje la finca de don Juan 
Amézaga en el término de diez días. Con costas. Hágase saber 
y archívese. 

C, Moyana (¡acitúa. 



i alio de I» 

IJutiiOü Aire?., NovU'inbri; -2H tic 1899. 

Vistos : Por sus fundamento*, i 
de foja setenta y seis. Notifíquese original y, 
sellos, devuélvanse. 

BeniAHM PAZ. — ABEL SAZAN. 
— OCTAVIO B1MGE, — JUAN t 
TORREHT. — H t VAftTIKEZ. 



T. Lililí 



8il 
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Suman». — Acreditado el contrato de locación, y el precio de 
ella, corresponde mandar pagar lo que adeuda el locatario por 
dicho precio* 

Caso. — Lo explica el 



Falto «el Jmrm Menl 

Tucuman, Mar/o 23 de 1899. 

Y TÍBtos : Kn el juicio promovido por don Pedro P. Balleste- 
ros, argentino, soltero, mayor de edad, domiciliado eu la calle 
Laralle número 695, contra don Fidel Valdecantos, español, 
casado, mayor de edad, domiciliado en la calle Piedra^ núme- 
ro 344. 

Resulta : i* A foja i expone Ballesteros, que en 26 de Ent ro 
de 1896 arrendó á Val decantes la casa designada como domici- 
lio de éste, por el precio de 45 pesos moneda nacional, por cada 
30 días lijos. Que Valdecantos le ha abonado los alquileres 
hasta el día iS de Febrero de 1897, y le adeuda los correspon- 
dentes al tiempo trascurrido desde el 19de ese mismo mes has- 
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ta el 3 de Octubre de 1898, fecha de la demanda, ó sean qui- 
n i en tos noventa y dos días,' cuyo alquiler aaciende á 888 pesos ; 
y como do se los paga, io demanda por esa suma, intereses j 
costas, sin perjurio de ampliar ta demanda por los alquileres 
que se devengaren posteriormente. 

2 o Acreditada la jurisdicción por la diversa nacionalidad de 
las partes, y corrido traslado al demandado, lo contesta ú foja 
8 manifestando: Que la demanda es por 888 pesos, y según su 
cuenta sólo adeuda 720 pesos, y si no los ba abonad., es porque, 
antes de terminar el primer mes que no pudo pagar, comunii ó 
i Ballesteros que por no haber cobrado una cuenta á su favor 
de la que éste último tenía conocimiento, le era imposible sa- 
tisfacer el alquiler de este raes, y que si no le inspiraba con- 
fianza desocuparía la casa, habiéndole repetido ésto en varias 
ocasiones, y aquél contestó que aguardaría sin molestarlo á que 
cobrase la cuenta aludida. Que la conducta del actor es una 
contradicción, pues mientras por un lado no quiere que desocu- 
pe su casa, á lo que debía haberlo obligado si no tenía seguri- 
dad de cobrar, por otro lo demanda para el pago de los alquile- 
res vencidos, reservándose el derecho de cobrar los que vencie- 
ren posteriormente, como si el arriendo estuviese limitado á 
un plazo obligatorio para él ( VaWecantos). 

Que le ha sorprendido esa conducta, sabiendo Ballesteros que 
no ha cobrado el crédito, único con que. puede pagarle, con lo 
que lia faltado el actor n lo estipulado, no reconoce la demanda 
por creerla improcedente, ni los intereses, ni costas, desde que 
el demandante convino en esperar, 

3 o Llamados autos y recibida la causa á prueba, foja 9 y 9 
vuelta, se produjo por el demandante la que da cuenta el certi- 
lic.ido de foja 18 vuelta, no habiendo aducido ninguna el deman- 
dante y sobre ella alegó únicamente el actor, á foja 27; con 

lo que se ordenó la presentación de los autos para dictar sen- 
tencia. 
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4° De la relación precedente surgen las siguientes cuestionas: 
i* ¿Ha probado et actor los hechos que alirmú en la parte en 
que han snio desconocido s por el demandado? 2 1 ¿Ha justifica- 
do el demandado las excepciones que opuso ? 

V considerando con relación á la primera cuestión : 1** Que re- 
conocido el hecho del arrendamiento por parte del demandado, 
el pago total ó parcial constituye una excepción cuya prnebu 
incumbe á este último. (Fallos de la Suprema Corte, tomo 18, 
pagina 413 ; 21 , página 453 y otros.) 

2° Qui' habiendo afirmado Ballesteros que en tu fecha de la 
demanda se le adeudaban los alquileres desde el 18 de Febrero 
inclusive de 1897, ó sea la suma de 888 pesos, y habiendo opues- 
to Val decantos que sólo adeudaba 720 pesos, era obligación de 
éste probar que había pagado la diferencia, ó que los pagos ve- 
rileados alcanzaban hasta una fecha posterior á la designada 
por el actor ; y sin embargo ninguna prueba ha producido, 

3" Que el hecho afirmado de la demanda de haberse eati pillu- 
do el alquiler por cada 30 dias fijos, debió ser justificado por 
Ballesteros, pues si bien el demandado nada dijo A ese respecto, 
en la contestación (té fnja H, y esto conforme al artículo 86 de 
la lev de procedimientos, permitiría tenérselo por confeso, pues 
e¡*¡i disposición no es imperativa, como resulta de las palabras 
< podrán estimarse * de que usa al referirse al silencio 6 a las 
respuestas evasivas, siendo por consiguiente las circunstancias 
de cada caso las que determinan su aplicación ¡ y en el presente 
el suscrito cree que no debe aplicársela, ya porque siendo muy 
pequ 'ña la diferencia entre el monto total délos alquileres con- 
tadas desde el 19 de Febrero de 1897, según que se calculen á ra- 
zón de 45 pesos mensuales ó por los 30 días fijos, no es verosí- 
mil que un valor tan pequeño baya determinado el ánimo de 
ocultarlo bajo el silencio ; ya también porque la práctica usual, 
notoriamente conocida, es la de que los alquileres se paguen 
por meses 6 años y no por días; y á esto se agrega la negativa 
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expresa de Valdecantos al absolver posiciones respondiendo á la 
segunda pregunta. 

4" Que en tal caso y atento lo dicho en los considerandos ¡ir - 
teriores, calculando los intereses desde la fecha indicada en la 
demanda hasta la presentación de ella á razón de 45 pesos men- 
suales, se debería por ese tiempo 876 pesos. 

5° Que si bien el actor, en la absolución de posiciones foja 
11, ha presentado el borrador de foja 16 y éste h.i sido reconoci- 
do por Valdecantos, él no prueba la estipulación de a'quiler por 
30 días fijos ni justifícala cautidad cobrada por el actor, ya por- 
que la üXí esada en ese borrador es mayo< , ya porque éste ge re- 
fiere i un pago á cuenta de alquileres no liquidados, ya, final- 
mente, porque en el mismo se habla de mensualidades, no de 30 
días fijos; y á esto se agrega que ese borrador, no habiendo sido 
firmado, no constituye obligaoion, sitió simplemente una pro- 
puesta no realiJada, desde que no consta su aceptación ; y que 
el reconocimiento hecho por Valdecantos no puede desligarse 
de In explicación dada por éste al contestará la 6" pregunta. 

6" Que si bien el demandado ha manifestado no recordar la 
fecha desde la que debe alquileres, en su respuesta á la 3* pre- 
gunta, foja 1 1 vuelta, de las posiciones de foja 18, la razón que 
ínvo -a para justificar esa ignorancia no es admisible, pues la 
circunstancia de habérsele dado recibos con diferentes fechas 
no es motivo bastante para que Valdecantos no sepa hasta qué 
tiempo ha pagado los alquileres; y en tal cuso, conforme á la dis- 
posición del artículo 415 de la ley de procedimientos, debe te- 
nérsele por confeso sobre ese punto, 

Y considerando con relación a la segunda cuestión: 

1° Que habiendo el demandado opuesto la excepción de im- 
procedencia de la demanda, en virtud de haber estipulado con el 
demandante esperas para el pago, estaba obligado i probar ese 
hecho (fallos citados en el primer considerando) y no nbstante 
ésto, no ha producido ninguna prueba. 



FALLOS DE LA HUMEN* «jOHTt 



Por estos fundamentos y r ^ ..«,»««,«»*..,. 
declarando i sobre la primera cuestión, afirmativamente, con la 
limitación «presada en los considerandos tercero y cuarto, en 
cuanto a la cantidad adeudada por el tiempo de que habla la 
demanda. Sobre la segunda, negativamente. 

En consecuencia, se ordena á don Tomas Valdecantos, abono 
á don Pedro P. Ballesteros, dentro del término de 10 día*, con 
tados desde La notificación, los alquileres que le cobra, por r 
tiempo trascurrido desdi- el 19 fie Febrero inclusive de 1891 , h a s- 
ta el 3de Octubre de 1898, fecha de la demanda, á razón de 45 
pesos mensuales ó sea la suma de 876 pesos moneda nación ;jj 
con lm intereses á estilo de Banco, á contar desdo esa misma 
fecha, sobre la cantidad que corresponda al número exacto de 
meses comprendido en el tiempo indicado, y desde el 19 de Oc- 
tubre de 1898 sobre la parte de aquella suma que no alcance 
á constituir un mes de alquiler basta el día del pago efectivo ; 
sin perjuicio del derecho del demandante i cobrar Ion alquileres 
devengados posteriormente ¡i la fecha de la demanda al mismo 
tipo de 45 pesos roensuale*,cuyo pago se abstiene el suscrito de 
ordenar en este fallo, por cuanto el actor se reservé en el es- 
crito de foja i el derecho de ampliar ta demanda por el importe 
de ellos, derecho del que no ha usado en forma legal, pues no 
debe tenerse como tal la manifestación contenida en el anal del 
alegato defojaá7 ; y sin especial condenación en costas, pur ha- 
ber sido desestimada en parte las pretensiones del demandante. 

con el original, transcríbase y repónganse los 




/•'. Marina Alfaro, 
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Cali* **■ tm üupren» Cmvtm 

Butilos Aires, Noviembre 30 de 1899. 

Visto» y considerando : Que probada como está la celebración 
del contrato de locación entre el demandante y demandado so- 
bre la casa de propit-dad del primero qre ocupa el segundo, y 
acreditado ig nal mente el precio del arren (amiento ¿razón de 
cuarenta y cinco peaos mensuales, i'S fuera de duda la proceden- 
cia de la acción para el pagu de la» sumas adeudadas por alqui- 
leres. 

Que el demandad» no ha producido justificativo alguno que 
sirva á demostrar que haya satisfecho al actor otra» cantidades 
que la» que éste reconoce haber recibido, pudiéndose agregar 
que ni siquiera lo asevera de una manera concreta. 

Por esto, y sus fundamentos, seconlirma con costas la sen- 
tencia defoja treinta y cuatro en la parte apelada. Notifiques^ 
original y, repuestos lo* sellos, devuélvanse* 

BtNJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN fi. 
TOKKKNT. —O MARTÍNEZ, 
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CAUIA CBiSIIVI 



Don Pascual Ferraro, en tercería de dominio en lo? autos det 
llanca Nacional contra don Vicente Diprimio; sobre desisti- 
miento y costas. 



Sumario. — Son de rargo dil ejecutante que desiste del em- 
ivl juicio fie tercería. 



Caso, — Lo eiplicael 



ralla del Ju«i Federal {ad ftoc) 



San Luis, Agosto 4 tic 1896. 

Y riUMUBl» el inridente de desistimiento dula solicitud de 
embargo de un ducumento de <lon Pascual Ferraro, det Banco de 
la Nación Argentina, y de tercería de dominio interpuesta poi 
afjuel, por el documento materia del embargo, y considerando : 

I a Que con esta fecha se ha h.cho lugar recien ;í ese desisti- 
miento, con costas, en el juirio principal, como Ja parte del Nan- 
eo lu pedía. 

2 o Que desde el momento que en casos análogos 
presente, y de lo cual hay constancia de contrario en ei 
mos autos, cuando -e ha hecho desistimiento de 
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se ha aceptado, con costas, la justicia y ta lógica exige un pro* 
ced ¡miento igual. 

3 o Que la parte del Banco, desde el momento que se trabó el 
embargo en el documento de la referencia, no sólo ba podido 
sinó que ba debido, conocida la propiedad de aquel, pedir su 
desembargo, sin dar lugar á ulteriores tramitaciones que cansan 
duña (artículos 1069 y 1070del Códiga Civil, obra del doctor 




hechos que infieren daños, que no son 
delitos, como los que importan la precedente tramitación, la 
obligación de repararlo pesa en su autor (artículos citados del 
Código Chfil y el 108*J de la propia obra). 

5 o Que constando en estos autos, de acuerd.» en casos y en 
el fondo de las doctrinas de ambas partes, la tesis que se Tiene 
sosteniendo, sancionada por resolución de este mismo jutgado, 
no hay mérito para mayores consideraciones ; y 

aceptado el desistí miento de la demanda de embargo en los au- 
tos principales, con rostas, de acuerdo con los fallos citados por 
la parte de Ferraro, de la Suprema Corte, se declara procedente 
la demanda de éste por las pérdidas é intereses y obligado el 
Banco á su pago ; que aquella* están comprendidas en las eos- 
tas proceaales, inclusive poderes y protestas, y estos, en el in- 
terés denegado por el valor del documento, como lo establezca 
y en su falta, de conformidad á los que cobra ei Banco en su ca- 
so, desde la fecha del embargo, ó del vencimiento del docu- 
mento. Hágase saher, repóngase el papel común, y estése á 1» 
mandado en el atitu de esta fecha en el expediente 
contra don Vicente Diprimio. 
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. 4e la 




Bucuo3 Aires, Noviembre 30 üe 1H99, 




Bes se refieren, reconociendo así la justicia con qne se ha de- 
ducido la tercería. 

Quksí el citado embargo trabó por error, en ti sentido de 

cutado, han debido repararse las cunsecueneias del error tan 



Que no habiéndolo h-choasíel ejecutante, justo es que sean 
i sn cargo las i-ostus é intereses a que lo lia condenado el infe- 
rior. 

l'or ésto y fundamentos concordantes se confirma el auto ape- 
lado de foja cuarenta y una, con costas. Notifíquese original 
y, repuestos los sellos, devuélvanse. 




ie se deje libre el 



BENJAMIN PAZ.— ABEL BAZAIH, — 
OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. 
TORHEKT. — H. MARTINEZ. 
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< AU»A 4 ULW VVII 



Don Octavio Laiapié entura doña liosa tj doña Obdulia Guarnan, 
por enlretja de la cosa vendida; sobre incompetencia y falta 
de 



Sumario. — Resultanuo que la demanda se deduce un contra 
una sucesión indivisa, ni contra herederos que tengan que ser 
puestos en posesión de la herencia, si dó contra las demandadas 
en su carácter particular, respecto de las cuales surte el fuero 
federal por razón de las personas, debe recudirse la excepción 
de incompetencia de la justicia federal y de falta de personería 
opuesta por éstas. 



ResnlUde las siguientes piezas: 



F*il« del Jims Peder* l 



Santiago, Junio 8 de 1899. 

Y Fistos : En lo referente á las excepciones dilatorias opues- 
tas por las demandadas, en forma de artículos de precio y 
especial pronunciamiento, fundando la primera de ellas en la 
incompetencia de este juzgad.» para conocer en el reclamo que 
Íes hace don Octavio Latapié, por cuanto el bien raií cuya en- 
trega se demanda forma parte del caudal indiviso de la tes- 
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tanientaría de doña María Santos Guzman, y la cual tes- 
tamentaria permanece abierta basta el prese:; 1 . ante uno de 
los juzgados de provincia; y la segunda en la falta de personería 

6 descendientes de la causante, ainú hijas naturales de la mis- 
en la posesión y propiedad de los bienes hereditarios, sino que 
tienen que pedirla al juez de la sucesión, justificando el título 
de la herencia. 

Con lo expuesto en contestación por el demandante, á foja 16, 
á mérito del documenta público que en copia autorizada corre á 
foja 18 vuelta y de loque resulta además del expediente de in- 
terdicto, seguido entre Jasiuisinas partes, y que tí juzgado tiene 
á la vista « para mejor proveer », 

Y considerando; Que la di-mandu lia sido dirigid» contra Ob- 
dulia y Rosa Guzman, en el doble carácter de Lia mismas, de su- 
cesores :i titulo hereditario y A título singular de doña Hariu 
Santos Gnzmnn. 

Que fs evidente qne por lo que se desprende de la escritura 
citada de foja 18 vuelta de venta de acciones y derechos hpeha 
por la nombrada doña María á favor de las filudas Obdulia y 
Rosa, así como también del rol que éstas asumieron en el j* - 
ció di- interdicto, el demandante no debió invocar la calidad de 
herederas de las demandadas para justificar su reclamo, bas- 
tándole con promoverlo, por ser las mismas sueesorasen la coa», 
por título singular. 

Que por otra parte, la incidencia á usté respecto queda termi- 
nad:! ion la manifestación clara y precisa del demandante, hecha 
en el otr-.^í del escrito de Tuja 16, y por el cual, ratificando ]« 
demanda, dirige su acción contra las demandadas, en el carácter 
puramente de psionarias. 

Que la ex- pcion de falta de personería en las demandada, 
además de no tenar ya razón de ser, en virtud de lo expuesto en 
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el anterior considerando, ella sería siempre improcedente como 
dilatoria, por no ser de las autorizadas como tal por «1 artículo 
73 dv la ley nacional di' procedimiento!» de 14 de Setiembre de 
y la constante jurisprudencia de la Suprema Corte de jus- 
ticia federal. 

Por tanto, no se hace lugar á ninguna de las excepciones de- 
ducidas, debiendo la parte demandada contestar derechamen- 
te la demanda, sin especial condenación «>n distas, por cuanto la 
actitud un tanto confusa del demandante, autorizó hasta cierto 
punto la deducción déla primera de las eicepciom-s. Notifique- 
se con el original y repóngase. 

Saturnino Salva. 



VISTA DEL SfcflOK PltOCÜHAUOH CENKKAL 



Suprema Corte : 



Unenos Aires, Julio 20 de 18911. 




La escritura cuyo testimonio corre &j 
uiuesira que laa señoras demandada 
son cesionaria* del derecho que otra escritora 
á fuja % acordaba á la señora doña María Santos Guarnan para 
rectiporar un inmueble tendido. 

üe tales antecedentes, constantes por escrituras públicas, re- 
sulta que nu procede la gestión del demandante contra las de- 
mandadas por un título univofs.il que debía necesariamente 
discutirse ante el juez de la sucesión. La acción es personal, no 
contra la sucesión hereditaria de Ja señora Haría Santos Guz- 
iiinu, aínó contra las demandadas, no tampoco en el carácter de 
lit-r-deras universales, sinó en el de cesionarias de los derechos 
especiales, que deeluróá su favor la escritura de foja 19. 
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Así ha .«ido expresado por el mismo demanda ote al aclarar a 
este respecto la demanda, por el otrosí de foja 18. Estando, por 
otra parte, reconocida ladimsa nacionalidad de las partes ocu- 
rrentes, procede el fuero federal, como lo ha declarado et auto 
recurrido de foja 23, uiya confirmación solicito de V, E. 

Sabiniano Kier. 



Vmílm de la 



lluenos Aires, Noviembre ;íü dt> ISífcf 



en el pleito un 
ur- 




i, inciso secundo, déla 
el demandante invoca 




Vistos v 
extranjero, en 
gentinos, en 
oia federal se halla ex 
de Ja Constitucio 
ley de jurisdicción y competencia. 

<¿ue ha quedado bien precisado 
como fundamento de la acción, en 
tra quienes la dirige, el carácter de cesionarias en los derechos 
d< doña María Santos Guzman, que les atribuye en mérito de la 
escritura de foja dieciocho vuelta v de las obligaciones que eti 
virtud de la cesión asumieron. 

Que .-ri consecuencia, la demanda no se deduce contra una 
sucesión indivisa, ¿inó contra sucesores á título singular, se^ -n 
lo pretende el actor, en cuyo caso no es de oportuna aplicación 
el inciso primero del artículo doce de la citada ley de jurisdic- 
ción y competencia. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
i'ro -urador general y fundamentos de la sentencia de fojp vein- 
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titres se coníhma ésta eo la partf apelada, con costas. Notifi- 
ques© original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BEKJAHIK PAI. — ABEL BAZAM. 
— -OCTAVIO BUNCE. — JUAN E. 
TOBRENT. — D. MARTINEZ. 



4 AINA 4 l»L*XYIU 



Eí Fisco ¡Sacional cual ra 



Sumano. — En las expropiaciones si' debe al expropiado, á 
mus del precio ó valor del terreno que se expropia, los perjuicios 
que sean su consecuencia forzosa. 



raso. — Resulta del 



F*H«del Juei Fedvrul 



Bunnoí Aires, Setiembre 12 de 1«99. 

Autos y vistos : Estas diligencias iniciadas por el Procura- 
dor Fiscal, en representación del Fisco Nacional, promoviendo 
juicio de expropiación contradon Antonio Carboni. 
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Y considerando: que es equitativo el precio asignado por 
ambos peritos a] terreno A expropiarse, asi como el monto de 
la cantidad fijada por vía de indemnización ; el juzgado, tenien- 
do en cuenta, además, que el valor que se atribuye al terreno 
de la referencia es el mismo que por sentencia en otros juicios 
se lijó páralos terrenos contiguos, resuelve, de acuerdo con la 
jurisprudencia sentada por Ja Suprema Corte, pura los rusos i n 
quehuy conformidad entre los peritos, aprobar la tasado» ve- 
tincada, fijando en ciento veinte y siete mil cuatrocientos cua- 
renta y un pesos, con cincuenta tj tres centavos moneda nació- 
nal, lo que el Fisco de la Nación debe abonar al veñor Antonio 
Carboni, por el terreno á expropiarse. Hágase saber y repón- 
ganse los sellos del expediente. 

/'. Qlaechea tj Alcorta. 



VIS! A DEL SfcSOH PROCURADOR GENK1IAL 

Uuenos Aires, ¡Setiembre 14 <le L8W>. 

Suprema Corte: 

Nad.i tengo que observar respecto al valor asignado al terre- 
no f|ue se expropia por los procedimientos de esta causa, pues 
resulta autorizado por el consentimiento de las partea, por la 
conformidad de los peritos y por los antecedentes que suminis- 
tran varioa justiprecios de terrenos análogos. 

Pero el monto de las indemnizaciones que establece el infor- 
me pericial de foja 88, es arbitrario é infundado. 

No se ha justificado que la división del terreno cause perjui- 
cio al propietario, y al contrario, quedándole una gran zona de 
terreno mejorado en su situación por dar frente á un río draga- 
do y ampliado A costa del Gobierno, en nada contraría la perma- 
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nenciu de los arrendatarios y la mejora de las vieja» construccio- 
nes preexistentes. Y c»mo ta parte tomada á esas construccio- 
nes se abona ventajosamente con .os siete mil trescientos pesos 
que generosamente les aBigua el informe, siendo de madera y 
zinc, ningún otro perjuicio queda á indemnizarse, porque nin- 
guno puede afectar una propiedad de grande «tensión, noti- 
ciada maní tiestamente por los trabajos realiza los. 

Ed cuanto á la extensión de lo expropiado, dependerá da la 
apertura ó clausurado la calle á que se refiere el informe y plano 
«Je fojas 4 y 6. 

No creo que V. K. esté llamado a pronunciar juicio al res- 
fflctn, por cuanto ni la municipalidad ha intervenido, ni el punto 
ha sido ni discutido ni resuelto, ni puede ser por ello materia 
de recurrió para ante V. E. 

Kn mérito de lo expuesto, pido á V. B. se sirva confirmar la 
si utencia de foja 94, en cuanto declara el valor del terreno y de 
la parte de construccinnes expropiadas, declarando que no pro- 
ceden otras indemnizaciones por perjuicios que no se hsn 
demostrad», y que en cnanto á la extensión del terreno, resultará 
de lo que administrativamente se resuelva sobre apertura de 
la calle establecida según las títulos de propiedad. 



r*Ho «Se I* üueriBM C*rl* 



Buenos Aires» Noviembre 30 de 1899. 

Vistos y considerando : Que el precio de diez y nueve pesoB 
cincuenta centavos por cada metro cuadrado del terreno a ex- 
propiarse que manda pagar la sentencia recurrida, esta basado 
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en antecedentes judiciales, demostrados en varias causas sobre 
expropiación de terrenos para el ensanche del Riachuelo, resuel- 
ta* por esta Suprema Corte, fijando e) precio desde diez y seis 
pesos por metro cuadrado hasta eJ de diez y nueve pesos 
cuenta centavos, según que la cosa se halla á más ó menos 
tancia del centro principal da la población, negocios, etc. 
la localidad. 

Que esos antecedentes, verdaderamente respetables y que la 
jurisprudencia de esta Suprema Corte ha tenido en cuenta 
en principio en numerosos casos para determinar la indem- 
nización debida al propietario, como puede verse entre otros 
en los que se registran en el tomo cincuenta y dos, páginas cinco, 
ciento cuatro, ciento cuarenta y ocho, doscientos cincuenta y 
seis, doscientos cincuenta y nueve y doscientos sesenta y cua- 
tro, informando sus resoluciones en lo establecido en casos 
análogos, hace que no pueda sino reputarse equitativo el pre- 
cio fijado al terreno en la presente causa, guardando consonan- 
cia con los fijadas ta localidad sobre inmuebles de análogas 
situaciones, destinados á la misma obra; y cuando, pur otra 
parte, concurren las circunstancias de identidad de tiempo y 
propiedades del suelo. 

Que así se explica que el Poder Ejecutivo haya resuelto 
ofrecer el ptecio de diez y nueve pesos cincuenta centavos por 
cada metro cuadrado, si bien incluyendo en ese precio toda 
indemnización, y así se explica también que el señor Procu- 
rador general manifieste su conformidad con ese precio, aplicado 
al valor del terreno. 

Que es de toda evidencia que el expropiante no sólo está ohlí- 
gado á pagar el valor del terreno, siuó también los perjuicios 
que sean consecuencia forzosa de la expropiación, con arregla á 
lo dispuesto por el artículo diez y seis de la ley de Ja íuateMj^. 

Que por tanto, la Nación debe á Carboni, además del valor") 
del terreno que le tomó para el ensanche del Riachuelo, el de/ 
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los edificios qui-, uonstruídus en ese terreno, van á quedar con 
éste fuera de la propiedad del expresado Carbont. 

Que también ¡i este respecto hay conformidad de parte del 
señor Procurador general , basada en la prescripción expresa del 
rebordado artículo die* y seis, que menciona lo edificado entre lo 
indemorable, llegando esa conformidad hasta aceptar el precio 
de siete mil trescientos pesos en que los peritos estiman, de 
acuerdo, las construcciones (dictamen de foja ochenta y ocuu), 
Que aunque en este dictamen se avalúa en el veinte por cientn 
del valor total del terreno, los perjuicios que la expropiación 
causa al expropiado, desaparece en paite principal la raion que 
pudiera motivar estos perjuicios, independientemente «le los 
que sirven de fundamento á otras cuudicioiids contenidas en 
este fallo, desde que ya toman en cuenta por separado el val.* 
de la edificación, y puesto que, á la inversa de lo que dicen los 
peritos, los autos revelan, no sólo que no hay daño por fraccio- 
namiento, por formar una superficie unida la que queda en el 
dominio del expropiado, sino que esta superficie reúne las fun- 
diciones de forma y extensión apropiada para conservar su 
valor anterior por lo menos. 

Que eliminada del eapítulo de perjuicios ta expresada suma 
de siete mil trescientos pesos, valor de las construcciones, y 
establecido que no existen daños por fraccionamiento, desapa- 
recen los dos motivos que principalmente sirvieron de funda- 
meólo al veinte por ciento sobre el precio del terreoo que esta 
Suprema Corte mandó pagar en el caso del Pisco nacional con- 
tra Mcioteguiaga, don Juan, y Debenedetti, don Bernardo. 

Que con tal antecedente, pueden estimarse en equidad en la 
suma de dos mil pesos los demás perjuicios q uo la expropiación 
causa á Car boni. 

Que la superficie que la expropiación comprende, se determi- 
nará por lo que de propiedad de Carboni ocupa la obra á la que 
se destina. 
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Por esto, se declara que la Nación debe pagar el precio de diez 
y nueve pesos cincuenta rentaros por metro cuadrado del te- 
rreno á que esta expropiación se reÜere; siete mil trescientos 
pesos por los edificios existentes en el terreno que se expropia, 
y dos mil peaos por tuda otro indemnización, siendo también á 
cargo del expropiante las costas del juicio en los términos» del ar- 
tículo diea y 01 bode la ley de expropiación, con la interpretación 
que la jurisprudencia le ha dado; quedando en estos términos 
iimdilicada la sentencia apelada di- foja noventa y cuatro, No- 
liffquese original y, repuestos Ids sellos, devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. — ABEL 
BAZ*N en disidencia). 



DISIUBNCIA 

Considerando : Que el precio de diez y nueve pesos y ein- 
C lienta centavos moneda nari-uial por metro cuadrado que ha 
ofri'eidoel Procurador fiscal por toda indemnización para llevar 
a cabo la expropiación de la parte del terreno de don Antonio 
Carhom, dest nada á ensanche del Riachuelo, es sin duda un 
pre< io muy suficiente para pagar no sólo el valor «! 1 terreno 
si n^i también el de las construcciones que contiene y el de cual- 
quier perjuicio que pudiera ocasionar aquélla y que realmente 
no le causa. 

Que para demostrarlo basta tener presente los precios de las 
liunn rosas ventas que se han realizado desde mil ochocientos 
noventa y seis á mil ochocientos noventa y siete, de terre- 
nos colindantes con el Riachuelo en el paraje mismo donde 
está situado el del señor Oarboní. ó en otros puntos mas im- 
portante de aquella localidad, precios que dan al metro coa- 
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rir¡iil ii load* ocho peso* cuarenta centavos, diez pesos, 
sos doce centavos, incluyendo construcciones, y nueve 
cuarenta centavos en las respectivas ventas de que hizo 
y detallada rel;icioiiel perito .Ion Julián Maldonado, en el in- 
fm me que produjo en tos autos de expropiación seguidos por r¡ 
Fisc» Nacional con los ai* fu* re* Meiuteguiaga y Dcbenedetti. 

Entre esas venias hallase también Ja del terreno que es imi- 
ten» de este juicio, y que se compone, según Ja escritura de fo- 
ja 27, dedos fracciones divididas por una calle pública cüu su- 
perlicte una y otra de diez mil ochocientos treinta y cuatro me- 
tro-; cuadrados y milésimos, terreno que fué vendido en remate 
público pof el Banco Hipotecario de la Provincia con fecha 28 
de Junio de 1897 al mismo don Antonio Carbuni, que declaré 
h ¡iberio comprado ]>ara Ovidio K. Montes de Uca. entregando su 
precio en cédulas que representaban entonces, según cotización 
de la B<dsay como se expresa ■ n la misma escritura, el valor de 
«dienta v siete mil eualroeientus setenta y o» lio pesos moneda 
nacional de cursu legal, el cual, dividido entre la cantidad 
superficial de metros njudriido- del terreno, corresponde d« 
precio ó cada uno de ellos, incluyendo bis construcciones exis- 
ten les, la suma de ocho pesos y siete ceuta vos moneda nacional 
de curso legal. 

Que con tal motivo no puede haber duda de que el Procura- 
dor lis cal ha tenido razón de considerar agraviante de los dere- 
i líos que representa la sentencia de foja noventa y cuatro, y de 
apelar de ella, en cuanto condena al Fisco á pagar á Carbón i, 
además de los diecinueve pesos y cincuenta centavos moneda de 
curso legal, que ofreció por toda indemnización y como precio 
del metro cuadrado, el veinte por ciento sobre el valor del te- 
rreno á expropiarse por vía de indemnización y además el valor 
de las construcciones existentes en él. 

Que es de observar, como lo hace notar el señor Procurador 
en su vista de foja cíen, que en el caso, no existen per- 
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el señor Carboni por fraccionamiento del terreno 
sin expropiar, ,1 cual do le resulta dividido en 
forma un todo indiviso y en considerable extensión, 
quedando siempre con frente al Riachuelo, y más valorizado 
éoii las obras de dragado y ampliación de éste A ejecutar per el 
gobierno, consideración que se tuvo presente é hizo valer en la 
sentencia dicuda por esta Suprema Corte para na fijer por 
vin de indemnización un tanto por ciento cualquiera sobre el 
valor de los terrenos á expropiar sobre la márgen del ítuchireln 
pertenecientes á la sociedad Elevadores (tomo ci ncuenlu y «tos, 
página ochenta y siete de los faHo¿). 

Que no es, además, exacto, como lo asevérala parte de Carbo- 
ni y su perito, que enlodas las expropiaciones realizadas p;tra 
ensanche del Riachuelo se haya adjudicado al t-xpropiado sobre 
el precio del terreno un veinte por ciento más por vía de indem- 
nización de perjuicios. Así lo convencen no sólo la resol unión 
de esta Suprema Corte en el caso antes citado, sino también las 
otras dictadas en los casos que menciona el perito Maldonado 
en el informe de foja ochenta y ocho. 

Que debe, finalmente, dejarse sin efecto la sentencia apelada, 
como fo observa el señor Procurador general, en la parte que 
re-uelre sin previa conformidad fiscal, qut se p:igue al señor 
Carbón! los metros cuadrados de terreno que forman la calle 
pública que dividía las tracciones de terrenos vendidas por e] 
Banco Hipuiecariny que los peritos han incluido en su tasan.. n 
como de propiedad de Carboni. La justicia de la observación 
del i ñor Procurador general se impune, teniendo pn-Bente que 
las p-soluciones conforme de los peritos, sea sobre puntos de 
der,< iro r ( ue afectan á las partes, 6 de simple pericia, no hacen 
cosa juzgada para éstas, ni ¡tara los jueces, que siempre pue- 
den apartarse del dictamen de aquellos, teniendo razones fun- 
dada, para ello (fallo de la Suprema Corte, tomo cuarenta y mío, 
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Por estos fundamentos*, se declara que el precio que el gobierno 
nacional debe pagar, por toda indemnización para la expropia - 
ciond el terreno tío propiedad de don Antonio Carboni, es á razón 
de diez y nueve peso* y cincuenta centavos moneda nacional de 

de los edificios y plantado, y que las costas dul juicio ao paguen 
por mitad, de acuerdo con lo dispuesto «mi t i artículo dieciocho 
de la ley de la materia, quedando en estos términos modificada la 
sentencia de foja (inventa y cuatro. Kepue-itos los sel los, devuél- 
vanse. 

ABEL BAZAN. 



( AUNA («LXWlí 



El f hinco Nacional contra don MÚ V. Moran, pur cobro 
ejecutivo de pe.ío.s 

Sumario. — La letra de cambio no protestada ni cobrada A 
su veiuMuiient i al girante, pierde su fuerza contra éste ; salvo 
los cusos de excepiion ; y do alegándose ni probándose que éstos 
concurran en el caso ocurrente, deja de ser título hábil para 
la ejecución. 



Caso. — Resulta del 
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fraila del Jhm Federal 



Buenos Aire*. Agosto J4 de 1897. 



I Fistos : los autos ejecutivos seguidos por el Banco 
Nacional en liquidación contra don José V. Moran, por cobro 
de ana letra de pesos moneda nacional 65,814, de 27 do Agosto 
de 1888 para resolver sobre las excepciones de pago é inhabi- 
lidad del título, opuestas por el ejecutado ; de su estudio n- 

n ..U... % 



<¿ue el 12 de Junio de 1801 ae presentó el referido Banco 
Nacional ante el Juzgado de Comercio de Ja Capital a cargo di 1 
doctor Manuel Cigorraga, iniciando la acción ejecutiva contra 
el mencionado Moran por Ja suma de pesos 65.844. 

Que tramitado el juicio ante el Juzgado de Comercio, éste se 
declaró incompetente, ordenando su remisión á este Juzgado, 
en eJ que, previo el trámite de le?, se citó de remate al deudor, 
y éste opuso entonces las «acepciones de pa<io é inhabilidad del 



Que el Juagado rembiú á prueba la causa por los diez d( ;( s 
de ley, habiéndose rendido por tas partes las de que instruye 
ol certificado del actuario da foja.., consistentes en las compul- 
sas de los libros del Banco que corren á foja... y foja... de 
lo* señores cantador Miguel Marmels y escribano Antonio AI- 
bacetti, en la d -elaracíon del testigo don Miguel Luurencena 
y confesión del ejecutado Morun, que corren respectivamente 
a foja... y foja... , 

■ 

Y considerando : Qne para que el Juzgado pueda pronun- 
ciara sobre la procedencia ó improcedencia de esas excepcio- 
nes, es necesario apreciar el mérito «le las pruebas Crecidas se- 
gún las reglas de la sana crítica. Desde luego, de la declaración 
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dd testigo doctor Laurencena y de la coofeúon del ejecutado se- 
ñor José V. lloran, se desprende que la letra que ocasiona este 
juicio fué pagada por la sustitución de otras letras, suscrita* 
mías por Moran y Lau re aceña y las últimas por sólo Laurencena 
como es la de pesos 50.000, exhibida p«r Laurencena al pres- 
tar su declaración á faja... y mandada agregará estos autos 
por el Juzgado. 

Quede la confesión del señor Moran, cuya indivisibilidad ps 
principio aceptado pot todos los tratadistas de derecho proc - 
sai se desprende claramente que no reconoce adeudar la letra 
que motiva este juicio, aseverando, por el contrario, que ella 
iuc* pagada y que no se explica cómo puede parar en poder del 
líanco Nacional, 

Que de la compulsa practicada por el -untador Marinéis de 
tos libios del Bañen y que rorre á foja.... se deduce que en 
efecto, las primera?» letr.is fueron suscritas por Moran y Lau - 
rencena, pero que las últimas sido lo fueron por don Miguel 
Laurencena, como ser la di* pesos moneda nacional 55.000, de 
fecha .'JO de Diciembre de 1889. 

Que esto mismo se deduce de la compulsa verificada por el 
escribano público don Antonio Albarettí. quien en la relación 
que hace de la marcha seguida por los créditos acordados A 
Moran y Laurencena, afirma también, que con las diversas 
amortizaciones que se hicieron de la letra primitiva por pesos 
70.163, suscritas por Moran y Laurencena quedó la última 
reducida ¡i pes^s moneda nacional 55.000, suscrita sólo por 
Laurencen.i. 

Que si bien eu la compulsa de la referencia, se dice que en 
los libros compulsados, no aparece la constancia de que baya 
sido pagada la letra de pesos moneda nacional 65.844, que ori- 
gina esta ejecución, el pago se desprende de la sustitución que 
se ha hecho por el Banco mismo de las primitivas letras por la 
última que aparece de pesos 55,000 suscrita sólo por el ductor 
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Miguel Laurencena, sustitución que, aceptada por el Banco, 
importaba la desvinculacion del señor José V, Slorau, en cuan- 
to al pago de cae crédito. 

Que por otra parte, el mismo Banco reconoce A foja... que 
inició ejecución contrael doctor Miguel Laurencena, como cons- 
ta del expediente que ae tiene á su vista, pues la letra de pesos 
53,000 que es la suma á que quedó reducida la primitiva letra 
suscrita |i"r don José V. Moran y don Miguel Laurencena, 
reconocimiento que implica que el mismo Banco conceptuaba 
desligado a don Juse V. Moran de su obligación antes existente 
para con aquél. 

Que ateníala c«.nfesíon de Aloran y la ejecución seguida coá*- 
tra Laurencena, no es aceptable como una verdad á cubierto do 
toda objeción la afirmación que hace el Banco, según la cual re- 
tuvo la letrado foja f f en garantía déla que la bahía sustituido 
suscrita sólo por Laurencena, pues á ser exacto en todo esa 
aseveración, el Hamo ha debido exhibir la prueba de ella, 
ó con la inspección. de su libro de acuerdos, en que eonstaru tul 
hedió, ó con la exhibición de una copia autorizada de la reso- 
lución oficial (le! directorio mu la que constara que se había 
adoptado tal sustitneiori con la condición intes referida, lo qoe, 
no h i hecho el Banco. 

Por estos fundamentos y los concordantes de los escritos del 
ejerutado de f... y de f... fallo, declarando comprobadas las 
exc-.pciunes de pago é inhabilidad «leí título opuestas por don 
José V. Moran, y declarando en consecuencia, que no ha lugar 
á Ja ejecución. Quedan á salvo al Banco sus acciones para hacer- 
las valer, donde, cuando y ante quien viere correspondería hacer 
en derecho, con cosías. Así to resuelvo en Buenos Aires, capital 
de la República Argentina, fecha ni supra. 

nlacehea y A Icaria. 
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titilo de I» Npreat C«rt« 

Buenos Aire», Noviembre :J0 ií? lm*. 

Vistos y considerando : Primera ; Que el pago, que es la ex- 
cepción opuesta en primer término por el ejecutado, no su ha 
comprobado que se baya voriücado en la forma en que debe 
operarse según las ilisposiriuiies del título uuveuo, libro se- 
gundo del Código de Comercio para que surta Ja extinción de 
la obligación por td modo denominado de pago ó sea por la sa- 
tisfacción de la letra en la moneda que está designada tartícu lo 
seiscientos ochenta y cinco) ; resultando por el contrario que la 
tetra de foja primera sólo fué renovada en su vencimiento y los 
sucesivos, los últimos con la sola tirina del ac eptante Lnuren- 
ceua (declaración de foja setenta y ochoé informes de foja se- 
senta y ocho y liento dos). 

Segundo ; Que en lo que respecta á la excepción de inhabilidad 
del título, la prueba evidencia que ella se ha operado, < onside- 
raudu la letra de foja primera como título comercial. 

Tercera : Que como títulu comercial, la letra de foja prime- 
ra no protestada ni cobrada á su vencimiento al girante, pierde 
toda su fuerza contra éste, fuera de los casos de excepción que 
no si' ha alegado ni probado que concurran en el presente (arti- 
culo setecientos catorce del Código de Comercio aplicable á los 
pagarés á la orden como el de foja primera, de acuerdo con el 
artículo setecientos cuarenta). 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ciento dieciocho, se confirma ésta coa costas. Noti- 
fíqtiese original y, repuestos los sellas, devuélvanse. 

BENJAMIN PAX. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BONGE. — JUAN E. 
TOhHENT. — H. MARTINEZ. 
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El doctor don Miguel Angulo y tiarcia contra la Municipalidad 
de Caroya,por reivindicación ; sobre competencia 

Sutnario, — *» cor repulid e á ia justicia Metal por fftaon 
de ¡-ersonasla causa entre el argentino vecino de una provincia 
y iii:a Municipalidad de dicha provincia. 



Caso, — Resultad? las siguen ti'*, piezas 



Fallo del Jan frrder»! 



Córdoba, Noviembre 10 de 1898. 

Autos y vistos: Los seguidos por el doctor Miguel AngM 
Angulo y Gurda contra la Municipalidad de Caroya, por 
reivindicación de una vertiente, daños y perjuicios y costas. 

Resulta : f Que el actor funda su accionen que la dichn Mu- 
nicipalidad se apoderó por la fuerza de una vertiente en el esta- 
blecimiento de campo de su propiedad llamado « La Guardia >, 
sacando canales p..r su terreno, usándolo j gozándolo todo en 
eonira de au voluntad. 



1 I'or un «rror ik- lrnfi«po.-ií:ion ligura ím|u¡ ,.?ta rau-a. si. mlu lti^:ir 
cronológico antea dr la causa CDLXXXV. 
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2 o Que el demandado, al evacuar el traslado de la demanda, 
niega que en el lugardul « Salitre », perteneciente alestableci- 
mii-nto de campo del demandante, nazca y muera vertiente al- 
guna, por lo cual pide el rechazo de la demanda, con costaB. 

Y considerando: i" Que la acción en tarjad a es la de rtif indi- 
cación, y ella es en este caso improcedente, porque el actor no ha 
comprobado la propiedad, como tenía deber de hacerlo por la 
lev, tanto más cuanto que no se ba reconocido ser dueño de lo 
que se reiviudicafarts. 2758 y 2774, Cód. Civ.). 

2" Que la presentación tardía del título Lecha en el alegato 
de bien probado no puede producir prueba alguna en favor del 
demandante, ni el título tunado en consideración, pues él debii 
ser presentado en la demanda, y sólo en ciertos casos en la 
prueba (art. 10, ley de Proeed. CivilesjNaeionales). 

3" Que, ademíía, la acción reiviud icatoria de una corriente 
de ugua, de propiedad privada, es improcedente cuando se está 
coposesión del inmueble de que la corriente ea un accesorio 
(art. 2762, Cód. Civ,). 

§■ Que aun suponiendo que la presente ¡iccion se pudiera 
mirur romo fundada en la sola posesión de * La Guardia », que 
el demandado reconoce tenerla el demandante, la acción siem- 
pre resultaría improcedente, porque no *e ba probado ni inten- 
tado probar que la Municipalidad sea la autora de lo* hechos 
que basan lu demanda ni que la referida Municipalidad sea la 
misma persona que la colonia Caroya, poseedora del agua, 
her lio que niega el demandado. 

Kn su mérito, definitivamente juzgando, fallo : no haciendo lu- 
gar, con costas, ú la acción entábla la por el doctor Miguel An- 
gel Angulo y García, contra ta Municipalidad de Caroya. Ha- 
gas* siber original, repónganse, transcríbase y, en su caao, al 
archivo. 

t\ Moyana liacitúa. 
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VISTA DEL SESOR PKOCUKAliOR GfcNKIML 



Suprema Corte ; 



Bueno* Urna. Noviembre 25 dt- Ikíw. 



Las municipalidades, á los Rectos dt?l fuero, son considera 
das en su carácter de personas jurídicas como argentinas, se- 
gún se desprende de los artículos 2 y 9de Ja ley d<- 1863 sobn- 
competencia nacional y ka si Jo deparado por la jurispruden- 
cia di- los fallos de V. E. 

La diversa nacionalidad de los miembros que la forman en 
nada puede alterar el carácter jurídico y la nacionalidad de la 
institución. 

El doctor Angulo y García no se ha demostrado á qué na- 
cionalidad pt-r tenezca, si fuere argentino como paruee deducirá* 
del conteitu ile su exposiriun de foja 2, y es presumible por tra- 
tarse de la nacionalidad común en la República y do haberse 
invocado nacionalidad de excepción, en tal caso, versando la cau- 
sa entre partes de la misma nacionalidad, bu procedería el fuero 
nacional que la ley de la materia ha circunscripto á los casos 
determinados mu ella. 

Saltiniano Kicr. 



falla dr I* ftitprrma Cor Ir 



lliienos AÍfS& No vimbre 89 de 1899. 

Vistos y considerando : Que la demanda de foja una ha sido 
dirigida contra la Municipalidad de. Caroya, según Tesulta ex- 
presamente de los términos de aquella. 
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Que por el auto de foja siete se 'a por acreditada l i compe- 
tencia del jiiei a í/ho, en mérito del certificado de foja dos vuel- 
ta, según el cual los miembros de la Municipalidad de Caroya 
son eitranjeros. 

Que esta circunstancia no es bastante pura establecer la pro- 
cedencia, en el caso, del fuero federal, pues, romo queda dicho, 
la acción se dirige contra la Municipalidad, en su carácter de 
persoua jurídica y noeontra los miembros que J11 componen. 

Que la jurisdicción federal se nace derivar en el presente 
juicio de la diversa nacionalidad de las partes. 

Que siendo argentino el demandante, y debiendo conside- 
rarse, á los efectos del fuero, con igual nacionalidad a ta Muni- 
cipalidad demandada, en virtud de lo dispuesto en el ¡irtículn 
nuL-ve de la ley de jurisdicción y competencia de los tribuna- 
les federales, el fuero federal no es procedente en el presente 
caso. 

Que tampoco procede por la diversa vecindad de las partes, 
pues según consta de autos, el acior t á la fecha de Ja demanda, 
era vecino de la provincia de Córdoba, teniendo igual vecindad 
la Municipalidad demandada, con arreglo al articulo nueve ci- 
tado de la ley de jurisdicción. 

I'or esto» fundamentos y concordantes de la vista del Pro- 
curador general, se declara que el conocimiento de esta causa no 
corresponde á las Justina federal, y se deja en consecuencia sin 
efecto todo lu obrado en ella. Notifíquese original y, repuestos 
les sellos, devuélvanse, 

OCTAVIO BUNGE. —JUAN E. TO- 
HIlENT. — B- MARTINEZ. 
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causa «mici 



Don Bartolomé Devoto tj otros contra el Poder Ejecutivo de la 
Ración, por expropicion da acciones del Itanco Racional en 
liquidación; sobre importe de la indemnización. 




— i" El elemento principal de toda in.lemnizicioii 
por .*xpropiacion es el pago del valor rea! que tenga la 
la f- oha de u expropiación, siempre que en 
figure aumento por razón de la ley que la motiva. 

2? Ese valor, tratándose d<- acciones, es el que fijan las coti- 
zaci-pnes de bolsa, y, no habiendo pruebas, ni motivos para es- 
tablecer lo contraríe, debe reputarse que <-s el de la última 
cotizaci-m lu cha en la BoWa antes del juicio de t'Xpropiacioo. 



t'iisu, — Resulta del 



f allo d* Juex Federal 



Vistos y considerando : Que la expropiación de acciones del 
Banco Nacional de que se trata debe resolverse con sujeción á 
las prescripciones de Ja ley de la de Setiembre de i 866, Que 
ésta estatuye en su artículo 15 que debe asignar»- í los bienes 
de cuya expropiación se trate un valor que sea el que tuviera 
ante- .le que se autorizara su expropiación. Quo en el presente 
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caso son de tenerse eu cuenta especialmente lis disposiciones 
de las leyes especiales de (6 ile Octubre de 1891 y de 18 de 
Noviembre de 1893 en sus artículos 35 y 21 respectivamente 
por ser las que en especial estatuyen sobre la materia. 

Ahora bien, puede plantearse como cuestión previa á resol- 
verse» la siguiente: ¿Para lijare! precio de las acciones de que 
se trata, debe hacérselo con relación á la época á que se reüere el 
perito de los accionistas don Ricardo C. Aldao, es decir al 31 de 
Marzo de 1894, ó, por el contrario, no hay que sujetarse a" fecha 
determinada y sólo hay que tener presenta la disposición del 
citadn artículo 15 de la ley federal de ¡3 de Setiembre de 1866? 

En |iró de la primera solucio» aduce como razones que la 
sustentan, el perito doctor Aldao, el plazo que fijaba el artículo 
35 de la ley de 16 de Octubre «Je 1891 y la referencia que ¡i ese 
artículo hai e el 21 de la ley de 18 de Noviembre de 1893. 

Todo fundado en que la Suprema Corte resolvió que debía 
precederse inmediatamente á la expropiación y sin prévia fija- 
ción del plazo á que se refiere el citado artículo 21 de la ley de 
18 de Noviembre de 1893. 

Para resolver este puntúes preciso tener en cuenta que la 
cuestión prévia que ha quedado resuelta por la Corte Suprema 
es la interpretación del artículo 21 referido, de modo que re- 
cien después de ejecutoriado ese fallo tiene fuerza y obliga al 
Poder Ejecutivo á la expropiaron inmediata de las accionas; 
per.» no tenía ese carácter hasta tanto los tribunales no se han 
pronunciado sobre el particular. Así, pues, la teoríajaduciia por 
el perito doctor Aldao carece de base sólida en concepto del 
infrascrito, por cuanto tiene por punto de partida la resolución 
de la Corte Suprema, interpretativa del mencionado articulo 
21 de la ley de 18 de Noviembre de 1893. 

No hay así razón plausible en cuya virtud la fijación del pre- 
cio de las acciones haya de referirse necesariamente á ta época 
determinada por el perito doctor Aldao. 

T. L1MII 58 
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Desde luego, desechada esa tesis, es lógico que se fije e:i 
equidad el precio de las acciones del Banco y tener presente los 
resultados y datos que arrojan los balances acompañados del 
Banco Nacional. 

Este está en liquidación y aunque esta ultímase vrrilica en 
condiciones puede decirse regulares y con éxito más bien hala- 
güeño, no es posible atribuir á las acciones de la referencia ¡d 
Taior que les da el perito Aldao. 

Por el contrario, considerando la situación (tCfleil en que se 
dictaron las leyes de 16 de Octubre de 1891 y 18 de Noviembre 
de 1893 y teniendo en cuenta cuan desastrosa era en esos mo- 
mentos la situación económica^' general del país, puede decirse 
que las leyes de la refereneia^producen un ben.-lieio á los accio- 
nistas al ordenar la expropiación de su* acciones en el tipo 
lijado para aquellas, dudas las oircunstan< ias especiales en 
que se dictaron tas leyes <lu.l8iH y 1893 y haciendo aplicación 
en lo pertinente de las disposiciones de la ley de 13 de Setiem- 
bre de 1866. 

Considerando, por olra parte, que toda eipmpiacion es odiosa 
por cuanto tiene, especial principio fundamental sobre que repa- 
san todas la< sociedades civilizadas, consagrado tn términos 
elocuentes en el artículo 17 de la Constitución Nacional, que 
declara inviolable la propiedad. 

Tomando en cuenta todas las peculiaridades que contribuyen 
á dar conformación especial :il presente caso de expropia- ton 
y por las consideraciones antes aducidas y las concordantes del 
infirme pericial del señor Kpitacio del Campo, definitivamente 
juzgando fallo, que debo asignar como en efecto asigno á las 
acciones de cuya expropiación se trata, el precio de 75 por ciento 
de su valor nominal en títulos de renta interna de por ciento 
de interés y 1 pur ciento de amortización á que se refiere el ar- 
tículo 35 de la mencionada ley de liquidación del Banco, de 
16 de Octubre de 1891. 
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Se declara que j as Ci)3t;H (Jt! , j u i,<j 90n ¿ cargo del Poder 
Ejecutiva, 0t cuanto el precio iijndo es sup rior al ofWudopnr 
el Poder Ejucutivo, tuda coa arreglo ai míenlo 1$ de ta citada 
ley de expropiación de bienes de 13 de Setiembre de 1866. 

Procediendo, pues, exaeqmel Aom así lo resuelvo en Buenos 
Ufeij, Capital de ta República Argentina, á 5 "de AbriJ del año 
de 1899. Repuestos los sellos, notiliquese original. 

l'.OIan fwa y A (corta. 



Buenos Aírt.s Diciembre t u> l«yy. 

Viatoa y considerando: Que la ley número dos mil ochocien- 
tos cuarenta y una, de diez y seis de Octubre de milocha cientos 
noventa y uno, que autorizó la creación del Banco de ta Na- 
ción Argeutiuay declaró en liquidacionel Banco Nacional dispu- 
so rii su artículo treinta y cinco que los accionistas de este último 
Banco podrían recibir por sus acciones*! cincuenta por ciento 
del valor nominal de la» mismas en títulos de renta interna .Je 
aei^ por ciento de interés y uno por ciento de amortización, á 
cuyo efeao debían hacer acto de manifestación de voluntad 
dentro de tres meses de la promulgación de la ley, 

Que la ley número tres mil treinta y siete, de dies y ocbo de 
Noviembre de mil ochocientos noventa y tres, relativa á la li- 
quidación del Banco Nacional, prescribió en su artículo veinte 
y uno ij Ue e [ |J d t , r Ejecutivo lijará un puso dentro del cual 
deberán presentarse al canje Jas ao iones del Banco Nacional 
que aún queden en circulación, de acuerdo con el artículo trein- 
ta y (¡inco de la ley dos mil ochocientos cuarenta y uu», y 
Jas que no se presentasen serán expropiadas, depositando L 



436 



t'A l.l.OS til 1.A SLPhÜMA COHTE 



Tesorería Nacional su importe en efectivo en el Crédito Público 
Nacional, para que allf puedan ocurrir los tenedores* 

Que el Poder Ejecutivo no lijo el plazo áque la última de ias 
leyes citadas se refiere, ofreciendo el eange a los accionistas, y 
no procedió, en consecuencia, á la expropiación de las acciones. 

Que ¡os accionistas que han promovido esta causa, después 
de haber gestionado infructuosamente ante el Poder Ejecutivo 
la expropiación de sus a ciones, lo bau demandado á fin de que 
i lla su verifique obteniendo las resoluciones finales que hun 
mandado se proceda á la expropiación, de acuerdo con la ley 
general de la materia. 

Que en cumplimiento de dichas resoluciones y il l"> tínes 
di' la estimación de las acciones, las partes han hecho e! res- 
pectivo nombramiento de peritos, los que >e han expedido acu- 
sando en sus resultado-, divergencia que pasan de ochenta mi- 
lluiit's <!e pesos. 

Que mientras el perito nombrado por el ministerio fiscal, 
estudiando el estado del Banco con relación al treinta y uno 
de Diciembre de mil ochocientos noventa y tres, llega a la con- 
clusión deque el establecimiento estaba en déficit montante á 
diez 7 seis millones novecientos do» mil catorce pesos con cua- 
renta y seis centavos, el perito de los accionistas entiende que 
el treinta y uno de Marzo de mil uchocientos noventa y cuatro 
había una exigencia que, después de cubiertas las obligaciones, 
baatftlia para enterar los cincuenta millones, capital de)Banco i 
quedando Mfttía unsobrantede trece millones seiscientosocuen- 
ta mil treinta y tres pesos con treintay seis centavos; de manera 
que >>n fechas aproximadas que los peritos mismos dieta puede 
conceptuarse fecha común por no haber entre ambas diferencia 
apreciable dada la magnitud de la musa de intereses en cues- 
tión, el uno piensa que los haberes del Banco un alcanzan para 
cubrir las deudas, faltándole á ese objeto la expresada cantidad 
de diez y seis millones novecientos dos mil catorce pesos con 
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cuarenta y seis centavos, pensando el otro que hay un sobran te 
á distribuirse entre tus accionistas por capital y utilidades He 
sesenta y tres millones seiscientos ochenta mil treinta y tres 
pesos con treinta y seis centavos, loque da entre ambas pericia* 
ta inferencia recordad» de mas de ochenta millonea. 

Que no existen otros datos comparativos entre las pericias 
producidas en la causa, porque aunque el perito liseat ha abra- 
zólo en su pericia desde el año mil ochocientos noventa y uno 
hasta la terminación del primer semestre del año mil ochocien- 
tos noventa y ocho, el perito de los accionistas se ha limitado en 
su estudio al estado de cosas existente el treinta y un» .le 
Hayo de mil ochocientos noventa y cuatro, por creer que ¡í esa 
feelift se debe referir la .-*pr piucíon. 

Que según resulta del informe de foja doscientas .sesenta y 
una mella, expedido por la Cámara Sindical de ta Bolsa, las 
amones del Banco Nacional se han cotízalo en escala más ó 
radios variable, aunque ordinariamente ascendente desde 
Huero cinco de mil ochocientos noventa y dos en adelante hasta 
alcanzar el tipo del treinta y seis por ciento el diez de Octubre 
de mil ochocientos noventa y tres, descender at de treinta y tres 
por ciento el diez de Febrero Je mil ochocientos noventa y 
cuütroy Mibir nuevamente h:»stft el setenta y cinco por ciento el 
diez y siete de Octubre de nul ochocientos noventa y cinco. 

Que esas cotizaciones, cuya seriedad nadie ha puesto en cues- 
tión, sirven á dar el precio legal de las acciones en las fechas 
en que las operaciones se hicieron, con arreglo al artfeulo 
ochenta y tres del Código de Comercio, cm lo que queda de- 
mostrado el concepto equivocado del criterio que ha infor- 
mado el dictamen de los peritos, negando el uno todo valor á 
tas acciones, cuando en verdad lo tenían, y asignándoles el otro 
un í;ilor de ciento veinte y siete pesos treinta y seis centavos, 
superior en mucho at real. 

Que es el precio real de ta cosa que se expropia el que debe 
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pagar el expropiante al expropiado, con relación al tiempo pre- 
venido por el artículo cuarto de la ley de la materia, siempre qui- 
en ese precio oo figure un aumento cualquiera por razón de lu 
ley que tnotiva la expropiación. 

Que sólo en esas condt.-iones el propietario recibiría la in- 
demnización que se le debe y te asegura el artículo diez y siete 
de la Constitución nacional, de.sde que es de derecho que la rosa 
¡uiment i para sn dueño y puesto que sólo a*í se cumpliría con el 
artículo dos mil quinientos once del Código Civil, según el que, 
la justa indemnización, en el caso de expropiación, comporta 
como elemento principal <• inehidibl*- <*l jia^o !>! valor real d- 
ia Cosa, 

(¿Ue. el ron testo general de la ley de expropiación y la limita* 
ción establecida en t*i articulo quince deesa ley, vienen tambieu 
enapoyode las precedentes consideraciones l gales, demostrando 
<I l 1 expropiado debe ¡-er pagado del valor del bien que se expro- 
pia, pero sin tomarse t-n cun-ideraeion el aumento de precio (jue 
Üo si hubiera realizado sí la obra que mol iva la expropiación no 
hubiera sido autorizada, siendo ésta y no otra la interpretación 
que corresponde dar al citado artículo quine?. 

'¿«cesta Suprema Corte, por numerosas resoluciones que ha- 
"■n jurisprudencia, ha puesto ya fuera de discusión la verdad 
(le los principios consignados que amparan el derecho del ■ s- 
proptado para ser pagado del precio total, que, no siendo ohfl 
de la ley, forma parte de lo $u* es suyo, como entre otros puede 
Terse en los que se registran en los tomo, treinta y siete, página 
ciento oche uta y siete, cincuenta y uno, página cuatrocientas 
*m¡ y cincuenta y dos. página setenta y siete de sus fallos, m 
que s.. consigna explícitamente (adoctrina, y en el t«mu cuarenta 
y mt4 % páginas ciento veintinueve y trescientas una, en que se 
orden ni nuevas tasaciones* que herían itnpro edentes si ti 
precio de las cosas debiera referirse de un modo inmutable á 
una fecha determinada, ó sea la inmediatamente anterior á la 
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fecha déla ley que autorizo la obra pira hi que se hace la ex- 
propiación. 

Que aplicando estas doctrinas al caso, no puede haber duda 
de que loa accionistas demandantes ti nen derecho a que 
se tes pague td valor real de sus accíor -*s f desde que nada 
hay en autos que sirva á probar que las acciones se han valori- 
zado por efecto de la ley que autorizó la expropiación, 

Que 11 u sólo no hay esa prueba, sino que está plenamente ave- 
riguado que el efecto inmediato de la ley número tres mil trein- 
ta y -iete, de diez y odio de Noviembre de mil ti«hocieutoa t¡n- 
venta y tres, no s»' produjo en *A sentido de aumentar el valor 
de las acciones, puesto queéstas. cuyo precio era de un treinta 
y seis [»or ciento subre mi valor nominal en diez de Octubre del 
citad i año de mil ochocientos noventa y tres, fecha de la últi- 
ma cotización en la Bolsa, anterior á la de la ley, descendieron 
at treinta y tres por ciento eu diez de Febrero de mil ochocien- 
tos noventa y cuatro, primera operación posterior ¿i la misma 
ley (informe citado de foja doscientas sesenta y una vuelta). 

i.¿ue para fijar el valor real de la- acciones, eon referencia al 
tiempo de la demanda, no puede tomarse com •> base en justicia 
el informe dei perito nombrado por la parte liscal, porque, como 
y i ha I lecho constar, hay error en las apreciaciones de 
ese perito, error probailo ñor las cotizaciones de )u Bolsa, no 
dando tampoco elemento de juicio el perito de los avcionísias 
tanto porgue lo equivocado de sus conclusiones está también 
comprobado por la misma razón aplicada al gobierno, cuanto 
porque estu lta la -limación del Banco solo cu reía ion 
al treinta y uno de Marzo de mil ochocientos noventa y cuatro. 

Que no queda sino los elementos de valor incontestable que 
suministra la cotización délas acciones en la Bolsa, las que 
revelan con la Tuerza de la verdad legal el precio de las accio- 
nes en la fivha de las respectivas cotizaciones, 

l¿ue constando, como consta, que las últimas cotizaciones 
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te hicieron al precio de setenta y cinco por ciento del valor 
nominal de las acciones, y siendo igualmente cierto que 
esas operaciones se efectuaron antes del juicio de expropiación, 
no se puede sinó reconocer que el último precio acreditado de 
una manera fehaciente asigna a las acciones sett-nta y cinco pe- 
§03 efectivo^ por cada cien nominales. 

Que do hay datos demostrativos deque pI precio de las accio- 
nes haya bajado después de las operaciones det diez y diez y siete 
de Octubre de mil ochocientos noventa y cinco, ya recordadas, 
resultando qin- desde esa fecha no volaron á aparecer en his 
c tizaciones de la Bolsa, loque con r*eireunst:incia de qou sus 
tenedores gestionaron en seguida la expropiación, hace presumir 
más bien la li nueza por lo menus de los valores alcanzados. 

Que, por otra parte, la duda debe resolverse en favor del ei- 
propiado, ron arreglo á [adoctrina {Falles, tomo quince, página 
doscientas cincuenta y cuatro) ; doctrina tanto más aplicable 
al presente caso, cuanto que el Poder Ejecutivo ha retardado 
intencionalmente el llevar á cabo la expropiación ordenada por 
el artículo veintiuno de la ley número tres mil treinta y siete, 
hasta el extremo de que no haya venido al juicio nonespondien- 
te ainó a consecuencia -le demanda de los accionistas y senten- 
cias judiciales que recayeron en su mérito. 

Que conforme al citado artículo veintiuno, la expropiación 
dei^e hacera pagando el valor de las acciones en efectivo.no 
siendo así dable ofrecer el pago en fondas públicos, como lo ha 
hecho el ministerio liscal en la audiencia á que fueron convoca- 
das las partes, e D virtud de la ley de expropiación (foja doscien- 
tas mar. nt.* y cuatro), sin ordenar que Be alonen esos títulos 
como lo ha dispuesto la sentencia apelada al condenar al Esta- 
do á satisfacer á he accionistas por precio de sus acciones el se- 
tenta y cinco por ciento en los fondos públicos de que habla el 
artículo treinta y cinco de la ley número dos mil ochocientos 
cuarenta y uno. 
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Que mandándose pagar i los demandantes el precio actual de 
las acciones v no habiendo precedido acto de des poses ion, no 
procede la condenación al pago de intereses. 

Por estos fundamentos, y concordante de la sentencia ape- 
lada de foja trescientas setenta y nueve, se declara que la Nación 
debí- pagar á Ins demandantes, por expropiación de las accio- 
nes ¡i que usía causase n-uVre, precio en moneda nacional d<- 
retenta y cinco por ciento del valor loinimil de dichas acciones, 
quedando comprendida en este pago toda indemnización y mo- 
dificada eu dalos términos la citada sentencia. El pago se efec- 
tuará dentro de los diez illas, ¡i contar desdi* la notiíicaciun de la 
providencia que mande cumplir esta sentencia, siendo también 
4 cargo del expropiante l-*s gastos, en los términos del artículo 
diez y ocho de la ley de i-xpropiacion. Notifíquese con el origi- 
nal y, repuestos los sellos, devuélvanse 

BKNJAMIN PAZ. — OCTAVIO BiM.K. — 
D. MAHTINfcZ. — ABI.L BAZAN (en 

Ú i sid encía) . — j uah e. toumht (en 

disidencia). 



DISIDENCIA 




Vistos y considerando: Que por e! artículo veintiuno de la 

y siete, del diez * ocho de Noviem- 
no venta y tres, se ordenó que se proce- 
diera á la expropiación u> las acciones del Banco Nacional, cuyos 

ta y cinco de la ley número dos mil ochocientos cuarenta y uno, 
de diez y seis deüctubre de mil ochocientos noventa y uno. 

caso los 
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aentadus poí el doctor Federico Pinedo en estos autos, ha debíd o 
procediese i la eipropiaciou dé ellas, de acuerdo con las dis- 
posiciones de la ley nacional de la materia, como fué resuelto en 
la sentencia de esta Su ¡trema Corte de foja doscientas veinte y 
ocho. 

Qoe ios perittK nombrados por las partes para determinar el 
prcdo de nm aoeioAe, han desempeñado su cometido eu Us 
término* de que instruyen sus respectivos informes de foja tres- 
cientas seis y r>ja trescientas veintisiete, atribuyendo ej perito 
de los accionistas á cada una á> ellas el valor de pesos ciento 
veintisiete» treinta y seis centavos moneda nacional decurso le- 
gal; estableciendo el perito de la parte del Fisco que no asigna 
valor alguno á las mismas acciones, porque no se lo permiten ios 
saldos de pérdida que arrojau los balances del Banco á que se 
reliere, y eu 1*k qut- apoya su opinan. 

Q'i- uno y otro perito llegan ,í estas conclusiones extr<<ma> y 
opuestas, estudian do y estimando, según bu criterio, las dife- 
rentes partidas del referido halante del Hunco, que cousideian. 
para establecer por medio de un balance definitivo formado con 
dicuas partidas, estimadas pot piló*, el valor real de las aeciu- 
nes, siendo de notar que el perito de los accionistas hace es-- 
estudio sobre una copia de balance oficial del Banco de treinta 
y uno de Miro de mil ocbodeotus noventa y cuatro, por será 
su juicio en ese mes en el que el Pudtr Ejecutivo debió rea- 
lizar Ja expropiación de las expresadas acrjones; en tauto que 
el perito de la parte del gobierno toma por base de su estudio 
y peri.-ia los balances .uníales del Banco Nacional desde el trein- 
ta y uno de Octubre de mil nchocientu* noventa y uno basta el 
treinta de Junio de mil ochocientos noventa y ocho. 

Que b pericia practicada en <' S ta forma, para lijar el precio de 
las acciones de que se t r ita, no puede ciertamente servir de fun- 
damento ni de guia para atribuir, eu su mérito, un valor cual- 
quiera de expropiación á dichas acciones, no siendo, como no 
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es, ese el procedimiento autorizado pur la ley en casos seme- 

Que dichas pericias se desautorizan por sí mismas, resultando 
inútiles paraifWstrar et juicio de esta JSuprema Corte, por cuan- 
to el nerito de los ae, ionistas eleva A mas de Ja par y asigna 
fuerte premio á acciones de un establecimiento quebrado que 
suspendió el pago de sus obligaciones, depreci.imUe considera- 
blemente aquellascomo era consiguiente, ni las cotizaciones de 
la bolsa; y el perito de la parte del gobierno niega todo valor á 
las mismas, cuando Ja ley se tu asignaba .-» un cincuenta p^r 
ciento en títulos de seis por cierno de renta y ttm> por ciento de 
amortización. 

<¿ue en presencia de .-«ta contradicción pericial, no queda otra 
base de criterio razonable y justa, que buscar el valor .le dichas 
acciones, que constituyen la materia de la expropiación, en las 
cotizaciones generales de la Bolsa de comercio, pues son estas las 
qu- k. asignan con má? exactitud y verdad, conformándose así con 
la disposición del artículo ochenta y tres del Código de Comercio, 
Que del cumplimiento de esta prescripción legal no lian debi- 
da prescindir los peritos de las partes, como no pueden hacerlo 
tampoco los jueces, sustituyendo el valor real y p sitiTo esta- 
blecido por Ja ley para dichas aciones por eJ estimativo y con- 
tingente que quieran darles aquellos, subordinándolo, como lo 
ha . ,1 á las eventualidades, más ó menos favorables 6 adversas, 
de la liquidación del establecimiento fallido. 

Que la creencia íntima que los accionistas recurrentes hayan 
teñid ,, lo mismo que su perito tasador, de una mayor valoriza- 
cion eventual de las acciones, sobre el que les daban las cotiza- 
ciunes de la Bolsa, ó el di- los fondo? públicos con el que se le 
ofrecía canjearlas, no puede wr Rizón bastante, por verosímil 
que pareciese esa creencia, en virtud de los edículos ó aprecia- 
ciones que la fundan, para autorizar la admisión de ese mayor 
valor cora.i precio cierto de las arciones, con [.referencia al que 
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les han dado las cotizaciones de la Bolsa; porque ello importa- 
ría asociar desde luego, á dichos accionistas á los lejanos resul- 
taron de la Liquidación del Banco, pagándoles de contado no sólo 
el valor real y efectivo d<- sus acciones, según cotización públi- 
ca, en la fecha ;¡ que deba referirse feo estimación para la ex- 
propiación, sino también A de las ventajas ó ganancias hipo- 
téticas que se calculen 6 imaginen i'oran resultado posible de 
ilieha liquidación, siendo así que tales ventajas ó ganancias no 
deben tomarse en consideración en las indemnizaciones por 
cansas de expropia-ion, según lo ha establecido exp Tesamente el 
artículo diez y seis de la lev de la materia. 

Que sentados estos principios y habiendo sido vario él precio 
de C'itizacion que las a -Clones han tenido en la Bolsa desdi mu- 
cho tiempo antes que se dictó la h*y que ordenó su expropiación 
hasta el diecisiete de Octubre de mil ochocientos noventa 7 cinc», 
en que se hizo la última operación -le e&oa títulos, según lo prueba 
el informe de V]a doscientas ^¿«uU y dos de la Cámara sindi- 
cal, resta sólo averiguar cuál deesas di fer en tes cotizaciones debe 
ad -ptarse para lijar con arr.glo » ella . I precio de expropiación 
acciones. 

ira resolver en justicia, cual corresponde, esta cuestión, 
d« lie tenerse presenta la disposición del artículo quince de la 
ley general de expropiación, en que se establece que el valor de 
los bienes debe reglarse por el que hubiesen tenido, si la obra 
no hubiese sido ejecutada ai aun autorizada; disposición previ- 
sora que tien por objeto impedir injustos perjuicios del expro- 
piante haciéndole pagar por la cosa materia de la expropiación 
un mayor valor que le hubiese sobrevenido por la obra misma 
autorizada por la ley ú por combinaciones artificiales con que se 
tratase ue aumentar el precio del objet > expropiado, en mucho 
más de su valor; para que lo pague *■! expropiante, colocado como 
se hallaría en la imperiosa necesidad detener que adquirirlo eu 
cumplimiento de la ley. 
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Que á la observancia del artícub antes citado de la ley de ex- 
propiación iiose ojioiie, ni puede npnuerse la jurisprudencia es- 
tablecida t u mucho* casos pur esta Suprema Corte, de conformi- 
dad con el artículo dos mil quinientos once del Código Civil, de 
que debe pagara al expropiado el valor r al que tenga la cosa, 
aunque sea el que bava adquirido después de dictada la lev que 
ordena ta expropiación, siempre que este valor no sea la conse- 
cuencia de dicha ley ú déla obra que ella ha autorizado y sólo 
provenga de otras cansas extrañas que los jueces están llamados 
á apreciar con sano criterio. 

<¿ne con e^tosanlecedentes de derecha, y atentas las cons- 
tancias de autos, cumple resolver la cuestión sub-jüdice, fijando 
á bis acciones sometidas ála expropiación el precio de treinta y 
seis pesos moneda de curso le^al por acción, que indica la coti- 
aacioade fecha diez de Octubre de mil ochocientos noventa y 
tr- que se regis'ra en la planilla de foja doscientas sesenta y 
dos, y que es la inmcUiatu anterior á la ley ile dieciocho de No- 
viembre de dicho año, que ordenó la expropiación. 

Que es de observar que después de dictada esta ley sólo se han 
anotado en la pizarra de la Holsa, como operaciones realizadas 
en estas acciones, tres cotizaciones : la primen con fecha diez 
de lebrero de mil ochocientos noventa y cuatro, de cuatrocien- 
tas acciones á treinta y tres por ciento cada una, y bis otras dos 
á los veinte meses después de la anterior, con las fechas prime- 
ro y diecisiete de Octubre de mil ochocientos noventa y cinco, 
¡»or cincuenta >¡ dus acciones la de primero de Octubre y por 
dieciocho acciones la de diecisiete del mismo mes, siendo estas 
d«*.> últimas cotizaciones al precio de setenta y cinco pesos 
mon-'da nacional curso legal por acción. 

Que la sola enunciación de estos precios sugiere la idea de que 
las dos ultimas cotizaciones de t;in exiguo número de acciones, 
que aparecen realizadas al considerable precio de setenta y cin- 
co pesos moneda nacional de curso legal por cada acción, no 
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constituye su verdadero precio, por cuanto jamás, después de 
la quiebra del Banco, habíau alcanzado ó un valor semejante ni 
remutauiente aproximado á dichn pre.io las unciones del 
Banco Nacional, en la serie de cotizaciones que se hicieron de 
estos papeles en la Bnlsa, desde Knero de mil oebo.ienti>B no- 
venta y dos, basta el diez de Febrero de mil ochocientos noven- 
ta y cuatro, habiendu sido el mcj.ir precio ¡i que ellas nlanza- 
ron, el de treinta y seis pesos moneda nacional curso lega!* en 
la cotización anterior á la sanción de la ley, según lo d. mues- 
tra la planilla de foja doscientas sesenta y dos. 

Que en conGrmaeion déla idea enunciada viene la circuns- 
tatHa de que una y otra cotización se ban scsíuidu á raíz de lu 
gestión iniciada ante el Poder Ejecutivo por el doctor Federico 
Pinedo á nombre de los accionistas sus representados en este 
juicio, pidiéndole que procediese á la expropiación desús accio- 
nes, para lo cual Ln invitaba al nombramitn de peritos vuluadores 
que lijasen su precio, prometiéndole aceptaren pago, el título de 
renU de la ley número tres mil treinta y siete, por su vut.tr no- 
minal» 

Ksa gestión consta á f-ga primera del expeliente administra- 
tivo agregado, y el escrito con que ella se inició está decretado 
con fecha treinta de Setiembre de mil nehucienttii noventa v 
cinco, en tanto qu»- la prim-ra Je las cotizaciones de que se tra- 
ta lleva la f - cha de! día siguie te primero de Octubre, y la otr.j 
de diecisiete del mismo mes y año, 

Que esas dos ventas aisladas de un limitadísimo número de 
acciones, efectuadas marido éstas habían dejado de cotizarse ha- 
cía veinte meses (loque era natural dt/spues de sometidas á 
expropiación), cuando no fueron tampoco seguidas de nt*as ope- 
raciones que formen actos consecutivos y habituales según la le- 
tra del articulo ochenta y tres del Código de Comercio, capatea 
de determinar un precio corriente, y cuando nada, por otra par- 
te, autoriza á admitir una rápida é inesperada valorización de 
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títulos tan depreciadns, que estaban sometidos a esa precaria 
condición, no pueden discretamente ..ponerse á las cotizaciones 
corrientes durante varios años, mientras esas acciones circula- 
ban en el mercado y áun precio aproximadamente equivalente 
al <le Los fondos públicos creado* por la lev número dos mil ocho- 
cientos cuan-nta y unu. 

Queia coincideneia rife esa inexplicable nifl.i,.-¡ nn de valor 
con la solicitud elevada al gobierno por los accionistas pidiendo 
!a eipropiaciondeesas acciu, ;e >, s ¡ !l0 fuese una prueba bastante 
fie ojie esas dos cotizaciones de prim-ro y diecisiete de Octubre 
son una operación emanada de interesados para crear un pre- 
cedente favorable á sus conveniencias, previniendo la estima- 
ción de esos títulos para laexpropiarion, tampoco pueden servir 
ge base para ella, ni ante un criterio deequidad, ni ante la ¡e- 
tr.. y el espíritu de la ley, pues contra ese hecho efim.ro depo- 
nen todos los datos del proceso, las cotizaciones anteriores de 
las acciones y el estado ruinoso del establecimiento, el cual ex- 
cluye una valorización hasta el setenta y cinco por ciento ,,„,. 
expresa un estado próximo a la solvencia, 

Que podiendo también atribuirse las no cotizares de mil 
ochocientos n - venta y cinco á una adquisirjon final efectuada 
por fuertes tenedores de amones que procuraban reunirías to- 
das en sus manos, lo que en el caso aparecería admisible por 
la circunstancia de no presentarse al IJ a:ua do de la ley de .-i- 
propiacion otros accionistas, que los recurrentes ; tales coti^ 
cienes no pueden servir de base estimativa para la expropia- 
ción, porque vendría ú resultar «n el hecho, lijado el precio de 
Mas R or una de las partes, los accionistas, en daño del expro- 
piante, que es el Fisco y en último término el pueblo, que erea 
la renta pública con sus erogaciones tributarias. 

Que así, por un medio indirecto como el enumerado, vendría á 
n-ultar también una desigualdad considerable e injustificable 
ent:e los accionistas que se apresuraron á facilitar ta liquidací-m 




del quebrantado Banco Nacional aceptando el c ambio de sus 
acciones por fondos públicos, de acuerdo con la ley, J los que la 
han resistido decididamente, dundo lugar á este Jurjío litigio. 

tjue si alguna duda pudiera suscitarse en ti presente caso 
Bobre el precio qne haya de atribuirse á las acciones que se 
trata de expropiar, no sería ciertamente entre el precio de trein- 
ta y seis pesos moneda curso legal, anterior á la sanción de la 
ley t Tunero tres mil treinta y siete, y el de setenta y cinco pi - 
eos de la misma moneda de las cotizaciones de primero y dieci- 
siete de Octubre de mil ochocientas noventa y cinco, sinó más 
bien entre el primero de esos precios y el de treinta y tres por 
ciento de la cotización de diez de Febrero de mil ochocientos 
noventa y cuatro, siguiente al de la sanción de la ley; por ser 
este último precio el de una cotización á la que no se puede 
atribuir el propósito de exagerar la estimación, ó ¿cualquiera 
otra circunstancia, ya fuese ella deliberada Ó accidental. 

Es pues, en atención á la regla de que en la duda, si duda 
hubiese, debe estarse á favor del expropiado, que procede. lij ¡ir 
á las acciones en cuestión el más alto de esos dos precios, pe 
es el de treinta y seis pesos de curso legal ya mencionado. 

Que á este precio debe también agregarse el de los intereses 
correspondientes, destilo de los que cobra el Banco de la Nación, 
en sus descuentos, deBde que los expropiados hicieron depósito 
en dicho Banco de sus acciones para estar al resultado de 
Ja expropiación de ellas, depósito que es equivalente en sus 
efectos á la toma de posesiun del bien sujeto á la expropia- 



debe abonar en dinero efectivo por cada una de Las acciones ex- 



neda nacional decurso legal y sus intereses á estilo de Banco 
corridos desde que ellas fueron depositadas en el Banco de la 
Nación, quedando en estos términos modificada la sentencia re- 
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currida, tirado la. cortil á cargo del «propianle. Notifíqoese 
ron el ongiodl y, repuestos lo* sello-, devuélvanse. 

ABÜL JUZiS. - JUAS E. TOHIIEHT. 



«41 »A HMAMf 



Don ttiyuel de la Marra conlra don . 

sobre nulidad de sentencia 




i. — El juez bu pie ute nombrado en virtud de recusa- 
ción .fel titular, cesa en sus funciones <f«,|« t^eW titular re- 
cusado haya sido reeuplaiado per otro j uvl C(m fuucion^s p,r- 
iniitientesy con jurisdicción para el conocimiento de todas las 
causas déte •'ompetcncia del Jwzgido, y ta «enti-ncia que dicte 
li] iNi- estado debe declarar-e nula. 



(aso. — Lo 



el 



t «H« de I* 



liueiioü Ain-s. Diciembre á do 1899. 

Visins t considerando : Que el doctor José M. Gamas entró 
á --onm-er de esta causa como jaez supiste, por recusación del 
titnlur. 

T. LUX II 
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Que en tramitación el asunto, el juzgado federal de la sec- 
oion de La provincia de Buenos Aires, se puso u cargo del 
doctor Carlos Chenaut, nombrado en calidad de interino, peni 
con la plenitud de jurisdicción que al juez titular corres- 
ponde, 

Que un nombramiento en estas condiciones coloca al juez 
interino en la misma situación en lo relativo á la eitensiun de 
la jurisdicción en que estaría si hubiese sido nombrado con el 
carácter de permanente, de tal suerte que así como ¿ate tiene 
misión para el conocimiento de todas las causas que fueran de 
la competencia del juzgado sí no estuviera personalmente im- 
pedido. 

Qne es de derecho y jurisprudencia constante, o.ue la misión 
del juel suplente cesa tan luego como hubiese desaparecido la 
causa que motivó su intervención. 

Que, por tanto, el doctor Gamas no ha podido continuar 
ejerciendo funciones judiciales después de estar el juzgado i 
cargo de un magistrado que se aallaba eipedito y en aptitud 
legal para juzgar el pleito. 

Que como concordantes con los principios recordados, pue- 
den hacerse valer las disposiciones del artículo novecientos 
ochenta y tres del Código Civil, que declara sin valor io hecho 
por un oficial público reemplazado, después que se le haya he- 
cho saber el reemplazo ; y la del artículo mil novecientos seten- 
ta y seis del mismo código, que establece que el mandato espe- 
cial queda derogado por un mandato general posterior, cuando 
éste comprendiese en 
procuración anterior. 

Que dado el recurso traido» no corresponde juzgar sóbrela 
constitucionalidad ú inconstitucionalidad del 
juez interino hecho en la persona del doctor Chenaut. 

Por estos fundamentos, se declara nula la sentencia de foja 
ciento ochenta y cuatro, y devuélvanse los autos 
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BENJAMIN PAI. — ABEL BAZANi — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN K. TO- 
RttBNT. — a. MARTINEZ. 



Doña Mauricia Alegre contra don tedro ttezzonico, por multa 
impuesta d un escribano; sobre recurso denegado por la Cá- 
mara de Apelaciones en lo Civil de la Capital. 

Sumario. -El auto de los tribunales ordinarios imponiendo 
una pena disciplinaria al escribano uutomante de una escri- 
tura irregular en virtud de la superintendencia que ejerce por 
la ley, no es recurrible para ante la Suprema Corte. 

Coso. — Resulta del 

INFORME DI LA CAMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL DE LA CAPITAL 

Suprema Corle ; * UeQ0S Aires ' Mareo 39 de 1897 ' 

Como consta d* estos autos, doña Mauricia Alegre siguió 
contra la sucesión de don Pedro A. Ro«odíco, un juicio sobre 
nulidad de un contrato oneroso de renta vitalicia, el que se falló 

en definitiva, declarándose la nulidad de 
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dicha escritura otorgada por acto público y en atención á los 
vicios é irregularidades de la misma y lo dispuesto por el artí- 
culo 2)3 de la ley de organización de los Tribunales ; el mÍBiuo 
señor juez de primen instancia resolvió aplicar una inulta de 
1000 pesos moneda nacional al escribano a utoriztinte, don Eduar- 
do GonZ'iU-2, 

Apelada esta sentencia por las partes, esta Excelentísima 
Cámara la continuó, con costas, en lo principal, como animismo 
por mayoría de votos, en la parte que imponía una multa al re- 
ferido escribano, haciea'J» uso de las facu'iades que lo son pri - 
vativas en virtud de la superintendencia que ejerce por la ley 
y del deber que tiene de velar por el orden y moralidad de la 
administrado» de justicia. 

Tales son los antecedentes que nan motivado la pena disci- 
plinaria aplicada á dicho escribano, debiendo, por otra parte, 
observar que no es exacto, conm se observa en el recurso de he- 
cho llevado ante V. £., que la denegación del interpuesto ante 
este Tribunal se le hiciera saber al recurrente por >iiuple nota, 
pir-s le fué notificada en persona á su representante Mal partida 
con fecha 17 de Diciembre del año próximo p isado, según cons- 
ta i. foja 1055 vuelta, encontrándose en consecuencia consenti- 
da aquella denegación. 

Ks cuanto tiene que informar esta Excelentísima Cámara. 

Mcanor fi. det Sotar. 



VISTA DEL 



procura non general 



Suprema Corte ; 

La sentencia de la 

impone una 




Unenos Aires, Mayo (i Je 1897. 

Cámara de ta Capital, que 
escribano don Eduardo Gon- 
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z;ilez t fué notificada á su apoderado especial Malpartida en 
Diciembre 2 del año pasado, según diligencia do foja 1049 
vuelta. 

El auto de foja 1 055, denegatorio de la apelación, le fué no- 
tificado al mismo apoderado A foja 1055 vuelta, en 17 del rais- 
m» mes de Diciembre. 

Kntre tanto el recurso de hecho de foja t06o tiene la fecha 
de 33 de Diciembre, lo que implica su presentación Ala Supre- 
ma Curte A los 6 dias después de la di-negación del recurso por 
la Excelentísima Cámara a 71*0, y comí» según prescripciones 

déla Capital, como de ia ley 
en lo nacional (art. 235 y 331) la queja de- 
jonerse dentro de tres tiias después de notificada la 
1, pienso que el recurso traído ante V. E. estaba ya 
\ y es por ello inadmisible. Pido A V. E. se sirva 

declararlo. 

Sab imano Kier, 






rail» «« I* luptHiR C*rt+ 

U liúdos Aires, DiciDinbrc i de 1899. 

Vistos y considerando: Que para la procedencia del reeurso 
autorizado por el artículo catorce de la ley de jurisdicción y 
por el artículo noventa de la ley orgánica de loa tribunales de 
la Capital, es necesario que en el pleito se haya puesto en cues- 
tión la inteligencia de alguna cláusula de la Constitución 6 ley 
del Congreso, y que la decisión sea contra la validez del título, 
derecho, privilegio ó exención, que se funda en dicha cláusula 
y sea materia del Litigio. 

Que según resulta de autos, eu el pleito no se ha cuestiona- 
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do ponto algún© de los expresados, do existiendo, por consi- 
guiente, sentencia dictada en ta cansa y contraria al derecho 
invocado por el recurrente. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo pedido por et se- 
ñor Procurador General, se declara bien denegado el recurso, 
notifícese con el original, repóngase el papel j devuéW ansc al 
Tribunal de su origen los autos remitidas como informe, á los 
quu se agregarán las presentes actuaciones. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
ÍWAI* B. TORRENT, — OCTA- 
VIO — H. MARTINEZ. 



